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El Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal (PDHDF) 
busca apuntalar nuevos diseños institucionales y formas de 
convivencia social que partan de la realización de los derechos de 
todas las personas que viven y transitan en la Ciudad de México. A 
partir del desarrollo de esquemas para dar seguimiento y evaluar 
la ejecución de sus 2,412 líneas de acción se busca identificar 
las buenas prácticas, las áreas de oportunidad y los retos para la 
incorporación de una nueva mirada en el quehacer público de las 
instancias de esta Capital: el enfoque de derechos humanos. 

Ubicar los aciertos y áreas de mejora en este proceso complejo 
de institucionalización e implementación, permite fortalecer 
determinadas acciones, reconducirlas cuando sea necesario, y 
sobre todo alinearlas con las obligaciones que tiene todo Estado 
de respetar, proteger, promover y garantizar los derechos humanos. 

En este camino, y bajo el mandato del Comité de Seguimiento y 
Evaluación, la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento 
y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito 
Federal realizó una consultoría para analizar la institucionalización 
del enfoque de derechos humanos y la implementación del PDHDF 
por parte de tres instancias públicas del Gobierno de la Ciudad: 
la Secretaría del Medio Ambiente (SEDEMA), la Secretaría de 
Seguridad Pública (SSP) y el Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia del Distrito Federal (DIF-DF). 

El estudio desarrollado por INCIDE-Social aporta casos modelo a 
replicar en las demás instancias responsables de cumplir con el 
Programa de Derechos Humanos y avanzar en un esquema de 
evaluación homogéneo y sistemático; así como generar una ruta de 
trabajo para la atención de los hallazgos y recomendaciones, con 
plazos puntuales de cumplimiento y áreas internas responsables. 
Esto fue posible gracias a la disposición y apertura de las instancias 
involucradas para entablar diálogos constructivos y procesos de 
aprendizaje a partir del seguimiento y evaluación de su actuar. 

Los aportes de este ejercicio se ubican en un compromiso por 
acercar el marco conceptual de los derechos humanos a un 

esquema programático que tenga como brújula su realización. 
Queda por delante la tarea fundamental de traducir estos 
hallazgos en cambios específicos que permitan dar cumplimiento 
del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal, y estos 
esfuerzos se reflejen en el bienestar de la vida cotidiana de las y los 
habitantes de esta Ciudad, de esta Capital Social, de esta Ciudad 
de libertades. 

Marcia Itzel Checa Gutiérrez, 

Secretaria Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación 

Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal 

¡Nuestra Ciudad, Nuestros Derechos!
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Pese a los avances en la definición de una agenda de estrategias, 
acciones y políticas públicas, persisten en la administración públi-
ca diversos factores que impiden o que presentan resistencias a 
su efectiva instrumentación. Ello explica la necesidad de contar 
con un mecanismo de seguimiento que permita medir el avance 
de los objetivos del Programa, identificando áreas susceptibles 
de mejora.

Es en este sentido que se lleva a cabo el presente estudio, que 
contempla dos grandes objetivos generales. Primero, busca cons-
truir una herramienta que permita verificar el grado de institu-
cionalización del EDH en los entes implementadores (dependen-
cias). Segundo, busca estudiar el avance en la implementación 
de las líneas de acción (LA) establecidas en el Programa, iden-
tificando los principales obstáculos a los que se ha enfrentado 
la implementación. Con base en este análisis, se busca formular 
propuestas orientadas a la realización de los dos objetivos.

En el primer capítulo se desarrolla un marco conceptual que, 
considerando el debate teórico en la materia así como las defini-                                                                                                                          
ciones logradas desde el PDHDF, busca delinear los principios, 
atributos, características o elementos que constituyen la perspec-
tiva de DDHH en las política públicas, los sistematiza y contribu-
ye a la configuración de un instrumento que permita valorar el 
esfuerzo normativo-institucional para la realización de tal o cual 
derecho.

Mediante una revisión de la literatura especializada se definieron 
las principales características de los principios o elementos fun-
damentales del EDH, estableciendo los criterios mínimos a consi-
derar por cada una de los entes implementadores. Las variables 
resultantes permitieron analizar el grado de institucionalización 
de la perspectiva de DDHH en tres dimensiones: (1) estructural, 
que se refiere a una verificación del marco normativo de la insti-
tución; (2) de procesos, que aborda las capacidades y esfuerzos 
institucionales para la asimilación del EDH y realización de las 
líneas de acción; y (3) de resultados, que surge de la revisión 
de estudios independientes realizados por OSC especializadas o 
instituciones académicas, así como de entrevistas a profundidad 
con operadores de programas, funcionarios o especialistas en la 
materia.

L a realización de los derechos humanos (DDHH) para todas 
las personas debe ser la brújula de cualquier proyecto en un 
Estado democrático. Sin embargo, el diseño y la programación 

de las políticas públicas con esta perspectiva conllevan un proceso 
participativo complejo que dificulta su instrumentación y la medición 
de resultados.

El enfoque de derechos humanos (EDH) es una perspectiva basada 
en normas internacionales que busca conceptualizar las obligaciones 
del Estado, y otros actores agregados, en relación con la persona para 
facilitar su desenlace programático (desde el diseño de las políticas 
públicas hasta la evaluación de las mismas), considerando como últi-
mo objetivo la realización de esos derechos. Es una perspectiva que 
identifica a los titulares de derechos y las obligaciones del Estado 
para fortalecer las capacidades individuales e institucionales en for-
ma tal que se logre la correcta institucionalización del enfoque.

La Ciudad de México ha sido ejemplo internacional gracias a los 
avances en el proceso de diagnóstico y programación que se está 
realizando desde 2007. Para ello, se ha creado el Mecanismo de Se-
guimiento y Evaluación (MSyE) del Programa de Derechos Humanos 
del Distrito Federal (PDHDF); un comité participativo, plural y trans-
parente, el Comité de Seguimiento y Evaluación (CSyE), integrado 
por representantes de la sociedad civil, instituciones académicas, el 
Gobierno del Distrito Federal (GDF), la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal (ALDF), el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Fede-
ral (TSJDF) y la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(CDHDF); y la Secretaría Ejecutiva del MSyE del PDHDF, que articula 
lo establecido en el Programa, la Ley del Programa y el Reglamento 
del MSyE.

El PDHDF es producto del consenso de las organizaciones de la socie-
dad civil (OSC), la academia, la ALDF y el GDF, al que se incorporaron 
propuestas y opiniones de diversos especialistas, constituyendo así 
una herramienta fundamental para garantizar el ejercicio y goce de 
los DDHH de las personas que habitan y transitan en el D.F. Contem-
pla dos mil 412 líneas de acción en torno a 15 derechos y 10 grupos 
de población. El Programa brinda a las y los servidores un marco de 
referencia común, así como mayor claridad con relación a las políticas 
públicas y la legislación que competen a cada instancia para la reali-
zación de los DDHH en la Ciudad de México.

PresentaciónPresentación
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Se analizó la implementación de las líneas de acción considerando 
la definición del contenido de cada derecho que se busca realizar, 
tomando en cuenta los acuerdos internacionales, estándares y juris-
prudencia que existe en la materia. Ello permitió establecer, prime-
ro, si existe efectivamente una relación entre las acciones llevadas 
a cabo por los funcionarios con la realización de estos objetivos y, 
segundo, establecer el avance en este proceso.

En cada capítulo se analiza el proceso de institucionalización del 
EDH y la implementación del Programa con base en los hallazgos 
en tres entes implementadores: el Sistema Integral para el Desa-
rrollo de la Familia (DIF-DF), en el capítulo dos; la Secretaría de 
Seguridad Pública del Distrito Federal (SSPDF), en el capítulo tres; y 
la Secretaría del Medio Ambiente (SEDEMA), en el capítulo cuatro. 
De esta forma, el segundo, tercero y cuarto capítulos analizan los 
hallazgos obtenidos de la aplicación de la herramienta y entrevis-
tas a servidoras y servidores, especialistas, y sujetos de derechos 
para proponer alternativas para la mejora institucional, mismas que 
servirán de manera específica en cada una de las dependencias 
analizadas. 

El estudio enfrentó dos obstáculos. “El primero fue temporal. Debi-
do a las necesidades institucionales de obtener resultados en poco 
tiempo, no se pudo abarcar una muestra más grande de entes im-
plementadores. El segundo fue debido al cambio de gobierno en 
la Ciudad de México. La falta de un servicio civil de carrera conso-
lidado permite que las y los funcionarios sean removidos de sus 
responsabilidades sin importar los procesos, políticas o programas 
en curso. Con ello, se pierde la experiencia acumulada y gran parte 
de la perspectiva de derechos que a través de las y los funcionarios 
se asimilaban a la institución”.



ConceptualMarco conceptual
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M A R C O  C O N C E P T UA L

  1.	 Marco conceptual

Con el objetivo de conocer el grado de institucionalización 
del EDH, así como el avance en la implementación del Pro-
grama, este capítulo identifica los conceptos clave que dan 

forma a una perspectiva para el diseño e implementación de las po-
líticas públicas que permita construir una herramienta de análisis.

Este apartado conceptual considera las definiciones elaboradas 
desde el Diagnóstico de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(2008) y el PDHDF (2009), pero se complementa con los avances 
que, en los últimos años, se han realizado desde la jurisprudencia, 
los estándares, las relatorías y observaciones generales en el largo 
proceso de definición de los DDHH.

La revisión de estos elementos, así como de otros que aborda la li-
teratura especializada, identifica los principios básicos del EDH, sus 
características esenciales en la instrumentación de las políticas, así 
como las características que, desde un punto de vista formal y prác-
tico, deberían apreciarse en los atributos definidos para el estudio.

El punto de arranque es el marco internacional de los DDHH, desde 
donde se delinean los principios y atributos que conforman esta 
perspectiva. A partir de ello, tanto la academia como los órganos 
jurisdiccionales han trabajado en definir el desenlace programático 
de las obligaciones estatales, estableciendo características irreduc-
tibles que debieran considerarse. Los principios fundamentales en 
el EDH –como la universalidad, integralidad o progresividad– se 
conjugan con la participación, el acceso a la información,1 la trans-
parencia2 o la rendición de cuentas como derechos procedimen-
tales que refuerzan el ejercicio pleno de la ciudadanía desde las 
políticas públicas (Cunill: 2010; Abramovich: 2006).

El propósito del documento es contribuir a la vinculación y desarro-
llo de estos principios en términos de su aplicación en las políticas 
públicas de la Ciudad de México. Se trata de un proceso que está en 
continuo desarrollo. En este sentido, se suma al esfuerzo colectivo 
para la consolidación de esta perspectiva.

1.1  Los derechos humanos como marco norma-
tivo internacional y la necesidad de instituciona-
lizar esta perspectiva

Los DDHH, y en general lo que hoy se entiende como dignidad hu-
mana, son un conjunto de garantías jurídicas universales que prote-
gen a los individuos y a los grupos contra acciones y omisiones que 
interfieren con las libertades y los derechos fundamentales y con la 
dignidad humana (OACNUDH: 2006). Estos derechos y libertades, 

1 Las ciudadanías informadas están mejor equipadas para aprovechar oportunidades, 
acceder a servicios, ejercer sus derechos y pedir cuentas a los actores estatales y no es-
tatales. La información que debe proveerse no sólo debe estar disponible, sino que debe 
ser exacta y completa.
2 La transparencia puede desempeñar un papel de gran importancia en el disfrute de 
todos los derechos y en el mejoramiento de la calidad de la gobernanza en general –la 
cual comprende los mecanismos, procesos e instituciones por medio de los cuales la 
ciudadanía y los grupos articulan sus intereses, ejercen sus derechos legales, cumplen sus 
obligaciones y resuelven sus diferencias.

que dan cuerpo a distintos atributos de la persona y sus procesos 
como sociedad, son producto de la experiencia a lo largo de la 
existencia humana. De manera directa, muchos de ellos surgen de 
luchas sociales a partir del reconocimiento de ciertos fenómenos 
considerados injustos.

Se trata de atributos definidos como universales, es decir, inherentes 
a toda persona, independientemente de su sexo, religión, nacio-
nalidad, raza, estado civil, orientación política o sexual, situación 
económica, opinión pública o cualquier otra característica que no 
altere la condición de persona. Asimismo, son definidos como inter-
dependientes e indivisibles pues deberán recibir la misma atención 
y urgente consideración a su protección y promoción.

La idea misma de que todas las personas tienen derechos por el 
simple hecho de pertenecer a la “familia humana” (asumiéndolas 
como derechohabientes) constituye una concepción de justicia 
fundada en el reconocimiento de atributos en los individuos exi-
gibles frente a los Estados como demandas válidas, lo que supone 
una forma determinada de organización política, económica y so-
cial.

Si bien estas garantías pueden considerarse más como demandas 
éticas que mandatos legales, es cierto que conciben obligaciones 
en función de que, como señala Amartya Sen, “su existencia gene-
ra razones para la acción, por parte de quienes puedan apoyar su 
realización y salvaguarda” (Sen: 2004). Por tanto, en un contexto de 
desigualdad global creciente, los DDHH constituyen una vía para 
lograr mayores niveles de justicia, en tanto su fundamento moral se 
encuentra en un atributo común a todos los seres humanos (Ferrer: 
2005).

La síntesis de estos derechos y libertades se encuentra consagrada 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948, y se 
dividen en dos grandes grupos: (1) derechos civiles y políticos, y (2) 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. Estos se 
especifican en pactos a partir de los que surgieron diversos instru-
mentos jurídicos internacionales que son la plataforma que permite 
su exigibilidad y, de manera específica, obligan a los Estados parte 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) a realizar todas las 
acciones para respetarlos, protegerlos y garantizarlos. Esto significa 
que todas las instituciones del Estado deberán abstenerse de inter-
ferir en el disfrute de los derechos, realizar acciones necesarias para 
prevenir violaciones a los mismos por parte de terceros y promover 
la adopción de medidas legislativas, administrativas, presupuesta-
les o judiciales que se requieran para hacerlos efectivos.

A finales de la década de los ochenta, un gran número de países 
había suscrito los diferentes tratados y convenciones. Sin embargo, 
en la práctica, la firma de los acuerdos internacionales había tenido 
poco o casi nulo impacto en el nivel de disfrute de los DDHH (ONU: 
1985; Comité DESC: 1989). Por un lado, para los Estados era muy 
poco claro cómo trasladar los principios de los DDHH en medidas 
de política. Por el otro, para la ONU era prácticamente imposible 
determinar los casos de violación de derechos. Fue entonces que 
se reconoció que la justificación del discurso de DDHH no dependía 
de la plausibilidad de sus principios filosóficos y normativos sino de 
su viabilidad para incidir en las sociedades.
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En este sentido, la viabilidad de este enfoque depende de dar 
significado preciso a cada uno de los derechos, pero también de 
construir un marco que oriente a los Estados en la aplicación de 
medidas que contribuyan a su realización.

Así, desde la década de los ochenta, la ONU, a través de sus dife-
rentes comités y comisiones, ha movilizado recursos precisamente 
para clarificar, mejorar la consistencia y la profundidad de los princi-
pios operativos y de las definiciones de cada derecho –por ejemplo, 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) 
(1990, 1990a).

En los últimos 30 años, este proceso ha permitido estandarizar defi-
niciones y alcances, consolidando el compromiso internacional con 
los DDHH, el cual no establece un techo sino un piso de obligacio-
nes que cada Estado debe mejorar en función de sus capacidades. 
De esta forma, surge la necesidad de delinear las características 
que debieran tener las estrategias y políticas públicas a la luz del 
reconocimiento de las personas como titulares de derechos y no 
como beneficiarias o beneficiarios de un programa, apoyo o servi-
cio público. Es bajo este enfoque que, por ejemplo, la reducción de 
la pobreza se asume como una obligación legal y no como caridad 
u obligación moral (Cunill: 2006).

Construir una nueva generación de instituciones por el bienestar, 
que incorporen de manera transversal el marco de los DDHH, cons-
tituye una tarea clave para el Estado moderno. Para ello, se requiere 
del reconocimiento institucional de ciertos elementos clave para 
que el EDH sea incorporado a las políticas públicas.

1.2  El enfoque de derechos humanos: definición 
y estructura

Hacer realidad u operacionalizar los DDHH requiere de la construc-
ción de un marco de políticas que considere transversalmente sus 
principios, traduzca las garantías legales en instituciones públicas, 
políticas públicas y acciones de gobierno, y que éstas hagan reali-
zables cada uno de los derechos para todas las personas. Es así que 
surge la discusión acerca de lo que significa la perspectiva o enfo-
que de los derechos humanos, a partir de la cual se busca articular 
el acuerdo internacional ético en torno a la defensa de la dignidad 
humana con el desarrollo de políticas, estrategias y programas para 
la realización de cada derecho.

A continuación se presentan los principios, atributos y definiciones 
que dan forma y contenido al EDH, y las diferentes propuestas para 
incorporarlo en el diseño, instrumentación, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas.

1.2.1   ¿Qué es el enfoque de derechos humanos 
y cuál es su estructura?

El EDH es un marco conceptual que, fundado en los instrumentos 
internacionales de DDHH, puede utilizarse en diversos planos. Re-
cientemente se ha comenzado a usar en el mundo de las políticas 

públicas para orientar la formulación, implementación, monitoreo 
y evaluación de las medidas que adoptan los Estados para proteger, 
respetar, promover y satisfacer los diferentes derechos civiles, polí-
ticos, sociales, económicos, culturales y ambientales (Abramovich: 
2006).3 De igual forma, en el plano académico se utiliza como mar-
co conceptual para el análisis de problemas sociales clave como 
pobreza, desigualdad y exclusión social (Townsend: 2009), violen-
cia social (Jusidman et al.: 2010), o ciudadanía (Lister: 2010), entre 
otros temas. Tiene la ventaja de enlazar distintas investigaciones 
con las obligaciones del Estado y, por tanto, potenciar las implica-
ciones de los hallazgos de los estudios.

Otro aspecto distintivo es la redefinición de las relaciones entre el 
Estado y la sociedad. La relación proveedor-beneficiario se trans-
forma en responsable-titular. Ello conlleva cambios en diversos 
frentes relacionados con la construcción y consolidación de una 
ciudadanía integral, pero también asociados a los mecanismos y 
acciones para responder a las nuevas demandas de personas con 
titularidades.

El EDH tiene una plataforma moral, pero también conceptual en el 
marco internacional de DDHH. Por tanto, las ventajas y dificultades 
en el uso del EDH tienen sus orígenes en la generalidad de los 
distintos tratados internacionales. Para que el Estado y la sociedad 
puedan identificar cómo proteger, respetar, promover y satisfacer 
–o, en su caso, determinar lo que se está haciendo bien o mal– 
se necesitan referentes. En este sentido, es difícil disentir sobre los 
grandes objetivos éticos y morales del movimiento internacional de 
DDHH, pero también es comprensible que sociedades y gobiernos 
enfrenten múltiples dificultades en la institucionalización del EDH. 
Ello ha llevado al reconocimiento de que es necesario desarrollar el 
marco de DDHH.

A diferencia de lo que se establecía en los ochenta, y quizás debido 
a la toma de conciencia de la precariedad para su aplicación, en la 
actualidad se tiene una mejor plataforma para aplicar los postu-
lados de los DDHH. Sin embargo, buena parte de las confusiones 
o desacuerdos se derivan de la falta de claridad sobre cómo está 
organizada la versión moderna del marco conceptual de DDHH, lo 
cual es clave para entender, analizar y evaluar un programa en la 
materia.

Un primer paso para avanzar en este camino es la definición, orga-
nización y articulación de los componentes particulares del marco 
de DDHH. En general, este proceso se conoce como operaciona-
lización del marco de derechos humanos. Busca determinar cómo 
sus parámetros pueden utilizarse tanto para analizar y, en su caso, 
redefinir las medidas de los Estados, como para evaluar el grado de 
realización de los derechos. Esta idea de operar o aplicar el marco 
de derechos es lo que se conoce como enfoque o perspectiva de 
derechos humanos.

El EDH presenta una estructura y jerarquía interna de los compo-
nentes del marco de DDHH, los cuales pueden organizarse en dos 
grandes niveles. En un primer nivel coexisten principios de distinta 

3 Existen confusiones sobre la obligación de satisfacer, puesto que términos como garan-
tizar o cumplir se usan de manera indistinta. Sin embargo, como se muestra más adelante, 
el término satisfacer resulta más apropiado para entender algunas de las controversias 
más comunes sobre el alcance de las obligaciones del Estado.
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naturaleza pues se parte de principios filosóficos para definir una 
serie de principios normativos y operativos. Mientras los normati-
vos establecen la relación que tienen las personas con respecto a 
los DDHH, los operativos son parámetros que sirven para enmarcar 
las medidas o acciones del Estado. En un segundo nivel se tienen 
diferentes tipos de atributos que sirven para definir cada derecho 
humano y para establecer umbrales de violación/realización. Por 
tanto, el EDH puede definirse como el uso del conjunto de prin-
cipios y atributos del marco de DDHH para analizar las medidas 
de los Estados (legislación y políticas) y la situación de los DDHH 
(violación y realización).

Los principios filosóficos fundamentales del EDH son la libertad y 
la dignidad humana, los cuales constituyen los fines que deben 
perseguir los Estados firmantes de los instrumentos internacionales 
de DDHH. Por supuesto, estos fines no deben confundirse como 
objetivos o metas de política, sino que deben interpretarse como 
guías éticas generales.4

Por otro lado, los principios normativos sirven para establecer las 
propiedades de los DDHH respecto a las personas. Universalidad, 
indivisibilidad, inalienabilidad e interdependencia son principios 
normativos que establecen que los DDHH son para todas las per-
sonas, que no se pueden dividir o segmentar, y que la vulneración 
de un derecho afecta al resto. Finalmente, los principios operativos 
(no regresividad, uso máximo de recursos disponibles y no discrimi-
nación) son parámetros de la actividad Estatal y el primer estándar 
para evaluar las medidas que establecen los Estados para proteger, 
respetar, promover y satisfacer los DDHH.

Es importante discutir algunos puntos sobre los principios operati-
vos. Primero, no existe una lista exhaustiva y delimitada de los prin-
cipios operativos pues su definición se considera en permanente 
construcción. Segundo, los principios deben ser de la misma natu-
raleza y tener la misma jerarquía. Tercero, los principios operativos 
pueden derivarse del marco de DDHH o de desarrollos conceptua-
les que adicionan principios (Cunill: 2010). Los puntos dos y tres 
son importantes porque el PDHDF no utiliza el término principios 
operativos sino el término “elementos”, concepto en el que agrupa 

4   No es propósito del documento discutir los diferentes marcos filosóficos (liberales, neo-
liberales o socialdemócratas) que dan origen a diferentes interpretaciones y significados 
de la libertad y la dignidad humana.

un conjunto de características, atributos y definiciones que modi-
fican la idea de contar con principios de la misma naturaleza con 
mismas relaciones de jerarquía.

Por otro lado, existen otros principios normativos en cuanto a me-
dios para exigir y hacer los derechos justiciables. Ello implica la 
extensión de las obligaciones del Estado a fin de establecer una 
conexión adecuada de estos principios con derechos considerados 
como “procedimentales”, los cuales son parte de la operacionaliza-
ción de los principios de exigibilidad y justiciabilidad (ver secciones 
1.3.4 y 1.4.1).

Esa inclusión categórica desemboca en la existencia de “elemen-
tos” de diferente naturaleza y jerarquía que dificultan el análisis 
y se suman a las características que, en un segundo momento, 
se incluyeron en la Ley del PDHDF, lo que posiblemente afecte 
la instrumentación de las líneas de acción del Programa. En este 
sentido, se decidió agrupar y definir los principios (operativos) 
básicos conforme se sugiere en la literatura, tomando en cuenta 
los elementos y conceptos en la conformación del instrumento de 
verificación del EDH.

En un segundo nivel, los atributos permiten establecer definicio-
nes específicas para cada uno de los DDHH. Como se muestra con 
mayor detalle en las siguientes páginas, la definición por derecho 
facilita la valoración del grado en el que una determinada acción 
afecta la realización o la vulneración de un determinado derecho 
humano y, por tanto, ayuda al análisis de la relación entre una 
política pública y su posible efecto sobre el derecho humano. Por 

tanto, en la medida en la que los parámetros del EDH (principios 
y atributos) se definen y articulan con mayor precisión es posible 
construir herramientas para la verificación de, por ejemplo, el gra-
do en el que un programa de derechos humanos contribuye a la 
protección, promoción y satisfacción de los DDHH. En la siguiente 
sección se presenta conceptualmente cómo se construyen las defi-
niciones por derecho.

1.2.2  Conceptualización de los atributos por de-
recho

Tal vez el mayor reto en el uso del EDH es la determinación del 
punto o umbral bajo el cual sea posible concluir que un derecho 
humano se viola o realiza y que, por lo tanto, sirva para determinar 
los parámetros bajo los cuales una política se diseña, implementa, 
monitorea y evalúa. La respuesta no ha sido resuelta en la litera-
tura especializada. No obstante, existen importantes avances que 
permiten establecer un marco de análisis sobre la violación y reali-
zación de los DDHH. En particular, existen cuatro criterios comple-
mentarios que ayudan a determinar dicho punto o umbral.

A) Dimensiones de los derechos humanos

El primero de estos avances es la creación de atributos o dimen-
siones por derecho. La observaciones generales de los Comités de 
la ONU establecen que los DDHH se cumplen en la medida en la 
que los Estados protegen, respetan, promueven y satisfacen: (1) 
el acceso al derecho (accesibilidad económica y geográfica); (2) la 

La estructura básica del EDH incluye:

   Principios:
-Filosóficos: dignidad humana y libertad

-Normativos: universalidad, interdependencia, indivisibilidad e inalienabilidad

-Operativos: uso máximo de recursos disponibles, no regresividad y 

no discriminación, justiciabilidad y exigibilidad

   Atributos por derecho:
-Atributos específicos por derecho: acceso, calidad, disponibilidad y

aceptabilidad

-Mínimos esenciales por derecho: marco internacional

-Umbral judicial por derecho y jurisprudencia: legislación nacional
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magnitud necesaria de recursos para garantizar el derecho (dispo-
nibilidad); (3) la calidad en la provisión y en el disfrute del dere-
cho (calidad); y (4) la aceptación de grupos conforme a paráme-
tros culturales (aceptabilidad). En la práctica, suele pensarse que 
el derecho a la salud se realiza cuando la gente tiene un seguro de 
salud. Sin embargo, la definición de estas dimensiones brinda una 
interpretación más profunda. El derecho a la salud, por ejemplo, se 
realiza no sólo en la medida en la que la gente tiene un seguro, sino 
cuando los servicios están al alcance geográfico de la población, la 
calidad de la atención cumple con ciertos estándares científicos, 
que existe un número suficiente de médicos, medicinas y hospi-
tales, y que la atención se hace respetando la diversidad cultural.

B) Estándares o niveles esenciales

Las dimensiones señaladas sirven para clasificar cuatro grandes es-
pacios de atención para la realización de los DDHH. Sin embargo, 
uno de los problemas es la identificación de estándares para deter-
minar el grado de avance respecto a la accesibilidad, la calidad, la 
disponibilidad y la aceptabilidad.

Otro problema recurrente, acerca del cual se ha venido trabajan-
do en distintos niveles, es el hecho de que los Estados no pueden 
realizar inmediatamente todos los derechos humanos y no es claro 
cuáles deberían ser sus prioridades. Bajo los principios de progre-
sividad y máximo uso de recursos disponibles surgió la idea de es-
tablecer mínimos de cumplimiento, los cuales definen un umbral 
inaceptable para los Estados. Aunque la capacidad estatal es un 
criterio a considerar en el caso de la realización completa del dere-
cho, en el caso de los estándares mínimos se considera que su cum-
plimiento debe ser inmediato (Abramovich y Courtis: 2002, 1996).

Los niveles considerados como esenciales surgen de acuerdo con el 
derecho internacional y pueden derivarse de conceptualizaciones 
de otras organizaciones internacionales como la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) o la Organización Mundial de la Salud 
(OMS). Por ejemplo, en materia de disponibilidad existe un están-
dar claro del mínimo set de medicamentos que una persona debe-
ría tener a su disposición cuando se requiera. En la dimensión de 
calidad del empleo, otro ejemplo es el de las condiciones laborales 
establecidas por la OIT que establecen los mínimos estándares que 
deben contemplarse en los contratos y que el Estado está obliga-
do a respetar y proteger. En otros casos, las mismas observaciones 
generales de la ONU y sus relatores de derechos humanos son ex-
plícitas respecto a los mínimos de cumplimiento (como en el caso 
de educación básica). Como se muestra más adelante, estos niveles 
esenciales se complementan con la legislación nacional y con los 
avances en la ciencia respecto a la determinación de umbrales en 
diferentes áreas, como la alimentación o la atención de la salud 
(Jusidman y Marin: 2010).

C) Análisis de jurisprudencia

La determinación de casos de violación de los derechos humanos 
es un proceso sumamente complejo que en la mayoría de los ca-
sos excede el aparato conceptual existente. La jurisprudencia es un 
proceso que, bajo el criterio de los jueces y tribunales, concluye si 
determinado caso constituye una violación de un derecho humano. 

Una de las ventajas de la jurisprudencia se basa en el hecho de que 
sienta precedentes que pueden ser utilizados como parámetros para 
juzgar si, en circunstancias similares, un derecho también se ha vulne-
rado. Por tanto, el estudio de la jurisprudencia resulta en un estudio 
de la evolución de las leyes, resultando en la creación de diferentes 
umbrales judiciales (como se vio en el inciso B). Por supuesto, la ju-
risprudencia depende del estatus del sistema jurídico vigente y de la 
relación jurídica que tengan los países con cortes internacionales de 
derechos humanos.

En México existen ejemplos concretos de análisis de jurisprudencia 
que dan luz respecto del avance en la materia. Por ejemplo, Villa y Es-
tévez (2008) reúnen 27 análisis sobre diferentes derechos. En el caso 
particular de DESC, el Observatorio de Política Social y Derechos Hu-
manos de INCIDE Social, A.C., registra periódicamente las decisiones 
de la Suprema Corte de Justicia de México. Sin embargo, una de las 
desventajas de la jurisprudencia es que, aunque tienen importante 
validez interna, existen problemas con la validez externa, ya que es 
difícil extrapolar la mayoría de los casos y es necesario esperar a que 
un caso específico se interprete y, posteriormente, se incorpore en 
alguna ley.

D) Los derechos humanos como un `continuo’

Otro avance reciente en la conceptualización de los DDHH es la 
noción de que los derechos humanos son una línea que represen-
ta diferentes grados de realización o violación (Townsend y Gordon: 
2003). Hay diferentes maneras de pensar en dicha línea o “continuo”. 
Una manera es establecer cuatro líneas, una para cada dimensión. Por 
tanto, la realización del derecho dependería de alguna manera de 
colapsar las cuatro dimensiones.5 En la Figura se ilustra esta idea. La 
es línea representa una dimensión del derecho (por ejemplo, acceso).

Una de las ventajas de pensar en la línea continua es la incorpora-
ción de un criterio mínimo o nivel esencial (línea gris) así como del 
estándar establecido en la ley (línea negra). En este caso, el umbral 
judicial es mayor a la línea debido a que se decidió subir el estándar 
mínimo (por ejemplo, de educación básica a educación secundaria). 
Esto es, con el tiempo, la sociedad puede decidir re-escalar el nivel y, 
por tanto, el umbral judicial podría no coincidir con el nivel mínimo. 
Sin embargo, nunca deberá ser menor dado el principio de no regre-
sividad. Como se discutirá más adelante, esta idea de los umbrales o 
mínimos es sumamente útil al momento de pensar en metas de los 
programas e indicadores para el monitoreo de los DDHH.

5   Otra manera es pensar en las cuatro dimensiones como umbrales de la misma línea. 
Sin embargo, esta idea parece ser poco viable ya que implicaría algún tipo de jerarquía 
de las dimensiones.

Realización total del derecho

Umbral judicial

Nivel mínimo esencial

Violación absoluta del derecho
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Las dimensiones, los niveles esenciales, los estándares judiciales 
y la idea del “continuo” son elementos útiles para hacer sentido 
práctico de los DDHH. A pesar de ello, la plausibilidad de toda esta 
idea depende de que los niveles esenciales o estándares judiciales 
existan y sean claros. Desafortunadamente, no se cuenta con éstos 
para todos los derechos y, por tanto, se da lugar a un espacio fuerte 
de discrecionalidad e incertidumbre que pone a ciertos derechos 
en la oscuridad, tal y como ocurría en los ochenta.

Esta reflexión abre importantes preguntas en materia de la aplica-
ción del EDH, tales como: ¿qué hacer cuando no se ha determinado 
el nivel mínimo y/o tampoco existe el umbral judicial? Claramente, 
la definición de dicho estándar debe derivarse de un proceso de 
deconstrucción del marco de DDHH o de la legislación nacional. 
Esto es similar a lo que actualmente se hace en materia de cons-
trucción de indicadores de DDHH, donde se busca operacionalizar 
el marco de los mismos de forma tal que el resultado (indicador) 
sea muy próximo al umbral (no reconocido) del derecho. Esta idea 
se discute al final de esta sección.

1.2.3  El enfoque de derechos humanos, la deter-
minación de incumplimiento y la naturaleza de 
las obligaciones del Estado

Los Estados tienen la obligación de respetar, proteger, promover y 
satisfacer los DDHH. Pese a que existen definiciones extensas para 
cada una de estas obligaciones, en la práctica hay muchos pro-
blemas para determinar su incumplimiento. Esto se refleja en la 
falta de precisión para señalar en qué momento y bajo qué criterios 
el Estado infringe los diferentes DDHH. En la literatura reciente se 
plantean dos mecanismos complementarios para afinar la detec-
ción de casos de incumplimiento de obligaciones. Como se verá a 
continuación, ambos son útiles también para establecer un marco 
de referencia sobre el “porqué” los diferentes derechos no se han 
realizado.

El primer mecanismo se basa en lo que se expuso en el punto 
anterior sobre la determinación de estándares de derechos y de 
umbrales judiciales. En la medida en la que existe un estándar es 
más sencillo identificar el incumplimiento porque facilita el estable-
cimiento de indicadores o parámetros de verificación. Por ejemplo, 
en el caso de la elaboración y evaluación de programas de DDHH, 
los estándares sirven para orientar el diseño mediante la identifi-
cación de metas, así como la consecuente elaboración de acciones 
y objetivos concretos. Además, la definición “multidimensional” en 
términos de acceso, disponibilidad, calidad y aceptación de ciertos 
DDHH ayuda a los Estados a mapear los aspectos críticos del dere-
cho que se deben priorizar.

A través de los atributos y dimensiones es posible imbricar una 
cadena causal para la realización progresiva del derecho. Por ejem-
plo, la resolución de un atributo remueve obstáculos para satisfacer 
otros atributos a fin de ir realizando los diferentes elementos del 
derecho en forma organizada y secuencial.6 Se trata, entonces, de 

6  Por supuesto, la cadena de realización no exime a los Estados de atender de manera 
inmediata aquellas dimensiones o derechos que pueden realizarse casi de manera instan-
tánea como, por ejemplo, los asociados con reconocimiento de titularidad mediante la ley 

un caso específico de la interdependencia de los derechos, aplica-
do para definir aspectos particulares de cada uno, como lo son las 
dimensiones y los atributos. Este planteamiento es útil no sólo para 
pensar la forma en la que los derechos y sus elementos interactúan, 
sino que permite organizar las estrategias y programas dirigidos a 
realizarlos de forma integral. Además, permite una vinculación con 
el segundo mecanismo para la detección de incumplimiento de las 
obligaciones.

La literatura reciente sobre derechos sociales establece que para 
éstos es necesario distinguir entre obligaciones directas e indirectas 
(Sengupta: 2001, 2004; Sen: 2004). Las obligaciones directas gene-
ralmente se asocian a las obligaciones de respetar, proteger y pro-
mover, mientras que las indirectas se relacionan con la obligación de 
satisfacer. Por ejemplo, en el caso de los derechos sociales, el Estado 
debe establecer medidas para satisfacer el derecho a la alimentación 
adecuada. Sin embargo, desde el punto de vista del derecho interna-
cional, no hay nada que implique que el Estado deba proveer directa-
mente el derecho. Su obligación es establecer medidas que, con base 
en los principios de no regresividad y uso máximo de recursos dispo-
nibles, realicen el derecho a la alimentación, por ejemplo. Esto signi-
fica que el Estado está obligado a elegir e implementar una política 
que garantice el acceso a una alimentación adecuada, la cual puede 
incluir aspectos relacionados con regulación de los mercados (com-
petitividad), vigilancia de precios y, quizá, programas alimentarios 
especiales para la población. En este caso, el Estado incide indirecta-
mente en el “contexto” de provisión del derecho a la alimentación y 
directamente en el caso de algunos grupos de población.

En el ejemplo que se plantea en el párrafo anterior subyace la idea 
de que hay interrelaciones entre aspectos concretos del derecho a 
la alimentación. La idea de diferentes clases de obligaciones se basa 
en que hay relaciones causales entre los atributos y dimensiones del 
derecho y que, por tanto, las obligaciones indirectas de los Estados 
deben favorecer la interdependencia entre medidas, acciones o po-
líticas.

Ante la cuestión, entonces, sobre si es suficiente con que el Estado 
establezca medidas, se puede concluir que la obligación no es hacer 
políticas y programas, sino que éstas conlleven ordenada y secuen-
cialmente la realización de los atributos y dimensiones del derecho. 
Este último punto es crucial porque no es suficiente que el Estado 
establezca medidas sino que se requiere la verificación de sus resul-
tados.

1.3   El enfoque de derechos humanos en las po-
líticas públicas: principios básicos para el dise-
ño, implementación y evaluación

Como se verá a continuación, la forma de definir los estándares y 
de articular los DDHH en un programa de gobierno es decisiva para 
entender, primero, la rigurosidad con la que se incorpora el marco 
de derechos para hacer políticas públicas y, segundo, el alcance que 
dicha política puede tener sobre los derechos. Se trata de un enfoque 
reciente que poco a poco se ha ido incorporando al diseño de las 
políticas en los Estados modernos.

o prácticas antidiscriminatorias.
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1.3.1  Formas de uso del enfoque de derechos 
humanos en políticas públicas: ¿incorporación o 
aplicación de la perspectiva?

El EDH en políticas públicas consiste en el uso de los principios, 
atributos y definiciones del marco de DDHH como marco concep-
tual para formular, monitorear y evaluar a las políticas públicas 
(Abramovich: 2006). El EDH puede, sin embargo, concebirse de 
dos maneras conforme a los criterios de incorporación y aplicación. 
Mientras una ve al EDH como sustituto del paradigma actual de 
gobernar (aplicación), la segunda lo concibe como un complemen-
to (incorporación). A nivel práctico, en algún punto en medio de 
ambas formas (no necesariamente en el centro, sino sesgado a la 
incorporación) parece encontrarse la versión que está buscando se-
guir, por un lado, el Gobierno Federal y, por otro, el GDF.7

Aplicación del enfoque de derechos humanos

La aplicación busca revolucionar en lugar de orientar. Parte de que 
el marco de DDHH debe ser el criterio primario de la acción pública 
y que, por tanto, es necesario adecuar y transformar lo preexistente. 
Bajo esta acepción, la obligación de garantizar es decisiva puesto 
que concibe a las ciudadanías civil, social y política como el obje-
tivo último de las sociedades, donde el Estado es el principal obli-
gado. En este sentido, lo que busca, en general, es crear un Estado 
para el cumplimiento de los derechos humanos y, en particular, 
implementar políticas de DDHH. Esto es, en lugar de programas de 
alimentación o de educación, lo que se tendría serían políticas del 
derecho a la alimentación. La diferencia principal se daría en cómo 
el Estado interpreta y operacionaliza las obligaciones de respetar, 
proteger, promover y, en especial, la de satisfacer.

Este acercamiento implicaría también cambios sustantivos en los 
procesos de exigencia y justicia de todos los DDHH, haciendo jus-
ticiables, particularmente, los derechos sociales. Por supuesto, esta 
forma de concebir el uso del EDH conlleva altos costos y recursos, 
así como renunciar a las convicciones iniciales sobre cómo deben 
hacerse las políticas, los programas o las estadísticas sociales. Sin 
embargo, como se ha comentado, el marco de derechos carece de 
precisión. Por tanto, no es claro que sea factible utilizar únicamente 
dicho marco para radicalizar la forma de hacer políticas, programas, 
analizar los fenómenos sociales o crear indicadores. Resulta com-
prensible, por lo mismo, el escepticismo planteado sobre el alcance 
que puede tener el EDH.

Incorporación del enfoque de derechos humanos

La incorporación se refiere a la adecuación de los principios, atri-
butos y definiciones del EDH de acuerdo con el paradigma vigente, 
que enmarca al fenómeno estudiado (políticas públicas). Esta for-
ma es mucho más práctica porque no implica cambios radicales e 
inmediatos en las formas y contenidos de lo que se viene haciendo 
en términos de política. Sin embargo, su plausibilidad depende de 
la efectividad que tiene para realizar efectivamente los DDHH. Exis-
te el riesgo de que se trate de un ejercicio de simulación en el que 
no ocurran cambios sustantivos en la forma de atacar la violación e 
incumplimiento de los DDHH.

7   Es parte de la evaluación comprobar dicha presunción.

Puede resultar paradójico el hecho de que si el Estado firmó los tra-
tados internacionales debe estar obligado a realizar los derechos. Sin 
embargo, la clave se encuentra en los medios y en la obligación (in-
directa) de satisfacer. Como se mencionó en el apartado anterior, el 
Estado puede comprometerse directamente con las obligaciones de 
respetar, proteger y promover, e indirectamente comprometerse con 
la obligación de garantizar. Además, puede establecer estándares 
mínimos o niveles esenciales de derecho “muy bajos” introduciendo 
nociones de mérito en la sociedad donde los derechos dependen de 
algún mecanismo –como el acceso a empleos formales. Por tanto, 
la obligación del Estado es garantizar los medios pero no los resul-
tados.

Bajo esta lógica, el EDH se concibe más como un instrumento que 
ayuda a rectificar en lugar de revolucionar. Esto puede llevar a un 
uso e interpretación más laxa del EDH, puesto que el cambio impli-
caría altos costos de transformación. Este tipo de uso del EDH puede 
servir para legitimar ciertas decisiones y acciones del Estado pero 
tal vez no para reconstruir la forma de gobernar. Es posible que los 
alcances en la realización de los DDHH sea limitada. Una consecuen-
cia de la incorporación del EDH puede ser la falta de compromiso 
con la definición y clarificación de ciertos estándares de derechos 
en la legislación nacional, puesto que a mayor ambigüedad en los 
umbrales mayor la dificultad para la detección del incumplimiento 
de las obligaciones.8

Cuando se concibe al EDH como un complemento, la existencia de 
una manera de entender y racionalizar a las políticas públicas inva-
riablemente conlleva a buscar la manera de encajar el EDH con el 
paradigma dominante de hacer gobierno. Precisamente, en la lite-
ratura el debate actual gira en torno a preguntas como: ¿es el EDH 
compatible con tales principios de las políticas públicas actuales?, 
y si lo es, ¿cómo entonces debe aplicarse el EDH en el paradigma 
gubernamental actual y qué implicaciones tiene en términos institu-
cionales y presupuestales? (Vázquez y Delaplace: 2011).

Aunque no es objetivo del presente documento, es necesario pri-
mero hacer una reflexión de corte filosófico. Puede plantearse como 
regla que “la incorporación” será efectiva en la medida en la que el 
paradigma actual sea compatible con el marco de DDHH. Para que 
la incorporación sea viable debe darse un encuentro de corte filosó-
fico entre la tradición basada en DDHH y, por ejemplo, tradiciones 
basadas en interpretaciones mínimas o parciales de los DDHH (libe-
ralismo clásico, liberalismo radical, socialdemocracia o la tercera vía, 
entre otros). De otra manera, las incompatibilidades pueden arrojar 
resultados no esperados o incluso negativos desde el punto de vista 
del EDH.9

Sobre la primera pregunta, ¿es el EDH compatible con tales princi-
pios de las políticas públicas actuales?, uno de los riesgos de ver al 
EDH como un complemento es que la garantía de que los derechos 
van a realizarse puede desdibujarse porque la completa realización 
de los derechos y la eficiencia en el gasto público son vistos como 

8   Esta versión es similar al criterio de justicia social que ha seguido el Gobierno Federal 
durante los últimos veiticinco años. Por tanto, el EDH debe adaptarse a la forma vigente 
de gestión pública y de hacer políticas públicas donde hay una preocupación latente de 
maximizar la eficacia, la efectividad y eficiencia con la que se ejercen los recursos escasos.
9  En la siguiente sección se retoma esta idea sobre compatibilidad para ilustrar algunos 
problemas en la aplicación directa del marco lógico para evaluar políticas con enfoque 
de DDHH.
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un juego de suma cero. Dejando de lado esta relación, una manera 
de facilitar la compatibilidad es precisamente a través de la defi-
nición de estándares mínimos y la creación de umbrales básicos 
judiciales, los cuales favorecen la realización de derechos puesto 
que impone obligaciones y metas claras para el Estado. En caso 
contrario, cuando se introduce el EDH tratando de adecuar al pa-
radigma vigente y no existen esos mínimos de cumplimiento es 
probable que las aspiraciones no se vean reflejadas en resultados. 
Por ejemplo, un programa de derechos humanos puede aspirar a 
realizar los derechos, pero a falta de parámetros claros puede darse 
el caso que cumplir las metas de su programa no necesariamente 
implique realizar los DDHH.

En la práctica, la incorporación puede verse como la fase previa a la 
aplicación, aunque hay ejemplos claros de que ambas formas se en-
cuentran en tensión. Por citar alguno, en la creación de indicadores 
hay un debate sobre si se requiere producir nueva información es-
tadística para calcular indicadores de DDHH o, por el contrario, basta 
con interpretar (adecuar) la información existente basada en ciertas 
nociones de derechos y dar origen a indicadores con perspectiva de 
DDHH. Lo mismo ocurre en el caso que se planteaba previamente 
sobre si lo que se requiere es una política de DDHH que redefina 
a los diferentes niveles de gobierno y espacios de gestión pública 
(por ejemplo, creando secretarías de estado por derecho) o si se 
requiere un programa que facilite la incorporación del EDH en las 
actividades del gobierno. Estas ideas se discuten a continuación.

1.3.2  Propuestas para incorporar el enfoque de 
derechos humanos en políticas públicas

Existen dos propuestas para incorporar el EDH en políticas públicas, 
una a nivel micro y la otra a nivel macro. Sin embargo, no es muy 
claro cómo se complementan.

A) Incorporación del enfoque de derechos humanos en la 
herramienta del marco lógico

La propuesta de la OACNUDH-GESOC (2010) es un ejemplo claro 
de adecuación del marco de derechos humanos a la forma de 
gobernar. Bajo esta propuesta, la incorporación ocurre cuando 
el EDH se adecua para ejercicios clásicos de diseño y evaluación 
como los basados en la herramienta de marco lógico. Esto sig-
nifica determinar cómo los principios del EDH se incorporan en 
el ciclo de las políticas públicas (diseño, implementación y eva-
luación), con lo cual se buscar dar sentido a la acción pública 
desde la perspectiva de DDHH. La ventaja de esta propuesta es 
que metodológicamente ayuda a identificar los procesos micro 
de las políticas públicas puesto que permite evaluar las líneas de 
acción. Sin embargo, al enfocarse en algo tan específico surgen 
problemas de agregación y, sobre todo, emergen fuertes dudas 
sobre si este tipo de enfoque termina ensombreciendo la realiza-
ción global de los DDHH.

No es el propósito del documento recuperar lo que se muestra 
en la propuesta de la OACNUDH-GESOC (2010), sino comentar su 
alcance y consistencia puesto que sirve como punto de referencia 
para los propósitos del presente proyecto. Un primer comentario es 

sobre la consistencia o afinidad del EDH respecto a la racionalidad 
que está detrás del marco lógico, y un segundo sobre las implica-
ciones de dicha afinidad/incompatibilidad.

La herramienta de marco lógico se originó en un referente con-
ceptual muy distinto al EDH. Antes de proponerlo como solución 
sería importante determinar su consistencia con el EDH, la noción 
de ciudadanía social y titularidades (Vázquez y Delaplace: 2011). 
Debido a sus orígenes, la unidad de análisis de dicha herramienta 
está dada, en general, por programas sociales basados en alguna 
forma de selectividad, principalmente basada en pruebas de me-
dios. En la literatura sobre política social se ha discutido largamen-
te la inconsistencia de dichos programas respecto a los principios 
fundamentales de los DDHH. Por lo mismo, no basta enfocarse en 
los resultados sino en los procesos (Titmuss: 1967; Alcock: 2010).

Un segundo punto es que aun asumiendo que los procesos y los 
resultados se logran, no es claro cómo puede darse la agregación. 
El marco lógico ayuda a determinar si efectivamente un progra-
ma cumple con determinado objetivo. Si el objetivo se cumple de 
acuerdo con la estructura del marco lógico, la conclusión es sólo 
una: que el programa funciona bien. De ahí que lo que se propone 
es buscar alinear lo que establece el marco de derechos con los 
objetivos. El argumento del gobierno puede ser que el objetivo 
es afín con el marco de los DDHH. Sin embargo, hay al menos tres 
problemas con el alcance que tiene esta manera de incorporar el 
EDH para evaluar a las políticas públicas. Primero, evaluar progra-
mas no es lo mismo que evaluar políticas públicas. El mejor ejem-
plo es lo que ocurre con la evaluación de los programas sociales. 
Dejando de lado que las evaluaciones en México arrojan resultados 
generalmente desalentadores, no es claro qué dice el conjunto de 
programas respecto al derecho a la alimentación, por citar alguno. 
Segundo, el criterio de pruebas de medios, por definición, trata a 
un universo distinto al que concierne a la realización de los DDHH. 
No es posible hacer inferencias con relación a las personas que no 
son parte del universo de los programas, que en algunos casos que-
dan fuera precisamente por problemas de identificación. Tercero, la 
suma de los programas sociales (padrones) no sirve para determi-
nar el disfrute del derecho. Simplemente, el problema aquí es que 
no se pueden sumar. En los tres casos el problema no es aritmético 
sino conceptual.

B) Metodología de OACNUDH basada en indicadores de es-
tructura, proceso y resultado

El enfoque utilizado por la OACNUDH (2008) parte de que la reali-
zación de los DDHH depende de dos etapas (estructura y proceso), 
mismas que deben tener un efecto en la realización de los derechos 
(resultados). Una clara diferencia respecto a la propuesta anterior 
es que se ocupa de los aspectos macro y, por tanto, tiene la ventaja 
de estar preocupada por los resultados en términos de realización 
de derechos, con la desventaja de relegar el ciclo de las políticas 
públicas, dejando a la administración pública con más interrogan-
tes que respuestas.

La etapa de estructura refiere a la armonización de la legislación 
nacional respecto al derecho internacional. La preocupación de la 
metodología es verificar el grado en que los contenidos de los ins-
trumentos de derechos humanos están incorporados en las leyes. 
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Se propone hacer dicha verificación mediante indicadores, princi-
palmente cualitativos, que den cuenta de la existencia de los con-
tenidos. El problema principal es que aunque se puede validar la 
existencia de cierta ley o cierto contenido general, es muy difícil 
verificar los aspectos más específicos de la legislación relacionados 
con la definición de estándares, por ejemplo.

La etapa de proceso es la que propiamente se asocia en políticas 
públicas con el uso del EDH. Lo que busca es identificar si el Es-
tado cuenta con instituciones, políticas y programas que cubran 
los principios, atributos y definiciones del EDH. Así, el Estado está 
obligado, por ejemplo, a crear una secretaría y una política nacional 
de seguridad alimentaria. La validación del uso del EDH se hace 
también mediante indicadores cualitativos que buscan identificar 
la existencia de instituciones, políticas y programas por derecho. 
Mientras aquí la preocupación es respecto a la existencia de gran-
des intervenciones del Estado, en el caso de la herramienta del mar-
co lógico,la preocupación es verificar si cierto programa o acción 
cumplió con el objetivo o meta expuesto en las líneas de acción. 
Esto permite  ver más claramente el problema de agregación y los 
niveles macro  y micro de la aplicación del EDH en políticas públi-
cas. La tercera etapa busca verificar mediante indicadores (cuan-
titativos) la realización del derecho. Supone que hay una relación 
entre los resultados que tiene un país o territorio y la estructura y 
los procesos. La discusión sobre el uso de indicadores se da en un 
apartado posterior. Sin embargo, es importante notar que tanto la 
propuesta de GESOC como la de la Oficina del Alto Comisionado 
promueven el uso de indicadores para monitorear y evaluar el cum-
plimiento de derechos. Evidentemente, la viabilidad de cualquiera 
de las dos propuestas depende de la claridad con la que el objeto 
a evaluar –en este caso, el PDHDF– establezca no sólo líneas de  
acción sino indicadores claros para valorar su cumplimiento.

Consideraciones conceptuales para la evalua-
ción basada en el enfoque de derechos humanos

A lo largo de las secciones anteriores se puso énfasis sobre la organi-
zación y conceptualización del EDH. Posteriormente, se elaboró un ar-
gumento sobre las implicaciones de las diferentes formas de uso del 
EDH (aplicación e introducción) y sobre las propuestas más robustas 
que actualmente existen para evaluarlo. En esta sección se retoman 
los argumentos planteados para elaborar un marco guía de conside-
raciones para la evaluación de un programa de derechos humanos.

a) Un primer aspecto que se trató de clarificar es la relación 
entre la correcta definición de los derechos humanos y su 
consecuente operacionalización en un programa. Hay una re-
lación directa entre la forma en la que los derechos se definen 
en un programa y los efectos que dicha intervención puede 
tener sobre la efectiva realización de los DDHH. En la medida 
en la que los derechos se definen apropiadamente existen 
mayores probabilidades de que se tengan efectos positivos 
y de largo alcance.

b) De manera adicional, se introdujo el principio de “cadena 
causal” entre atributos y dimensiones de los derechos huma-
nos. Los derechos están interrelacionados a nivel general (de-
recho-derecho) pero también a nivel particular (atributo-atri-
buto y dimensión-dimensión), por lo que se pueden derivar 

combinaciones entre las tres esferas o niveles. Uno de los 
retos en la elaboración de programas es primero definir los 
derechos para después establecer las interrelaciones a fin 
de detectar núcleos de objetivos o de líneas de acción. Ello 
puede facilitar la organización del programa y también su 
monitoreo y evaluación ya que es posible identificar los es-
pacios críticos para la realización de uno o varios derechos.

c) Otro aspecto es que la operacionalización del EDH no 
sólo está en función de la claridad del marco conceptual 
sino de la forma de utilizarlo para hacer políticas públicas. 
Los derechos pueden estar claramente definidos pero si la 
aproximación programática que se toma se basa en la “in-
corporación” es probable que existan sesgos al enfatizar 
las obligaciones de corte indirecto. El resultado es que los 
contenidos del programa estén asociados a los derechos hu-
manos pero que las acciones sean por lo general de corte 
indirecto. Una consecuencia negativa puede ser que no se 
incluyan adecuadamente acciones críticas para realizar el 
derecho o que las acciones críticas se maticen en el pro-
grama. Esto puede también afectar la cadena causal para 
la realización del derecho al debilitar uno de los eslabones. 
Si se trata de un eslabón crítico es posible que aunque se 
realice un conjunto de acciones el estatus del derecho prác-
ticamente no cambie.

Dependiendo de la forma en la que a, b y c se realicen dependerá el 
alcance de la política pública en términos de la realización de dere-
chos y también en relación a la forma de evaluación. Si se presentan 
problemas en alguno de los tres es probable que el estatus de los 
derechos no cambie, aun cuando la evaluación basada en marco ló-
gico arroje resultados satisfactorios. Por tanto, la evaluación no pue-
de concentrarse en ir directamente a resultados, sino detenerse a 
valorar a, b y c para proceder a evaluar su desenlace. Es por ello que 
en la metodología se incluye un elemento adicional: una valoración 
de consistencia de las líneas de acción.

1.3.3  El rol de los derechos procedimentales

Los derechos sustantivos tienen un contenido relativamente claro y 
también pueden tener un componente de “gradualidad” o “progresi-
vidad” en su ejercicio, como el derecho a la educación o el derecho 
a la vida. Los derechos de carácter más procedimental, como el de-
recho a no ser discriminado o el derecho al acceso a la información, 
son fundamentales para hacer efectivos los derechos sustantivos y 
pueden resultar más fáciles de definir en el contexto específico de 
los derechos sustantivos (ONU: 2008).

La conceptualización de estos derechos contribuye a la planeación, 
implementación y monitoreo de los derechos sustantivos. Tal es el 
caso de la participación, la transparencia y el acceso a la información, 
la no discriminación o el acceso a la justicia (Abramovich: 2006). 
Éstos garantizan el estatus de la persona como sujeto de derecho. 
Aunque, por citar alguno, la participación se puede manifestar de 
diversas maneras, el Estado debe adoptar un papel proactivo, garan-
tizando oportunidades para la participación activa de la ciudadanía.
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Así, la literatura especializada establece los vínculos entre estos 
derechos de carácter transversal y el enfoque de derechos, lo que 
permite la incorporación de ciertas características a las políticas pú-
blicas que refuerzan el ejercicio de la ciudadanía en el ámbito civil y 
político.

La participación suma transparencia al proceso de políticas, lo que in-
crementa la sensibilización hacia los compromisos e incumplimientos 
del gobierno. Esta transparencia es una herramienta que se puede 
utilizar para responsabilizar a los gobiernos. La rendición de cuen-
tas se fortalece con un EDH a través de la identificación explícita de 
los “titulares del deber” y los “titulares de derechos” para cada de-
recho, y los vínculos de rendición de cuentas entre ambos grupos 
(PNUD:2007).

En suma, son derechos que contribuyen de manera directa al ejercicio 
de los derechos sociales, reforzando las capacidades individuales para 
una ciudadanía política efectiva.

1.4  El enfoque de derechos humanos en la ac-
ción pública de la Ciudad de México

México es Estado parte de los principales tratados, convenciones y 
pactos internacionales en materia de DDHH. Desde principios del 
siglo XX ha sido pionero en el reconocimiento de los derechos eco-
nómicos y sociales, aunque el alcance de su realización es todavía dis-
tante y la consolidación de sus capacidades institucionales ha sufrido 
los vaivenes de la coyuntura política.

Para no dejar lugar a dudas acerca del reconocimiento de los DDHH, 
en 2011 se publicó una reforma al artículo 1 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. En ella se establecen dos 
elementos. Por un lado, “todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados interna-
cionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las ga-
rantías para su protección”. Por otro, “todas las autoridades, en el ám-
bito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
gresividad”. El texto recoge literalmente los principios y obligaciones 
generales del Estado en lo que se refiere a tratados internacionales. 
Este reconocimiento jurídico explícito es un paso hacia la incorpora-
ción del EDH en México, tarea que requiere armonización legislativa, 
misma que sentará las bases para la transversalización de este marco.

Como se verá más adelante, las obligaciones ahora explícitamente 
reconocidas en la Constitución se interpretan de distintas maneras 
–aun siendo concretas se asumen con distintos matices. Como se ha 
señalado, organismos y comités especializados de la ONU han dedi-
cado décadas a la definición de estos estándares y es una discusión 
que se da permanentemente en comités y tribunales en la materia.

Una síntesis, no limitativa, que se construye con base en los princi-
pios reconocidos y busca operacionalizarlos en estrategias y acciones 
específicas en el país establece las siguientes obligaciones estatales: 

a) Tutelar sin discriminación todos los derechos; 

b) Tomar todas las medidas apropiadas para hacer efecti-
vos los derechos dentro de su territorio; 

c) Demostrar que las medidas tomadas son las más apro-
piadas para alcanzar los objetivos que persiguen las nor-
mas en que los derechos se establecen; 

d) Establecer vías judiciales para llevar ante los tribunales 
las posibles violaciones a los derechos señalados; 

e) Lograr progresivamente la satisfacción de los derechos 
establecidos, entendiendo por progresividad la obligación 
de hacerlo de manera inmediata y continua; 

f) No dar marcha atrás en los niveles de realización alcan-
zados; 

g) Destinar (y acreditar) el máximo de recursos disponi-
bles a cumplir con el objetivo de satisfacer plenamente los 
derechos; 

h) En periodos de crisis, priorizar la protección de los 
miembros más vulnerables de la sociedad; por último, 

i) Asegurar niveles mínimos de satisfacción de los dere-
chos, los cuales deben ser mantenidos incluso en periodos 
de crisis o ajustes estructurales (Carbonell: 2011).

Desarrollar estas obligaciones será tarea para el Estado y la socie-
dad en los próximos años, pero se requiere de una cuidadosa labor 
para que tenga un desenlace programático satisfactorio que per-
mita efectivamente el acceso a los derechos económicos, sociales y 
ambientales y el ejercicio de los derechos políticos y civiles.

En el ámbito jurídico de la Ciudad de México es importante desta-
car el esfuerzo que se ha realizado en las últimas legislaturas para 
alinear las normas al marco internacional de los derechos huma-
nos, sobresaliendo la incorporación de la perspectiva de género, 
la igualdad y no discriminación, la garantía de libertades para las 
minorías. Esto también se refleja en la creación de un comité plural, 
multidisciplinario y representativo para construir el Diagnóstico en 
2008 y el Programa en 2009.

El PDHDF permite a las instituciones del D.F. contar con una herra-
mienta de consenso para diseñar acciones orientadas a la realiza-
ción de los derechos. A partir del PDHDF se define al EDH como 
“una herramienta metodológica que incorpora los principios y es-
tándares internacionales en análisis del problema, en la formula-
ción, ejecución, monitoreo y evaluación de las políticas, programas 
u otros instrumentos de cambio social”. Desde su conceptualización 
se establece la vocación de incorporar ciertos criterios a las políti-
cas ya establecidas, una metodología que, como se señaló ante-
riormente, permite identificar y mejorar procesos micro de la inter-
vención pública, aunque dificulta la verificación de la realización 
del derecho en general más allá del impacto de la política pública.
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Para cumplir con dichos objetivos, el artículo 11 señala los principios 
a los que “se sujetarán las políticas en materia de derechos huma-
nos”, que retoman la mayoría de los establecidos en el Programa e 
incorpora otros buscando hacer más explícitas las características que 
deben contener las políticas en la Ciudad. Señala los siguientes: inte-
gralidad, intersectorialidad, participación social, universalidad, inter-
gubernamentalidad, coordinación, transparencia, rendición de cuen-
tas, igualdad, equidad social, equidad de género, justicia distributiva, 
diversidad, efectividad, territorialidad, exigibilidad, no discriminación, 
sustentabilidad, pluralidad, progresividad y máximo uso de los recur-
sos disponibles.

Todos estos elementos deberán ser considerados en el desarrollo 
de herramientas metodológicas que permitan a las entidades im-
plementadoras la incorporación de estos elementos al desarrollo 
de sus acciones, servicios, programas o políticas públicas. Precisa-
mente, una de las características del EDH es contar con elementos 
de monitoreo que permitan verificar el avance efectivo en la rea-
lización.

La literatura especializada es muy ambigua en la definición de los 
principios que se deben considerar como fundamentales cuando se 
habla del EDH, aunque parece haber un consenso en cinco de ellos 
a través de la realización de los cuales se puede establecer que una 
política pública cuenta con esta perspectiva. Estos son cinco ejes 
que, de manera transversal, debieran incorporar las instituciones en 
su actuar cotidiano y a partir de los cuales se delinean características 
y condiciones mínimas a las que tienen que apegarse.

Se trata de principios surgidos del marco internacional de los DDHH 
y que recogen ampliamente tanto el PDHDF como la Ley del PDHDF. 
De manera general, la literatura los sintetiza en: 

a) Universalidad, esto es, reconocimiento general de las personas 
como titulares de derechos y de las autoridades como titulares de 
obligaciones; 

b) Igualdad y no discriminación, entendida como la prohibición de 
distinciones entre personas por su sexo, raza, condición social, opi-
nión o ideología, entre otros; 

c) Exigibilidad y justiciabililidad, que consiste en la capacidad perso-
nal y existencia de mecanismos institucionales que hagan posible la 
demanda (vinculante o no) frente a la realización de los derechos; 

d) participación, consistente en la posibilidad para todas las personas 
de intervenir en la toma de decisiones públicas; y 

e) Integralidad, que refiere a la vinculación que existe entre los de-
rechos y la necesidad de articular mecanismos para su realización. 
Éstos principios se establecen en el marco jurídico internacional y al 
institucionalizarse en las políticas públicas contribuyen directamente 
a la construcción de ciudadanía, creando un “nuevo campo de poder 
social” (Cunill: 2006; PNUD: 2012; Abramovich: 2006).

Por otro lado, para incorporar de manera integral esta perspectiva 
en las políticas públicas, recientemente las agencias de la ONU lle-
garon a un entendimiento respecto a los principios de DDHH que 

Se establecen tres objetivos centrales en el PDHDF para el EDH:

a) Garantizar el cumplimiento de las obligaciones del Estado en 
materia de DDHH;

b) Institucionalizar y fortalecer mecanismos jurídicos y adminis-
trativos para la realización de los derechos; y 

c) Consolidar una cultura de respeto y defensa de los DDHH.

El propósito de este estudio es identificar y verificar las características del 
EDH en las entidades implementadoras y, como señala el propio PDHDF, 
evaluar la transversalización del mismo.

1.4.1  Principios y atributos para una perspecti-
va de derechos en la Ciudad

La incorporación del EDH requiere la construcción de capacidades 
en las dependencias que deben ser verificadas en función del impac-
to que tienen. Esta lista de características o elementos a considerar en 
las políticas con EDH conjunta una serie de criterios que se derivan de 
los principios que el marco de derechos y la literatura especializada ha 
desarrollado para dicho enfoque. Éstos deben ser considerados por 
los entes implementadores desde el diseño de las políticas y progra-
mas hasta la ejecución de las mismas.

Esta lista se constituyó en una Ley específica el 30 de mayo de 2011. 
El artículo 1 requiere “establecer las bases para la elaboración y actua-
lización del Diagnóstico y el Programa de Derechos Humanos del Dis-
trito Federal, su implementación, seguimiento y evaluación, así como 
establecer las bases de las políticas públicas con enfoque de derechos 
humanos en el Distrito Federal”.

Criterios que se deben utilizar de manera 
articulada en el diseño, implementación y 

evaluación de las políticas públicas
 

1.	 Perspectiva de género
2.	 Empoderamiento
3.	 Reconocimiento del marco normativo de los derechos 

humanos nacionales e internacionales
4.	 Responsabilidad
5.	 Respeto a la diferencia o a la diversidad
6.	 Igualdad y no discriminación
7.	 Intergubernamentalidad
8.	 Intersectorialidad
9.	 Participación e inclusión
10.	 Coordinación y articulación
11.	 Territorialidad
12.	 Efectividad
13.	 Sustentabilidad
14.	 Exigibilidad y justiciabilidad
15.	 Realización progresiva, indicadores y puntos de referen-

cia
16.	 Máximo uso de recursos disponibles
17.	 Transparencia y rendición de cuentas

Fuente: Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal (2009)
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debieran considerarse en las políticas y programas, señalando que 
la incorporación de estos principios a las políticas y estrategias de 
desarrollo no ha sido sencilla y ha encontrado resistencias en todos 
los ámbitos. Sin embargo, es posible establecer que en la mayoría de 
los casos se lleva a cabo en tres etapas: 

1. Promoción de una reforma legal que establezca garantías 
y responsabilidades; 

2. Creación de una nueva institucionalidad que promueva y 
proteja los derechos establecidos; y 

3. Consolidación de procesos que incidan en la inversión so-
cial; y arquitectura institucional social (Guendel: 2006).

A continuación, se presenta un desarrollo mínimo acerca de la ra-
cionalidad de la sistematización en estos seis grandes bloques de 
principios, cuyos atributos intentan recoger todos los elementos 
señalados en los instrumentos de DDHH de la Ciudad.

A) Universalidad

El principio de universalidad alude a que todas las personas, don-
de quiera que se encuentren, tienen derecho al ejercicio pleno de 
los derechos humanos, los cuales no pueden ser coartados por 
ninguna persona o institución (Campese et al.: 2009, p. 259).

En lo que se refiere a políticas las públicas, la apelación a los DDHH 
remite, entre otras cuestiones, a la universalidad de la provisión 
para toda la población. Esto interpela la tendencia de la focali-
zación de las políticas, si bien es cierto que focalización y EDH 
no son necesariamente categorías excluyentes. Al enfocarse en 
ciertos grupos vulnerables, las políticas públicas pueden constituir 
un avance para esas poblaciones, considerándolas titulares de de-
rechos. Sin embargo, esto implica un acotamiento de los sujetos 
de derecho. Actualmente, la tendencia es a la universalización de 
los sujetos, es decir, a ampliar el alcance de las políticas sociales 
hacia toda la ciudadanía. No obstante, es necesario tener en cuen-
ta que la universalización se centra más en el alcance respecto de 
los sujetos que en la consecución total de todos los atributos de 
determinados derechos.

Que se le reconozca a una política social un carácter universal no 
significa que ésta abarque todos los aspectos relacionados con el 
ejercicio de un derecho. En términos de Cunill, a lo que se aspira es 
a “universalizar el sujeto pero relacionando el derecho en cuestión 
sólo a algunos asuntos” (Cunill: 2010).

Según la ONU, la universalidad se vincula específicamente con 
que los derechos se definen para toda la población, lo cual está 
relacionado con el principio de igualdad y no discriminación, que 
busca la inclusión de individuos y grupos vulnerables o socialmen-
te excluidos.

La universalidad de los DDHH quiere decir que no puede haber 
motivos culturales, sociales o económicos para el no cumplimien-
to de los compromisos en materia de derechos (Ferrer: 2007).

En resumen, el principio de universalidad incluye el reconocimiento 
de que todas las personas son titulares de derechos, se guía por 
los estándares y la normatividad internacional en DDHH, busca la 
inclusión de toda la ciudadanía y, en términos de política pública, 
busca la atención a toda la población.

B) Integralidad

El principio de integralidad tiene que ver con la consideración de 
que los derechos humanos son indivisibles e interdependientes. 
Cada persona tiene derecho a disfrutar de todos sus DDHH, que 
no hay una jerarquía y que todos son igualmente esenciales para 
asegurar el respeto y la dignidad de cada individuo. Asimismo, la in-
tegralidad implica que la realización de un derecho depende de la 
realización de otros (O’Neill: 2005).

Este principio también se relaciona con las obligaciones del Estado, 
que debe considerar los DDHH como indivisibles, inalienables e in-
terdependientes. Esto debería permear todas las estructuras estata-
les. Para la consecución del principio de integralidad en las políticas 
públicas el Estado debe asegurar la coordinación y articulación de 
sus acciones dirigidas a respetar, proteger, promover y satisfacer los 
DDHH. Esto incluye también la intergubernamentalidad. La toma de 
decisiones exige, entonces, tomar en cuenta las interdependencias 
entre los derechos (Cunill: 2010, p. 4), y también las vinculadas a dis-
tintos abordajes de las políticas y a los propios actores que inciden en 
su aparición. Las políticas públicas que buscan soluciones integrales 
exigen el desarrollo de arreglos institucionales de diálogo sostenido 
que devengan en versiones compartidas y en la articulación de los 
recursos y saberes entre sectores y niveles gubernamentales. Cunill 
destaca la necesidad de tener una gestión deliberativa para poder 
tener una gestión integrada pues es un compromiso con el respeto a 
la diversidad social y a su sabiduría. Es, además, un compromiso con 
la democracia pues se resuelven las políticas a través del diálogo y 
no del poder.

El reconocimiento del principio de integralidad tiene, por tanto, con-
secuencias conceptuales y prácticas. Permite comprender de manera 
holística la cuestión de los DDHH y le otorga a las políticas públicas 
una mirada más integral.

C) Efectividad

El principio de efectividad se relaciona con el logro de los impac-
tos y resultados deseados en función de los objetivos establecidos 
(OACNUDH: 2010). Se identifican elementos como sustentabilidad, 
territorialidad, progresividad y uso máximo de los recursos disponi-
bles. En cuanto a la realización progresiva de los derechos, demanda 
del Estado una asignación adecuada de los recursos con el fin de 
avanzar en el cumplimiento de los mismos. Esto incluye la máxima del 
no retroceso en materia de DDHH.

En el desarrollo de este concepto se reconoce que la efectividad de 
todos los derechos no podrá lograrse en un breve periodo de tiempo. 
Sin embargo, obliga al Estado a establecer estrategias que favorezcan 
el avance hacia la plena realización de los derechos por medio de la 
movilización de recursos. De igual forma, el Estado debe satisfacer 
niveles mínimos esenciales de estos derechos (OACNUDH: 2010).
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Con este principio se toma en cuenta la efectividad de las instituciones 
y sus mecanismos de cumplimiento, reparación y rendición de cuentas 
con el fin de alcanzar el máximo potencial respecto de los estándares 
establecidos para evaluar su desempeño en materia de DDHH (Ferrer: 
2007).

D) Igualdad y no discriminación

Todos los individuos son iguales y son titulares de todos los DDHH 
porque apelan a su dignidad inherente, sin discriminación de ningún 
tipo ya sea por raza, color, sexo, preferencia sexual, etnia, edad, lengua-
je, religión, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, origen social o 
nacional, discapacidad, propiedad, nacimiento o cualquier otro factor.

Este principio implica un enfoque explícito en quienes están más mar-
ginados o son más vulnerables a que se abuse de sus derechos (UNDP: 
2006). Por eso es de suma importancia que se analicen y confronten 
las relaciones de poder que están profundamente arraigadas en las so-
ciedades y que arrastran barreras estructurales para que se realicen los 
derechos. Cuando a las personas se les niega el acceso a recursos como 
tierra, salud y trabajo, el poder perpetúa la desigualdad, la injusticia y la 
pobreza (Campese: 2009).

Al analizar el principio de igualdad y no discriminación pensando cuá-
les son los derechos que se están negando se debe examinar cómo la 
satisfacción o realización de los derechos confronta los intereses sub-
yacentes, las normas sociales y las ideologías que están detrás de la 
exclusión (Pettit: 2005). Esto implica que los recursos destinados a los 
programas y políticas deben distribuirse de manera equitativa y con 
justicia. La mayoría de las veces deben proveerse recursos adicionales 
para que los grupos más marginados participen, desarrollando proce-
sos culturales apropiados y haciendo un uso del lenguaje que sea acce-
sible para todas las partes involucradas (Campese: 2009). Esto significa 
hacer uso de los recursos con justicia para alcanzar la igualdad. Realizar 
análisis y proyectos con el principio de igualdad del EDH puede llevar a 
la erradicación efectiva de la pobreza pues, para empezar, se demues-
tra que ciertos grupos pueden ser sistemáticamente excluidos de los 
beneficios del desarrollo (O’Neal: 2005).

Es muy importante realizar un análisis profundo de las relaciones de 
poder, de desigualdad y de discriminación. De lo contrario, se podría 
obviar la cuestión de género. Hay que mirar el elemento de poder 
durante el proceso de programación, implementación y monitoreo 
del EDH (Campese: 2009). La igualdad de género implica que todos 
los seres humanos, hombres y mujeres, son libres de desarrollar sus 
habilidades personales y tomar decisiones sin limitaciones impuestas 
por estereotipos, roles de género o prejuicios. Significa que los dife-
rentes comportamientos, aspiraciones y necesidades de las mujeres y 
los hombres se consideran, valoran y favorecen de manera igualitaria. 
Esto no supone que las mujeres y los hombres tienen que convertirse 
en lo mismo. Supone que sus derechos, responsabilidades y oportu-
nidades no dependerán del hecho de haber nacido hombre o mujer 
(Mata: 2009). Esta idea implica el reconocimiento de la diversidad en 
general, o lo que es lo mismo, de la diversidad social, cultural y sexual. 
Para fomentar la igualdad y la no discriminación se debe mantener un 
panorama desagregado de cada contexto. Esto significa que tenemos 
que preguntarnos cómo las problemáticas se diferencian para las mu-
jeres, las personas indígenas, las personas desplazadas, las más pobres, 
entre otras (UNDP: 2006).

Existen esfuerzos claros para combatir la desigualdad como principio del 
EDH, como lo muestran los siguientes ejemplos. En Bolivia, la estrate-
gia nacional de desarrollo tiene como principal objetivo desarraigar la 
exclusión. Para lograrlo se promulgó una ley de participación popular, 
se instaló la Oficina por la Defensa del Pueblo y se adoptó un Plan Na-
cional de Derechos Humanos. Benín también adoptó un Plan de Acción 
Nacional de Derechos Humanos para promover la igualdad, en especial 
la igualdad de género. En Brasil se utiliza la raza como una variable para 
desagregar datos y estadísticas, permitiendo aplicar los DDHH en todos 
los programas y proyectos. En Macedonia, el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) tiene una Declaración Estratégica para 
los Derechos de las Minorías, la cual se incorpora en todos los progra-
mas (UNDP: 2006).

E) Participación e inclusión

Todas las personas tienen derecho a participar de forma activa, li-
bre y significativa para contribuir al goce de su desarrollo civil, eco-
nómico, social, cultural y político en el que sus DDHH y libertades 
fundamentales puedan realizarse.

Como se ha mencionado, la participación de las personas y las institu-
ciones puede ser un punto de entrada para sostener los derechos sus-
tantivos, reconociendo a las personas como actores clave y que explo-
tan su máximo potencial en su propio desarrollo, no como receptores 
pasivos de productos y servicios (Pettit: 2005). “Ha sido la participación 
protagónica de los actores sociales vinculados a un derecho, quienes 
han buscado construir estándares y principios mínimos de protección 
y defensa, dando resguardo a los avances logrados y constituyéndose 
en motor de los avances futuros en materia de Derechos Humanos en 
general” (Abramovich: 2008).

La participación basada en el EDH supone repensar la participación y 
dar un salto de atender las necesidades a implementar de forma más 
efectiva distintos proyectos de desarrollo a través del activismo político 
y la fuerza de la ciudadanía (Gready: 2006). Aunque no siempre se 
frasea en un lenguaje de DDHH, parece que aumentan las propuestas 
porque se institucionalice la participación (Piron: 2005). Una caracterís-
tica clave del EDH es el proceso colaborativo de toma de decisiones en 
el que todas las partes puedan entender, negociar y tomar conciencia 
de sus derechos y obligaciones (Campese: 2009).

Algunos autores –como Laure-Hélène Piron, Paul Gready, Jakob Kir-
kemann y Tomas Martin– vinculan el principio de participación con el 
de empoderamiento y también lo nombran principio de participación 
transformadora. Esa concepción implica que, con el EDH y a través 
de los dos principios, se busca proveer un ambiente que fomente la 
participación, incluyendo instituciones e información que permita a 
las personas acceder a los procesos públicos de toma de decisión así 
como acceder al poder en general. Aumentar la participación signifi-
ca que las personas tendrán mayor habilidad para ejercer influencia y 
defender sus derechos, así como para controlar sus propias vidas. Esto 
significa que las personas cuyos derechos son violados deben estar en 
el centro del proceso de desarrollo. De lo contrario, se corre el riesgo de 
reproducir las relaciones de poder y las perspectivas que producen las 
vejaciones de esos derechos, creando un círculo vicioso (Kirkemann: 
2007). La participación generalizada puede subvertir los monopolios 
de toma de decisión de quienes ostentan el poder (Gready: 2006), lo 
cual tiene que ver con respetar la participación del otro (Sen: 2004).
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Se han realizado varios esfuerzos por institucionalizar la participación. 
Por ejemplo, el UK Aid from the Department of International Develop-
ment (DFID) ha desarrollado investigación en Metodologías de Ase-
soría a los Derechos de Participación, las cuales se han probado en 
Perú y Malawi. La UNICEF ha utilizado una estrategia de desarrollo 
comunitario participativo en distintas partes de África. Save the Chil-
dren ha enfatizado la participación de los niños y las niñas. La Agencia 
Canadiense Internacional por el Desarrollo (CIDA, por sus siglas en 
inglés) financió varios proyectos piloto de participación de la infancia 
como parte de la implementación del Plan de Acción de la Protección 
Infantil en 2001. En Egipto se observó que el trabajo infantil benefi-
ciaba tanto a los niños como a sus familias (Piron: 2005).

F) Exigibilidad y justiciabilidad

El principio de exigibilidad, que se pone directa o indirectamente al 
servicio de la ciudadanía, es el que da fuerza al EDH. Para asegurar 
el ejercicio de un derecho no basta con instituirlo y proveer los 
servicios respectivos. Es necesario que existan obligaciones reales 
sobre las personas responsables de concretar esos derechos ante la 
ciudadanía (Cunill: 2010).

Los atributos de las dimensiones en las que se mide la realización 
de los derechos –protección, respeto, promoción y satisfacción de 
los mismos– se traducen en accesibilidad, disponibilidad, calidad y 
aceptabilidad que deben ser garantizadas por el Estado.10 Esas ga-
rantías deben tener respaldo jurídico y ser consecuentemente exigi-
das por la ciudadanía, incluso por medios judiciales. Esta idea es la 
que define el principio de justiciabilidad. Los portadores de deberes 
y obligaciones tienen que cumplir y ajustarse a sus jurisprudencias 
y a las normas y estándares anclados en los instrumentos de DDHH 
de los cuales formen parte. Los sujetos de derechos pueden solicitar 
reparaciones a los tribunales o cortes competentes si a su juicio se 
han violado sus derechos (Campese: 2009; Mata: 2009).11

La justiciabilidad, entonces, es la posibilidad de reclamar ante un 
juez o tribunal de justicia el cumplimiento de al menos algunas de 
las obligaciones que se derivan de los derechos, tomando en cuenta 
que la judicial no es la única vía para hacer exigibles esos derechos, 
ya que hay otras que pueden resultar incluso más efectivas (Carbo-
nell: 2005). El diseño de mecanismos que permitan el acceso a una 
justicia independiente y eficaz es clave en el EDH. Asimismo, para 
que también exista una verdadera responsabilidad (accountability) 
de los portadores de deberes es importante que se cree una institu-
cionalización independiente que no sólo sea judicial.

Establecer exigibilidad y acceso a la justicia se logra marcando 
claramente las responsabilidades y los compromisos de todas las 
partes involucradas en los procesos. Esto requiere construir las ca-
pacidades tanto de quienes son titulares de derechos como de quie-
nes portan los deberes u obligaciones (Pettit: 2005). Es importante 
fomentar la existencia de una tercera parte que ostente el papel de 
evaluación y arbitraje. Igualmente, es importante incluir procesos que 
den pie a que surjan preocupaciones que puedan ser atendidas y, si 
es necesario, se puedan cambiar las rutas de acción (UNDP: 2006).

10  En el primer capítulo del presente estudio, en la sección “Conceptualización de los atri-
butos por derecho”, se desarrollan a fondo las dimensiones de los DDHH y sus atributos.
11  Ejemplos de mecanismos de justiciabilidad son acciones de amparo colectivo, de tute-
la, acciones de cumplimiento y de inconstitucionalidad, entre otras.

El derecho a la libre información es esencial para asegurar la transparen-
cia y la exigibilidad. En India, el discurso ha ido más allá de la exigibilidad, 
incluyendo el derecho a la gobernanza transparente y con rendición de 
cuentas (Pettit: 2005). El PNUD adoptó ahí un EDH cuyo objetivo fue 
desarrollar las capacidades para acceder al derecho de la información a 
través de proyectos como el involucramiento de todas las partes intere-
sadas, apuntando a las Tecnologías de la Información y la Comunicación 
(TIC) o del Conocimiento como claves para acceder libremente a la infor-
mación y atendiendo las relaciones de poder a través del EDH (UNDP: 
2006).

Tanesh Randon (2000) vincula la exigibilidad sustentable con la participa-
ción y la ciudadanía, demostrando que la movilización de la participación 
comunitaria como la que existe en casos de salud participativa y moni-
toreo ambiental pueden ser herramientas muy poderosas para deman-
dar exigibilidad. A su vez, un sentido del derecho de exigibilidad puede 
proveer la base sobre la cual actúa la ciudadanía. Juntos, los principios 
de exigibilidad y participación pueden formar la base de la “rueda de go-
bernanza” que se mueve de una forma integrada e interconectada y que 
conjuga una relación dinámica entre ambos conceptos. Su conclusión 
es que la ciudadanía, la participación y la exigibilidad son componentes 
esenciales para cualquier tipo de gobernanza significativa en cualquier 
institución que ocupe el espacio público.

Todos estos principios, en su desarrollo conceptual, derivan en ciertas 
características o condiciones que se deben considerar en la institucio-
nalización del EDH. Materia de este trabajo es la construcción de una 
herramienta que permita su valoración en las acciones de las entidades 
implementadoras.

1.5  La construcción de indicadores

En materia de indicadores de DDHH no existe un consenso claro que 
sea aplicable de manera universal para su elaboración e implementa-
ción. Sin embargo, se han realizado grandes esfuerzos para sistema-
tizar e identificar cuáles deberían ser sus características rectoras de 
elaboración y métodos de análisis.

Esta sección muestra y sistematiza los últimos esfuerzos realizados 
para definir y delimitar las principales características de los indicado-
res utilizados en el análisis de los DDHH. Inicialmente se define un 
indicador para después mostrar cuales serían sus principales caracte-
rísticas y aplicaciones.

1.5.1  ¿Qué es un indicador?

El término indicador es utilizado en un sinnúmero de disciplinas 
(ciencias sociales, ciencias médicas, ecología, economía o psicología). 
Es común que se identifiquen como cantidades, cifras o registros 
que son recogidos de manera sistemática y que se utilizan princi-
palmente para evaluar, medir, mostrar o tener un acercamiento de 
cuál es el estado de cualquier fenómeno o problema que se quiera 
estudiar. Por lo regular, este conjunto de datos es resultado de la 
revisión de un marco teórico y conceptual riguroso que ayuda a 
construir e interpretar los resultados de dichos indicadores.
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La importancia de la construcción de un buen grupo de indicadores 
radica principalmente en que éstos representan una herramienta 
que ayuda a transmitir información que puede ubicar y mostrar las 
tendencias del desarrollo de cualquier tema que se quiera abordar.

Por lo general, se pide que un buen indicador cumpla con las si-
guientes características:

En el marco de los DDHH, de acuerdo con una reciente publicación 
de la ONU (2012), los indicadores se definen como “un conjunto de 
datos u observaciones que brindan informaciones concretas sobre 
el estado o la condición de un objeto, un acontecimiento, una acti-
vidad o un resultado que pueden estar relacionados con las normas 
de derechos humanos, que abordan y reflejan principios e intereses 
en materia de derechos humanos y que se utilizan para evaluar y 
vigilar la promoción y protección de los derechos humanos”. Los 
indicadores de DDHH, como cualquier otro indicador, sirven para 
evaluar o medir ciertas características. Su construcción depende del 
análisis de las normas de derechos.

Inicialmente, se puede contar con dos tipos de indicadores: cualita-
tivos y cuantitativos. Los primeros generalmente son resultado de 
observaciones o valoraciones que por lo regular reflejan la presen-
cia o la ausencia de una cualidad. Los segundos comúnmente están 
representados por datos, cantidades o estadísticas que pueden ser 
expresados de manera absoluta o relativa.

La mezcla de los dos tipos de indicadores aplicados a DDHH enri-
quece el análisis en dos sentidos. Por un lado, los indicadores cuan-
titativos pueden facilitar las evaluaciones cualitativas midiendo la 
magnitud del objeto de estudio. Por otro, la información cualitativa 
puede complementarse con la interpretación de los indicadores 
cuantitativos.

Es importante mencionar que en la práctica es común relacionar a 
los indicadores cualitativos con información basada en juicios de 
opinión y a los indicadores cuantitativos con datos más concretos. 
En realidad, existe la posibilidad de que los dos tipos de indicadores 
recojan los dos tipos de información.

1.5.2  ¿Para qué utilizar indicadores?

Como se ha mencionado, los indicadores son herramientas para 
dar seguimiento, evaluar y hasta predecir o planear el estado de 
cualquier problema a través de información relevante que es útil 
para diferentes entidades o tomadores de decisiones.

En el marco de los DDHH, los indicadores se presentan como una 
herramienta que ayuda a medir dos cuestiones principales. La pri-
mera se ocupa del disfrute de los derechos por los titulares de es-
tos, es decir, los indicadores intentan describir cuál es la situación 
efectiva de la realización de los DDHH por parte de la población. La 
segunda cuestión se relaciona con la evaluación de los progresos 
realizados por el garante de los derechos en el cumplimiento de 
sus obligaciones.

En este sentido, la evaluación y seguimiento de la realización de los 
DDHH exige continuos esfuerzos por parte de los garantes de dere-
chos para respetarlos, protegerlos y hacerlos efectivos, y por parte 
de los titulares de derechos para hacerlos valer. En la vigilancia de 
la aplicación de los derechos humanos es importante evaluar en la 
práctica y en determinado momento los resultados definidos que 
corresponden a su realización.

1.5.3  Los indicadores en la práctica: claves para 
la operacionalización de los derechos humanos

Como se ha visto, la importancia y la aplicación de los indicado-
res de derechos humanos recaen principalmente en la evaluación 
del progreso o la instrumentación del disfrute de los mismos. El 
reconocimiento jurídico no implica un disfrute automático, pues 
la implementación debe ir acompañada de un flujo de recursos 
por un periodo de tiempo que permita desarrollar las políticas. En 
el estudio de la realización de los derechos es igualmente impor-
tante evaluar el desarrollo del proceso que apoya su protección. 
Lo anterior obliga a que, en la práctica, los indicadores elaborados 
sirvan para medir su implementación así como los procesos sub-
yacentes a sus resultados.

Adicionalmente, a menudo se necesita medir la aceptación y el 
compromiso de los Estados respecto del cumplimiento de sus 
obligaciones como entidades garantes de los derechos. Esta ne-
cesidad de medir los esfuerzos realizados se traducen en medi-
das prácticas que ayuden a cuantificar los resultados en cuanto al 
mayor disfrute de los derechos. Lo anterior ha implicado que, en 
la práctica, los indicadores de derechos humanos se clasifiquen 
como estructurales, de proceso y de resultados.

Cada una de estas categorías, por medio de sus conjuntos de da-
tos, pone de relieve una evaluación de las medidas adoptadas por 
los Estados para cumplir sus obligaciones de garantizar, respetar 
o proteger. La clasificación de indicadores no sólo simplifica el 
proceso de selección y elaboración, sino que también alienta el 
uso de información pertinente para cada contexto, disponible y 
potencialmente cuantificable.

Indicadores estructurales

Los indicadores estructurales intentan evaluar el compromiso del 
Estado firmante con la aplicación de las normas que ha acepta-
do. Ayudan a realizar una evaluación que refleje la ratificación y la 
adopción de instrumentos legales y la existencia o la creación de 
mecanismos institucionales básicos que se consideran necesarios 
para la promoción y la protección de los derechos humanos.

- Estar inscrito en un marco teórico o conceptual
- Ser específicos
- Ser explícitos
- Ser relevantes y oportunos
- Ser claros y de fácil comprensión
- Ser sólidos, es decir, válidos, confiables, 
comparables y factibles
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Se requiere que se centren en: 

1. La naturaleza de la legislación interna en relación con 
determinado derecho, es decir, mostrar si existe la incor-
poración de las normas internacionales requeridas; 

2. Los mecanismos institucionales que promueven y pro-
tegen esas normas; y 

3. Dar cuenta del marco de políticas y las estrategias del 
Estado aplicables para el disfrute de los derechos. Es im-
portante subrayar que intenten destacar la situación de 
los mecanismos necesarios para la aplicación y disfrute 
de los derechos que refleje el compromiso normativo por 
parte de los Estados.

Algunos ejemplos de indicadores estructurales son:

• Proporción de instrumentos internacionales de DDHH 
ratificados por el Estado;

• Existencia de una carta de derechos interna en la cons-
titución u otras formas de ley;

• Número de organizaciones y personal (empleados y vo-
luntarios) que participan formalmente en la protección 
de los derechos;

• Existencia de un marco temporal y cobertura del plan 
de acción adoptado por el Estado parte para aplicar el 
principio de la educación primaria obligatoria gratuita 
para todos;

• Adopción de leyes, disposiciones o programas concre-
tos del establecimiento de instituciones.

Indicadores de procesos

A diferencia de los indicadores estructurales, que evalúan el 
avance en la creación de un marco institucional alrededor de los 
derechos y compromisos adquiridos, los indicadores de procesos 
miden los esfuerzos que están realizando los garantes de dere-
chos para transformar sus compromisos en materia de derechos 
humanos en los resultados deseados.

Estos indicadores evalúan de manera continua las políticas y 
medidas específicas adoptadas por el garante de derechos para 
aplicar sus compromisos. Así, un indicador de proceso vincula las 
medidas de política del Estado con información que a lo largo del 
tiempo puedan consolidar y dar lugar a los resultados de DDHH 
deseados. De esta manera, los indicadores de proceso intentan 
mostrar una relación causa-efecto implícita, como un paso inter-
medio que sea factible supervisar entre los compromisos adqui-
ridos y los resultados. Además, ayudan a vigilar directamente el 
cumplimiento progresivo de un derecho o el proceso de protec-
ción del mismo. Representan el proceso progresivo de realización 
del derecho o reflejan los esfuerzos que están realizando los Es-
tados en su protección.

Hay dos condiciones que debe cumplir el indicador de procesos. 
La primera es que el seleccionado debe estar vinculado mediante 

una relación conceptual o empírica a un indicador estructural 
correspondiente. Un ejemplo puede ser un indicador de proceso 
del derecho a la salud como “proporción de escolares que reci-
ben educación sobre cuestiones de salud y nutrición”. En este 
caso, se escoge de modo que pueda relacionarse con el indica-
dor estructural correspondiente, a saber, “plazo y cobertura de la 
política nacional sobre salud y nutrición infantil”, así como con 
el indicador de resultado “proporción de menores de cinco años 
con peso insuficiente”. La segunda condición que debe cumplir 
el indicador de proceso es mostrar explícitamente alguna medi-
da del esfuerzo que está haciendo el garante de derechos en el 
cumplimiento de sus obligaciones. Por lo regular, el indicador de 
procesos es una combinación de dos variables: una vinculada al 
indicador de estructura correspondiente y otra que muestra el 
esfuerzo del Estado.

Ejemplos de indicadores son:

• Indicadores basados en asignaciones presupuestarias 
(porcentaje presupuesto destinado a los programas de 
cobertura de educación);

• Cobertura de ciertos grupos de población en programas 
públicos (proporción de la población objetivo cubierta 
por programas públicos de administración de suplemen-
tos nutricionales, proporción de la población que recibió 
acceso a saneamiento mejorado en el periodo de refe-
rencia);

o Denuncias recibidas en materia de derechos huma-
nos y proporción de ellas que ha recibido reparación;

o Medidas de incentivos y de sensibilización aplicadas 
por el garante de derechos para abordar cuestiones de 
derechos humanos particulares;

• Indicadores que reflejan el funcionamiento de institu-
ciones específicas (proporción y frecuencia de empre-
sas inspeccionadas para conocer el cumplimiento de las 
normas laborales con proporción de esas investigaciones 
que da lugar a medidas administrativas o judiciales).

Indicadores de resultados 

Los indicadores de resultados intentan captar los logros individua-
les y colectivos que reflejan el estado de disfrute de los DDHH en 
determinado contexto. Son menos sensibles a los cambios de corto 
plazo, a diferencia de los indicadores de proceso que son muy sen-
sibles. Así, pueden entrar en la categoría de indicadores de largo 
plazo. Por ejemplo, los indicadores de la esperanza de vida o la 
mortalidad podrían depender de la inmunización de la población, 
la sensibilización de la población respecto de la salud pública, el 
acceso a una nutrición adecuada, o una reducción de la violencia 
física y el delito. Del mismo modo, los resultados relacionados con 
el número reportado de casos de tortura o tratos crueles, inhuma-
nos o degradantes pueden estar relacionados con procesos que 
pretenden capacitar a los agentes del orden público, por lo que, 
en general, su resultado no es inmediato.
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Los indicadores de resultados miden el efecto de los esfuerzos 
de los cambios en determinado momento por citar algunos, la 
disponibilidad de cereales per cápita, medidas antropométricas 
de niños en edad escolar o número reportado de personas priva-
das arbitrariamente de la libertad al final del periodo de referencia.

Ejemplos de indicadores de resultados son:

• Proporción de la fuerza de trabajo que participa en los 
planes de seguridad social;

• Casos reportados de denegación de justicia y proporción 
de víctimas que recibieron reparación en un plazo razona-
ble;

• Logros educativos (entre estos, tasas de alfabetización 
entre jóvenes y adultos) en un grupo de población desti-
natario.
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  2.	 Marco metodológico

A partir de las definiciones y conceptos discutidos en el marco 
conceptual, y considerando la revisión de la literatura espe-
cializada y las propuestas tanto del Programa como de la 

Ley del PDHDF, se desarrolló un instrumental metodológico con 
la finalidad de atender los objetivos planteados. Por un lado, to-
mando en cuenta la identificación de los principios del EDH y sus 
atributos, se desarrolló un grupo de indicadores con el propósito 
de identificar el grado de institucionalización del EDH, tanto en los 
marcos de actuación como en lo relativo al esfuerzo institucional en 
las dependencias seleccionadas. Por el otro, para valorar el grado 
de avance, así como los principales obstáculos en la realización de 
las líneas de acción, se realizó un filtro de verificación de pertinen-
cia relativo al derecho al que se busca contribuir en su realización 
e identificar aquellas que se consideren prioritarias para, después, 
valorar el avance y los principales obstáculos y resistencias a su 
cumplimiento.

Una segunda parte del estudio comprende el análisis cualitativo 
de la opinión de tres grupos de población que intervienen o se 
ven afectadas por las acciones, servicios o programas que llevan a 
cabo las entidades implementadoras: funcionarias y funcionarios, 
usuarias y usuarios, así como especialistas de la sociedad civil. Esta 
información se levantó mediante la aplicación de dos cuestiona-
rios. El primero se aplicó a funcionarias y funcionarios responsables 
en cada ente implementador. El segundo se aplicó a usuarios o 
derechohabientes, indagando acerca del conocimiento de sus de-
rechos, el Programa y las condiciones y atención que se brinda a la 
ciudadanía. En el caso de los representantes de la sociedad civil, se 
realizaron entrevistas a profundidad que buscaron indagar acerca 
del grado de avance de las líneas de acción seleccionadas, contras-
tando la información con la investigación documental así como de 
la realización de los DDHH en la Ciudad.

A continuación se explica de manera detallada la aplicación del 
instrumento:

2.1  Metodología para la valoración del enfoque 
de derechos humanos

Como quedó establecido en el marco conceptual, el proyecto usó 
la metodología basada en indicadores propuesta por la Oficina del 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para valorar el grado de im-
plementación (OACNUDH: 2008). Esta metodología establece que 
es necesario valorar mediante el uso de indicadores cualitativos y 
cuantitativos de estructura, proceso y resultado. Para la valoración 
en las dos primeras etapas se construyeron indicadores cualitativos 
(existencia de cierto atributo) y se usaron indicadores cuantitativos 
en el análisis de resultados. Considerando la dificultad para medir 
el impacto de la institucionalización del EDH, se contrastó ésta con 
estudios independientes y entrevistas a profundidad con especia-
listas.

2.1.1  Principios del enfoque de derechos huma-
nos en los entes implementadores

Para aplicar la metodología de análisis señalada se realizó una revi-
sión de la bibliografía a fin de identificar los principios fundamen-
tales del EDH y su aplicación en la Ciudad de México. Se consideró 
el avance tanto del Programa como de la Ley para la definición de 
atributos, categorías o elementos que de manera transversal de-
bieran ser institucionalizados por los entes implementadores. Se 
identificaron seis principios y 23 atributos relacionados.

Universalidad
Reconocimiento del marco normativo 

de DDHH

Territorialidad

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Responsabilidad

Quejas y denuncias
Reparación del daño

Integralidad
Realización complementaria
Coordinación y articulación

Intergubernamentalidad

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de oportunidades
Igualdad de género
Justicia distributiva

Respeto a la diversidad

Participación

Pluralidad y diversidad
Inclusión

Empoderamiento

Intersectorialidad

Transparencia

Rendición de cuentas

Efectividad

Cumplimiento de objetivos
Sustentabilidad

Realización progresiva
Máximo uso de recursos disponibles
Indicadores y puntos de referencia

Principios y atributos

Grado de institucionalización del EDH

Análisis de la 
implementación 

de las líneas 
de acción del 

PDHDF

(1) Incorpo-
ración en la 
legislación

(2) Operacionalización 
por parte de las insti-
tuciones a través de 

programas y acciones

(3) Resultados 
de su aplicación

Estructura Proceso

Resultados
((LA del PDHDF 
vs. información 
independiente)

Filtro de pertinencia: Coherencia con el derecho

Análisis cualitativo/entrevistas a profundidad

Funcionario
Usuarias y 

usuarios/derechoha-
bientes

Especialistas de 
la sociedad civil 

organizada

Esquema global de análisis
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La identificación de atributos para cada principio conforma las caracte-
rísticas de lo que se entenderá, de manera práctica, como el EDH en las 
dependencias gubernamentales de la Ciudad. Una institucionalización 
efectiva de dicha perspectiva se mostraría en el reconocimiento de todas 
las características definidas en el marco jurídico-institucional de las de-
pendencias. Esto se contrastó con la exploración cualitativa (entrevistas).

2.1.2  Análisis de estructura

El análisis de estructura comprende una verificación puntual 
del alcance del marco normativo que regula la actuación del 
ente implementador a la luz del EDH. Para ello, se tomó como 
base la conceptualización de los principios fundamentales 
para esta perspectiva, identificando para cada uno de ellos 
una serie de atributos que les dan forma práctica. Estos atri-
butos conforman un umbral de características que debieran 
integrar el marco que norma la acción pública de los entes 
implementadores.

Para representar el grado de institucionalización del EDH de 
manera clara y facilitar el análisis de los principios y atributos, 
se otorgó un puntaje a cada una de las preguntas o variables. 
La suma de los puntajes otorgados para cada una de éstas 
representa el puntaje de su respectivo principio. Así, ello per-
mite calificar el desempeño de las dependencias en cada uno 
de los principios. Además, permite valorar el desempeño de 
cada atributo.

El puntaje para cada uno de los principios queda expresado 
mediante un índice que va de cero a diez puntos, donde cero 
representa la ausencia de respuestas positivas en cada una de 
las variables que componen los principios y diez es la presen-
cia de respuestas positivas en todas las variables.

La calificación de cada una de las categorías se puede repre-
sentar de la siguiente manera:

Calif
X
= ∑

1
n=Vx,1+Vx,2+Vx,3+...+Vx,n

	 Donde

Calif= calificación del principio x
i = i-ésima pregunta o variable que pertenece al principio x

v = variable que pertenece a la categoría x  

Cada una de las variables tendrá un valor en función del número que 
conforme cada principio, como se puede ver en el cuadro, en la siguiente 
columna, donde las siete variables que integran el principio de efectivi-
dad alcanzan un valor total de diez puntos.

Finalmente, la representación gráfica que ayuda a identificar las princi-
pales carencias de cada entidad implementadora en cada materia de es-
tudio es resultado del promedio de las calificaciones de cada uno de los 
principios. Ello permite realizar diagnósticos puntuales e identificar áreas 
susceptibles de mejora.

Se trata de un desdoblamiento lógico-secuencial de los principios, prime-
ro en atributos y, después, en variables cuyo cumplimiento en el marco 
normativo se verá reflejado en una valoración final, como se puede ver 
en el siguiente gráfico:

2.1.3  Análisis de procesos

Para valorar el esfuerzo institucional se utilizó la misma base de prin-
cipios y atributos que para la estructura, pero con variables relativas 
a las capacidades institucionales para la realización de los objetivos.

Como se muestra en el siguiente cuadro, la herramienta pretende va-
lorar el esfuerzo institucional que se ha llevado a cabo en los últimos 
años para la asimilación del EDH. En este caso, se realizará una valo-
ración distinta en función del tipo de indicador con que se cuente.

Principio Atributo Variable Valor

Efectividad

Cumplimiento de 
objetivos

Establezca la obligación de realizar evalua-
ciones externas de los servicios/acciones 1.4

Establezca la obligación de realizar repor-
tes trimestrales 1.4

Sustentabilidad Establezca criterios definidos para la conti-
nuidad de las acciones/servicios 1.4

Realización 
progresiva

Establezca la obligación de no reducir los 
recursos destinados a la realización del 
derecho a menos que se demuestre dismi-
nución en la demanda

1.4

Establezca la obligación de aumentar pro-
gresivamente los recursos destinados a la 
mejora de los servicios/acciones

1.4

Máximo uso de 
recursos 

disponibles

Establezca la obligación de definir metas 
realizables y cumplirlas 1.4

Indicadores y 
puntos de 
referencia

Establezca la existencia de mecanismos 
de monitoreo y evaluación interna 1.4

Valor de la dimensión Máx 10

Verificación del principio de efectividad

Grado de institucionalización por principios del EDH

Efectividad

Universalidad

Participación

Marco jurídico

Integralidad

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Igualdad y no 
discriminaciónEsfuerzo institucional

0.0

6.7

10.0

5.0

4.2

5.0

7.5

3.0
8.65.0

0.0
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cotidiana con el ente implementador, o sean usuarias o 
usuarios cotidianos de un servicio que ofrezca el ente im-
plementador; y

c) Especialistas de la sociedad civil organizada que perte-
nezca a una organización que contribuya a la realización 
de un derecho vinculado con las líneas de acción del ente 
implementador y cuente con experiencia en el tema.

Para realizar las entrevistas, se propone una muestra no probabilís-
tica de sujetos tipo, con base en la definición de los grupos selec-
cionados. Para cada entidad implementadora se realizarán quince 
entrevistas. Éstas se realizarán in situ, de manera personal y se cal-
cula un tiempo máximo de 25 minutos para su respuesta.

Tanto para funcionarios como para usuarios o derechohabientes, la 
entrevista contará con tres bloques de preguntas:

a) Conocimiento y percepciones sobre DDHH y el PDHDF;
b) El EDH en las acciones, servicios y programas de la enti-
dad implementadora; y
c) Percepciones sobre el grado de avance de las líneas de 
acción y la realización del derecho específico.

Las primeras dos partes se realizarán mediante la respuesta a un 
cuestionario cerrado, el cual se responde en computadora de ma-
nera personalizada. Esto permitirá verificar tiempos y reacciones 
frente a la pregunta, además de que facilitará la captura y sistema-
tización de las respuestas para su análisis. La segunda parte consta 
de alrededor de cinco preguntas abiertas que buscan indagar acer-
ca del conocimiento específico de las líneas de acción y los obstá-
culos que se han detectado para su instrumentación.

Para aprovechar la calidad de las respuestas de informantes de la 
sociedad civil organizada se desarrollarán entrevistas a profundidad 
que permitan indagar acerca de sus percepciones sobre la actua-
ción de los entes implementadores en la institucionalización del 
EDH y la realización de las líneas de acción a la luz de los umbrales 
mínimos por derecho. Esto permitirá contrastar cualitativamente 
los puntos de vista externos frente a la investigación documental.

2.2   Análisis de pertinencia de las líneas de ac-
ción

Un primer obstáculo para la evaluación de las líneas de acción son 
las distintas maneras como se definen en el Programa. Muchas ve-
ces, su redacción obedece más a una estrategia u objetivo general 
que a una línea específica, lo que seguramente dificulta su incorpo-
ración a las acciones realizadas por el ente implementador.

Como se señaló en el marco conceptual, la incorporación del EDH 
conlleva un proceso de asimilación progresivo por los entes, que 
se ha realizado más por un mandato que por un entendimiento 
racional para, conjuntamente, realizar el derecho en la Ciudad. Este 
proceso derivó en una reasignación de las líneas de acción en razón 
de la coherencia con las atribuciones que el marco jurídico esta-

2.1.4  Análisis cualitativo: entrevistas

Un tercer componente del análisis es la investigación cualitativa, 
que consta de una serie de entrevistas a informantes directamente 
vinculados con algún proceso en el desarrollo de las políticas pú-
blicas.

Las entrevistas tienen dos objetivos primordiales: 

(1) Explorar a fondo la percepción y el conocimiento que tie-
nen las personas informantes con respecto a la institucionali-
zación del enfoque de derechos humanos en su ente imple-
mentador a partir de su entendimiento del marco normativo y 
conocimiento del esfuerzo institucional; y 

(2) Realizar una exploración acerca de la percepción y cono-
cimiento que tienen las personas informantes sobre el PDHDF, 
sus líneas de acción y los principales obstáculos y avances en 
su cumplimiento.

a) Funcionarios públicos pertenecientes a la entidad im-
plementadora, cuyas atribuciones estén relacionadas con 
la realización de las líneas de acción del PDHDF y/o tengan 
una responsabilidad de contacto directo o indirecto con las 
personas usuarias/beneficiarias de sus acciones;

b) Personas usuarias/beneficiarias que pertenezcan a un 
padrón de beneficiarios de algún programa relacionado 
con las líneas de acción del PDHDF, tengan vinculación 

Participación

Existen espacios de diálogo con 
miembros de grupos vulnerables

sí =1 
no = 0 0.8

Existen espacios de diálogo y 
seguimiento de los resultados de las políticas 
públicas con miembros de la sociedad civil

sí =1 
no = 0 0.8

Existen de un procedimiento válido de 
incorporación de propuestas ciudadanas 

 sí =1 
no = 0 0.8

Cursos de capacitación que contribuyan al 
empoderamiento de las personas (capaci-
tación técnica y legal para la difusión de los 
derechos)

sí =1 
no = 0 0.8

Existen espacios de diálogo con 
miembros de distintos grupos involucrados

sí =1 
no = 0 0.8

Porcentaje de solicitudes de información 
aceptadas y entregadas

Cuantitati-
va mayor 
de .6 = 1

0.8

Existe presupuesto para la difusión de la 
información relevante a los usuarios

sí =1 
no = 0 0.8

Existe información publicada de los progra-
mas/acciones que realiza la dependencia 

sí =1 
no = 0 0.8

La información es accesible y comprensible 
para los usuarios

sí =1 
no = 0 0.8

Existe un registro público de las reuniones 
públicas de los funcionarios

 sí = 1 
no = 0 0.8

Existe un sistema de seguimiento a las 
solicitudes y demandas sociales en el portal 
de la entidad implementadora

 Sí = 1 
no=0 0.8

Se realizan y publican informes de labores e 
información derivada de sus programas, 
presupuesto, apoyos entregados y padrón 
de beneficiarios en su portal de Internet

Cuantitati-
va mayor 
de .8 = 1

0.8

Valor total 10
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que estén mal o que sean inconsistentes con el derecho. Se trata 
de líneas que, de cumplirse, requieren que ocurran otro tipo de 
procesos para tener efectos sobre el derecho. Un caso particular 
es el de aquellas líneas que no presentan relación clara con el 
derecho.

Factibilidad-Viabilidad: Este criterio se utilizó para valorar el 
grado en el que la línea de acción puede concretarse. Dada una 
apreciación general de las condiciones actuales, ¿qué tan proba-
ble es que la línea de acción se instrumente de manera efectiva 
en el corto o mediano plazo?

Hay LA que son sumamente ambiciosas e importantes pero 
que implican muchos procesos, articulaciones con actores, co-
nocimiento previo y recursos. Ello ayuda a determinar la difi-
cultad de su correspondiente evaluación. Aquellos casos en los 
que no es posible determinar si son factibles recibieron una 
ponderación menor. Por el contrario, donde hay un grado razo-
nable de confianza de que pueden realizarse recibieron mayor 
ponderación.

Validez-Pertinencia: Se detectó que algunas LA eran estrate-
gias, planes o, incluso, estaban mal especificadas. Una caracte-
rística de las líneas de acción es la noción de “cambio o transfor-
mación”, es decir, que implicaran una serie de actividades con 
el propósito de re-direccionar una situación. En este sentido, 
¿la línea de acción es acotada, incluye un propósito y a través 
de ella es posible apreciar cierta transformación en el estatus 
actual? Otra característica es que deben plantear el “cómo” se 
va a producir el cambio.

Se valoró entonces si desde el punto de vista de planeación 
cumplían con los mínimos para catalogarse como una acción 
concreta, es decir, como una línea “con una sola acción, con 
un universo definido, con actores y parámetros concretos”. A 
su vez, se valoró si incorporan la idea de cambio y esbozan 
los medios para hacerlo. Por ejemplo, decir que se tienen que 
hacer acciones no es la mejor manera de plantear una LA. En 
estos casos, se les dio una ponderación menor.

Debido a que el ejercicio tiene un elemento inevitablemente subje-
tivo se incluyeron comentarios para cada LA a fin de aclarar la racio-
nalidad de la ponderación.

El ejercicio implicó agregar columnas a las bases de datos, las cuales 
se describen a continuación:

Coherencia-Relevancia: Valora si la línea de acción es cohe-
rente y relevante para la realización del derecho. Generalmente, 
lo que se busca distinguir es entre efectos directos y efectos 
indirectos.

Congruencia y efecto directo sobre el atributo del de-
recho = 3
Congruencia, pero efecto indirecto sobre el atributo del 
derecho = 2
Incongruencia y efecto nulo o difícil de identificar = 1

blece para cada ente implementador, lo que explica un traslape 
o duplicidad en distintas acciones de los entes e, incluso, podría 
indicar la falta de coherencia de las líneas con el derecho que se 
pretende realizar.

Para superar este obstáculo, se propuso la realización de un filtro 
de pertinencia que permitiera una primera valoración del grado en 
el que el PDHDF:

(1) Incorpora y operacionaliza los atributos de los dife-
rentes derechos, es decir, si las acciones planteadas son 
congruentes, suficientes y abarcan desde el punto de vista 
lo que conceptualmente se establece para cada derecho 
humano;12

(2) Establece LA factibles de realizar. Se detectó que los 
propósitos y alcances de las líneas de acción tienen una 
variación importante. Hay LA que no requieren recursos y 
actividades, mientras que otras son tan ambiciosas que su 
factibilidad y viabilidad no parece ser muy clara. Esto lleva a 
pensar que el cumplimiento del Programa debe escalonar-
se y que debe ser un criterio a evaluar; y

(3) Establece adecuadamente las líneas de acción, esto es, 
si la redacción corresponde, desde el enfoque de planea-
ción, a una línea, a un objetivo particular o una estrategia.

La valoración de estos tres aspectos se compone de diferentes eta-
pas y productos. La primera etapa consistió en la lectura de las 
líneas de acción considerando los tres aspectos arriba señalados 
(enfoque de derechos, factibilidad y validez como LA). En la se-
gunda etapa, los tres aspectos se convirtieron en criterios, es decir, 
se utilizaron estándares para determinar, por ejemplo, si la línea 
es muy factible, medianamente factible o poco factible. Para cada 
criterio se asignó una referencia numérica a fin de poder sintetizar 
los resultados y tener una referencia por línea en la base de datos. 
La tercera etapa fue la valoración numérica de las líneas. La cuarta 
etapa es el uso de la valoración para facilitar la identificación de las 
líneas de acción cuya instrumentación se va a evaluar.

Los criterios se definieron de la siguiente manera:

Congruencia-Relevancia: Si se cumple la línea de acción al 
100%, ¿qué tipo de efecto tendría sobre el atributo del dere-
cho: directo, indirecto o nulo?

Una LA altamente congruente con el EDH y relevante en tér-
minos de su efecto se considera como decisiva para el cumpli-
miento del derecho. No se espera que todas las líneas cumplan 
plenamente este criterio ya que, en muchos casos, el efecto di-
recto depende de la generación de medios o insumos (pasos 
intermedios). El segundo tipo de líneas de acción no significa 

12  Es decir, es un contraste entre los atributos “teóricos” del marco de derechos y la 
“traducción” del enfoque del derecho en el PDHDF. Dichos atributos se encuentran en el 
marco conceptual de la evaluación. Sin embargo, dada la situación de la literatura sobre 
algunos derechos no fue posible identificar atributos para todos los derechos. En ese 
sentido, el PDHDF constituye a su vez un primer paso para la definición y desarrollo de 
algunos derechos.
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Factibilidad-Verificabilidad: valora si la línea de acción es via-
ble y se puede realizar.

Claramente factible y se puede verificar = 3
Factible, pero condicional a diversos procesos, actores y re-
cursos = 2
No factible y sumamente ambiciosa =1

Pertinencia-Validez: Valora si lo que se plantea es realmente 
una LA y no una estrategia o plan, y si es pertinente desde el 
punto de vista de la planeación.

Válida y pertinente = 3
Es amplia pero consistente, involucra varios procesos pero 
están entrelazados congruentemente = 2
No es clara, se trata de un plan o estrategia = 1

Atributo EDH: Refiere al atributo dentro de la dimensión del 
derecho. Proviene de la literatura, no del Programa.

Comentarios: Son los comentarios sobre las primeras tres co-
lumnas en orden.

Puntaje general de consistencia: Es la suma de los tres punta-
jes dividida entre el máximo puntaje posible (nueve). Sirve para 
determinar qué tanto la línea de acción cumple con los tres 
criterios. Ello servirá después para la evaluación y simplificar la 
interpretación (ver documento con la valoración):

ICi,e=
(c+f+p)

	                    Z

Donde IC es el “índice de consistencia” de la línea de acción 
“i” del ente implementador “e”

c = Valor del atributo de consistencia-relevancia (1-3)
f = Valor del atributo de factibilidad-viabilidad (1-3)
p = Valor del atributo de plausibilidad-validez (1-3)
z = Constante (9)

Puntaje EDH: Surge de elevar al cuadrado el puntaje del pri-
mer criterio, de sumarlo a los otros dos puntajes y dividir el to-
tal entre el valor máximo posible (quince). Sirve para clasificar e 
identificar el grado en el que las líneas de acción son decisivas 
para cumplir el derecho. Fue necesario incluirlo porque muchas 
de las acciones se basan en el supuesto de que tendrán alguna 
incidencia sobre del derecho.

ICD,e=
(c2+f+p)

	                       W

Donde ICD es el “índice ponderado de consistencia-relevan-
cia” de la línea de acción “i” del ente implementador “e”
c = Valor del atributo de consistencia-relevancia (1-3)
f = Valor del atributo de factibilidad-viabilidad (1-3)
p = Valor del atributo de plausibilidad-validez (1-3)
w = Constante (15)

Los productos resultantes a partir de este ejercicio son dos: la base 
de datos codificada con los resultados de la valoración por línea y el 
documento síntesis con la descripción general de qué se encontró 
cuando se aplicaron los tres criterios. A partir de este análisis, se 
detectarán las líneas críticas o más relevantes. Ello permitirá alcan-
zar dos objetivos: primero, permitirá realizar un análisis cualitativo 
específico sobre las principales líneas en cada entidad implementa-
dora; segundo, permitirá tener mayor claridad respecto a aquellas 
LA que no tienen relevancia o su realización parece poco viable.



DIF-DF



Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia

DIF-DF





39

S I S T E M A  PA R A  E L  D E S A R R O L LO  I N T E G R A L  D E  L A  FA M I L I A

  3.	 Sistema para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF-DF)

El análisis realizado pretende alcanzar dos grandes objetivos. 
Por un lado, se busca obtener una valoración del grado de 
institucionalización del EDH en los llamados entes implemen-

tadores. Por otro, se busca valorar el grado de coherencia y avance 
presentado en la instrumentación de las líneas de acción del PDHDF.

La verificación del grado de institucionalización del EDH se realizó a 
partir de una herramienta de análisis que se deriva de los principios 
y marco internacional de los DDHH, a partir de los cuales se agrupa 
un conjunto de características que delinean el desenlace institu-
cional que debe representar la titularidad de derechos y, por tanto, 
debieran ser parte de la regulación de los funcionarios de cada ente 
implementador del PDHDF.

En este sentido, el análisis presentado se realizó en tres etapas: a) 
estructural o normativa; b) de procesos, relativa al esfuerzo institu-
cional del ente; y c) cualitativa, a partir de una serie de entrevistas a 
población relacionada con el ente y sus acciones. Cada una de ellas 
se expresa en términos de los principios de universalidad, integrali-
dad, exigibilidad, igualdad, participación y efectividad, mismos que 
se representan a través de 49 variables derivadas de sus atributos.

Para realizar el segundo objetivo se construyó una herramienta que 
determina el grado en el que las líneas de acción del ente implemen-
tador son consistentes bajo los tres criterios: a) congruencia-relevan-
cia; b) factibilidad-viabilidad; y c) validez-pertinencia. A partir de esto, 
se identificaron las líneas de mayor relevancia para la realización del 
derecho y en las cuales se debieran concentrar los esfuerzos institu-
cionales. Una vez agrupadas las más importantes se cruzaron con la 
información entregada por el ente implementador, relativa al avance 
en cada línea, utilizando tres criterios de análisis: a) la vinculación, 
que se refiere a la coherencia de lo reportado por el ente con lo que 
señala la línea de acción; b) la instrumentación, relativa a la existencia 
de información que, de manera general, avala lo que se ha hecho para 
atender lo planteado por la línea de acción; y c) el grado de avance, el 
cual se incluye cuando la información entregada permite inferir qué 
tanto se ha atendido lo establecido en la línea de acción.

Debe considerarse que las acciones que se estudian no corresponden 
necesariamente a aquellas realizadas por el actual equipo del DIF-DF, 
sino a aquellas realizadas por el equipo anterior. Lamentablemente, 
muchos de esos registros no se encuentran disponibles o son incom-
pletos. Por lo mismo, estas acciones son el parámetro al partir del cual 
el actual equipo del DIF-DF podrá mejorar su desempeño y cumpli-
miento del PDHDF. Asimismo, debe considerarse que el marco nor-
mativo es un elemento heredado que debe ser modificado tanto por 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF) como por el ente 
implementador. Como tal, la información que se presenta en esta sec-
ción es el equivalente a una línea base a partir de la que se podrá dar 
seguimiento y evaluar el actuar del actual equipo del DIF-DF.

A continuación, se presentan los resultados del análisis realizado por 
ámbito de investigación, a partir de las cuales se desarrollaron una serie 
de recomendaciones para ser atendidas por el ente implementador.

3.1  Análisis estructural o del marco normativo

Como se establece en el capítulo de marco metodológico, el análi-
sis estructural constituye una verificación del marco normativo in-
terno que rige la conducta institucional en cada uno de los entes 
implementadores.

Para el caso del DIF-DF, se analizó su decreto de creación, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación, el Estatuto Orgánico, el Manual 
de Administración de la Institución, publicado en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal (GODF), así como las reglas de operación para 
los doce programas que tiene a su cargo esta dependencia.

De esta forma, la valoración del marco normativo del DIF-DF com-
prende tres niveles de análisis. Un primer nivel corresponde a la 
arquitectura normativa de la Ciudad de México, la cual permitió 
identificar el soporte jurídico local para cada una de las variables 
de análisis en la herramienta. Esto permite señalar que, en térmi-
nos generales, la Ciudad de México cuenta con recursos jurídicos 
suficientes para dotar a los entes implementadores de atribuciones 
relativos a cada uno de los principios y atributos señalados como 
fundamentales en el EDH.

Un segundo nivel, que es el que más interesa a este análisis, sur-
ge de la verificación de la normatividad específica que regula el 
actuar institucional de la dependencia. Tal es el caso del Decreto 
de Creación, el Estatuto Orgánico y el Manual de Administración, 
a partir de los cuales se modela directamente la conducta de las y 
los funcionarios.

Un tercer nivel de análisis se realizó a las reglas de operación pu-
blicadas en la GODF para cada uno de los doce programas sociales 
que se instrumentan a través del DIF-DF, cuyos requisitos se deli-
nean principalmente a través de la Ley de Desarrollo Social local así 
como en los lineamientos establecidos por Evalúa DF.

De acuerdo con la GODF, para 2013, los doce programas sociales 
que tiene a su cargo son:

~  Programa de Becas Escolares para Niñas y Niños en 
Condición de Vulnerabilidad Social
~  Programa Educación Garantizada
~  Programa Hijas e Hijos de la Ciudad
~  Programa Comedores Populares
~  Programa Desayunos Escolares
~  Programa de Entrega de Despensas a Población en 
Condiciones de Marginación y Vulnerabilidad
~  Programa de Creación y Fomento de Sociedades 
Cooperativas
~  Programa de Niñas y Niños Talento
~  Programa de Atención a Personas con Discapacidad en las 
Unidades Básicas de Rehabilitación
~  Programa de Apoyo Económico a Personas con Discapacidad
~  Programa de Apoyo Económico a Policías Preventivos con 
Discapacidad Permanente
~  Programa para Madres Solteras Residentes en el Distrito 
Federal
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Para el análisis se dio prioridad a los hallazgos que arrojan las nor-
mas internas de la dependencia pues constituyen la guía del ac-
tuar diario de las y los funcionarios y, por tanto, dan luz acerca de 
las omisiones y énfasis que definen al DIF-DF frente a la población 
usuaria de sus servicios y programas. A continuación se presentan 
los principales hallazgos que surgen de la verificación de la herra-
mienta en torno a cada uno de los principios del EDH.

3.1.1  Universalidad

Como se puede apreciar en el Cuadro 1, para analizar el principio 
de universalidad se consideraron dos atributos básicos. El reconoci-
miento del marco internacional de los DDHH en la norma interna, 
que se expresa desde el reconocimiento de la titularidad de dere-
chos a todas las personas usuarias, hasta las acciones de capacita-
ción en la materia que reciben las y los funcionarios. Además del 
atributo de territorialidad, que considera la necesidad de establecer 
áreas prioritarias de atención en función tanto de la geografía de 
la vulnerabilidad como de los recursos y capacidades del ente im-
plementador.

El marco normativo interno es enfático en establecer como prio-
ridad la atención a grupos vulnerables, lo que se refleja en ciertos 
criterios para priorizar las zonas de mayores necesidades, como se 
establece en las reglas de operación de los programas sociales. Sin 
embargo, en lo que respecta al reconocimiento interno del mar-
co de los DDHH, se identificaron vacíos que es necesario subsanar 
pues repercuten en la manera como el funcionariado del DIF-DF 
se relaciona con las personas usuarias de sus programas y ser-
vicios. Solamente en el caso de la actuación hacia la infancia 
y las personas discapacitadas se habla de derechos, sin consi-
derarse como un enfoque sistémico dentro de la institución.

Esta omisión que, desde una mirada tradicional, parecería impercep-
tible, implica una relación distinta con la población, la cual continúa 
siendo denominada como “beneficiaria” y no “derechohabiente” o 
“usuaria”. Esta concepción supone una subordinación que podría 
desembocar en procesos de manipulación, tratándose, como es el 
caso, de personas en condiciones de alta vulnerabilidad.

Es importante destacar que si bien la normatividad general interna 
no parece reconocer esta perspectiva, cuando se analizan las reglas 
de operación de los programas, estos sí cumplen con la identifica-
ción de cada uno los derechos que apunta realizar cada programa, 
estableciendo la garantía del acceso de todas las personas a los ser-
vicios prestados. Se trata de uno de los requisitos establecidos en la 
Ley de Desarrollo Social local.

Por otro lado, pero no menos importante, es contar con un pro-
grama de capacitación general. La capacitación a las y los funcio-
narios constituye un componente importante de la perspectiva de 
derechos, cuya institucionalización supone la profesionalización del 
servicio civil. La movilidad, sexenal en el mejor de los casos, de fun-
cionarias y funcionarios obliga a mantener abierta la instrucción en 
materia de derechos humanos, igualdad de género y participación 
ciudadana, lo cual está reconocido en su normatividad. Estos con-
ceptos son centrales para el desempeño del servicio y deben recu-
perarse explícitamente en todos los procesos de la dependencia.

3.1.2  Exigibilidad y justiciabilidad

Un elemento fundamental dentro de la perspectiva de DDHH, que 
es indisociable del reconocimiento de la titularidad de derechos una 
vez reconocido el programa/servicio como tal y no como una dádiva 
del gobierno en turno, es la capacidad de la persona para exigir el 

Principio Atributos Variables Verificación

Universalidad

Reconocimiento del marco 
de DDHH

Se reconoce a la institución como obligada a prestar servi-
cios frente a todas las personas que cumplan con los crite-
rios de operación



No establece espacios de discrecionalidad a los funciona-
rios para la identificación y atención a usuarios 

Se reconoce a las personas como titulares de derechos (de-
rechohabientes) frente a la institución 

Establece la obligación de capacitar a las y los funcionarios 
en el marco de los DDHH 

Territorialidad

Incorpora una perspectiva espacial, definiendo áreas priori-
tarias de atención en función de la vulnerabilidad 

Establece la progresividad territorial de la atención y progra-
mas, priorizando las  zonas vulnerables 

Cuadro 1. Universalidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF
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cumplimiento del mismo. Esto encuentra su desenlace en la incorpo-
ración de mecanismos específicos para la interposición de quejas y 
denuncias, la difusión de los mismos y la identificación transparente 
del proceso y las potenciales consecuencias para las y los funciona-
rios que no cumplan con los objetivos del programa o servicio.

El principio de exigibilidad y justiciabilidad, como se puede ver en 
el Cuadro 2, es analizado a partir de tres atributos: responsabilidad, 
quejas y denuncias, y reparación del daño. La responsabilidad con-
siste en la obligación de establecer un compromiso directo del ente 
implementador con las y los derechohabientes para el cumplimiento 
de las obligaciones, situación que abona a la construcción de una 
relación igualitaria entre las personas y las instituciones. Quejas y 
denuncias se refieren a la obligatoriedad de contar con mecanismos 
accesibles para interponer quejas y denuncias. La reparación de da-
ños se relaciona con la posibilidad que tienen las personas usuarias 
en caso de que se vean afectadas por una acción institucional.

Como se mencionó anteriormente, aunque las reglas de operación 
y los programas sociales lo contemplan de manera elíptica, la nor-
matividad interna del DIF-DF no reconoce el marco de los DDHH, 
quedando lejos de señalar explícitamente a la institución como res-
ponsable frente a las personas usuarias.

Respecto a la posibilidad de hacer valer una queja o denuncia, es 
justo reconocer que existen múltiples menciones acerca de la obli-
gación de establecer estos mecanismos y difundirlos, señalando 
como responsable directo a la Contraloría Interna e indirectos a los 

operadores de los programas. Sin embargo, como se aprecia en el 
cuadro anterior, no es posible identificar cuál es el proceso que sigue 
la queja, si ésta sería vinculante para la dependencia, ni cuáles serían 
las sanciones para las y los funcionarios involucrados.

Esta omisión podría desembocar en la falta de conocimiento de las 
herramientas de exigibilidad por parte de las personas usuarias. En 
consecuencia, limita las capacidades de la población frente a la ins-
titución y amplía el margen de discrecionalidad del funcionariado 
frente a la inconformidad.

Recuperar en la norma interna el mandato de la legislación local 
en términos de responsabilidades de las y los servidores, tanto para 
el conocimiento propio como para su constante difusión, brindaría 
una referencia directa que permitiría mayor acercamiento a las y los 
usuarios, elevando la calidad en el servicio y la confianza en la ins-
titución.

En este sentido, un elemento a considerar es la falta de un señala-
miento que explícitamente apunte a la orientación y capacitación 
de la población usuaria en el conocimiento y utilización de los me-
canismos de queja o denuncia, así como las distintas instancias a las 
que puede acudir en caso necesario. De igual forma, es importante 
señalar criterios mínimos de accesibilidad e inteligibilidad, pues aun 
estando señalados como parte de las Reglas de Operación, dada la 
dificultad de los procedimientos burocráticos para la mayoría de las 
personas, se requiere una difusión directa pues no puede limitarse a 
su publicación en la GODF.

Principio Atributos Variables Verificación

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Responsabilidad Establece la obligación de formalizar un compromiso directo de la institución con 
la persona usuaria para el cumplimiento de las obligaciones Ð

Quejas y 
denuncias

Establece los mecanismos e instrumentos para interponer quejas y denuncias 

Establece la obligación de difundir los mecanismos de quejas y denuncias ü

Establece que los mecanismos e instrumentos para quejarse están disponibles y 
asequibles para cualquier persona Ð

Establece los criterios para la inclusión y exclusión en los programas/acciones ü

Establece sanciones para funcionarias y funcionarios que incumplan con lo es-
tablecido en la norma Ð

Establece un procedimiento de investigación en caso de violación de un derecho 
a un usuario Ð

Reparación del 
daño

Define la responsabilidad/sanción por acción u omisión que desemboque en la 
violación de un derecho Ð

Establece un mecanismo para atender las recomendaciones de la CDHDF Ð

Establece un procedimiento para la reparación del daño Ð

Cuadro 2. Exigibilidad y justiciabilidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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3.1.3  Integralidad

Este principio contempla la interdependencia de los derechos y, 
de manera específica, la relación que guardan entre sí de manera 
obligada para su realización. Para analizar la incorporación de este 
principio se consideraron tres atributos esenciales: 

a) La realización complementaria, es decir, la posibilidad real de 
imbricar programas y servicios para la atención a las personas; 

b) La interdependencia, señalando la obligación de contar con 
mecanismos interinstitucionales que permitan la coordinación 
de políticas integrales; y 

c) La intergubernamentalidad, que se refiere de manera especí-
fica a la obligación de realizar convenios de colaboración entre 
entes implementadores que contribuyan a la realización de los 
derechos (Cuadro 3).

En el caso del DIF-DF es posible observar entre algunos de los 
programas que tiene a su cargo (por ejemplo, el derecho a la ali-
mentación de las niñas y niños) es directamente relacionado con la 
realización del derecho a la educación de los mismos. Esta indepen-
dencia es posible que tenga un desenlace institucional que apunte a 
la integración de programas y servicios, ya sea mediante convenios 
de colaboración o acciones específicas que permitan la complemen-
tariedad de los servicios.

Del análisis de la normatividad interna se comprobó que no existen 
limitaciones a la incorporación de personas a los distintos programas 
que ofrece el ente implementador. Incluso, las reglas de operación 
establecen la obligación de orientar a las personas usuarias de los 
programas acerca de otros de los que pudiera ser parte. Esto for-
talece la idea de contar con sistemas integrales de protección a las 
familias.

Además, aunque la normatividad interna del DIF-DF no establece el 
vínculo existente entre estos derechos y el conjunto de programas 
que buscan realizarlos pues no se clasifican por derechos, sino de la 

manera como la institución se organiza internamente, se reconoce 
la importancia de la vinculación y coordinación con instituciones gu-
bernamentales para su mejor desempeño, lo cual supone la creación 
de Comités y mesas de trabajo, aunque no necesariamente éstas 
apunten a la construcción de un sistema integral de atención.

Un avance se muestra en el establecimiento, de manera explícita en 
el artículo sexto del Estatuto Orgánico, de la “vinculación sistemática 
entre sus servicios de rehabilitación y asistencia social…” con aque-
llos que proporcionen las entidades del sector salud en el ámbito 
local y federal, obligación que se recupera en las reglas de operación 
de los distintos programas, como se señala en los párrafos anteriores.

Un elemento que llama la atención en términos de reconocimiento 
de la integralidad de las acciones es la no inclusión de entidades 
clave en la atención a grupos de población que atiende el DIF-DF en 
su Junta de Gobierno. Tal es el caso del Instituto de las Mujeres o el 
Instituto de Atención al Adulto Mayor, cuyos programas y servicios 
podrían también darse a conocer y compartir objetivos con los del 
DIF-DF.

3.1.4  Igualdad y no discriminación

La igualdad y la no discriminación, como se ha señalado, constitu-
yen un principio rector del enfoque de derechos humanos y con-
templa la obligación estatal de generar condiciones para el acceso 
equitativo en términos de disponibilidad, accesibilidad y calidad en 
los programas y servicios ofrecidos por el ente implementador.

Para el análisis de la normatividad interna a la luz de este principio 
se consideraron cuatro atributos: 

a) Igualdad de oportunidades, es decir, la no discriminación en 
el acceso a los servicios y programas a cargo del ente imple-
mentador, la eliminación de espacios de discrecionalidad que 
puedan ser ejercidos por el funcionariado, así como la obliga-
ción de establecer mecanismos de acceso para quienes no 
los conocen; 

Principio Atributos Variables Verificación

Integralidad

Realización complementaria

No establece límites a la incorporación a dos o más programas o servicios si se cumple 
con los criterios operativos. 

Establece la obligación al funcionario de ofrecer una “bolsa” de programas o servicios, 
en función de los criterios operativos. ü

Interdependencia Establece mecanismos de diálogo interinstitucional para la integración de acciones. ü

Intergubernamentalidad
Establece la obligación de realizar convenios específicos de colaboración para aten-
ción interinstitucional a las personas Ð

Cuadro 3. Integralidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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b) Igualdad de género, que contempla el establecimiento de 
un rol igualitario entre hombres y mujeres en las acciones 
desempeñadas por las y los funcionarios, para lo cual se re-
quiere un proceso de capacitación y, en su caso, la realización 
de acciones afirmativas; 

c) La justicia distributiva, es decir, la obligación de atender 
todo el territorio de manera igualitaria, priorizando a las Dele-
gaciones más vulneradas en sus derechos y; adicionalmente, 

d) El reconocimiento a la diversidad de grupos de población, 
en igualdad de circunstancias independientemente de sus 
opiniones políticas, raza, origen étnico, género o preferencia 
sexual, con lo cual se busca identificar la proclividad o no ha-
cia la atención a ciertos grupos por encima de otros.

En términos de igualdad de oportunidades, la normatividad inter-
na del DIF-DF cumple con el estándar establecido, señalando la 
obligación del funcionariado de recibir y orientar a las personas 
interesadas, y las reglas de operación establecen mecanismos cla-
ros para el acceso y salida de los programas sociales que buscan 
eliminar la discriminación. Sin embargo, reconociendo que las 
instituciones son las personas que las componen y representan, 
es importante que, desde la normatividad interna, se establezca 
la obligación de capacitación en la materia, específicamente en 
términos de género, pues, como se verá más adelante, persisten 
conductas y atavismos culturales que atraviesan a la institución.

Es de reconocer, en el caso del DIF-DF, el establecimiento desde sus ob-
jetivos institucionales de la atención prioritaria a los grupos vulnerables, 
cumpliendo con el atributo de justicia distributiva de la perspectiva de 
derechos.

Otro elemento que podría mejorar la normatividad interna es el seña-
lamiento explícito de todos los motivos de discriminación que podrían 
llegar a darse, de manera que todas y todos los funcionarios pudieran 
reconocerlos y tomar acciones para minimizarlos. Tal es el caso de la po-
blación LGTTTI, cuya atención parecería ser la menos calificada.

3.1.5  Participación

La participación ciudadana en los procesos institucionales constituye 
una palanca central del desarrollo democrático de la Ciudad. Desde una 
perspectiva de derechos humanos, como se muestra en el Cuadro 5, la 
participación incluye los atributos de: 

a) Reconocimiento a la pluralidad, esto es, de aceptación de diversos 
puntos de vista; 

b) Inclusión, que invita directamente a ser parte de las decisiones 
públicas; 

c) De empoderamiento, a partir de la dotación de capacidades a las 
personas; 

d) De intersectorialidad, referente a la vinculación entre distintos 
sectores especializados para la oferta de programas y servicios, así 
como de 

e) Transparencia y, consecuentemente, de 

f) Rendición de cuentas.

Principio Atributos Variables Verificación

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de
 oportunidades

Establece que la incorporación y permanencia en un programa o servicio es indepen-
diente a criterios no establecidos. 

ü

Establezca  los criterios para la inclusión y exclusión en los programas/ acciones ü

Establece mecanismos para el acceso a los servicios/programas, para quienes tradicio-
nalmente no lo conocen.

ü

Igualdad de género

Utiliza un lenguaje igualitario en el trato a hombres y mujeres Ð

Establece la obligación de capacitar a las y los funcionarios en igualdad de género Ð

Establezca la atribución para desarrollar acciones afirmativas hacia las mujeres derecho-
habientes.

Ð

Justicia distributiva
Establece mecanismos que hagan accesibles los servicios/programas específicamente a 
las regiones vulnerables (cobertura)

ü

Respeto a la diferencia 
o a la diversidad

Reconoce la diversidad de grupos de población independientemente de su condición 
económica, raza, origen étnico, género y orientación sexual

Ð

Cuadro 4. Igualdad y no discriminación-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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El análisis de la normatividad en la materia contempló catorce va-
riables a verificar, encontrando que, si bien se establece en dis-
tintas partes el derecho de las personas a participar en distintos 
espacios socio-estatales, no existe mecanismo que obligue al 
funcionariado a consultar y, en su caso, considerar las propuestas 
realizadas por los usuarios de las políticas del ente implementa-
dor. Incluso no aparece la obligación de contar con un registro 
documental de dichos espacios de vinculación.

Dado que se trata de un elemento central para la construcción 
de ciudadanía, la normatividad debería considerar la utilización 
de los programas sociales como vehículo para la capacitación a 
los derechohabientes en los mecanismos de vinculación con la 
dependencia, así como las vías para la quejas y, en general, la 
exigencia.

En materia de transparencia, la normatividad interna tiene toda-
vía limitantes, las cuales impiden el conocimiento pleno y claro 
entendimiento de las reglas por parte de los usuarios. Aunque 

las reglas de operación hacen énfasis en la protección de datos 
personales de las y los usuarios, hace falta exponer de manera 
explícita la manera como las personas pueden acceder a la in-
formación sobre los programas, siendo especialmente necesario 
que dicha información se presente de manera comprensible para 
quienes la requieren. El acceso a la información debe tener como 
población objetivo a quienes sean potencialmente derechoha-
bientes y no, como hasta ahora sucede, presentarse de manera 
técnica, para una comprensión formada.

La rendición de cuentas es un concepto que tampoco aparece de 
manera clara en los documentos rectores del ente implementa-
dor.13 De manera recurrente, se hace mención a las evaluaciones 
en distintas partes del actuar institucional. Sin embargo, no existe 
la obligación de contar con un registro público de las quejas y 
denuncias, su avance y eventual resolución para evaluar las polí-
ticas públicas y los programas que ejercen presupuesto. Un paso 
importante en este sentido sería el señalamiento claro de un pe-
riodo de respuesta o justificación a la persona solicitante.

13  Con mecanismos de rendición de cuentas se ponen pesos y contrapesos al actuar 
institucional al mismo tiempo que se incentiva a implementar y utilizar los recursos de 
forma efectiva. Este elemento liga los principios de participación y de efectividad. Sin 
presión ciudadana, la dependencia reflejará un mínimo esfuerzo y la rendición de cuentas 
será débil, por lo cual es necesario que la ciudadanía cuente con información clara sobre 
sus derechos y los mecanismos de exigibilidad correspondientes.

Principio Atributos Variables Verificación

Participación

Diversidad y 
pluralidad

Reconoce la participación y puntos de vista de los actores involucrados en los servicios y programas 
del ente implementador

Ð

Inclusión

Establece el derecho de las personas a participar en la toma de decisiones públicas ü

Establece la obligación de realizar consultas a las OSC, académicos o especialistas sobre el impacto y 
calidad de los programas y servicios

Ð

Empoderamiento

Establece la obligación de capacitar a las personas usuarias en el reconocimiento y ejercicio de sus 
derechos

Ð

Establece la obligación de realizar consultas sobre la satisfacción a la población usuaria Ð

Intersectorialidad Establece la inclusión de los distintos sectores involucrados en la realización del derecho ü

Transparencia

Establece a la población usuaria como objetivo de la transparencia y el acceso a la información Ð

Establece un procedimiento para el acceso a la información ü

Establece la obligación de contar con mecanismos de difusión de las acciones/programas/políticas a 
la población

ü

Establece la obligación de capacitar a los funcionarios en transparencia y acceso a la información ü

Establece que la información sea accesible  y comprensible Ð

Establece la obligación de realizar un registro documental de todas las reuniones públicas Ð

Rendición 
de cuentas

Establece la obligación de contar con un registro público de seguimiento a quejas, denuncias y con-
sultas

Ð

Establece la obligación de justificar las acciones dirigidas a las personas cuando quien resulte afectado 
lo solicite

Ð

Cuadro 5. Participación-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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3.1.6  Efectividad

La efectividad comprende distintos componentes que traducen las 
estrategias y objetivos institucionales en acciones y metas objeti-
vas, para lo cual se establece la realización de informes, reportes 
periódicos y progresivos del gasto, así como el monitoreo perma-
nente de avances.

El análisis estructural revela que se reconoce la importancia de las 
evaluaciones tanto internas como externas, estableciendo la obli-
gación de contar con un sistema de monitoreo. Sin embargo, no se 
señala cuál debería ser el desenlace de dichas evaluaciones, que-
dando a discrecionalidad del funcionariado su aceptación.

En el caso de los programas sociales, se establecen indicadores 
atendiendo a la metodología del marco lógico, el cual está enfo-
cado en resultados, aunque no se hace explícito de qué manera se 
procesan éstas mediciones y si el funcionariado está obligados o no 
a considerarlas para modificar los programas.

Tampoco se hace mención, en los multicitados documentos norma-
tivos internos, a la realización progresiva de los derechos, es decir, 
la importancia de continuar avanzando en la cobertura, utilizando 
el máximo de recursos posibles en función de las necesidades de la 
población, como se establece en la Ley de Desarrollo Social o la Ley 
del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal.

3.2  Análisis de procesos o del esfuerzo institu-
cional

El análisis planteado para determinar el grado de institucionaliza-
ción del enfoque de derechos humanos en los entes implementa-
dores del Programa, como se ha venido señalando, está compuesto 
por dos partes: la primera aborda la evaluación del compromiso 
normativo con el marco internacional de los derechos humanos y, 
en una segunda etapa, denominada análisis de procesos, se pre-
tende verificar el esfuerzo institucional a partir de la existencia o no 
de mecanismos institucionales necesarios para la promoción y la 
protección de los derechos humanos.

El presente apartado aborda la segunda parte de este análisis y se 
concentra en la evaluación de la capacidad de implementación del 
DIF-DF a partir de las atribuciones normativas. Para realizar este 
análisis se partió de los seis principios rectores señalados anterior-
mente, cada uno de los cuales se compone de diferentes atributos y 
variables a evaluar, cuya calificación depende de una combinación 
lineal de los resultados de los indicadores. 

La información utilizada para alimentar los indicadores fue soli-
citada y proporcionada por cada una de las instituciones o entes 
implementadores, algunos de los cuales se dificultó su evaluación 
en función de si la información requerida o no está disponible o 
no fue entregada por las dependencias. Frente a esta posibilidad 
se consultaron fuentes externas para obtener información pública 

Principio Atributos Variables Verificación

Efectividad

Cumplimiento de objetivos

Establece la obligación de realizar evaluaciones externas de los servicios/acciones ü

Establece la obligación de incorporar los resultados de las evaluaciones externas Ð

Establece la obligación de fijar metas y evaluar los resultados periódicamente ü

Establece la obligación de difundir el grado de avance de las metas establecidas Ð

Establece la obligación de justificar el cumplimiento o no de las metas establecidas Ð

Sustentabilidad Establece criterios para la continuidad de los programas/servicios en función de los objetivos Ð

Realización progresiva

Establece la obligación de no reducir los recursos destinados a la realización del derecho a menos que 
se demuestre disminución en la demanda Ð

Establece la obligación de aumentar progresivamente los recursos destinados a la mejora de los ser-
vicios/accione Ð

Máximo uso de recursos disponibles Establece un candado al subejercicio del gasto en los programas y servicios Ð

Indicadores y puntos de referencia. Establece la existencia de mecanismos de monitoreo y evaluación interna ü

Cuadro 6. Efectividad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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requerida, tales como el Instituto Nacional de Información Estadís-
tica y Geográfica (INEGI), el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (CONEVAL), el Consejo de Evaluación 
del Distrito Federal (Evalúa DF), entre otras.

A continuación se presenta el análisis por principio, cuyas referen-
cias se ubican en un cuadro anexo.

3.2.1  Universalidad

El primero de los principios a valorar en el ente implementador co-
rresponde a la universalidad de los derechos, el cual, para su aná-
lisis, se divide en dos atributos. Por un lado, el reconocimiento del 
marco normativo en el actuar cotidiano institucional, esto es, en 
funcionarios capacitados para una atención integral a las personas 
usuarias de los servicios y programas que tengan a su cargo, y, por 
otro, la territorialidad, esto es, en una distribución de los recursos 
presupuestales en función de la vulnerabilidad de las familias.

La manera como se califica el esfuerzo, en términos de mejorar 
la calidad en la atención, depende de tres variables. La primera 
se refiere a la existencia de presupuesto y un programa de ca-
pacitación a las y los funcionarios sobre derechos humanos. La 
segunda corresponde a la verificación del establecimiento de me-
tas de atención y su cumplimiento, valorándolo en función de la 
población atendida. La tercera está relacionada con la distribución 
presupuestal que se realiza focalizándola en las familias más vul-
nerables.

Al respecto, la información presentada por la dependencia, así 
como la que se recopiló de las diferentes fuentes públicas, no 
brindan mayores detalles para determinar la efectiva realización 
de un programa mínimo de capacitación. Si bien se reconoce una 
partida para capacitación en el presupuesto 2012 de la institución, 
no es posible identificar de qué tipo de capacitación se está ha-

blando. Para este trabajo, la dependencia proporcionó un informe 
de curso de capacitación 2011-2012. En éste apenas figura un cur-
so impartido por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal que está muy lejos de representar un programa de capaci-
tación en forma. No existe un temario ni cursos programados que 
aborden diferentes vertientes sobre derechos humanos.

Respecto al avance en cumplimiento de metas de atención, esta-
blecidas para cada programa social de acuerdo con los formatos 
de seguimiento de los programas del DIF-DF, los cuales se refieren 
sólo al primer trimestre de 2013, en promedio se ha atendido el 
54.1% de las metas institucionales.

En relación con el atributo de territorialidad, que tiene por objeti-
vo evaluar la disposición de recursos por parte de la dependencia 
y si estos recursos se dirigen a los espacios más necesitados, es 
posible señalar, basado en datos oficiales, que los recursos son 
destinados, en más del 60%, a las Delegaciones que más lo requie-
ren en función del grado de vulnerabilidad de las personas, cum-
pliendo así con el objetivo principal de la dependencia desde su 
Decreto de Creación (los datos relacionados con esta comparación 
se encuentran en el anexo de este apartado).

Esta valoración revela la necesidad de contar con un programa de 
capacitación permanente para las y los funcionarios, así como la 
de mejorar el sistema de seguimiento al avance de los programas 
sociales, recalcando la necesidad de hacer pública esa información 
(ver Cuadro 7).14 

3.2.2  Exigibilidad y justiciabilidad

El principio de exigibilidad y justiciabilidad hace referencia a la 
existencia y operatividad de mecanismos que permitan a las per-
sonas usuarias presentar demandas, ante las autoridades respon-
sables, del cumplimiento de sus funciones conforme lo marca la 

14  A través de mecanismos de rendición de cuentas, los puntos conflictivos de los progra-
mas resultan más visibles y dirigibles, con mayores impactos políticos al mostrar mejores 
resultados que atienden directamente a las demandas de los derechohabientes y usuarios 
de los programas.

Principios Atributos Variables Verificación

Universalidad

Reconocimiento del marco 
normativo de DDHH

Presupuesto para la capacitación de las y los funcionarios en el marco de derechos humanos 

Existe un programa de capacitación a las y los funcionarios en el enfoque de derechos humanos 

Porcentaje  de personas atendidas con relación a las metas institucionales ü

Territorialidad
Porcentaje del presupuesto ejercido  por persona en las Delegaciones más atrasadas en términos de 
desarrollo y pobreza

ü

Cuadro 7. Universalidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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normatividad.  En este caso, la evaluación de este principio se 
divide en tres atributos: 

• La responsabilidad objetiva de la entidad frente a las per-
sonas usuarias; 

• La existencia de mecanismos efectivos para presentar 
quejas y denuncias; y 

• La posibilidad real de exigir la reparación del daño en 
caso de que se vea afectada la persona. La calificación ob-
tenida por la institución depende de siete variables que mi-
den el esfuerzo institucional en esta dimensión.

La responsabilidad es el primer atributo a verificar, la cual se compone 
de dos variables: 

a) La existencia de un sistema de atención abierta, y 

b) El porcentaje de solicitudes de información que fueron recibidas 
sobre el total de solicitudes de información que fueron atendidas.

En el caso del DIF-DF no se cuenta con la información de solicitudes 
de información recibidas ni atendidas, por lo que no se puedo verifi-
car esta variable.

El otro atributo evaluado, que es parte de este principio, se refiere a 
la existencia de un mecanismo de quejas y denuncias que permita 
a las y los usuarios una exigencia mínima de cuentas. Para verificar 
esta variable se requiere que dentro de la institución por lo menos se 
cumpla con dos características: primero, que existan mecanismos de 
atención de denuncias y, segundo, que exista personal destinado a 
atenderlas. En este caso, el DIF-DF cumplió con ambas características 
pues en su organigrama señala la existencia de una Dirección que tie-
ne este cometido, la cual cuenta con presupuesto anual determinado.

La última dimensión evaluada es la reparación de los daños. Esta 
dimensión, compuesta por tres indicadores, tiene por objetivo eva-

luar la existencia de esfuerzos institucionales con miras a la atención 
específica en caso de una afectación directa de la institución con-
tra cualquier persona. Para analizar este punto se revisó la base de 
recomendaciones emitidas por la CDHDF a las dependencias de la 
Ciudad y no se encontró alguna dirigida al DIF-DF, razón por la cual 
no existe, a la fecha, funcionario sancionado por este motivo. Esta 
situación podría revelar la buena calidad en la atención por parte de 
las y los funcionarios, aunque también tendría que ver con la falta de 
información de las y los usuarios respecto a sus derechos e instancias 
a las cuales recurrir en caso de necesitarlo.

En general, este principio obtuvo una calificación de seis sobre diez, en-
contrando un área susceptible de mejora en la potencial existencia de 
mecanismos de reparación de los daños en materia de derechos huma-
nos y en la falta de información sobre el número y el estado de las soli-
citudes de información, además en la falta de un presupuesto destinado 
a esta función.

Finalmente, en relación al esfuerzo institucional en términos de exigi-
bilidad, es posible identificar una consecuencia de las deficiencias en el 
marco normativo, pues al no especificar de manera transparente los me-
canismos y procesos que se deben seguir para las quejas, denuncias y 
solicitudes, se genera una confusión en la presentación y atención a las 
mismas (ver Cuadro 8).

3.2.3  Integralidad

El principio de integralidad apunta a la necesidad de reconocer la inter-
dependencia necesaria para la realización de los derechos, lo cual de-
riva en la existencia o no de convenios de colaboración específica, en 
la posibilidad de incorporarse a más programas y  en los procesos de 
coordinación entre dependencias, ámbitos de gobierno, así como con 
especialistas académicos o de la sociedad civil para el mejoramiento del 
actuar institucional.

Los atributos de este principio son consistentes con esta definición y pre-
tenden verificar tres variables.

Principios Atributos Variable Verificación

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Responsabilidad
Existe un sistema de atención a la ciudadanía abierta ü

Porcentaje de solicitudes recibidas/atendidas  

Quejas y denuncias

Existen mecanismos para atender denuncias por el ente implementador (ventanilla, teléfono, 
Internet)

ü

Existe personal responsable de la realización del procedimiento ü

Reparación del daño

Existe presupuesto para la realización del procedimiento 

Porcentaje de recomendaciones aceptadas del total de recomendaciones emitidas por CDHDF ü

Porcentaje de las y los funcionarios sancionados del total de funcionarios denunciados 

Cuadro 8. Exigibilidad y justiciabilidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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La primera es la realización complementaria, derivada de la incor-
poración de las personas a dos o más servicios o programas, así 
como de la existencia de espacios de coordinación institucional, lo 
cual se pudo demostrar a partir de la lista de reuniones realizadas 
en el último año, entregada por la institución.

La siguiente es la existencia de presupuesto y personal ex profeso 
para llevar a cabo esta coordinación, lo cual no pudo ser corrobo-
rado en la revisión del Programa Operativo Anual para 2013 (POA), 
lo que podría indicar que no se realiza este esfuerzo por parte de 
la institución.

El último aspecto a verificar es la existencia de convenios de cola-
boración con otras dependencias y la realización de reuniones con 
estas mismas, para lo cual se solicitaron convenios, minutas, bitáco-
ras e informes en donde se muestre la existencia y periodicidad de 
las mismas, situación que fue imposible verificar con la información 
proporcionada pues, aunque están documentadas las reuniones, 
no se especifica quiénes fueron las instituciones participantes, ni se 
entregó el seguimiento de las mismas.

Para mejorar este proceso es conveniente desarrollar y formali-
zar un sistema de seguimiento a las reuniones, además destinar 
presupuesto a personal que se encargue de organizar y llevar el 
seguimiento de los acuerdos y participantes que permita verificar 
avances y alcanzar los objetivos planteados (ver Cuadro 9).

3.2.4  Igualdad y no discriminación

La igualdad y no discriminación son principios transversales que 
se invocan en todos los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, comenzando por los artículos 1, 2 y 7 de la Declaración 
Universal sobre Derechos Humanos. La traducción de la narrativa 
de las normas sobre el derecho a un conjunto de atributos, mutua-
mente excluyentes y exhaustivos, así como su desenlace en indica-
dores, reviste ciertas dificultades. La discriminación o la no discri-
minación muchas veces pueden no ser directamente observables, 
y tal vez tampoco puedan aislarse fácilmente de la realización de 
otros derechos.

En la herramienta desarrollada para su valoración, el cumplimiento 
de este principio se aborda desde cuatro atributos a saber: la igual-
dad de género, la igualdad de oportunidades, la justicia distributiva 
y el respeto a las diferencias o la diversidad.

A estos atributos les corresponden diez variables a verificar, que 
intentan capturar el esfuerzo institucional que realiza la institución 
en esta dimensión. Dentro del primer atributo encontramos tres 
característica a evaluar: 

• La primera corresponde a la existencia de mecanismos o ac-
ciones orientadas a brindar un trato igualitario en la atención; 

• Otra variable se presenta a través del porcentaje de quejas 
por discriminación; y

• Una última se interpreta a partir del porcentaje de usuarios 
de los servicios y programas del ente implementador que se 
dividen de acuerdo con su sexo. Con respecto a este atributo, 
se pudieron verificar dos de tres de las variables señaladas. Esta 
verificación se realizó a partir de la revisión del padrón de be-
neficiarios que fueron facilitados por la institución y en análisis 
de su portal de Internet.

En materia de igualdad de género se verificaron tres aspectos. Por 
un lado, la existencia de acciones afirmativas orientadas a brindar 
atención igualitaria a hombres y mujeres, independiente de su si-
tuación económica o preferencias sexuales o situación proceden-
cia y, por el otro, la relación que existe entre sexo y nivel salarial 
que perciben los funcionarios de la dependencia y la existencia de 
campañas de sensibilización sobre derechos de igualdad y no dis-
criminación. Dentro de estas variables fue posible verificar la exis-
tencia de acciones afirmativas realizadas por la dependencia y el 
desarrollo de campañas incorporadas en los cursos impartidos a 
los beneficiarios.

La valoración del directorio de funcionarias y funcionarios mostró 
que, aunque más del 40% de su planta de trabajadores son muje-
res, la mayoría se ubica en los niveles más bajos de responsabilidad 
e ingreso.

Principios Atributos Variable Verificación

Integralidad

Realización complementaria Existen espacios o organismos de coordinación interinstitucional  ü

Interdependencia
Existen presupuesto y personal en organismos de coordinación in-
terinstitucional 

ü

Intergubernamentalidad

Existen convenios de colaboración interinstitucional x

Existen reuniones de coordinación con otros entes implementadores x

Cuadro 9. Integralidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Por otro lado, la justicia distributiva se aborda desde la pers-
pectiva de dos indicadores o variables, las cuales intentan ve-
rificar: 

a) La existencia de funcionarias y funcionarios capacitados en 
materia de derechos humanos e igualdad y no discriminación, y

b) La existencia de presupuesto destinado a políticas internas 
para eliminar la discriminación. Para este atributo se pudo ve-
rificar sólo uno de los dos indicadores. Existe constancia de ca-
pacitación en materia de derechos humanos por lo menos en 
el año 2012, el cual fue impartido por la CDHDF, aunque, como 
se verá más adelante, no necesariamente se refleja en capaci-
dades instaladas, y no se cuenta con un presupuesto específico 
para políticas y campañas de sensibilización que abonen a mi-
nimizar las experiencias de exclusión por estas causas.

Finalmente, el último indicador a verificar es la existencia de 
mecanismos para reorientar y monitorear el presupuesto, el 
cual también se pudo analizar a partir de los informes trimes-
trales que el ente implementador entrega a la Secretaría de Fi-
nanzas, los cuales pueden consultarse en su portal de Internet.

La calificación obtenida en la valoración de este principio es 
de ocho sobre diez, lo que muestra que sí existe atención al 
tema en la institución. La variable que no se pudo verificar fue 
el porcentaje de quejas existentes en esta materia, mientras 
que la estructura salarial por sexo no refleja una distribución 
equitativa de los niveles jerárquicos y, por lo tanto, salariales 
dentro de la institución.

Como se ha señalado, la capacitación es un componente clave 
para la atención a las personas sin discriminación y la mo-
vilidad de los funcionarios atenta directamente contra este 
principio, pues de poco o nada sirve haber completado un ciclo 

de capacitación si al año siguiente todo el personal es removido 
de sus cargos. Es importante insistir en la profesionalización del 
servicio público en la Ciudad para lograr avanzar en este sentido 
(ver Cuadro 10).

3.2.5  Participación

El principio de participación se compone de seis atributos que 
abarcan la diversidad y la pluralidad, la inclusión, el empoderamien-
to, la intersectorialidad, la transparencia y la rendición de cuentas. 
La evaluación en esta dimensión depende de doce variables a ve-
rificar.

El primero de los atributos a evaluar es la diversidad y la pluralidad, 
el cual examina la realización efectiva de reuniones de vinculación 
con personas pertenecientes a grupos vulnerables que sean aten-
didas por la dependencia a partir de los programas sociales que 
tiene a su cargo. En este caso, se comprobó que en el caso del 
DIF-DF existen muy pocos espacios de diálogo fuera de la entrega 
de apoyos, y mucho menos hay un mecanismo por el cual las y los 
ciudadanos interesados intenten participar en la toma de decisio-
nes del instituto.

Como ya es conocido, el atributo de inclusión depende de la exis-
tencia de espacios de diálogo y seguimiento de los resultados de 
las políticas públicas con miembros de la sociedad civil, así como de 
la existencia de un procedimiento para incorporar las propuestas 
ciudadanas. Se pretendía verificar estas características a partir de la 
existencia de un calendario de reuniones y del registro de institu-
ciones asistentes a éstas, así como de la presencia de personal en-
cargado de generar los mecanismos para que se presentaran este 
tipo de reuniones. Sin embargo, no se pudo verificar este punto, ni 
en su organigrama, ni el Programa Operativo Anual (POA), ni en el 
calendario de reuniones entregado por la institución.

Principios Atributos Variable Verificación

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de oportunidades

Existen mecanismos o acciones orientadas a brindar un trato igualitario en la atención ü

Porcentaje de quejas por discriminación según sexo 

Porcentaje de usuarios según sexo ü

Igualdad de género

Existen acciones afirmativas orientadas a brindar atención igualitaria a hombres y mujeres ü

Existen campañas de sensibilización de derechos de igualdad y no discriminación ü

Porcentaje de funcionarios e Ingreso según sexo ü

Justicia distributiva Existen funcionarios y funcionarias capacitados en materia de igualdad y no discriminación 

Existe presupuesto destinado a políticas internas para eliminar la discriminación ü

Respeto a la diferencia o a la 
diversidad

Existen mecanismos o accione de monitoreo que  permitan reorientar el presupuesto en materia 
de igualdad y no discriminación.

ü

Cuadro 10. Igualdad y no discriminación-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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En relación con el atributo de empoderamiento, consistente en la 
dotación de capacidades en las personas para el reconocimiento y 
exigencia de sus derechos. Se verifica con la existencia de talleres y 
cursos de capacitación sobre derechos humanos, en donde se mues-
tren los mecanismos de participación, las instancias para la queja, 
etcétera.15 Este último atributo se pudo verificar a partir del Informe 
de cursos impartidos a los beneficiarios, informe proporcionado 2001-
2012 por la misma dependencia.

El siguiente grupo de indicadores que componen este principio de 
participación abordan la intersectorialidad, la cual se determina me-
diante la comprobación de la existencia de espacios de diálogo con 
miembros de los distintos grupos involucrados. Este atributo no se 
pudo verificar pues no se presentó registro en su informe de reunio-
nes de alguna que se hubiera realizado con grupos involucrados. Las 
únicas reuniones demostradas fueron para capacitación y no con la 
finalidad de hacerlos participes en la toma de decisiones, situación 
que deja abierta la duda acerca de la efectividad de las reuniones en 
términos de captación de propuestas, comentarios para la mejora o, 
incluso, quejas y denuncias.

En el caso de la transparencia, como atributo indispensable para la 
participación efectiva, la herramienta comprende cinco variables de 
las cuales cuatro pudieron ser verificadas. La institución cumple con 
la difusión de información a las y los usuarios, aunque ésta se da prin-
cipalmente por medio de carteles, lo que indica que existen recursos 
destinados a este tema, aunque quizá haga falta diversificarlos de ma-
nera creativa para acercar la información a la población objetivo.  Uno 
de los problemas recurrentes en este sentido es la no identificación 

15  Los esfuerzos para empoderar a los ciudadanos tienen que ir acompañados de meca-
nismos estatales que aseguren la rendición de cuentas y la responsabilización de quienes 
portan los deberes u obligaciones de implementar las políticas públicas.

de la población usuaria como objetivo de la difusión de información, 
quedando ésta disponible para especialistas y contralores, pero lejos 
de las personas que potencialmente serían derechohabientes.

Por otro lado, en su portal de Internet es fácil localizar los mecanismos 
para levantar una queja, lo cual se puede realizar por vía telefónica o 
Internet y también se puede localizar información de sus programas 
y las acciones realizadas por el instituto. 

El último atributo es la rendición de cuentas, que se caracteriza por la 
existencia de un mecanismo de seguimiento de las demandas socia-
les, así como por la existencia de información pública de los resulta-
dos y padrón de sus programas, de los cuales sólo el primer elemento 
se pudo verificar. La difusión de las reglas de operación se realiza a  
través del portal de Internet, lo cual dificulta el acceso e interpretación 
para la mayoría de la población en condiciones de vulnerabilidad. 

Hay dos elementos clave que deben revisarse para medir la rendición 
de cuentas:

1. La capacidad de la ciudadanía y las organizaciones de la 
sociedad civil para monitorear a los proveedores de servicios 
públicos; y 

2. Servicios públicos y comunicación entre la dependencia y la 
ciudadanía. A pesar de la relativa fortaleza que se observa en las 
reglas de operación de la dependencia para acercarse a la ciuda-
danía, se observa una desvinculación entre ambas.

Principios Atributos Variables Verificación

Participación

Diversidad y pluralidad Existen espacios de diálogo con miembros de grupos vulnerables ü

Inclusión

Existen espacios de diálogo y seguimiento de los resultados de las políticas públicas con miembros de 
la sociedad civil



Existe un procedimiento válido de incorporación de propuestas ciudadanas 

Empoderamiento
Cursos de capacitación que contribuyan al empoderamiento de las personas (capacitación técnica y legal 
para la difusión de los derechos)

ü

Intersectorialidad Existen de espacios de diálogo con miembros de distintos grupos involucrados 

Transparencia

Porcentaje de solicitudes de información aceptadas y entregadas 

Existe un presupuesto para difusión de la información relevante a las y los usuarios ü

Existe información publicada de los programas/acciones que realiza la dependencia ü

La información es accesible y comprensible para las y los usuarios ü

Existe un registro abierto de las reuniones públicas de los funcionarios ü

Rendición de cuentas

Existe un sistema de seguimiento a las solicitudes y demandas sociales en el portal de la entidad imple-
mentadora

ü

Se realizan y publican  informes de labores  e información derivada de sus programas, presupuesto, apo-
yos entregados y padrón de beneficiarios  en su portal de Internet



Cuadro 11. Participación-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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La calificación obtenida por la dependencia en este  principio es de 
seis sobre diez. Las calificaciones más bajas se presentaron en los 
atributos de inclusión e intersectorialidad, lo que refleja los pocos 
de espacios de diálogo de la dependencia con los diversos actores 
interesados y con algunas dependencias (ver Cuadro 11).

3.2.6  Efectividad

Este último principio a verificar se divide en cinco atributos, los 
cuales, a su vez, son evaluados a partir de la respuesta a seis varia-
bles. El primero de ellos aborda el cumplimiento de los objetivos 
que se valoran a través de dos indicadores: 

a) La existencia de evaluaciones externas de los servicios y de 
los programas de la dependencia; y

b) La existencia de la publicación de informes trimestrales de 
los avances de los programas y servicios. En este atributo se 
pudieron verificar los dos indicadores, pues hay información 
disponible de evaluaciones externas. Sin embargo, aunque se 
pudo verificar la existencia de información sobre el seguimien-
to sistemático del presupuesto de los programas y de sus me-
tas, esta información es sólo de uso interno y no es publicada,.
La recomendación sería que esta información sea sistematizada 
y presentada en informes recurrentes a lo largo del ejercicio del 
gasto con la finalidad de hacerla de carácter público.

El siguiente atributo es la sustentabilidad y es evaluado por la exis-
tencia de un subejercicio del presupuesto por parte de la depen-
dencia, el cual pudiera afectar el funcionamiento de los programas 
o servicios prestados por ella. Este indicador fue verificado con la 
información de los últimos dos años, en los cuales se demostró ha-
berse ejercido el presupuesto en tiempo y forma y, al menos para 
el año 2013, se cuenta con un sistema de monitoreo presupuestal.

La realización progresiva se calificó con la existencia de reportes o 
informes de la evolución del gastos y programas/acciones. Esta di-
mensión pudo ser verificada a partir de los reportes de seguimiento 
de los programas sociales. 

Los últimos dos atributos pertenecientes a este principio son el máxi-
mo uso de recursos disponibles y la instrumentación de indicado-
res y puntos de referencia. El primero se evalúa con la existencia de 
acciones, metas y programas de cumplimiento; el segundo, con la 
existencia de indicadores de monitoreo y seguimiento de los progra-
mas. En el primer caso se pudo verificar la existencia de estas metas y 
programas en los informes de gobierno y en el POA, mientras que el 
segundo se pudo comprobar a partir de los reportes de indicadores 
entregados por la dependencia. De manera general, la calificación ob-
tenida por la dependencia en este principio es de diez.

Resumiendo, de acuerdo con los resultados obtenidos por la de-
pendencia, los principios que necesitan más atención son: la uni-
versalidad de los derechos; también necesita avanzar en los meca-
nismos y acciones que permitan la exigibilidad y la justiciabilidad, 
así como también la participación y la efectividad (ver Cuadro 12).

3.3  Análisis cualitativo/entrevistas

Para llevar a cabo el análisis cualitativo, se realizaron entrevistas 
a tres tipos de actores del proceso institucional del ente imple-
mentador. En primer lugar a los usuarios, para lo cual se rea-
lizó una muestra aleatoria de los padrones de los programas 
sociales. En segundo, se realizaron entrevistas a funcionarios de 
las diferentes áreas, relacionadas con la vinculación con la po-
blación usuaria, en distintos niveles de responsabilidad y cuyas 
actividades estaban relacionadas con la instrumentación de las 
líneas de acción. Finalmente, se realizaron entrevistas a dos ex-
pertos de la sociedad civil (Cauce Ciudadano, A.C., y Red por los 

Principios Atributos Variable Verificación

Efectividad

Cumplimiento de objetivos

Existen evaluaciones externas de los servicios/acciones/programas de la dependen-
cia

ü

Existen y se publicación de reportes trimestrales de avances de los programas/ac-
ciones/servicios

ü

Sustentabilidad Existe o no de subejercicio en la realización de las acciones/servicios ü

Realización progresiva
Existen informes de la evolución del gasto de la dependencia en los servicios/accio-
nes/programas

ü

Máximo uso de recursos disponibles Existen planes de acción, metas programáticas y cumplimiento anual ü

Indicadores y puntos de referencia. Existen de indicadores de seguimiento y monitoreo de las acciones/programas ü

Cuadro 12. Efectividad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Derechos de la Infancia en México REDIM), cuyas actividades estuvieran 
relacionadas con los derechos que pretende realizar el DIF-DF y con co-
nocimiento del desempeño de la misma.

El análisis de las entrevistas a las personas usuarias de los programas so-
ciales del DIF-DF presentó diversos obstáculos, siendo el más grave que 
no se pudo entrevistar a toda la muestra que se tenía contemplada. La 
muestra aleatoria que resultó del padrón de beneficiarios que entregó 
el DIF-DF constaba de veintidós personas, de las cuales la dependencia 
no encontró a tres usuarios (13.6%) en su propia base de datos. Del 
87.4% restante, de cuatro usuarios no se proporcionó un teléfono de 
contacto directo porque por el programa al que están inscritos la ca-
nalización tiene que ser a través de la Secretaría de Educación Pública, 
quedando quince personas a entrevistar. En la mayoría de los casos no 
pudimos comunicarnos a los números proporcionados. En otros no se 
pudo localizar a la persona en su domicilio. Al final sólo se pudo realizar 
el 45.5%  del total de la muestra (diez entrevistas), cuyos resultados se 
detallan a continuación.

En cuanto a los funcionarios de la muestra aleatoria que se conformó 
por veinte entrevistas, cuatro fueron a Directores, cinco a Subdirectores 
y once a Jefes de Unidad Departamental. Todos ellos realizaron la entre-
vista en forma personal, respondiendo el cuestionario en promedio en 
35 minutos.

Las entrevistas tuvieron el objetivo de explorar acerca de la percepción 
y el conocimiento que tienen los tres grupos entrevistados respecto a la 
institucionalización del enfoque de derechos humanos en el ente imple-
mentador en que laboran o con el que interactúan a partir de su enten-
dimiento del marco normativo, conocimiento del esfuerzo institucional 
y calidad en los servicios o programas de que son usuarios. 

Asimismo, se indagó acerca de la percepción y conocimiento que tienen 
las personas entrevistadas  –funcionarios y expertos– sobre el Progra-
ma de Derechos Humanos del Distrito Federal, sus líneas de acción y 
los principales obstáculos y avances en su cumplimiento. Es importan-
te señalar que, considerando la representatividad de la muestra, no es 
posible generalizar acerca de las respuestas, sino tener cierta luz que 
permita distinguir la orientación institucional actual con respecto de los 
temas mencionados.

Las primeras dos partes de la entrevista se realizaron mediante la res-
puesta a un cuestionario cerrado, lo cual permitió verificar tiempos y re-
acciones frente a las preguntas. La mayoría se contestaron rápidamente, 
lo que muestra que sus respuestas son, en lo general, sus percepciones 
inmediatas. La segunda parte constó de cinco preguntas abiertas que 
buscaron indagar acerca del conocimiento específico de las líneas de 
acción y los obstáculos que se han detectado para su instrumentación. 
A continuación se presenta un análisis de las respuestas de las y los 
funcionarios entrevistados. 

3.3.1  Conocimiento del enfoque de derechos hu-
manos

Las y los funcionarios del DIF-DF mostraron experiencias distintas 
en torno a lo que significan los derechos humanos, dependiendo 
de su nivel jerárquico, revelando que hay un conocimiento más pro-

fundo del tema en los cargos directivos que en aquellos que reali-
zan la operación. Eso tiene sentido para la planeación y el diseño 
de las estrategias y programas, pero, como se verá más adelante, 
podría tener consecuencias en la vinculación con la población 
usuaria. Llama la atención que la mitad del funcionariado entre-
vistados no respondió de forma precisa acerca del significado 
de los derechos humanos, siendo mejor calificadas las mujeres 
(54%) que los hombres (44%), lo que quizá se explique por la 
falta de un reconocimiento explícito de esta perspectiva en el 
marco normativo. 

Aunque todos los programas a cargo del DIF-DF corresponden a 
la realización de los derechos sociales, poco menos de la mitad 
(45%) no tiene una idea clara de cuáles son los objetivos institu-
cionales desde una perspectiva de derechos.

Además, apenas una ligera mayoría (55%) tiene conocimiento del 
significado del enfoque de derechos humanos en las políticas pú-
blicas, lo cual comprende un enfoque sistémico desde el diseño de 
las mismas, aunque un 20% considera que el enfoque de derechos 
humanos tiene que ver únicamente con el apoyo a las personas más 
vulnerables. Este resultado encuentra una explicación en la manera 
como, desde la normatividad interna, se omite la mención a los de-
rechos humanos, lo que se puede observar tanto en la redacción de 
los objetivos como de las atribuciones.

2. Pensando en el mandato institucional del ente implementador donde 
realiza sus labores, ¿qué derechos piensa que constituye a garantizar, 
proteger o respetar a las personas que viven en la Ciudad de México?

SOCIALES

TODOS

Para Usted, los derechos humanos son:

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Atributos inherentes a todas las 
personas y que conforman la 
dignidad humana
Garantías para todos los grupos 
vulnerables o potencialmente 
vulnerables
Obligaciones del gobierno frente a 
las personas, en especial las 
vulnerables
Todas las anteriores
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Llama la atención que los subdirectores (66.7%) respondieran, de 
manera equívoca, que el EDH significa capacitar a las y los fun-
cionarios que aplican las políticas en temas de discriminación e 
igualdad de género, lo cual sugiere que las capacitaciones que han 
tenido hicieron énfasis en esos temas, pero, también, que no fueron 
efectivas o no se tomaron en ese nivel jerárquico.

Al parecer, no existe una idea rectora sobre lo que en términos 
generales constituye el marco de derechos humanos, lo cual da 
cuenta de lo poco que ha permeado el ideal de tener una política 
pública basada en esta perspectiva, así como de la necesidad de 
contar con un programa de capacitación sistemático.

3.3.2   Universalidad 

Respecto al principio de universalidad, se indagó acerca de la exis-
tencia de distinciones en la atención por grupo de población. El 
80% de las y los funcionarios entrevistados reconoce que todas las 
personas son titulares de derechos. Sin embargo, cuando se les 
pregunta cuál es el grupo de la población mejor atendido, la mitad 
percibe que niños y niñas en lugar de todas las personas (30%).  

La mitad de las y los funcionarios respondió que el grupo de la po-
blación peor atendido en el DIF-DF es el de personas LGBTTTI, lo cual 
revela la escasa vinculación con este sector, quizá debido a que no 
cuentan con programas focalizados, pero también a la falta de cono-
cimiento en términos de tolerancia y aprecio a la diversidad. 

Por el lado de las y los usuarios, cuando se les preguntaba su co-
nocimiento acerca de los derechos humanos, seis personas (60%) se-
ñalaron que son atributos que definen la dignidad humana, dos (20%) 
los reconoció como garantías para los menos favorecidos; una persona 
consideró que son obligaciones del gobierno frente a las personas y 
una más eligió todas las opciones.16

16  Agregando a las opciones mencionadas, “defensa mínima para quienes cometen un delito”.

Porcentaje Porcentaje 
acumulado

Capacitar a las y los funcionarios que 
aplican las políticas en temas de dis-
criminación e igualdad de género

10.0 10.0

Clasificar el presupuesto de las po-
líticas en función de los derechos 
humanos

15.0 25.0

Desarrollar políticas públicas para las 
personas más vulnerables

20.0 45.0

Incorporar los atributos de los dere-
chos humanos al diseño de las polí-
ticas públicas

55.0 100.00

Total 100.0

Cuadro 13. Desde su punto de vista, el enfoque de derechos hu-
manos en las políticas públicas consiste en:

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Porcentaje
Porcentaje 

acumulado

Mujeres 5.0 5.0

Niños y niñas 50.0 55.0

Personas 
discapacitadas

15.0 70.0

Todas las 
personas

30.0 100.0

Total 100.0

Cuadro 14. En el ámbito de su ente implementador, ¿qué grupo 
de la población considera que es mejor atendido?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

3. Desde su punto de vista, el enfoque de derechos humanos en las 
políticas públicas consiste en:

DIRECCIÓN

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Clasi�car el presupuesto de políticas 
en función de los derechos humanos

Desarrollar políticas públicas para las 
personas más vulnerables

Incorporar los atributos de los 
derechos humanos al diseño de las 
políticas públicas

3. Desde su punto de vista, el enfoque de derechos humanos en las 
políticas públicas consiste en:

SUBDIRECTOR

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Capacitar a las y los funcionarios que 
aplican las políticas en temas de 
discriminación e igualdad de género

Desarrollar políticas públicas para las 
personas más vulnerables
 

3. Desde su punto de vista, el enfoque de derechos humanos en las 
políticas públicas consiste en:

JEFE DE UNIDAD

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Clasi�car el presupuesto de políticas 
en función de los derechos humanos

Desarrollar políticas públicas para las 
personas más vulnerables

Incorporar los atributos de los 
derechos humanos al diseño de las 
políticas públicas



54   Programa  de  De rechos  Humanos  de l  D i s t r i to  Fede ra l

En cuanto a los programas en específico, la mayoría de los derechoha-
bientes (70%) conocen las causas para ingresar o dejar de pertenecer 
al mismo, lo que nos habla de un reconocimiento parcial de sus dere-
chos, así como del acceso a la información (de cualquier forma posible) 
que tuvieron acerca de las reglas de operación.

Menos de la mitad ha visto carteles de información relativa a los 
programas en las oficinas del DIF-DF y 40% dijeron informarse a 
través del portal de internet. Llama la atención que nadie haya 
declara informarse en alguna mesa de atención o en las reunio-
nes de los Comités vecinales. Apenas el 20% señaló no haber 
encontrado información ningún lugar. 

Del total de entrevistados, ninguno mencionó que se le haya con-
dicionado su programa, aunque, por sus criterios operativos, en 
algunos casos se declaró que fue necesario presentarse a talleres 
o cursos de inducción como requisito. Sin embargo, si hubo per-
sonas (20%) que señalaron haber sido invitadas a eventos del 
DIF-DF, aunque no de forma obligatoria.

Un dato interesante es que el 60% de las personas usuarias no 
reconoce a los programas como un derecho, sino que los identi-
fican como acciones del gobierno en turno o de la dependencia, 
una situación que podría cambiar si se contara con una capaci-
tación en la materia para quienes se incorporan a un programa 
o servicio.

Se tiene la idea de que todas las personas, sin importar raza, pre-
ferencias o condición social, pueden tener acceso a los progra-
mas del DIF (90%); sin embargo, 40% tiene la percepción de que 
la población LGBTTTI es la menos beneficiada porque se aprecia 
discriminación social hacia ella. Un usuario opinó que las perso-
nas con discapacidad reciben menor atención que otros grupos 
de población, argumentando que las hacen desplazarse mucho 
o les piden que comprueben su discapacidad aunque ésta sea 
evidente, colocándoles en situaciones incómodas que les aver-
güenzan. 

Ahora bien, de la entrevista realizada a los expertos de la sociedad civil, 
claramente se hace referencia a que la dependencia no reconoce a 
las personas como titulares de derechos sino como beneficiarios 
de un apoyo. Se considera que tampoco atienden a todas las zonas 
de la ciudad y que se limita a atender a las personas que solicitan 
su atención.

3.3.3  Exigibilidad

Al preguntar a los funcionarios si conocían el procedimiento para 
presentar una queja o denuncia contra el DIF-DF la mayoría (85%) 
respondió que sí, pero tenían un bajo conocimiento del procedi-
miento que sigue, así como de las potenciales sanciones a que se-
rían acreedores en determinado caso, pues sólo quienes estuvieron 
vinculados a las funciones de contraloría tuvieron conocimiento 
acerca de las consecuencias legales de las denuncias.  

Por otro lado, aunque un amplio porcentaje (76%) de las personas 
entrevistadas aceptaron conocer las sanciones que podrían recibir 
por una queja ciudadana (mencionando desde sanciones econó-
micas hasta inhabilitación), sólo una tercera parte respondió que 
sabía cómo defenderse ante una denuncia hecha en su contra; lo 
cual muestra la poca utilización del recurso por parte de la pobla-
ción usuaria17.

17  Cuando se preguntó abiertamente si podían mencionar alguna sanción, apenas apunt-
aban una o dos.

7. ¿Conoce Usted el procedimiento para presentar una queja o 
denuncia contra el ente implementador donde labora?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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 ¿Conoce Usted las sanciones que podría recibir por una queja o 
denuncia ciudadana?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Porcentaje Porcentaje acumulado

Adultos mayores 10.0 10.0

Mujeres 5.0 15.0

Personas  LGBTTTI 50.0 65.0

Personas 

discapacitadas
5.0 70.0

Personas indígenas 20.0 90.0

Todas las personas 10.0 100.0

Total 100.0

Cuadro 15. En el ámbito de su ente implementador, ¿qué grupo 
de la población considera que es el peor atendido?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Esta situación podría tener un impacto en el desarrollo de sus fun-
ciones, pues manifiesta la poca claridad que la normatividad interna 
otorga al tema, remitiéndose siempre a la Ley federal en la materia. 
Y, del mismo modo, este dato refleja la falta de denuncias que se 
hacen contra los funcionarios de la institución, lo cual puede ser por 
el buen comportamiento como por la falta de confianza o descono-
cimiento de las instancias y mecanismos correspondientes por parte 
de los usuarios.

En el caso de los derechohabientes, del total de personas entre-
vistadas, ninguno declaró conocer los mecanismos para presen-
tar una queja y sólo una persona dijo haber conocido a alguien 
que había presentado alguna. En este caso, se agregó que la per-
sona que lo hizo, fue tratada con prepotencia y la atención fue 
mala, pero su queja fue atendida.  

En la opinión de los expertos entrevistados, no existe difusión de 
los mecanismos de quejas y denuncias entre la población dere-
chohabiente; no hay cartelones que comuniquen los derechos de 
las personas que son parte de un programa o servicio del DIF-DF 
ni tienen conocimiento de qué pueden hacer si no lo reciben. 

Los procedimientos de queja, de acuerdo con los entrevistados, 
no son accesibles a la población, debido a la falta de información 
al respecto. Los expertos señalar tener conocimiento de que al-
gunas personas que solicitan atención al DIF-DF y no la reciben 
“…se quedan con las manos cruzadas, debido a que no sabe que 
existen recursos en contra de esas situaciones”. 

3.3.4  Integralidad

El principio de integralidad considera la realización complemen-
taria de los derechos que, en el caso del ente implementador 
que nos ocupa, refiere a la vinculación imbricada del derecho a 
la alimentación, la salud o la educación, los cuales para su efec-
tiva realización son interdependientes. Esta relación obliga a una 
coordinación interinstitucional e intergubernamental continua, 
necesaria para el cumplimiento de los objetivos institucionales. 

El 66% de las y los funcionarios respondió que para realizar sus 
labores se coordina con otras dependencias; además, el mismo 
porcentaje considera que esas reuniones permiten resolver pro-
blemas de manera conjunta, opinando que deberían realizarse de 
forma permanente o continuar como están. Sin embargo, ante la 
pregunta específica de cuántas reuniones colaborativas han teni-
do los últimos meses, las respuestas no son consistentes pues van 
desde 0 a 30. Y al indagar sobre cuáles han sido las más frecuen-
tes, sólo mencionan una dependencia, lo que podría significar 
una escasa coordinación efectiva. 

En las y los usuarios, en cuanto a la colaboración entre depen-
dencias, el 80% respondió que no conoce si el DIF ha trabajado 
con otras dependencias; tres dijeron que sí, mencionando al Go-
bierno del Distrito Federal y a la Secretaría de Desarrollo Social. 
En general, entre los derechohabientes no se entiende muy bien 
qué es trabajar con otras dependencias.

Por su parte, los expertos reconocen que es muy poca o casi nula 
la coordinación institucional y la que hay es muy complicada. 
Señalan que el DIF-DF y las demás dependencias carecen de un 
sistema de información interinstitucional que facilite y acelere el 
trabajo en conjunto.

3.3.5  Igualdad y no discriminación

Mediante las preguntas relacionadas con el principio de igualdad y no 
discriminación se busca explorar las condiciones de acceso y salida de 
la población derechohabiente a los servicios y programas a cargo del 
ente implementador, la manera como se percibe la distribución de los 
recursos y si existen acciones institucionales específicas para revertir 
las desigualdades persistentes.

Al respecto, una tercera parte de los entrevistados respondió que no 
existen condiciones de acceso igualitarias entre hombres y mujeres 
a los servicios y programas del DIF-DF.  A pesar de ello, sí reconoce 
la existencia de acciones afirmativas en la institución. Por otro lado, 
existe otra tercera parte del funcionariado que reconoce que sí hay 
acceso en condiciones igualitarias, pero no se ha consolidado, es 
decir, se encuentra todavía en proceso de asimilación el tema en la 
dependencia, por lo cual es necesario continuar con acciones que 
apunten a igualar esta relación.

Dos terceras partes de los funcionarios entrevistados (66%) consi-
deran que el presupuesto se focaliza en los programas de atención 
a la población vulnerable, acorde a lo establecido en la normativi-
dad interna, lo que demuestra consistencia en el atributo de justicia 
distributiva. 

 Para llevar a cabo sus actividades, ¿tiene Usted relación con 
funcionarios o funcionarias de otras dependencias?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Desde la perspectiva de los usuarios, no se aprecia discriminación en el 
trato; sin embargo, se presentó el caso de una persona que señaló que 
le ponen muchos impedimentos “porque la dependencia piensa que está 
mintiendo acerca de su discapacidad”. Cuando se le realizó la pregunta, de 
inmediato respondió que se sentía maltratado pero que aun así agrade-
cía el apoyo.

En palabras de una persona experta entrevistada, “los funcionarios no tie-
nen capacitación suficiente para brindar una atención igualitaria, a pesar 
de que la dependencia tiene mayor trato con mujeres debido a los tipos de 
programas que coordina”. Ello corresponde a la ausencia del tema de ca-
pacitación específica en la normatividad interna y la falta de un programa 
integral que se lleve a cabo en la dependencia.

Además, se realiza un señalamiento muy particular al nulo apoyo a cier-
tos sectores de la población como la callejera, señalando que hay pobla-
ciones enteras no contempladas en ningún momento de la planeación 
de los programas sociales, esto es, poblaciones a las que se les niega un 
derecho porque los mecanismos de inclusión no están pensados para 
cierto tipo de situaciones. En este caso, se señaló el ejemplo de un niño 
en situación de calle que “…no puede acceder a algún programa porque 
no cumple el requisito de tener una dirección permanente.”

3.3.6  Participación

Para indagar sobre los espacios y mecanismos de participación y con-
sulta, se hicieron ocho preguntas relativas a los grupos y frecuencia con 
que se llevan a cabo encuentros y la capacidad de incidencia en las deci-
siones de la institución. 

A la pregunta de qué grupo de personas se debería tomar en cuenta o 
consultar para la realización de sus labores, una mayoría de funcionarios 
(70%) respondió que todos los mencionados (ciudadanía abierta e inte-
resada, los académicos, especialistas, los usuarios y derechohabientes). 
Ello demuestra cierta apertura a la vinculación con actores externos que 
opinen sobre sus labores y desempeño;  sin embargo, casi el mismo nú-
mero de personas (65%) afirmó nunca haber sido parte de algún 
espacio de diálogo en los últimos seis meses.

Las y los funcionarios que respondieron haber participado en 
espacios de diálogo con académicos, especialistas u organizaciones 
de la sociedad civil, así como con la ciudadanía abierta –en su ma-
yoría puestos directivos (57%)–, señalaron tener de 1 a 6 reuniones 
mensuales de este tipo. Llama la atención que ninguna persona 
con el cargo de subdirección haya participado en algún espacio 
de diálogo.

Porcentaje
Porcentaje 

acumulable

Académicos y especialistas 5.0 5.0

Ciudadanía abierta 

interesada
20.0 25.0

Todas las anteriores 70.0 95.0

Usuarios/derechohabientes 5.0 100.0

Total 100.0

Cuadro 16. Desde su punto de vista, ¿cuáles de las siguientes perso-
nas deben ser tomadas en cuenta en la realización de acciones/pro-
gramas/servicios por parte del ente implementador, dada la misión 
y visión del mismo?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

 Desde su punto de vista, ¿en su ente implementador, existen 
condiciones de acceso igualitario a los servicios/programas/acciones, 

tanto para mujeres como para hombres?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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En su opinión, ¿el presupuesto del ente implementador está 
orientado en función de las necesidades de la población?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Un dato interesante es que no existe claridad acerca del proceso 
que siguen las propuestas, quejas o denuncias presentadas, lo que 
puede derivarse de la opacidad que refleja la normatividad interna 
al respecto.

Solamente una de las veintiuna personas entrevistadas de la mues-
tra de entes implementadores opinó que los derechohabientes y 
usuarios de las acciones del DIF-DF no cuentan con acceso a infor-
mación sobre sus derechos, aunque marcó que tanto en carteles 
como en los portales de Internet la información existe y se difunde.

Sólo a una persona de los derechohabientes entrevistados se le ha 
pedido directamente su opinión sobre la calidad del servicio, y aun-
que la mayoría se siente capaz para opinar y aportar ideas, con la 
intención de hacerlo en cuanto se abran los canales institucionales 
para ello, dos personas se sienten poco capaces para hacerlo.

En general, a todos se les hace fácil o muy fácil entender la infor-
mación que proporciona la dependencia cuando se encuentra., 
aunque llama la atención que la información no sea tan entendible 
para una persona que cuenta con una discapacidad. Esta persona 
se siente en desventaja ante el DIF-DF porque percibe que la de-
pendencia no tiene los mecanismos adecuados para tratar a perso-
nas con diferentes discapacidades.

Los expertos comentaron que se cuenta con espacios para la vincu-
lación con la sociedad civil, pero la mayoría de ellos surgen como 
reacción a problemas coyunturales que enfrenta la población. Tam-

El 75% de las personas entrevistadas considera que las personas, 
organizadas o no, cuentan con mecanismos institucionales para 
opinar sobre las acciones, programas y servicios del ente imple-
mentador. La mayoría menciona como principal mecanismo el por-
tal de internet, redes sociales o el buzón de quejas y sugerencias, 
aunque no se sabe qué porcentaje de la población atendida (pre-
dominantemente vulnerable) cuenta con acceso y conocimientos 
para interponer una queja por Internet.

Área del ente implementador a la 

que pertenece

Porcentaje Porcentaje 

acumulado

Dirección

No 44.4 44.4

Sí 55.6 100.0

Total 100.0

Jefatura de 
unidad

No 75.0 75.0

Sí 25.0 100.0

Total 100.0

Subdirección No 100.0 100.0

Cuadro 17. En su experiencia, ¿ha sido parte de algún espacio de diá-
logo con la ciudadanía en su cargo público y como representante del 
ente implementador?

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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en su cargo público y cómo representante del ente implementador?
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bién señalan que tampoco tienen conocimiento de la existencia, 
de manera cotidiana, de reuniones de colaboración o consulta con 
organizaciones de la sociedad civil. La institucionalización es algo 
en lo que debe trabajarse, según la opinión de los expertos, porque 
también es muy común que con el cambio de directores todo es-
fuerzo previo, por pequeño que parezca, se pierde y al final se tiene 
que empezar de cero. 

Por otro lado, se señalaron como buenas algunas experiencias de 
coordinación con el DIF-DF, así como la posibilidad de generar un 
proceso colaborativo a partir de un contexto de exigencia.

Adicionalmente, afirmaron que una de las razones por las cuales 
los derechohabientes no cuentan con la información suficiente so-
bre los programas sociales es que las campañas de difusión de los 
mismos están centradas en carteles en las oficinas de la institución 
y que incluso en esa escasa publicidad no se contemplan las dificul-
tades de las personas para enterarse de la información.

3.3.7  Efectividad

El principio de efectividad, como se ha señalado, intenta explorar 
acerca de las capacidades reales de la institución en el cumplimien-
to de sus objetivos, lo que supone la existencia de ciertos criterios 
de evaluación, monitoreo y uso de recurso presupuestales. Para ve-
rificar en la población de funcionarios el tema se realizaron siete 
preguntas, obteniendo los siguientes resultados:

Un 75% de las personas entrevistadas afirmó que sus acciones son 
evaluadas por la Contraloría Interna y apenas el 10% dijo única-
mente conocer evaluaciones por un ente público externo. En total, 
sólo el 15% respondió que las evaluaciones se hacen tanto por la 
Contraloría Interna como por un ente público externo, lo que re-
vela la falta de conocimiento de las actividades de la contraloría y 
la falta de contacto de los evaluadores con los funcionarios de la 
dependencia.

Llama la atención que, aunque parece funcionar correctamente, el 
50% del funcionariado entrevistado no conoce el sistema de mo-
nitoreo interno de las acciones del DIF-DF; en su gran mayoría los 
cargos operativos, pues dos terceras partes de quienes dijeron co-
nocerlo (66.7%) tienen un cargo directivo. Es evidente que mejoraría 
mucho la implementación si se incorpora a los mandos operativos a 
ser parte de los objetivos del monitoreo.

Cuando se preguntó si existía algún mecanismo de difusión de los 
resultados de las acciones, programas y servicios que ofrece el DIF-
DF, la mitad respondió que sí pero que no se conocen; sólo un 45% 
dijo que existe y se utiliza constantemente. Esta pregunta muestra 
nuevamente la brecha de información existente entre cargos direc-
tivos y operativos.

Porcentaje 
Porcentaje

Porcentaje Porcentaje 
acumulado

Contraloría Interna 75.0 75.0

Ente público externo 10.0 85.0

Todas las anteriores 15.0 100.0

Total 100.00

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Cuadro 18. En su experiencia, las acciones/programas/servicios 
del ente implementador son evaluados por:

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Dirección

Existe pero no se conoce 44.4 44.4

Existe y se utiliza 
constantemente

55.6 100.0

Total 100.0

Jefe de 

unidad

Existe pero no se conoce 75.0 75.0

Existe y se utiliza
constantemente

25.0 100.0

Total 100.0

Subdirector

Existe y se utiliza 
constantemente

66.7 66.7

No existe y no hay 
demanda de

 información al respecto
33.3 100.0

Total 100.0

Cuadro 19. ¿Existe algún mecanismo de difusión de los resulta-
dos de las acciones/programas/servicios que ofrece el ente im-
plementador donde labora?

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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El 70% de las y los funcionarios percibe que los recursos no son 
suficientes para sus propósitos y 22.2% de quienes tienen puestos 
directivos considera que, además, los que existen no se utilizan de 
manera eficiente, porcentaje que disminuye sensiblemente (12.5%) 
cuando se cuestiona a jefes de departamento.

El 65% de las personas entrevistadas dice conocer las obligaciones jurí-
dicas que el DIF-DF tiene frente a las personas; y divididos por jerarquía, 
las proporciones son consistentes. Sin embargo, cuando se les pide que 
mencionen alguna de esas obligaciones sus respuestas. no son específi-
cas. Ejemplos de ellas son: ser justos en el otorgamiento de beneficios, 
garantías individuales, no discriminación, se proporciona ayuda jurídica, 
económica,  física y están establecidas en las reglas de operación.

Área del ente implementador 
a la que pertenece

Porcentaje
Porcentaje 
acumulado

Dirección

No cuenta con recursos 
suficientes para sus 

propósitos
55.6 55.6

No cuenta con sufi-
cientes recursos y los 
que tiene no se usan 

eficientemente
22.2 77.8

Tiene presupuesto pero 
no se utiliza de manera 

eficiente
11.1 88.9

Tiene suficiente 
presupuesto y se utiliza 

eficientemente
11.1 100.0

Total 100.0

Jefatura 
de unidad

No cuenta con recursos 
suficientes para sus 

propósitos
87.5 87.5

Tiene presupuesto pero 
no se utiliza de manera 

eficiente
12.5 100.0

Total 100.0

Subdirección

No cuenta con recursos 
suficientes para sus 

propósitos
66.7 66.7

Tiene suficiente 
presupuesto y se utiliza 

eficientemente
33.3 100.0

Total 100.0

Cuadro 20. Desde su punto de vista, el ente implementador don-
de labora:

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No cuenta con  
recursos 

su�cientes para 
sus propósitos

No cuenta con 
su�cientes recursos 
y los que tiene no se 
usan e�cientemente

Tienen presupuesto 
pero no se utiliza de 

manera e�ciente

Tienen su�ciente 
presupuesto y se utiliza 

e�cientemente

0

10

20

30

40

50

60

Desde su punto de vista, el ente implementador donde labora:
DIRECCIÓN

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No cuenta conrecursos 
su�cientes para sus 

propósitos

Tiene su�ciente 
presupuesto y se 

utiliza efectivamente

Desde su punto de vista, el ente implementador donde labora:
SUBDIRECTOR

0

20

40

60

80

100

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No cuenta con recursos 
su�cientes para sus 

propósitos

Tiene presupuesto 
pero no se utiliza de 

manera e�ciente

Desde su punto de vista, el ente implementador donde labora:
JEFE DE UNIDAD

0

20

40

60

80

100

¿Conoce Usted las obligaciones jurídicas que el ente implementador 
tiene frente a las personas?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No Si
0

20

40

60

80

100



60   Programa  de  De rechos  Humanos  de l  D i s t r i to  Fede ra l

Desde el punto de vista de los usuarios, 50% ha pedido información 
al DIF-DF y a todos se la han dado sin ningún contratiempo o re-
traso; el otro 50% nunca ha pedido información a la dependencia. 

Cuando se les pedía su opinión con respecto a mencionar tres pro-
blemas que presentaba el programa social al que estaban o estuvie-
ron inscritos, las respuestas fueron variadas. Sin embargo, todos em-
pezaron a contestar esta pregunta agradeciendo al DIF-DF el apoyo 
y tardando en enumerar los problemas, los cuales nunca llegaron 
a tres con las personas entrevistadas. Los problemas mencionados 
fueron: el retraso en el depósito del apoyo, la cantidad del apoyo 
podría aumentar, las trabas y procedimientos burocráticos extensos 
y la falta de organización en las oficinas o proyectos. 

Llamó la atención que a una persona derechohabiente le quitaron 
el programa para Madres Solteras Residentes en el Distrito Federal 
puesto que su hijo(a) comenzó a ser usuario(a) del programa de 
Becas Escolares para Niñas y Niños en Condición de Vulnerabilidad 
Social, disminuyendo el apoyo monetario.

Al pedir la opinión de los expertos, señalaron que la dependencia 
tiene un serio problema de transparencia y, por lo mismo, no es 
posible llevar un seguimiento puntual de sus actividades y dificulta 
la evaluación de las mismas. Muchas veces, los informes no están 
actualizados, la página de Internet es un desastre y la información 
se consigue por terceros. 

3.3.8  Conocimiento del Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal y sus líneas de ac-
ción

Mediante este apartado se indagó acerca del conocimiento de los 
funcionarios sobre el PDHDF, así como del avance y obstáculos in-
ternos y externos a que se enfrentan para su realización.

La gran mayoría de las y los funcionarios (85%) dijo conocer el Pro-
grama, reconociendo correctamente el valor que tiene un esfuerzo 
de este tipo en la alineación de estrategias y líneas de acción para 
la realización de los derechos humanos en la Ciudad.

Por otro lado,  aunque casi el 60% de los entrevistados respondió que 
conocía las líneas de acción correspondientes a su ente implementador, 
cuando se les preguntó el nombre de alguna no supieron mencionar-
la o las confundieron con derechos o fueron muy improvisadas, dando 
respuestas como: evaluación de impacto en la sociedad del programa y 
garantizar el bienestar social y jurídico de la familia. 

Cuando se les pidió que, en función de sus atribuciones, mencionara qué 
líneas le correspondía atender, respondieron de la misma manera que en 
la pregunta anterior, situación que revela un amplio desconocimiento de 
lo que representa el Programa para su actuar institucional cotidiano y la 
relación que pudiera existir con sus atribuciones. Este tipo de respuestas 
son previsibles en el sentido de que el Programa se sigue presentando 
como un conjunto de actividades adicionales, lejos de asimilarse al desa-
rrollo de las funciones de la institución.

En este sentido, cuando se les preguntó acerca de los principales avances 
y obstáculos que han encontrado a la realización del Programa, las res-
puestas confirmaron lo señalado en el párrafo anterior. 

Podemos concluir que, en general, hace falta capacitación para las y los 
funcionarios que les permita reconocer los alcances y posibilidades del 
PDHDF en su propio ente implementador y, de manera específica, traba-
jar en la asimilación de las líneas de acción a las funciones que tradicio-
nalmente realizan, eliminando la percepción de duplicidad que reduce la 
voluntad de actuación. 

Para tratar de medir la relación entre las líneas de acción, los derechoha-
bientes y su cumplimiento, se hizo una última pregunta a las y los usua-
rios en donde se les mencionaba si creían que el programa en el que 
estaban inscritos ayudaba a cumplir un derecho humano (el mencionado 
en las líneas de acción), a lo que todas y todos contestaron que sí, que 
aun teniendo algunas fallas sí concordaba lo que recibían con el cumpli-
miento de un derecho.

3.4  Valoración de coherencia y avance de las lí-
neas de acción del Programa de Derechos Huma-
nos del Distrito Federal

Valoración global

El objetivo de la valoración global es determinar el grado en el que las 
líneas de acción del ente implementador son consistentes bajo los tres 
criterios: congruencia-relevancia, factibilidad-viabilidad y validez-pertinen-
cia (ver nota metodológica). 
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Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No Si
0

20

40

60

80

100

¿Conoce  Usted las líneas de acción del Programa de Derechos 
Humnos del Distrito Federal que corresponden al ente 

implementador dónde labora?

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

No Si
0

20

40

60

80

100



61

S I S T E M A  PA R A  E L  D E S A R R O L LO  I N T E G R A L  D E  L A  FA M I L I A

de especificación. Esto significa que de las líneas de acción analizadas 
ninguna se consideró como desconectada o irrelevante en términos de 
los derechos humanos. En general, se trata de casos donde se diagnostica 
un problema y se plantean objetivos pero poco se dice sobre lo que se 
debe hacer. 

3.4.1  Valoración del enfoque de derechos huma-
nos

Uno de los objetivos generales de la evaluación es valorar el grado 
en el que el EDH se operacionaliza en el PDHDF. Ello implica revisar si 
los atributos “teóricos” de cada uno de los derechos se incorporan en 
el PDHDF, y si ello se hace de manera extensiva o superficial. Durante 
la valoración general se detectó que varias líneas de acción refieren 
a aspectos que guardan una relación indirecta con los atributos del 
derecho humano. Se proponen medios que, después, se asume de-
cantarán en cambios en el estado de la situación que guardan los 
derechos. Sobre esta base se procedió a hacer un segundo análisis 
con la finalidad de valorar la relación entre las líneas de acción y el 
atributo del derecho que buscan atender. 

Para la evaluación enfocada en el efecto que las líneas de acción pu-
dieran tener sobre los derechos humanos, lo que se hizo fue prepon-
derar el índice para darle mayor peso al criterio de congruencia-re-
levancia. El ejercicio consistió en potenciar al cuadrado el criterio de 
interés y estandarizar el índice tomando el valor máximo posible. Esto 
significa que el índice varía favorablemente cuando la línea de acción 
tiene implicaciones más directas sobre el atributo del derecho. Me-
nores valores del índice significan una disminución del efecto de las 
líneas de acción sobre el derecho. 

Como se mencionó, esto no significa que las líneas sean deficientes 
sino que hay casos en los que “el cumplimiento de la línea”, debido a 
distintos condicionales, no ofrece garantía alguna de que va a haber 
cambios sustantivos en el derecho. La mejor manera de ilustrar esto 
es a través de las líneas que tienen el propósito de crear estudios 
o diagnósticos. Los estudios son un insumo de política y parte del 
discurso de derechos plantea usar evidencia para actuar (i.e. formular 
líneas de acción). El aspecto clave es que, desde el punto de vista de 
un programa de derechos humanos, se trata de medios, no de accio-
nes que necesariamente implican cambio. 

Otro aspecto importante de la interpretación es que no se partió de 
la hipótesis de que todas las líneas deben tener efectos directos. Esto 

El ejercicio de valoración es útil en dos grandes sentidos. Primero, des-
de el punto de vista de derechos humanos es fundamental identificar 
aquellas líneas de acción que son cruciales para la realización del de-
recho. Después de una primera lectura del PDHDF se detectó que hay 
líneas que, aunque son relevantes para la operación eficiente del ente 
implementador, no son decisivas para el derecho. Por otro lado, desde 
el punto de vista del gobierno, pero también de la ciudadanía, es im-
portante identificar áreas prioritarias; por tanto, la primera valoración 
puede ser útil para atender dichos aspectos. 

Segundo, el ejercicio brinda una descripción del “estatus” de las líneas 
de acción respecto a su viabilidad y validez. Algunas líneas de acción 
reflejan propósitos encomiables pero en la primera lectura se detectó 
que algunas no son factibles o que, debido a su redacción o plantea-
miento, no son líneas de acción sino estrategias u objetivos. Se consi-
dera entonces que para facilitar la instrumentación y evaluación del 
Programa es importante tener un primer gran diagnóstico de las líneas 
de acción. 

Valoración global DIF-DF

Para la valoración global se utilizó la base de datos proporcionada para 
el análisis donde el DIF-DF registra 66 líneas de acción. Conforme a los 
tres criterios establecidos, el ejercicio primero valoró el grado en el que 
esas líneas de acción constituyen cursos de acción con implicaciones di-
rectas o indirectas sobre los derechos humanos. Después se evaluó si 
los enunciados contenían propósitos, de manera general, factibles y no 
grandes acciones cuya realización pudiera estar comprometida no sólo 
por recursos sino por la magnitud de lo que se propone. Finalmente, para 
la evaluación general se valoró si las líneas de acción estaban representa-
das en enunciados claros y acotados a través de los cuales fuera posible 
identificar lo que se proponía hacer. 

La valoración conjunta de los tres criterios muestra que de las líneas de 
acción aproximadamente la mitad son relativamente consistentes, facti-
bles y plausibles (ver figura 1). Como se explica a detalle en la nota meto-
dológica, para simplificar la evaluación se construyó un índice simple que 
suma el valor de cada criterio y después estandariza para variar entre cero 
y uno. En la gráfica se observa que una de cada cuatro líneas de acción no 
tiene el valor máximo en uno o varios de los tres criterios. Esto significa 
que hay líneas de acción que son factibles y plausibles pero que se trata 
de acciones de proceso o intermedias cuyo efecto sobre los derechos hu-
manos no es del todo directo. Esto no significa que sean defectuosas sino 
que es importante considerar su alcance en términos de la realización de 
los diferentes derechos humanos de la población del D.F.

Por otro lado, aproximadamente una de cada tres líneas de acción no 
tiene la ponderación máxima en los tres criterios. Se trata de acciones 
con problemas de especificación, con condicionales sobre su factibilidad 
y cuyo efecto sobre los derechos humanos de la población es indirecto. 
En otros casos, la minoría, son acciones con calificación máxima en algún 
criterio pero la calificación mínima en otro. Por lo general, se trata de 
acciones cuyo propósito implica cambios directos respecto a los dere-
chos humanos pero cuya viabilidad es poco clara o cuya especificación 
es sumamente confusa y no decanta en proponer cambios concretos. 

Finalmente, poco más del 15% corresponde a líneas de acción que es 
importante revisar puesto que cuentan con problemas de viabilidad o 

Figura 1. Valoración global de la consistencia

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

1.00
0.90
0.80
0.70

0.60
0.50

0.40
0.30
0.20

0.10
0.00

1.00
0.90
0.80
0.70

0.60
0.50

0.40
0.30
0.20

0.10

9%2% 17% 24% 32% 39% 47% 55% 62% 70% 77% 85% 92%



62   Programa  de  De rechos  Humanos  de l  D i s t r i to  Fede ra l

sería una mala interpretación de las propuestas metodológicas para 
instrumentar políticas con enfoque de derechos humanos. La esfera 
de procesos es clave para avanzar en el cumplimiento. Por supuesto, 
dicha esfera después debe capitalizar los pasos intermedios a través 
de acciones, es decir, se trata de una condición necesaria pero no 
suficiente para realizar los diferentes atributos de los derechos hu-
manos. El aspecto clave es determinar si dichas acciones intermedias 
son parte de un núcleo o conjunto de acciones que redundarían en 
cambios efectivos sobre el derecho.

Valoración consistencia-relevancia

Este tipo de valoración busca darle mayor peso al carácter decisivo 
que tiene cada línea de acción respecto a la realización de los de-
rechos humanos. En particular, identifica los casos que implicarían 
efectos directos sobre los diferentes derechos, relativos al valor de 
los otros dos criterios. Valores del índice próximos a 1 implican ma-
yor relevancia de la línea con respecto a la realización de los dere-
chos humanos de la población. Por lo general, se trata de acciones 
con medidas que directamente buscan afectar a la personas, ya 
sea mediante la ampliación de coberturas, concientización sobre 
sus derechos, protección directa en casos de violación, entre otros. 
En la figura 2 se muestra que  aproximadamente el 45% de líneas 
de acción del DIF-DF, de realizarse, implicaría efectos directos en la 
realización de los derechos humanos. Es razonable que ese porcen-
taje sea superior a otras instituciones puesto que generalmente sus 
programas tienen relación directa con la población. 

Hay un grupo pequeño de líneas de acción, del orden del 15%, 
cuya racionalidad es muy importante desde el punto de vista de 
derechos humanos pero que tiene problemas considerables de fac-
tibilidad o especificación. Finalmente, aproximadamente un 40% 
se trata de casos cuyo efecto es indirecto, tiene restricciones de 
factibilidad y/o no están adecuadamente especificados. Particu-
larmente, al interior de este grupo es importante revisar aquellas 
líneas con un puntaje inferior al .50 puesto que pueden implicar 
restricciones para su implementación. 

Ejemplos de líneas de acción según distintos valores

Dado que los índices construidos simplifican la información global de 
la base de datos del DIF-DF, a continuación, se presentan ejemplos que 
ilustran la manera en la que se valoraron diferentes líneas de acción.

a) Alto puntaje (ver Cuadro 21) 

Interpretación primer caso

C: La acción tiene implicaciones directas en la ampliación 
de la disponibilidad y el acceso a medicamentos, lo cual 
es consistente con el EDH. 

F: La ampliación parece ser factible aunque es necesaria 
una valoración desde el punto de vista de la medicina 
para determinar el cuadro básico.

P: La acción es acotada y clara. 

Interpretación segundo caso. 

C: Tiene efectos directos sobre el acceso económico de 
los grupos señalados. 

F: Es necesario revisar la racionalidad de incluir a esos 
grupos y no a otros. Es decir, si la lista es exhaustiva o 
ilustrativa. También es importante reflexionar sobre la 
coherencia de transferencias monetarias basadas en se-
lectividad y el EDH. 

P: La línea de acción es acotada respecto a la expansión 
del programa pero los parámetros y el universo necesitan 
revisarse, particularmente porque no es claro cómo se va 
a identificar y monitorear “la situación de marginación”, 
“mujeres cabeza de familia”, “refugiadas”. 

¿Por auto declaración o pruebas de medios? 

Si bien bajo la valoración general la línea de acción tendría un pun-
taje menor (.78), en este caso se revalora el hecho de que la línea de 
acción tiene importantes implicaciones en términos del acceso eco-
nómico (.87). 

b) Bajo puntaje (ver Cuadro 22)

Interpretación primer caso

C: Presumiblemente, acciones para combatir las proble-
máticas de la infancia tendrán algún efecto positivo, pero 
en los términos en los que se plantea la línea no es po-
sible determinar ni el derecho específico ni su atributo. 
A cada problemática deberían corresponderle acciones, 
las cuales, una vez establecidas, ayudarían a identificar el 
efecto sobre los derechos humanos. 

F: No es posible valorar su factibilidad y viabilidad puesto 
que la línea de acción no está acotada. 

P: Una línea de acción no puede “diseñar, implementar y 
evaluar programas y acciones”. Es tarea de las líneas de ac-

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Figura 2. Valoración particular de la consistencia
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ción partir de un diagnóstico y delimitar la naturaleza de 
las problemáticas. El enunciado es una denuncia de un 
problema y no una propuesta de lo que hay que cambiar. 

Interpretación segundo caso

C: Si bien para las y los periodistas, dada su actividad, 
la libertad de expresión es un derecho decisivo, no hay 
relación entre la información de estancias infantiles con 
la provisión de dicho derecho. La acción lleva a pensar 
en atributos del acceso a la información y, de manera se-
cundaria, en el derecho a seguridad social. Tal vez tendría 
que reclasificarse. Un reflexión adicional debe hacerse 
sobre quién posee la titularidad: las y los periodistas en 
materia de acceso a la información, pero en términos de 
la provisión y acceso a estancias debería ser la infancia, 
independientemente de la profesión, puesto que el de-
recho es universal.  

F: Es factible explicar e informarles de la oferta de estan-
cias infantiles. 

P: La línea de acción es acotada y clara, aunque el térmi-
no “explicar” puede ser un poco confuso (aparentemente 
tiene que ver con las propiedades de la información ase-
quible, oportuna y comprensible).

3.4.2  Valoración del grado de avance de las líneas 
de acción

Sobre la información entregada por la institución

Para la evaluación del grado de avance del DIF-DF se utilizó la base de 
datos entregada por el ente implementador (archivo *.xls). La base con-
tiene información sobre las actividades o acciones realizadas por la de-
pendencia para cada una de las líneas de acción. Pese a que cuenta con 
información general sobre la instrumentación del PDHDF,  es un insumo 
insuficiente para valorar extensivamente el grado de avance puesto que 
existen las siguientes limitaciones:

a) Hay líneas de acción que, conforme al ente implementador, 
están fuera de su mandato jurídico. Por tanto, hay vacíos en la 
instrumentación y esta falta se traduce en la no realización de 
líneas de acción del PDHDF. 

b) En otros casos, la información proporcionada no tiene 
relación con lo que se señala en la línea de acción. Esto 
parece derivarse de malinterpretaciones de las líneas de 
acción (en ocasiones derivadas de la poca claridad de las 
últimas) y de asociaciones forzadas entre algunas activida-
des realizadas respecto a la línea de acción en cuestión. En 
estos casos, es importante que exista, como mínimo, una 
relación entre el “verbo” de las líneas de acción y el de la in-
formación reportada. Ello permitiría rastrear si, de entrada, 
existe una relación entre lo que se busca cambiar a través 
del PDHDF y de la respuesta institucional. 

c) Otro obstáculo, en parte asociado a la forma en la que se 
plantean las líneas de acción, es la generalidad de la informa-
ción. Es sumamente difícil determinar el tamaño del efecto o 
alcance de las actividades del ente implementador y, por tan-
to, del efecto que dichas acciones tienen sobre los derechos. 

d) De manera más importante, hay fuertes discrepancias 
entre las dos bases de datos entregadas. A pesar de que el 
número de líneas de acción es igual, solamente el 64% de las 
líneas de acción está en ambas bases de datos. Esto significa 
que hay 18 “nuevas” líneas de acción en la base reportada por 
el DIF-DF con respecto a la base “final” entregada para hacer 
la evaluación de consistencia. En este sentido, es imposible 
hacer una selección adecuada basándose en los puntajes de 
los índices (las diferencias se muestran en el apéndice). 

Criterios para la evaluación

Con base en los puntos anteriores, se decidió incluir algunos criterios 
básicos que permitieran sistematizar la evaluación. 

Vinculación: Refiere a la coherencia de lo reportado por el ente con 
lo que señala la línea de acción. Se valora con “1” cuando la infor-
mación responde a lo planteado por la línea de acción y “0” en caso 
contrario. Debido a la falta de información, fue necesario incluir “.5” 
como valor intermedio, el cual indica que hay cierta relación entre 
lo reportado por el DIF-DF y el programa pero que lo señalado no es 
concluyente.

Instrumentación: Refiere a la existencia de información que de ma-
nera general avala lo que se ha hecho para atender lo planteado por 
la línea de acción, es decir, no se busca identificar alguna magnitud o 
proporción. Se valora con “1” cuando la información brinda sustento 
de la existencia de acciones que atienden, aunque de manera gene-

 
Coherencia-
Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad

Plausibilidad
Valoración 1. 

(C+F+P)
Valoración 2. 

(C2+F+P)

Ampliar el cuadro de medicamentos del programa de gratuidad de la SSDF 
a fin de brindar apoyos o subsidios para la adquisición de los medicamentos 
que requieren las personas con discapacidad mental o psicosocial.

3 3 3 1 1

Incluir dentro de la población beneficiaria en los programas de pensión 
alimentaria a las personas migrantes o refugiadas que sean adultas mayo-
res, mujeres cabeza de familia y personas con discapacidad en situación de 
marginación, a fin de garantizar sus derechos a la salud y a la alimentación.

3 2 2 0.78 0.87

Cuadro 21. Ejemplos A. Línea de acción con alto puntaje bajo la valoración de enfoque de derechos humanos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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ral, lo señalado por el PDHDF. Al igual que en el caso anterior, se uso 
“.5” para remarcar los casos en los que es posible que hay cierto cum-
plimiento pero no es posible hacer conclusiones tajantes. 

Grado de avance: Se valora con “1” cuando la información permite 
inferir qué tanto se ha atendido lo establecido en la línea de acción. 
Cabe señalar que en algunos casos es imposible definir el grado de 
avance debido a que desde la línea de acción hay falta de parámetros 
para hacerlo. 

3.4.3  Resultados

El Cuadro 23 muestra de manera sintética el estado de implemen-
tación de las 67 líneas del DIF-DF. Antes de describir el cuadro es 
importante señalar que existe una fuerte incompatibilidad entre la 
base de datos del grado de avance del DIF-DF y la base de datos con 
las líneas de acción del PDHDF. Es probable que esto se deba a una 
reasignación o redistribución de las líneas. Sin embargo, ello se tradu-
ce en un obstáculo considerable para la evaluación. Más importante, 
se dificulta el cruce de ambas bases de datos, a través del cual hubiera 
sido posible identificar si las líneas más relevantes desde el EDH se 
han implementado. Para mayor información, la relación entre ambas 
bases se presenta en el anexo.

Conforme a lo reportado por el DIF-DF, el 39% de las líneas de acción 
asignadas a dicho ente implementador no tienen relación jurídica u 
operativa con lo que se hace desde la institución. Al respecto, pueden 
hacerse dos lecturas. Primero, existe un vacío institucional para la im-
plementación del PDHDF y, por tanto, una parte considerable de las 
líneas de acción no se llevarán a cabo a menos que exista una reforma 
de las atribuciones jurídicas de los entes implementadores. Segundo, 
esto también podría señalar la falta de adecuación de las institucio-
nes al PDHDF. Como se verá más adelante, la implementación de las 
líneas de acción parece explicarse por la preexistencia de acciones re-
lacionadas con lo señalado por el PDHDF, donde no es necesario crear 
nuevos programas o introducir nuevos presupuestos. Bajo cualquiera 
de las dos interpretaciones, lo más importante es que cuatro de cada 
diez líneas no se han instrumentado en lo absoluto.

Existe, por otro lado, un 37% de líneas de acción con información 
y evidencia de su implementación. Sin embargo, aproximadamente, 
una de cada tres líneas de este conjunto cuenta con evidencia sufi-

ciente que avala su implementación satisfactoria. Los dos tercios 
restantes incluyen a líneas de acción con información parcial sobre 
su implementación, donde en ocasiones es muy difícil establecer si 
realmente se ha cumplido con lo señalado por el Programa. Esto se 
debe a que el DIF-DF relaciona que hay ciertos programas o accio-
nes que de alguna manera cubren lo establecido por el PDHDF. Es 
necesario hacer evaluaciones cualitativas para determinar el grado 
en el que efectivamente cubren el PDHDF. A ello habría que sumar 
la dificultad que existe para (re)interpretar algunas líneas del PDH-
DF y a la dificultad para vincularlas a actividades concretas. 

Por último, se detecta un 13% con información escasa sobre su 
implementación. Bajo un análisis mucho más estricto, este conjun-
to también podría implicar líneas de acción que no se han instru-
mentado. Sin embargo, debido a la falta de información no puede 
hacerse una conclusión tajante al respecto. En otros casos se debe a 
que la falta de claridad de las líneas parece haber dificultado su lec-
tura e interpretación por parte del DIF-DF, es decir, no es por fallas 
en la implementación sino por complicaciones de interpretación. 

  Coherencia-
Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad Plausibilidad Valoración 1. 

(C+F+P)
Valoración 2. 

(C2+F+P)

Diseñar, implementar y evaluar programas y acciones especí-
ficas dentro del Sistema de Protección de los Derechos de la 
Infancia, para atender las principales problemáticas que vive 
la infancia que tiene entre 12 y 17 años de edad

2 2 1 0.56 0.47

Explicar e informar a las y los periodistas independientes o 
freelancers sobre los servicios de instancias infantiles que tie-
nen distintas dependencias locales y federales

1 3 2 0.67 0.40

Cuadro 22. Ejemplos B. Línea de acción con bajo puntaje bajo la valoración de enfoque de derechos humanos

Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

Clasificación Estado Total %

1
Descartadas por el ente implementador 
debido a su falta de vinculación con las ac-
tividades de la institución

20 30%

2 No existe aparente vinculación jurídica 6 9%

3
Instrumentadas y con grado de avance sa-
tisfactorio

9 13%

4
Con información parcial sobre su instru-
mentación pero con información parcial so-
bre su instrumentación y grado de avance

23 34%

5
Con parcial información sobre su instru-
mentación y con poca evidencia de su ins-
trumentación.

9 13%

Cuadro 23. Estado de implementación DIF-DF

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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3.5  Conclusiones y recomendaciones

A continuación se presentan algunas conclusiones y recomendacio-
nes que surgen del análisis mencionado en función de los dos gran-
des objetivos y la metodología empleada.

3.5.1  Institucionalización del enfoque de dere-
chos humanos

Del análisis normativo, la herramienta permite observar un relativo 
avance en la incorporación de la perspectiva de derechos, que se di-
luye cuando se verifica la normatividad interna, pero se aclara en las 
reglas de operación de los programas que la dependencia tiene a su 
cargo. Es decir, el Gobierno de la Ciudad de México ha tenido éxito en 
la generación de un estándar mínimo, con perspectiva de derechos, 
para la operación de su política social, lo cual se deriva de los avances 
en la Ley de Desarrollo Social local, pero también en una serie de 
criterios establecidos desde el órgano local de evaluación (Evalúa DF).  

Sin embargo, estos avances en las reglas de operación vigentes no 
encuentran eco en la normatividad interna que rige la conducta 
de la institución. Tanto el Estatuto Orgánico como el Manual de 
Administración que detallan las atribuciones y responsabilidades 
de los funcionarios en sus principales niveles carecen de los com-
ponentes mínimos que exige el enfoque de derechos. Como se ha 
visto, ello tiene consecuencias en un bajo reconocimiento del mar-
co de derechos, escasa capacitación y pocos recursos para ella, con 
consecuencias en la calidad de la atención a las personas usuarias. 

Los documentos normativos internos no reconocen explícitamente el 
marco de los derechos humanos ni a las personas como titulares de los 
mismos, pues, al centrarse en la asistencia social, parecen responder a 
la atención urgente a situaciones de emergencia –muy necesaria en la 
Ciudad– más que a dar respuesta a los problemas estructurales, que 
comprenden las dificultades en el acceso a la alimentación, la salud, 
o la educación para niños, mujeres, adultos mayores o personas dis-
capacitadas. Esta omisión se traduce en la falta de reconocimiento 
de las personas como titulares de derechos y de la institución, como-
responsable obligada frente a ellos, lo que podría llegar a confundir-

los respecto a la existencia de algún tipo de contraprestación que no 
forme parte de los objetivos de los programas.

Para mejorar el marco normativo interno, se recomienda lo siguiente:

•  Incorporar el reconocimiento del marco de los derechos 
humanos a la normatividad general interna, específicamen-
te al Estatuto Orgánico y el Manual de Administración, esta-
bleciendo la relación de ente obligado frente a las personas 
usuarias y definiendo a éstas bajo el concepto de derecho-
habientes.

•  Sustituir del concepto de “beneficiario” por el de “dere-
chohabiente”, que pone a las personas en el centro de la 
estrategia institucional, señalando al ente implementador 
como responsable obligado.

•  Como se atiende en las reglas de operación, tanto el Esta-
tuto Orgánico como el Manual de Administración, deberían 
reconocer y difundir, de manera clara y comprensible para 
las y los usuarios, cuál es el proceso que sigue una queja o 
denuncia, qué consecuencias tiene aquella o aquel funcio-
nario que viole sus derechos y ante quiénes puede presen-
tarlas, pues se trata de herramientas que empoderan a las 
personas frente a las autoridades.

•  Es necesaria la utilización de recursos didácticos que per-
mitan alas y los operadores de los programas sociales hacer 
accesibles e inteligibles los mecanismos para defenderse 
frente a algún abuso del funcionariado.

•  Incluir a entidades en la Junta de Gobierno, al Instituto de 
las Mujeres, el Instituto de Atención al Adulto Mayor, el Ins-
tituto de la Juventud, y todas las entidades cuyo mandato 
esté relacionado con los grupos de población que atiende 
el DIF-DF.

•  Incorporar el reconocimiento explícito de la diversidad de 
grupos de población, especialmente el tratamiento indife-
renciado a la población LGBTTTI.

•  Reconocer en los documentos normativos la obligación 
de tomar capacitación mínima en derechos humanos, igual-
dad y no discriminación y participación ciudadana para to-
dos los funcionarios, especialmente quienes intervengan el 
proceso de los servicios y programas sociales que tiene a su 
cargo el ente implementador.

•  Incorporar la obligación de consultar, periódicamente, 
a las personas usuarias de los servicios y programas de la 
dependencia, el grado de satisfacción y las propuestas de 
mejora.

•  Utilizar a los programas y servicios sociales de la depen-
dencia como vehículos para la capacitación en el recono-
cimiento y ejercicio de sus derechos a todas las personas 
usuarias.

Figura 3. Institucionalización del enfoque de derechos humanos análisis estructural

Efectividad

Universalidad

Participación

Marco jurídico

Integralidad

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Igualdad y no 
discriminación

10.0

4.3

7.5

5.0

3.6

3.0

5.0

0

Fuente. Elaboración propia con datos del DIF-DF
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Grado de institucionalización del enfoque de derechos humanos 

Marco jurídico Esfuerzo 
institucional

Promedio

Figura 5. Grado de institucionalización del enfoque de derechos 
humanos

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 

•  Incorporar a la normatividad interna el procedimiento 
para la presentación y difusión de información a la pobla-
ción usuaria.

•  Establecer la obligación de difundir el sistema de mo-
nitoreo interno del DIF-DF, involucrando a los funcionarios 
en la construcción de sus variables y generando incentivos 
para mejorar su desempeño y los resultados de desarrollo 
del ente.

•  Establecer criterios mínimos de accesibilidad e inteligibili-
dad de la información de los programas y servicios sociales, 
dirigida a la población usuaria o potencial usuaria.

•  Establecer la obligación de transparentar el registro de 
quejas y denuncias y establecer un registro de propuestas 
presentadas por la población usuaria.

•  Establecer la garantía de continuidad del servicio o pro-
grama a la población usuaria que cumpla los criterios esta-
blecidos.

3.5.2  Análisis de procesos o del esfuerzo institu-
cional

De manera desagregada, de acuerdo con los principios analiza-
dos (ver Figura 4), los avances más significativos se pueden ob-
servar en los principios de exigibilidad y justiciabilidad e igualdad 
y no discriminación en el plano del marco jurídico. El esfuerzo 
institucional está mejor posicionado en los principios de integra-
lidad e igualdad y no discriminación. Por el contrario, las áreas de 
oportunidad están en los principios de universalidad, participa-
ción para el marco jurídico, mientras que los esfuerzos institucio-
nales deben de concentrarse en la integralidad y universalidad. 

Algunas consideraciones que podrían contribuir a la mejora de los 
procesos son:

ü Establecer un presupuesto anual para la capacitación para las y 
los funcionarios en materia de derechos humanos.

ü Desarrollar un programa de capacitación continua obligatoria 
para las y los funcionarios así como un sistema de evaluación con 
estímulos para quienes obtengan las mejores calificaciones.

ü Desarrollar una plataforma de diálogo permanente con las or-
ganizaciones de la sociedad civil especializadas en los temas que 
trabaja el DIF-DF.

ü Instrumentar un sistema para la incorporación de propuestas 
de las personas usuarias.

ü Publicación y difusión de informes trimestrales de avances de 
los programas y servicios sociales.

Como se puede apreciar en la figura 5, que de alguna manera resu-
me las calificaciones obtenidas por la institución en los dos análisis 
presentados anteriormente, el promedio de avance la institución es 
de 5.1. El marco jurídico es el que se ha acoplado al enfoque de dere-
chos, lo cual tiene que ver con el avance legislativo que ha habido en 
la Ciudad en materia de derechos humanos, aunque, como se aprecia 
en la figura, el promedio, promedio, con un máximo de diez,. 

Por otro lado, se puede ver una asimilación regular en términos del 
esfuerzo institucional pues refleja la falta de atención al trabajo de 
capacitación y estímulo de las y los funcionarios que todavía tienen 
la sensación de que los derechos humanos constituyen un tema dife-
renciado y no una perspectiva transversal, y para quienes las líneas de 
acción del Programa les son poco conocidas y representan un esfuer-
zo adicional a las labores que cotidianamente realizan. 

La figura siguiente muestra la relación existente entre la normatividad 
interna y el esfuerzo institucional, el cual, en términos de exigibilidad 
y justiciabilidad, llama la atención, pues parece más desarrollado que 
el ente mismo, lo que revela un esfuerzo interno encomiable por acer-
car los medios de queja a la población usuaria. 

Esfuerzo institucional del enfoque de derechos humanos análisis estructural
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Figura 4. Esfuerzo institucional del enfoque de derechos humanos 
Análisis estructural

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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Todos los indicadores utilizados, se pueden consultar directamente en 
la tabla de Excel anexa, en la cual se podrán identificar las calificaciones 
obtenidas por cada uno de los atributos y, de manera general, en 
los principios.  

3.5.3  Análisis cualitativo/entrevistas

El análisis de las entrevistas revela que no existe una idea rectora 
sobre lo que en términos generales constituye el marco de dere-
chos humanos, lo cual da cuenta de la falta de reconocimiento e 
incorporación del tema al actuar institucional. Para avanzar en esta 
tarea se recomienda considerar los siguientes puntos:

~  Se reitera la necesidad de contar con un programa de 
capacitación continua en materia de derechos humanos 
para las y los funcionarios del ente implementador.

~  Del mismo modo, para atender el bajo reconocimiento 
de los programas como un derecho, se requiere incorporar 
un componente de dotación de capacidades a los progra-
mas sociales que tiene a su cargo el ente implementador.

~  Es importante mejorar los mecanismos de difusión de 
las quejas y denuncias ante la población usuaria de los pro-
gramas sociales. 

~  Es importante comunicar la importancia de la coordi-
nación entre distintas áreas y dependencias para garantizar 
la integralidad de los derechos, fomentando más reuniones 
para planear estrategias integrales, darles seguimiento y 
evaluación.

~  Una tercera parte de los entrevistados respondió que 
no existen condiciones de acceso igualitarias entre hom-
bres y mujeres a los servicios y programas del DIF- DF, lo 

que indica que la perspectiva de género se encuentra toda-
vía en proceso de asimilación. Es necesario continuar con 
acciones que apunten a igualar la relación y a observar las 
políticas públicas bajo la lente de género.

~  Las y los funcionarios no conocen las obligaciones jurí-
dicas específicas que el DIF-DF tiene frente a las personas. 
Es necesario capacitar al funcionariado en este sentido y 
poner carteles con la información en toda la dependencia.

~  Aunque las y los funcionarios valoran la vinculación 
con actores externos, no existen mecanismos de diálogo 
permanente con representantes de OSC ni especialistas 
académicos para mejorar los programas sociales del ente 
implementador.

~  Aunado al punto anterior, los expertos consideran im-
portante que exista un mecanismo institucionalizado de 
colaboración entre la dependencia y las organizaciones de 
la sociedad civil que no tenga que reiniciarse cada que una 
nueva administración se hace cargo del DIF-DF. La conti-
nuidad es la base para un avance mucho más detallado y 
eficiente. 

~  Aunque las evaluaciones (externas e internas) son men-
cionadas recurrentemente en la normatividad, no existe 
una relación de las y los funcionarios con los procesos ni 
conocen los resultados. Es necesario establecer la obliga-
ción de sistematizarlas e incorporarlas a la práctica.

~  Existe un sistema interno de monitoreo de avances, sin 
embargo, pocos funcionarios lo conocen y menos intervie-
nen en el mismo, es necesario incorporar a los responsables 
de los programas sociales al proceso de seguimiento.

~  La queja más recurrente de los derechohabientes es la 
falta de continuidad en la entrega del apoyo (tratándose de 
transferencias monetarias), lo que afecta el ingreso familiar 
y reduce el impacto del programa. Es necesario establecer 
sanciones y medidas compensatorias ante el retraso de las 
autoridades.

~  Es notorio el desconocimiento que tienen las y los fun-
cionarios del PDHDF y las líneas de acción del DIF-DF. Se 
percibe al Programa como una carga laboral extra y no se 
reconoce como parte de su labor cotidiana. Es necesario un 
proceso de capacitación al respecto así como un esfuerzo 
de asimilación de las líneas de acción a los procesos insti-
tucionales.

~  Es importante fortalecer la coordinación de trabajo en-
tre diferentes dependencias, sobre todo en cuanto al ma-
nejo de información y transparencia. Los expertos hicieron 
hincapié en este punto ya que en algunas ocasiones re-
sultaba imposible obtener informes ya que la información 
fluctuaba entre dependencias y no se compartía entre ellas. 

Grado de institucionalización por principios del EDH
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Figura 6. Grado de institucionalización por principios del EDH

     Fuente: Elaboración propia con datos del DIF-DF 
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3.5.4  Valoración de la coherencia y grado de 
avance de las líneas de acción

Clasificación 

El PDHDF clasifica las líneas de acción por derecho y según atri-
buto del derecho. Por lo general, la clasificación es adecuada 
puesto que se ubica a la línea de acción donde mejor corresponde. 
Sin embargo, en algunos casos la clasificación no es del todo 
correcta. Esto, por lo general, parece surgir de un problema de 
identificación entre “temas” y “derechos”.  Por ejemplo, el hecho 
de que una línea de acción, tangencialmente, tenga relación con 
mejoras a los procesos de gestión de una política determinada no 
significa que ello se relacione con cierto derecho humano. 

Un problema más importante es la expectativa que se tiene de 
los efectos de ciertas líneas de acción sobre los derechos huma-
nos. El hecho de que exista un grupo de líneas de acción para 
cierto atributo de un derecho dado no significa que la suma de 
dichas líneas llevará a la realización del atributo. La revisión parti-
cular que se realizó muestra varios casos en los que parece supo-
nerse que “indirectamente” se afectará de manera positiva al atri-
buto del derecho. Esto no significa necesariamente un defecto, 
sino que es necesario hacer una evaluación global sobre el grado 
en el que conjuntos o nodos de líneas de acción son suficientes 
para satisfacer de manera integral lo que conceptualmente se 
establece para cada atributo de cada derecho. Ello se ilustra a 
continuación:

El cuadro muestra la clasificación (considerando el folio) de las lí-
neas de acción correspondientes al DIF-DF considerando la valoración 
global desde el enfoque de derechos humanos. Es decir, se toma en 
cuenta principalmente el tipo de efecto (i.e. directo o indirecto) que 
cada línea supondría sobre los DDHH y, adicionalmente, se conside-
ran los criterios de viabilidad e inteligibilidad como línea de acción. 
Las líneas de acción prioritarias son aquellas que proponen cambios 
concretos, factibles y con implicaciones directas sobre la población 
de la Ciudad de México. La segunda categoría, sumada a la primera, 
puede ser vista como “condición necesaria” para la realización de los 
DDHH en el Distrito Federal pero que, por lo general, suponen efectos 
indirectos, implican cambios no del todo factibles o requieren cam-
bios mínimos para precisar su implementación. La tercera categoría 
corresponde a líneas de acción que pueden refinarse a fin de especi-
ficar más concretamente el efecto que se busca y el tipo de cambio 
que debe hacerse. 

Enfoque de derechos humanos y evaluación por ente im-
plementador

Partiendo de lo que se comenta en el punto anterior, una limitante 
de la evaluación es utilizar como unidad de observación a los 
entes y no a los derechos. Dado a que es imposible que un ente 
abarque todo un derecho es imposible detectar, bajo esta lógi-
ca, el grado en el que el EDH se contempla en el programa. Por 
ejemplo, en el caso del DIF-DF, claramente hay atributos de los 
diferentes derechos sociales que no se abarcan en sus líneas de 
acción. Sin embargo, no es posible saber si no están incluidos en 
el programa o no están incluidos porque la unidad de observa-
ción no permite identificarlos. Para ello, es necesario hacer una 
valoración de todas las líneas de acción por derecho a fin de 
determinar qué atributos no fueron considerados.  

La segunda limitante es que es sumamente difícil identificar el 
grado de contribución del PDHDF a la realización de los DDHH. 
Considerando que su objetivo son los DDHH, es sumamente im-
portante posicionarlos como objetivo y criterio central para cual-
quier ejercicio de planeación, corrección e implementación. La 
instrumentación global y exitosa del PDHDF debería conducir a 
la realización global y exitosa de los DDHH. Por lo que se puede 
apreciar en la valoración realizada, es probable que los efectos de 
las LA sobre los derechos no sean los esperados. 

Líneas de acción. DIF-DF. Clasificación basada en su
 consistencia e importancia

Prioritaria Necesarias Mejorable

975 1896 1661 112

1632 420 1810 119

2062 973 2143 247

2152 989 2185 737

2170 1439 2213 1524

2172 1552 2233 1525

2251 1557 960 1526

2252 1569 974 1619

2253 1598 1529 1620

2153 2214 1600 2149

2182 913 2233 2233

2186 963 987 2233

2195 1437 988  

2209 1896 1001  

2220 2172 1521  

  2210 1528  

  2298 1530  

  120 2142  

  1520 2215  

  1616    

Atributo “i” del 
Derecho “j”

LA 1

LA 2

LA 3

¿Qué conclusión arroja 
conjunto de LA sobre y 

el derecho?

Conjunto de Líneas de 
Acción (LA) del PDHDF 

dirigidas a “ij”

Es necesaria una evaluación “por derecho”
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Un tercer problema es que puede concluirse que las acciones del 
ente, puesto que representan acciones mayormente dirigidas a 
producir “medios”, no son tan relevantes desde el punto de vista 
del derecho. Esta conclusión sería, a todas luces, injusta para el 
ente y para el gobierno puesto que es necesario revisar integral-
mente las líneas del derecho para determinar la relación entre 
medios y fines. 

Medidas indirectas (procesos) y derechos humanos

Bajo el criterio de “relevancia-congruencia” de la valoración glo-
bal de las líneas de acción es posible concluir que buena parte de 
las líneas de acción están dirigidas a generar estudios, diagnósti-
cos y mejoras en la coordinación. Estas medidas, si bien pueden 
repercutir en el disfrute de los derechos humanos, no implican 
cambios que repercutan de manera directa en el disfrute de los 
mismos. Es necesario considerar que el efecto que puede tener el 
PDHDF sobre los derechos humanos depende de qué tan fuerte 
sea el sesgo hacia procesos indirectos. 

Asimetrías de información 

Las líneas de acción parecen reflejar un problema de asimetría 
o de información incompleta al momento de la creación del Pro-
grama. 

■ En algunos casos, parten del supuesto de que algo fun-
ciona mal y que, por tanto, hay que crear acciones. Sería 
bueno antes validar los supuestos de varias de las líneas. 
Además, es tarea de quien crea las líneas mencionar el 
tipo de cambio y no sólo señalar el problema.  

■ En otros casos, se parte de que no existe la suficiente 
evidencia para hacer programas. Sería bueno confirmar 
que no existen los estudios. Ante la creciente investiga-
ción en varios temas sociales, es probable que muchos 
estudios ya existan. De hecho, una recomendación es que 
se incluya una línea de acción o varias sobre revisión de 
la literatura, lo cual podría ahorrar hacer varios estudios. 

■ Principalmente en materia de legislación, detrás de 
algunas líneas de acción parece presuponerse, o incluso 
afirmarse, que la legislación está mal o es deficiente. Una 
característica de las líneas de acción es que enuncian el 
tipo de cambio que habría que hacer. Enunciar que algo 
está mal y debe cambiarse no es una línea de acción: 
debe especificarse cómo hacerlo.

Factibilidad-Viabilidad

Es sumamente difícil valorar la viabilidad del cumplimiento de 
varias líneas de acción. En algunos casos se trata de acciones muy 
ambiciosas cuyo logro debería reconsiderarse, en especial a la luz 
de los otros criterios. También podrían segmentarse a fin de iden-
tificar los primeros pasos por hacer. En otros es necesario conocer 
la situación al interior del ente para saber las posibilidades reales 
de que la línea de lleve a cabo. 

Validez como línea de acción 

Retomando el caso del problema de asimetría de información: 
algunas líneas de acción pierden validez porque se trata de hi-
pótesis, no de enunciados dirigidos a transformar. Otro proble-
ma son los verbos que se usan y que en algunos casos llevan 
a pensar que el efecto sobre el derecho será ndirecto (mejorar, 
reforzar, impulsar). Finalmente, se incluyen estrategias, objetivos 
particulares y estratégicos como líneas de acción. Desde el punto 
de vista de la instrumentación es muy difícil cumplir con lo que 
se propone y, a su vez, se trata de líneas muy difíciles de evaluar. 

Líneas base, metas y actividades

Podría ser de utilidad incluir algunas metas y actividades en el 
caso de varias líneas de acción. Dado que en muchos casos se 
carece de un referente es muy complicado identificar el cambio 
que se pretende hacer. 

Creación de núcleos de líneas de acción

Un siguiente paso para la instrumentación del Programa y su eva-
luación es la construcción de núcleos críticos de líneas de acción. 
Los índices pueden ayudar a identificar de manera aislada líneas 
importantes pero se requiere desarrollar grupos e identificar la 
sucesión lógica de realización al interior del grupo y entre gru-
pos. Esto ayudaría a la identificación de los pasos a seguir. Esta 
idea se ilustra a continuación. Si bien es probable que en algunos 
casos la relación no sea lineal, es posible que existan cadenas 
lógicas de LA. Un punto de partida son las agrupaciones por atri-
buto que se realizaron en la creación del PDHDF.

3.5.5  Evaluación del grado de avance en la ins-
trumentación de las líneas de acción

Líneas en áreas grises 

Hay casos en los que varias líneas de acción de entrada quedarán 
sin implementación (cero grado de avance). Es fundamental re-
visar esos casos para establecer si su estatus dentro del área gris 
puede resolverse. Ello implica identificar si el DIF-DF es el prin-
cipal responsable o si es necesario reasignar responsabilidades. 

LA “A”

LA “B”

LA “C”

LA “D”

LA “F”

LA “G”

Derecho j

Atributo i

Identi�cación de núcleos críticos de LA

LA o conjunto de 
LA´s 

PRIMARIO

LA o conjunto de 
LA´s 

SECUNDARIO

LA o conjunto de 
LA´s 

TERCIARIO
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No
Base DIF-DF reporte 

instrumentación
Base LA (DIF.1) asignadas 

por el PHDF
BASE LA (DIF.1)

1 112 112  

2 113    

3 119 119  

4 120 120  

5 247 247  

6 420 420  

7 737 737  

8 913 913  

9 960 960  

10 963 963  

11 973 973  

12 974 974  

13 975 975  

14 987 987  

15 988 988  

16 989 989  

17 990    

18 1000    

19 1001 1001  

20 1003    

21 1204    

22 1227    

23 1228    

24 1238    

25 1408    

26 1414    

27 1437   1437

28 1524 1524 1439

29 1557 1557 1520

30 1564   1521

31 1569 1569 1525

32 1598 1598 1526

33 1600 1600 1528

34 1632 1632 1529

35 1661 1661 1530

36 1810 1810 1552

37 1896 1896 1616

38 1896 1896 1619

39 2046   1620

40 2047    

41 2062 2062  

42 2142 2142  

43 2143 2143 2149

44 2152 2152  

45 2153 2153  

46 2170 2170  

47 2172 2172  

48 2172 2172  

49 2182 2182 2185

50 2186 2186  

51 2209 2209 2195

52 2210 2210  

53 2213 2213  

54 2214 2214  

55 2215 2215  

56 2220 2220  

57 2230    

58 2230    

59 2230    

60 2230    

61 2233 2233  

62 2233 2233  

63 2233 2233  

64 2233 2233  

65 2251 2251  

66 2253 2253 2252

67 2298 2298  

Estas áreas grises parecen ser resultado de la forma en la que se asume 
el Programa. Existe una tendencia a ver las acciones del Programa como 
algo externo que se debe compatibilizar con lo que tradicionalmente ha 
realizado el ente implementador. Cuando dicha compatibilidad no es evi-
dente, las líneas de acción son relegadas como enunciados imposibles de 
concretar debido a que el orden institucional actual no lo permite. 

En otros casos, dado que la información del ente no es congruente con 
lo señalado por la línea, existe el riesgo de que las líneas no se instru-
menten debido a confusiones sobre su propósito. Esto puede generar un 
importante porcentaje de líneas de acción que tampoco se implementen 
puesto que existen confusiones sobre lo que implican. Por no aclarar los 
contenidos de ciertas líneas de acción o bien por no interpretarlas ade-
cuadamente es probable que varias líneas se releguen. 

Parcialidad de la información 

La aparente relación general entre cierta línea y determinada acción o 
programa no implica que en lo particular el ente haya respondido de 
manera efectiva a lo planteado desde el PDHDF. Esto significa que aun-
que el ente proporciona información vinculada a la acción, ésta es tan 
general que es imposible saber si lo realizado efectivamente atiende lo 
especificado por el PDHDF. 

Instrumentación, grado de avance y efecto en el derecho 

En algunos casos, aunque es posible concluir que el ente ha atendido 
de manera general lo que se establece en la línea de acción, se requiere 
una evaluación particular de cada caso para determinar con precisión 
si dicha instrumentación “cualitativamente” responde a los intereses del 
Programa. Esto se debe a que los verbos y adjetivos utilizados varían en 
los reportes y, por tanto, no es posible saber si es una cuestión de estilo 
o de fondo. 

Más importante, como se ha venido señalando, es valorar si lo realizado 
tiene efectos decisivos sobre los derechos humanos. Aunque el índice 
global ponderado es una aproximación a la relevancia que tiene cada 
línea, es necesaria hacer una valoración cualitativa al respecto para cada 
atributo y derecho. 

 
Líneas de Acción Implementadas por la Dirección Ejecutiva de Niños 
Talento

 
Líneas de Acción Implementadas por la Dirección Ejecutiva de Apoyo a 
Personas con Discapacidad

 
Líneas de Acción Implementadas por la Dirección Ejecutiva de Apoyo a 
la Niñez

 
Líneas de Acción Implementadas por la Dirección Ejecutiva de Asisten-
cia Alimentaria

 
Líneas de Acción Implementadas por la Dirección Ejecutiva de Asuntos 
Jurídicos

 
Líneas de Acción que han sido señaladas para el DIF-DF a través del 
Presupuesto de Egresos 2013

  Líneas de Acción descartadas por competencia jurídica

  Líneas de acción designadas al DIF-DF como corresponsable

Relación de líneas de acción en las dos bases de datos



SSPDFSecretaría de Seguridad 
Pública del Distrito Federal
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  4.	 Secretaría de Seguridad Pública 
del Distrito Federal (SSPDF)

La seguridad ciudadana es una de las dimensiones de la se-
guridad humana y, por lo tanto, del desarrollo humano. Ello 
obliga, en la Ciudad de México, a la interacción permanente 

entre instituciones y otros actores que permitan la realización de 
los DDHH para todas las personas.

Como se mencionó al principio de la sección anterior, referente al 
DIF-DF, el presente estudio se realizó en tres etapas: a) estructural o 
normativa; b) de procesos, relativo al esfuerzo institucional del ente 
implementador; y c) cualitativo, a partir de una serie de entrevistas 
a funcionarios de la SSPDF y expertos de la sociedad civil relacio-
nados con su actuar.

Es importante señalar que la información solicitada a la Secretaría 
se entregó a la consultoría con retraso.18 Debe considerarse que, en 
parte, el problema de la entrega de información se debe a que se 
solicitó recopilar información de las acciones realizadas por el equi-
po anterior de la SSPDF y no en cuanto a las acciones que ha reali-
zado el equipo actual. Lamentablemente, muchos de esos registros 
no se encuentran disponibles. Asimismo, el marco normativo es un 
elemento heredado que debe ser modificado tanto por la ALDF 
como por el ente implementador. La información que se presenta 
en esta sección puede considerarse como la línea base a partir de la 
que se podrá dar seguimiento y evaluar el actuar del actual grupo 
al frente de implementar el PDHDF en la SSPDF.

A continuación se presentan los resultados del análisis realizado 
por ámbito de investigación, a partir de los cuales se desarrollaron 
una serie de recomendaciones específicas para ser atendidas por el 
ente implementador.

4.1  Análisis estructural o del marco normativo

Como se establece en el capítulo metodológico, el análisis estructural 
constituye una verificación del marco normativo interno, aquel que 
rige la conducta institucional en cada uno de los entes implemen-
tadores.

Para el caso de la SSPDF se analizaron la Ley Orgánica de la Se-
cretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, el Reglamento 
Interior de la Secretaría, el Manual Administrativo, así como los pro-
cedimientos de actuación que proporcionó la dependencia, como 

18  Ello impidió que el estudio se realizara en el tiempo y forma estimados originalmente. 
Específicamente, para el estudio cualitativo fue imposible contar con la información para 
realizar las entrevistas a las y los usuarios de los programas de la dependencia, lo que 
dificultó esta parte del análisis. Por otro lado, algunas de las personas entrevistadas del 
funcionariado contaban con las preguntas y respuestas del cuestionario realizado, lo que 
podría ser un elemento a considerar en la interpretación de los resultados ya que restó 
espontaneidad al ejercicio. Por una parte, se puede considerar que se buscó que las y los 
servidores tuvieran un mejor conocimiento del enfoque y del Programa, lo que puede ser 
loable. Por otra parte, el punto era que las y los servidores contestaran con base en su 
conocimiento en ese momento para de esta forma tener una mejor idea del conocimiento 
real que poseen esas personas. Tal y como ocurrió el ejercicio, es difícil tener una mejor 
idea del conocimiento real de las y los funcionarios.

el Manual para el Uso de la Fuerza, de otorgamiento de incentivos a 
la eficiencia policial individual, así como a la eficiencia colectiva de las 
unidades policiales o por actuación meritoria.

La valoración del marco normativo del SSPDF comprende tres niveles 
de análisis. Un primer nivel corresponde a la arquitectura normativa 
de la Ciudad de México, la cual permitió identificar el soporte jurídico 
local para cada una de las variables de análisis en la herramienta. En 
términos generales, la Ciudad de México cuenta con recursos jurídicos 
suficientes para dotar a los entes implementadores de atribuciones 
específicas, relativas a cada uno de los principios y atributos señala-
dos como fundamentales en la herramienta metodológica planteada. 
Este ejercicio no forma parte de este estudio, pero fue indispensable 
para la verificación de la herramienta de análisis planteada.

Un segundo nivel, que más interesa a este análisis, surge de la verifi-
cación de la normatividad específica que regula el actuar institucional 
de la dependencia, como es la Ley Orgánica de Secretaría de Segu-
ridad Pública del Distrito Federal, el Reglamento Interior, así como el 
Manual Administrativo, a partir de los cuales se modela directamente 
la conducta deL funcionariado y agentes de la policía.

Un tercer nivel de análisis se realizó a los procedimientos de actuación 
y generación de estímulos a la misma, a la luz del marco de los DDHH.

Para el análisis se dio prioridad a los hallazgos que arrojan las normas 
internas de la dependencia ya que constituyen la guía del actuar coti-
diano de las y los funcionarios. Por tanto, dan luz acerca de las omisio-
nes y énfasis que definen a la SSPDF frente a la población usuaria de 
sus servicios y programas. A continuación se presentan los principales 
hallazgos que surgen de la verificación de la herramienta en torno a 
cada uno de los principios del EDH.

4.1.2  Universalidad

Como se puede apreciar en el Cuadro 24, para analizar el principio 
de universalidad se consideraron dos atributos básicos. Por un lado, 
está el reconocimiento del marco internacional de los DDHH en la 
norma interna, que se expresa mediante el reconocimiento de la titu-
laridad de derechos a todas las personas usuarias y la titularidad de 
obligaciones en la institución hasta las acciones de capacitación en la 
materia que reciben las y los funcionarios. Por otro lado, se contempla 
el atributo de territorialidad, que considera la necesidad de establecer 
áreas prioritarias de atención en función tanto de la geografía de la 
vulnerabilidad como de los recursos y capacidades del ente imple-
mentador.

En el caso de la SSPDF, existe un reconocimiento indirecto del marco 
de los DDHH a partir de las atribuciones del área responsable del 
tema, la cual se obliga a diseñar programas de capacitación para los 
distintos ámbitos de acción del funcionariado. Sin embargo, ni en la 
normatividad señalada ni en las reglas para el establecimiento del 
sistema de carrera policial se establece la obligación para las y los fun-
cionarios o para las y los oficiales de policía de contar con una certifi-
cación mínima en materia de DDHH ni un mecanismo de evaluación 
al que debieran someterse para verificar las capacidades adquiridas.
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La normatividad interna para las y los funcionarios, así como los pro-
gramas de capacitación policial, deben incorporar el reconocimiento 
de las personas como derechohabientes frente a la institución, enfa-
tizando el rol del funcionariado/policía como titular de obligaciones, 
lo que implica una relación distinta (de subordinación y respeto) 
ante la ciudadanía.

Es importante destacar que si bien la normatividad general interna 
no parece reconocer esta perspectiva, cuando se analizan protocolos 
específicos de actuación, como el de uso de la fuerza, se encuentra 
un avance en el reconocimiento explícito de los DDHH.

Sin embargo, más allá de los avances en la arquitectura jurídico-insti-
tucional de la SSPDF, la incorporación del EDH requiere un correlato 
en las capacidades de su funcionariado. Un elemento fundamental 
para la incorporación de personas al funcionariado del ente imple-
mentador es la acreditación de un programa de capacitación mínimo 
en DDHH que permita a los mandos medios y superiores contemplar 
esta perspectiva en el desarrollo de estrategias de intervención.

La movilidad permanente y falta de profesionalización, sexenal en 
el mejor de los casos, de las y los funcionarios obliga a mantener 
abierta la instrucción en materia de DDHH, igualdad de género y 
participación ciudadana, aspectos que deben estar claramente reco-
nocidos desde su normatividad. Estos conceptos son centrales para 
el desempeño del servicio y deben recuperarse explícitamente en 
todos los procesos de la dependencia.

4.1.3  Exigibilidad y justiciabilidad

Un elemento fundamental dentro de la perspectiva de DDHH, que 
es indisociable del reconocimiento de la titularidad de derechos una 
vez reconocido el derecho como tal y no como una concesión o 

buena voluntad del gobierno en turno, es la capacidad que tienen 
las personas para exigir el cumplimiento del mismo. En el caso de la 
SSPDF, se trata del derecho a la protección de la vida y patrimonio 
de las personas, y de las capacidades que tengan las personas para 
exigir su cumplimiento. Esto encuentra su desenlace en la incorpo-
ración de mecanismos específicos para la interposición de quejas y 
denuncias, la difusión de los mismos y la identificación transparen-
te del proceso y las potenciales consecuencias para llas y los funcio-
narios que no cumplan con los objetivos del programa o servicio.

El principio de exigibilidad y justiciabilidad, como se puede ver 
en el Cuadro 25, es analizado a partir de tres atributos: responsa-
bilidad, quejas y denuncias y reparación del daño. El primero de 
ellos (responsabilidad) consiste en la obligación de establecer un 
compromiso directo del ente implementador con las y los dere-
chohabientes para el cumplimiento de las obligaciones, situación 
que abona a la construcción de una relación igualitaria entre las 
personas y las instituciones. Un segundo atributo se refiere a la 
obligatoriedad de contar con mecanismos accesibles para interpo-
ner quejas y denuncias. Y un tercero, como su nombre lo indica, 
se relaciona con la posibilidad que tienen las personas usuarias en 
caso de que se vean afectadas por una acción institucional.

Como se mencionó anteriormente, aunque algunos protocolos de 
actuación no consideran el marco de derechos, ni la Ley Orgánica, 
ni el Reglamento Interior reconocen la titularidad de derechos y 
obligaciones de la SSPDF frente a la ciudadanía, lo cual en términos 
de exigibilidad podría dificultar el establecimiento de responsabi-
lidades, la presentación de quejas o, en su caso, la reparación del 
daño.

En el caso de la SSPDF, la normatividad relativa establece la obli-
gación de contar con mecanismos de quejas y denuncias así como 
de difundirlos; sin embargo, no se define la obligación de que la 
información sea accesible y comprensible para la mayoría de la 

Principio Atributos Variables Verificación

Universalidad

Reconocimiento del 
marco de DDHH

Se reconoce a la institución como obligada a prestar servicios frente a todas las 
personas que cumplan con los criterios de operación. ü

No establece espacios de discrecionalidad a los funcionarios para la identifica-
ción y atención a usuarios.

ü

Se reconoce a las personas como titulares de derechos (derechohabientes) frente 
a la institución. 

Establece la obligación de capacitar a las y los funcionarios en el marco de los 
DDHH. 

Territorialidad

Incorpora una perspectiva espacial, definiendo áreas prioritarias de atención en 
función de la vulnerabilidad. ü

Establece la progresividad territorial de la atención y programas, priorizando las 
zonas vulnerables. ü

Cuadro 24. Universalidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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población. Esta omisión podría desembocar en el desconocimiento 
de las posibilidades que tiene la población para levantar una queja, 
ampliando la discrecionalidad del funcionariado o policía frente a la 
inconformidad.

Del mismo modo, no se hacen explícitas las sanciones a que se ha-
rían acreedores las y los funcionarios que incumplan su mandato, y 
tampoco se establece cuál sería el efecto de las quejas o denuncias 
presentadas, tanto para la persona afectada como para la o el funcio-
nario o agente y, en su caso, qué proceso siguen las quejas levantadas 
al interior de la dependencia. 

En este sentido, un elemento a considerar es la falta de un señala-
miento que explícitamente apunte a la orientación y capacitación de 
la población usuaria en el conocimiento y utilización de los mecanis-
mos de queja o denuncia, así como las distintas instancias a las que 
puede acudir en caso necesario. Si bien es cierto que existen organi-
zaciones de la sociedad que estimulan y acompañan la denuncia, es 
importante que desde la norma se establezcan claramente los cana-
les y procesos que siguen, abriéndolos al escrutinio de la ciudadanía.

Recuperar en la norma interna el mandato de la legislación local en 
términos de responsabilidades de las y los servidores públicos, tanto 
para el conocimiento propio como para su constante difusión, brin-
daría una referencia directa que permitiría mayor acercamiento a los 
usuarios, elevando la calidad en el servicio y la confianza en la insti-
tución. 

Respecto al procedimiento que siguen las recomendaciones de los 
organismos institucionales de derechos humanos, aunque se cuenta 
con un área definida para atenderlas, se desconocen los pasos que se 
siguen al interior de la dependencia para su aceptación e instrumen-
tación al interior, lo que dificulta a la mayoría de la sociedad el cono-
cimiento acerca de las medidas policiales que se toman al respecto. 
Del mismo modo, aunque ha habido experiencias en la Ciudad de 

México relativas a la reparación del daño por actuaciones policiales, 
no aparece en la normatividad cuáles serían los recursos que tiene la 
población para poder exigir este derecho.

4.1.4  Integralidad

Este principio contempla la interdependencia de los derechos y, de 
manera específica, la relación que guardan entre sí para su realización 
efectiva. Para analizar la incorporación de este principio se considera-
ron tres atributos esenciales: 

a) La realización complementaria, es decir, la posibilidad real 
de imbricar programas y servicios para la atención a las per-
sonas; 

b) La interdependencia, señalando la obligación de contar 
con mecanismos interinstitucionales que permitan la coordi-
nación de políticas integrales; y

c) La intergubernamentalidad, que se refiere de manera es-
pecífica a la obligación de realizar convenios de colaboración 
entre entes implementadores que contribuyan a la realiza-
ción de los derechos (Cuadro 26). 

La seguridad ciudadana es un derecho que da razón de ser al Estado 
y sus instituciones. Por tanto, está plenamente imbricado con la reali-
zación del resto de los derechos humanos. La normatividad relativa al 
actuar institucional de la SSPDF reconoce claramente la importancia 
de la coordinación y articulación con distintas instituciones y ámbitos 
de gobierno, aunque no es específica en su vinculación con actores 
de la sociedad civil organizada.

Dado que los servicios de la SSPDF a la ciudadanía no se otorgan de mane-
ra focalizada, sino universalmente a toda la población, no existen limitacio-

Principio Atributos Variables Verificación

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Responsabilidad
Establece la obligación de formalizar un compromiso directo de la institución con la persona 
usuaria para el cumplimiento de las obligaciones. ü

Quejas y 
denuncias

Establece los mecanismos e instrumentos para interponer quejas y denuncias ü

Establece la obligación de difundir los mecanismos de quejas y denuncias ü

Establezca que los mecanismos e instrumentos para quejarse estén disponibles y asequibles  
para cualquier persona Ð

Establece  los criterios para la inclusión y exclusión en los programas/acciones ü

Establece sanciones para funcionarios que incumplan con lo establecido en la norma Ð

Establezca un procedimiento de investigación  en caso de violación de un derecho a un 
usuario ü

Reparación del daño

Define la responsabilidad/sanción  por acción u omisión que desemboque en la violación 
de un derecho Ð

Establece un mecanismo para atender las recomendaciones de la CDHDF Ð

Establezca un procedimiento para la reparación del daño Ð

Cuadro 25. Exigibilidad y justiciabilidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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nes en el acceso a sus servicios y desde la normatividad se estable-
ce la atención abierta, con la posibilidad de establecer estrategias 
distintas en función de la vulnerabilidad del territorio.

Sin embargo, aunque existe un esfuerzo normativo en términos de 
coordinación y articulación, no es explícita la importancia que tie-
nen las acciones de la SSPDF para la realización de otros derechos, 
ni una distinción expresa para cada grupo de población. Excep-
ciones a este caso son, por obvias razones, la vinculación con la 
Procuraduría de Justicia local y la Secretaría del Medio Ambiente, 
con las cuales desde la normatividad se establece una coordinación 
específica.

Un dato a  destacar es el reconocimiento de la importancia de la 
coordinación con otras dependencias de educación pública para 
la realización de programas, campañas y cursos, sobre todo en su 
vinculación con escuelas públicas en los niveles preescolar, prima-
ria y secundaria.

4.1.5  Igualdad y no discriminación

La igualdad y la no discriminación, como se ha señalado, constitu-
yen un principio rector del enfoque de derechos humanos, y con-
templa la obligación estatal de generar condiciones para el acceso 
equitativo en términos de disponibilidad, accesibilidad y calidad en 
los programas y servicios ofrecidos por el ente implementador.  

Para el análisis de la normatividad interna a la luz de este principio 
se consideraron cuatro atributos: 

a) Igualdad de oportunidades, es decir, la no discrimina-
ción en el acceso a los servicios y programas a cargo del 
ente implementador, la eliminación de espacios de discre-
cionalidad que puedan ser ejercidos por el funcionariado, 
así como la obligación de establecer mecanismos de acceso 
para quienes no los conocen;

b) Igualdad de género, que contempla el establecimiento 
de un rol igualitario entre hombres y mujeres, tanto en la 

letra de la normatividad como directamente en las accio-
nes desempeñadas por las y los funcionarios, para lo cual 
se requiere un proceso de capacitación y, en su caso, la 
realización de acciones afirmativas; 

c) La justicia distributiva, es decir, la obligación de aten-
der todo el territorio de manera igualitaria, priorizando 
a las Delegaciones más vulneradas en sus derechos; y, 
adicionalmente,

d) El reconocimiento a la diversidad de grupos de pobla-
ción, en igualdad de circunstancias independientemen-
te de sus opiniones políticas, raza, origen étnico, género 
o preferencia sexual, con lo cual se busca identificar la 
proclividad o no hacia la atención a ciertos grupos por 
encima de otros.

Respecto al atributo de igualdad de oportunidades, está claro 
desde la normatividad que las acciones de la SSPDF tienen reper-
cusión en toda la población, esto es, las personas que habitan y 
transitan por la ciudad. Sin embargo, existen desigualdades ads-
critas que debieran interpretarse desde la norma interna como 
oportunidades para mejorar la relación de la Secretaría con todos 
los grupos de población, desarrollando acciones afirmativas que 
apunten a la igualación en el trato. Es el caso de la inequidad 
de género, la cual no parece ser tomada en cuenta en la norma 
interna.

Las instituciones traducen sus estrategias a través de las personas 
que las componen y representan. Esto sucede en todas las de-
pendencias, pero especialmente en cuanto a la seguridad pública 
se refiere. Es importante que, desde la normatividad interna, se 
establezca la obligación de capacitación en términos de género, 
pues, como se verá más adelante, persisten conductas y atavis-
mos culturales que atraviesan a la institución.

Otro elemento que podría mejorar la normatividad interna es el 
señalamiento explícito de todos los motivos de discriminación 
que podrían llegar a darse, de manera que todas y todos los fun-
cionarios pudieran reconocerlos y tomar acciones para minimi-
zarlos.

Principio Atributos Variables Verificación

Integralidad

La realización complementaria

No establece límites a la incorporación a dos o más programas o servicios si 
se cumple con los criterios operativos ü

Establece la obligación al funcionario de ofrecer una “bolsa” de programas o 
servicios, en función de los criterios operativos Ð

Interdependencia
Establece mecanismos de diálogo interinstitucional para la integración de 
acciones ü

Intergubernamentalidad
Establece la obligación de realizar convenios específicos de colaboración para 
atención interinstitucional a las personas ü

Cuadro 26. Integralidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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4.1.6  Participación 

La participación ciudadana en los procesos institucionales constituye 
una palanca central del desarrollo democrático de la Ciudad. Desde 
una perspectiva de derechos humanos, como se muestra en el siguien-
te cuadro, la participación incluye los atributos de: 

a) Reconocimiento a la pluralidad, es decir, de aceptación de 
diversos puntos de vista; 

b) Inclusión, que invita directamente a ser parte de las deci-
siones públicas; 

c) De empoderamiento, a partir de la dotación de capacidades 
a las personas; 

d) De intersectorialidad, referente a la vinculación entre dis-
tintos sectores especializados para la oferta de programas y 
servicios; así como de, 

e) Transparencia, que además de difundir consiste en traducir 
la norma a la población receptora y, consecuentemente, de

f) Rendición de cuentas, que obliga a la justificación de las 
acciones realizadas.

El análisis de la normatividad en la materia contempló catorce va-
riables a verificar, encontrando que, si bien se establece en distintas 
partes el derecho de las personas a participar en distintos espacios 
socio-estatales, no existe mecanismo que obligue a las y los funcio-
narios a consultar y, en su caso, considerar las propuestas realizadas 
por las y los usuarios de las políticas del ente implementador.

La participación de la comunidad se contempla en la Ley y en el 
Reglamento Interior como un elemento central en la función de la 
SSPDF, señalando que debe ser “directa, permanente y periódica”, 
estableciendo entre los objetivos la vinculación de los agentes de 
la policía con la comunidad, la difusión de labores, elaboración de 
diagnósticos conjuntos, capacitación e, incluso, se establece la pe-
riodicidad para algunos de los encuentros. 

Sin embargo, sigue habiendo algunas lagunas en la norma cuando 
se refiere al acceso a la información y la transparencia, palabra que 
no aparece ni en la Ley Orgánica ni en el Reglamento Interior de la 
SSPDF. Esta clara omisión muestra un área susceptible de mejora en 
la Secretaría pues el desenlace se manifiesta en el desconocimiento 
de los derechos de las y los usuarios así como de del mismo funcio-
nariado o agentes.  

Un ejemplo es el recientemente publicado protocolo de actuación 
para el uso de la fuerza, cuyo contenido reconoce el marco de los 
derechos humanos, pero al no contar con una estrategia de difu-
sión o elaboración de materiales accesibles para su comprensión 
a la mayoría de la población, permanecen en el desconocimiento, 
lo cual impide su verificación en la intervención en terreno. Que 
la población tenga conocimiento de las disposiciones para el uso 
de la fuerza de la policía permitiría una mejor vigilancia y mayor 
reconocimiento de su actuación frente a cualquier movilización o 
acción policiaca en la Ciudad.

La rendición de cuentas es un concepto que tampoco aparece de 
manera clara en los documentos rectores del ente implementador. 
Aunque se señala la obligación de contar con un mecanismo de 
atención y seguimiento a las quejas y recomendaciones, no se hace 
énfasis en la importancia de justificar todas las acciones frente a la 
sociedad, lo que va erosionando la legitimidad del ente y limitando 
sus capacidades de acercamiento.

Principio Atributos Variables Verificación

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de 
oportunidades

Establece que la incorporación y perma-
nencia en un programa o servicio es in-
dependiente a criterios no establecidos. 

ü

Establece  los criterios para la inclusión 
y exclusión en los programas/acciones ü

Establece mecanismos para el acceso a 
los servicios/programas para quienes tra-
dicionalmente no lo conocen.

ü

Igualdad de 
género

Utiliza un lenguaje igualitario en el trato 
a hombres y mujeres Ð

Establece la obligación de capacitar a las 
y los funcionarios en igualdad de género Ð

Establece la atribución para desarrollar 
acciones afirmativas hacia las mujeres 
derechohabientes

Ð

Justicia distri-
butiva

Establece mecanismos que hagan ac-
cesibles los servicios/programas espe-
cíficamente a las regiones vulnerables 
(cobertura)

ü

Respeto a la 
diferencia o a 
la diversidad

Reconoce la diversidad de grupos de 
población independientemente de su 
condición económica, raza, origen étni-
co, género y de orientación sexual

Ð

Cuadro 27. Igualdad y no discriminación-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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4.1.7  Efectividad

La efectividad comprende distintos componentes, que traducen 
las estrategias y objetivos institucionales en acciones y metas 
objetivas, para lo cual se establece la realización de informes, re-
portes periódicos y progresivos del gasto, así como el monitoreo 
permanente de avances.

El análisis estructural revela que aunque no se reconoce la impor-
tancia de las evaluaciones externas, se establece la obligación de 
establecer metas, contar con un sistema de monitoreo y difundir 
su cumplimiento. Sin embargo, como en otras dependencias, la 
normatividad interna no establece la obligatoriedad de considerar 
los resultados de las evaluaciones para mejorar las políticas ni de 
justificarlos en caso de ser requerido, dejando cualquier modifica-
ción a discrecionalidad del funcionario.

Tampoco se hace mención, en los multicitados documentos nor-
mativos internos, a las consecuencias del subejercicio, situación 
que puede limitar las capacidades institucionales debido a la ne-
cesidad permanente de recursos técnicos y humanos para realizar 
su función.

4.8  Análisis de procesos o del esfuerzo institu-
cional

El análisis planteado para determinar el grado de institucionaliza-
ción del enfoque de derechos humanos en los entes implementa-
dores del Programa, como se ha venido señalando, comprende una 
segunda etapa, denominada análisis de procesos, la cual pretende 
verificar el esfuerzo institucional a partir de  la existencia o no de 
mecanismos institucionales necesarios para la promoción y la pro-
tección de los derechos humanos. 

Se trata de una evaluación de la capacidad de implementación de 
la SSPDF a partir de las atribuciones normativas a la luz del enfoque 
de derechos humanos. Para realizar este análisis, se partió de los 
seis principios rectores señalados anteriormente, cada uno de los 
cuales se compone de diferentes atributos y variables a evaluar, 
cuya calificación depende de una combinación lineal de los resul-
tados de los indicadores. 

La información utilizada para alimentar los indicadores fue solici-
tada y proporcionada por la SSPDF, lo cual dificultó su evaluación 
en función de si la información requerida no estaba disponible o 

Principio Atributos Variables Verificación

Participación

Diversidad y pluralidad
Reconoce la participación y puntos de vista de los actores involucrados en los servicios y progra-
mas del ente implementador

ü

Inclusión

Establece el derecho de las personas a participar en la toma de decisiones públicas ü

Establece la obligación de realizar consultas a las OSC, académicos o especialistas sobre el impac-
to y calidad de los programas y servicios

ü

Empoderamiento

Establece la obligación de capacitar a las personas usuarias en el reconocimiento y ejercicio de 
sus derechos

ü

Establece la obligación de realizar consultas sobre la satisfacción a la población usuaria Ð

Intersectorialidad Establece la inclusión de los distintos sectores involucrados en la realización del derecho ü

Transparencia

Establece a la población usuaria como objetivo de la transparencia y el acceso a la información ü

Establece un procedimiento para el acceso a la información ü

Establece la obligación de contar con mecanismos de difusión de las acciones/programas/polí-
ticas a la población

Ð

Establece la obligación de capacitar a las y los funcionarios en transparencia y acceso a la in-
formación

Ð

Establece que la información sea accesible  y comprensible Ð

Establece la obligación de realizar un registro documental de todas las reuniones públicas Ð

Rendición de cuentas

Establece la obligación de contar con un registro público de seguimiento a quejas, denuncias 
y consultas

ü

Establece la obligación de justificar las acciones dirigidas a las personas cuando quien resulte 
afectado lo solicite

ü

Cuadro 28. Participación-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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no fue entregada por la dependencia. Frente a esta posibilidad, se 
consultaron fuentes externas para obtener la información pública 
requerida. A continuación se presenta el análisis por principio.

4.2.9  Universalidad

El primero de los principios a valorar en el ente implementador 
corresponde a la universalidad de los derechos, el cual, para su aná-
lisis, se divide en dos atributos. Por un lado, el reconocimiento del 
marco normativo en el actuar cotidiano institucional, es decir, en 
funcionarios capacitados para una atención integral a las personas 
usuarias de los servicios y programas que tengan a su cargo. Por 
otro, la territorialidad, esto es, en una distribución de los recursos 
presupuestales en función de la vulnerabilidad.

La manera como se califica el esfuerzo, en términos de mejorar 
la calidad en la atención, depende de tres variables. La primera 
se refiere a la existencia de presupuesto y un programa de ca-
pacitación a las y los funcionarios sobre de derechos humanos. 
La segunda corresponde a la verificación del establecimiento de 
metas de atención y su cumplimiento, valorándolo en función 
de la población atendida. La tercera está relacionada con la dis-
tribución presupuestal que se realiza en función de la ubicación 
territorial de las necesidades para la prevención y contención de 
la violencia y el delito.

Al respecto, la información presentada por la dependencia, así 
como la que se recopiló de las diferentes fuentes públicas, brin-
da algunos detalles de la realización efectiva de un programa 
de capacitación. Se reconoce una partida para capacitación en 
el presupuesto 2013 de la institución y es posible identificar de 
qué tipo de capacitación se está hablando. Sin embargo, con la 
información entregada no es posible identificar los alcances de 
la capacitación, temas abordados, certificación o evaluación per-
manente.

Respecto al avance en cumplimiento de metas institucionales 
establecidas por la dependencia, de acuerdo con el informe de 
labores de 2012, refieren que han cumplido con ellas reduciendo 
el número de delitos y de personas consignadas.

En relación con el atributo de territorialidad, el cual tiene por 
objetivo evaluar la disposición de recursos por parte de la de-
pendencia, y si estos se dirigen a los espacios más necesitados, 
se puede señalar que la SSPDF sólo publica de manera territorial 
(gastos por Delegación o unidad administrativa) la erogación de 
unidades que, de acuerdo con las cifras presentadas en el último 
informe, estos recursos son destinados, en más del 60%, a las 
unidades territoriales que más lo requieren en función del grado 
de vulnerabilidad de las personas (ver cuadro 30).

En estos aspectos, la dependencia cumple a cabalidad.

Principio Atributos Variables Verificación

Efectividad

Cumplimiento de 
objetivos

Establece la obligación de realizar evaluaciones externas de los servicios/acciones. Ð

Establece la obligación de incorporar los resultados de las evaluaciones externas Ð

Establece la obligación de fijar metas y evaluar los resultados periódicamente. ü

Establece la obligación de difundir el grado de avance de las metas ü

Establece la obligación de justificar el cumplimiento o no de las metas¡ ü

Sustentabilidad Establece criterios para la continuidad de los programas/servicios en función de los objetivos ü

Realización progresiva

Establece la obligación de no reducir los recursos destinados a la realización del derecho a 
menos que se demuestre disminución en la demanda

ü

Establece la obligación de aumentar progresivamente los recursos destinados a la mejora de 
los servicios/acciones.

ü

Máximo uso de recursos 
disponibles

Establece un candado al subejercicio del gasto en los programas y servicios. ü

Indicadores y puntos de 
referencia

Establece la existencia de mecanismos de monitoreo y evaluación interna. ü

Cuadro 29. Efectividad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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4.2.10  Exigibilidad y justiciabilidad

El principio de exigibilidad y justiciabilidad hace referencia a la exis-
tencia y operatividad de mecanismos y resortes institucionales que 
permitan a las personas usuarias presentar quejas y denuncias ante 
violaciones a sus derechos. En este caso, la evaluación se divide en 
tres atributos: 

1) La responsabilidad objetiva de la entidad frente a las per-
sonas usuarias;

2) La existencia de mecanismos efectivos para presentar 
quejas y denuncias; y 

3) La posibilidad real de exigir la reparación del daño en 
caso de que se vea afectada la persona. 

Estos atributos, a su vez, se desglosan en siete variables que miden 
el esfuerzo institucional en este principio.

La responsabilidad es el primer atributo a verificar, la cual se compo-
ne de dos variables: 

a) La existencia de un sistema de atención abierta; y 

b) El porcentaje de solicitudes de información que fueron 
recibidas sobre el total de solicitudes de información que 
fueron atendidas. 

En el caso de la SSPDF, la existencia de un mecanismo de quejas y 
denuncias que permita a las y los usuarios una exigencia mínima 
de cuentas se pudo verificar, pero no fue posible hacerlo respecto 
a la existencia de personal destinado a atenderlas de manera sis-
temática en el organigrama, más allá del personal destinado a las 
áreas de derechos humanos. Por otro lado, se entregó por parte de 
la dependencia la información relativa a las solicitudes de informa-
ción recibidas y atendidas.

El tercer atributo de este principio es referente a la reparación del 
daño en caso de que por alguna intervención u omisión se hubie-
se afectado directamente a una persona o grupo específico. Esta 
dimensión, compuesta por tres indicadores, tiene por objetivo eva-
luar la existencia de esfuerzos institucionales con miras a la aten-
ción específica en caso de una afectación directa de la institución 
contra cualquier persona. En este caso, aunque se identifican situa-
ciones extraordinarias en las que se ha procedido a la reparación 
tanto material como en términos de atención a víctimas, no contó 
con elementos que probaran la existencia de un procedimiento re-
gular en la materia.

Principios Atributos Variable Verificación

Universalidad

Reconocimiento del marco 
normativo de DDHH

Presupuesto para la capacitación de las y los funcionarios en el marco 
de derechos humanos

ü

Existe un programa de capacitación a los funcionarios en el enfoque 
de derechos humanos

ü

Porcentaje  de personas atendidas con relación a las metas institucionales ü

Territorialidad
Porcentaje del presupuesto ejercido por persona en las Delegaciones 
más atrasadas en términos de desarrollo y pobreza

ü

Cuadro 30. Universalidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 

Principios Atributos Variable Verificación

Exigibilidad 
justiciabilidad

Responsabilidad

Existe un sistema de atención a la 
ciudadanía abierta ü

Porcentaje de solicitudes recibidas/
atendidas  ü

Quejas y 
denuncias

Existen mecanismos para atender 
denuncias por el ente implementa-
dor (ventanilla, teléfono, Internet)

ü

Existe personal responsable de la 
realización del procedimiento 

Reparación del 
daño

Existe presupuesto para la realiza-
ción del procedimiento 

Porcentaje de recomendaciones 
aceptadas del total de recomenda-
ciones emitidas por CDHDF



Porcentaje de las y los funcionarios 
sancionados del total de funciona-
rios denunciados



Cuadro 31. Exigibilidad y justiciabilidad-procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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4.2.11  Integralidad

El principio de integralidad apunta a la necesidad de reconocer 
la interdependencia entre instituciones y los acuerdos requeridos 
para que la seguridad ciudadana contribuya a la realización del 
resto de los derechos humanos, lo cual deriva en la existencia o 
no de convenios de colaboración específica, en la posibilidad de 
vincular los servicios y programas entre sí, así como en los procesos 
de coordinación entre dependencias, ámbitos de gobierno, o con 
especialistas, académicos u organizaciones de la sociedad civil para 
el mejoramiento del actuar institucional. 

Los atributos de este principio son consistentes con esta defini-
ción y pretenden verificar tres variables. La primera es la realización 
complementaria, derivada de la incorporación de las personas a 
dos o más servicios o programas, así como de la existencia de es-
pacios de coordinación institucional, lo cual se pudo demostrar a 
partir de la lista de reuniones realizadas en el último año, entregada 
por la institución. La segunda es la interdependencia, la cual se veri-
fica mediante existencia de presupuesto y personal ex profeso para 
llevar a cabo esta coordinación, lo cual no pudo ser corroborado. 

El último aspecto a verificar es la intergubernamentalidad. Este atri-
buto se midió a partir de la existencia de convenios de colabora-
ción con otras dependencias y la realización de reuniones con esas 
dependencias. Por ello se solicitaron convenios, minutas, bitáco-
ras e informes en donde se muestre la existencia y periodicidad 
de las mismas, situación que fue imposible verificar con la infor-
mación proporcionada, aunque están documentadas algunas de 
las reuniones pero sin especificar cuáles fueron las instituciones 
participantes, ni se cuenta con un archivo de seguimiento de las 
mismas.

Para mejorar este proceso es conveniente desarrollar y for-
malizar un sistema de seguimiento a las reuniones, y destinar 
presupuesto a personal que se encargue de organizar y llevar el 
seguimiento de los acuerdos y participantes que permita verificar 
avances y alcanzar los objetivos planteados.

4.2.12  Igualdad y la no discriminación

La igualdad y la no discriminación son principios transversales 
que están involucrados en todos los instrumentos internaciona-
les de derechos humanos, comenzando por los artículos 1, 2 y 
7 de la Declaración Universal sobre Derechos Humanos. La tra-
ducción de la narrativa de las normas sobre el derecho a un con-
junto de atributos, mutuamente excluyentes y exhaustivos, así 
como su desenlace en indicadores, reviste ciertas dificultades. La 
discriminación o la no discriminación muchas veces pueden no 
ser directamente observables, y tal vez tampoco puedan aislarse 
fácilmente de la realización de otros derechos.  

En la herramienta desarrollada para su valoración, el cumplimien-
to de este principio se aborda desde cuatro atributos, a saber: 
la igualdad de género, la igualdad de oportunidades, la justicia 
distributiva y el respeto a las diferencias o a la diversidad. 

A estos atributos les corresponden siete variables a verificar que in-
tentan capturar el esfuerzo institucional que realiza la dependen-
cia en esta dimensión. Dentro del primer atributo encontramos 
dos características a evaluar: una corresponde a la existencia de 
mecanismos o acciones orientadas a brindar un trato igualitario en 
la atención; otra se presenta a través del porcentaje de quejas por 
discriminación; la última se interpreta a partir del porcentaje de 
usuarios de los servicios y programas del ente implementador que 
se dividen de acuerdo con su sexo. Para el caso de la SSPDF esta 
última variable no se puede aplicar pues la Secretaría no cuenta 
con programas sociales como tal, aunque atiende a un segmento 
de la población con algunas acciones. 

Principios Atributos Variable Verificador

Integralidad

Realización 
complementaria

Existen espacios o organismos de coor-
dinación interinstitucional ü

Interdependencia
Existe presupuesto y personal en or-
ganismos de coordinación interinsti-
tucional 

ü

Intergubernamen-
talidad

Existen convenios de colaboración in-
terinstitucional 

Existen reuniones de coordinación con 
otros entes implementadores ü

Cuadro 32. Integralidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 

Principio Atributo Variable Verificable

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de 
oportunidades

Existen mecanismos o acciones orien-
tadas a brindar un trato igualitario en 
la atención

ü

Porcentaje de quejas por discrimina-
ción según sexo



Igualdad de 
género

Existen campañas de sensibilización 
de derechos de igualdad y no discri-
minación



Porcentaje de funcionarios e Ingreso 
según sexo 

Justicia 
distributiva

Existencia de  funcionarios capacitados 
en materia de igualdad y no discrimi-
nación

ü

Existe presupuesto destinado a políti-
cas internas para eliminar la discrimi-
nación

ü

Respeto a la 
diferencia o a la 

diversidad

Existen mecanismos o acciones de 
monitoreo que  permitan reorientar el 
presupuesto en materia de igualdad y 
no discriminación.

ü

Cuadro 33. Igualdad y no discriminación-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 



82   Programa  de  De rechos  Humanos  de l  D i s t r i to  Fede ra l

Principios Atributos Variable Verificable

Participación

Diversidad y pluralidad Existen espacios de diálogo con miembros de grupos vulnerables ü

Inclusión

Existen espacios de diálogo y seguimiento de los resultados de las políticas públicas con miembros de la sociedad 
civil

ü

Existen un procedimiento válido de incorporación de propuestas ciudadanas ü

Empoderamiento
Cursos de capacitación que contribuyen al empoderamiento de las personas (capacitación técnica y legal para la 
difusión de los derechos)

ü

Intersectorialidad Existen espacios de diálogo con miembros de distintos grupos involucrados ü

Transparencia

Porcentaje de solicitudes de información aceptadas y entregadas ü

Existe presupuesto para difusión de la información relevante a las y  los usuarios ü

Existe información publicada de los programas/acciones que realiza la dependencia ü

La información es accesible y comprensible paralas y los usuarios ü

Existe un registro público de las reuniones públicas de los funcionarios ü

Rendición de cuentas

Existe un sistema de seguimiento a las solicitudes y demandas sociales en el portal de la entidad implementadora ü
Se realiza y publican informes de labores  e información derivada de sus programas, presupuesto, apoyos entregados 
y padrón de beneficiarios en su portal de internet

ü

Cuadro 34. Participación-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 

En materia de igualdad de género se verificó a través de dos aspectos. 
Por un lado, la existencia de acciones afirmativas orientadas a reducir las 
brechas en la atención. Por otro lado, la relación que existe entre sexo y 
nivel salarial que perciben al funcionariado de la dependencia y la exis-
tencia de campañas de sensibilización sobre derechos a la  igualdad y no 
discriminación. No fue posible verificar estas variables con la información 
proporcionada. 

Asimismo, la justicia distributiva se aborda desde la perspectiva de dos 
indicadores o variables, las cuales intentan verificar: 

a) La existencia de funcionarios capacitados en materia de dere-
chos humanos e igualad y no discriminación; y

b) La existencia de presupuesto destinado a políticas internas 
para eliminar la discriminación. Como se mencionó anterior-
mente, se cuenta con constancia de la realización de cursos de 
capacitación en materias relacionadas con los derechos huma-
nos. Por otro lado, también fue entregado por la dependencia 
el calendario de cursos como parte de las acciones realizadas 
para eliminar la discriminación, pero no se cuenta con datos del 
personal y presupuesto para ejecutarlas.  

El último indicador para verificar refiere a la existencia de mecanismos 
para reorientar y monitorear el presupuesto hacia acciones vinculadas al 
fomento de la igualdad, el cual también se pudo analizar a partir de los 
informes del presupuesto presentados por el ente implementador que 
son publicados en la Secretaría de Finanzas. A continuación se resumen 
en el cuadro las variables que fue posible verificar.

4.2.13  Participación

El principio de participación se compone de seis atributos que van desde 
la diversidad y la pluralidad, la inclusión, el empoderamiento, la intersec-
torialidad, la transparencia hasta la rendición de cuentas. La verificación 
de este principio depende de doce variables a verificar.

El primero de los atributos a evaluar son la diversidad y la plurali-
dad, los cuales examinan la realización efectiva de reuniones de 
vinculación con personas de la comunidad a la cual prestan sus 
servicios los agentes designados, a partir de la existencia de un 
calendario de reuniones sistematizadas, un registro de asistentes 
y seguimiento de acuerdos. Aquí se comprobó que en la depen-
dencia existen espacios de diálogo debido a que en su presu-
puesto por líneas de acción existe un rubro en el cual se destina 
presupuesto para este fin.

Como es conocido, el atributo de inclusión depende de la exis-
tencia de espacios de diálogo, así como de la existencia de un 
procedimiento para incorporar las propuestas ciudadanas. Se 
pretendió verificar estas características a partir de la existencia 
de un instrumento o mecanismo público para el seguimiento a 
las propuestas ciudadanas, así como de la presencia de personal 
encargado de generar los mecanismos para que se presentaran 
este tipo de reuniones. Sin embargo, no se pudo verificar este 
punto. En cambio, se comprobó que existe un procedimiento 
para la inclusión de las propuestas ciudadanas a partir de la pá-
gina de Internet.

En relación con el atributo de empoderamiento, consistente en la 
dotación de capacidades en las personas para el reconocimiento 
y exigencia de sus derechos y que se verifica con la existencia 
de talleres y cursos de capacitación sobre derechos humanos, en 
donde se muestren los mecanismos de participación, las instan-
cias para la queja, etc., fue posible verificarse a partir del análisis 
de las partidas del presupuesto 2013, proporcionado por la de-
pendencia.

El siguiente grupo de indicadores que componen este principio 
de participación abordan la intersectorialidad, la cual se deter-
mina mediante la comprobación de la existencia de espacios de 
diálogo con miembros de los distintos grupos involucrados. Este 
atributo se pudo verificar pues existe un registro de actividades y 
presupuesto programado para este fin.



83

S E C R E TA R Í A  D E  S E G U R I D A D  P Ú B L I C A  D E L  D I S T R I TO  F E D E R A L

En el caso de la transparencia, como atributo indispensable para 
la participación efectiva, la herramienta comprende cinco varia-
bles, de las cuales sólo dos pudieron ser verificadas. La institución 
cumple con la difusión de información a los usuarios por medio de 
su portal de Internet y por medio de carteles.

El último atributo es la rendición de cuentas, que se caracteriza 
por la existencia de un mecanismo de seguimiento de las de-
mandas de la sociedad, así como por la presencia de información 
pública de los resultados. La información proporcionada muestra 
que efectivamente se da seguimiento a las solicitudes y acuer-
dos con la sociedad, aunque no es transparente el monitoreo del 
avance ni los resultados.

Hay dos elementos clave que deben revisarse para medir la rendición 
de cuentas: 

1. La capacidad de la ciudadanía y las organizaciones de la so-
ciedad civil para monitorear a los proveedores de servicios pú-
blicos; y

2. Un sistema efectivo de comunicación entre la dependencia y 
la ciudadanía. A pesar de la relativa fortaleza que se observa en 
las reglas de operación de la dependencia para acercarse a la 
ciudadanía, existe una desvinculación entre ambas.

La calificación obtenida por la dependencia en este principio es de ocho 
sobre diez. En el siguiente cuadro se resumen los resultados.

4.2.14  Efectividad

El último principio a verificar se divide en cinco atributos, los cuales, a su 
vez, son evaluados a partir de la respuesta a seis variables. El primero de 
ellos aborda el cumplimiento de los objetivos que se valora a través de 
dos indicadores: a) la existencia de evaluaciones externas de los servicios 
y de los programas de la dependencia, y b) la existencia de la publicación 
de informes trimestrales de los avances de los programas y servicios. En 
este caso, no se puede aplicar la primera variable por la naturaleza de 
la dependencia, por lo que sólo se intentó verificar la segunda, aunque 
no se entregaron ni se encontraron informes periódicos más allá que el 
informe anual de actividades. 

El siguiente atributo es la sustentabilidad y es evaluado por la existen-
cia de un subejercicio del presupuesto por parte de la dependencia, el 
cual pudiera afectar el funcionamiento de los servicios prestados por la 
misma. Este indicador fue verificado con la información presupuestaria 
de los últimos dos años, en los cuales se demostró haberse ejercido el 
presupuesto en tiempo y forma.

La realización progresiva se calificó con la existencia de reportes o infor-
mes de la evolución de los gastos y programas/acciones. Sin embargo, 
esta dimensión tampoco pudo ser verificada con la información propor-
cionada.

Los dos últimos atributos pertenecientes a este principio son el máximo 
uso de recursos disponibles y la instrumentación de indicadores y puntos 

de referencia. En el primero, su evaluación corre a cargo de la existencia 
de acciones, metas y programas de cumplimiento. El segundo, con la 
existencia de indicadores de monitoreo y seguimiento de los pro-
gramas, los cuales no se pudieron verificar.

4.15  Análisis cualitativo/entrevistas

Para llevar a cabo el análisis cualitativo de la SSPDF se realizaron entrevis-
tas a funcionarios de las diferentes áreas relacionadas con la vinculación 
con la población usuaria, en distintos niveles de responsabilidad y cuyas 
actividades estaban relacionadas con la instrumentación de las líneas de 
acción del PDHDF. Se realizó una muestra aleatoria  que se conformó por 
quince funcionarios a los cuales se pudo entrevistar. 

Las entrevistas tuvieron el objetivo de explorar la percepción y el conoci-
miento que tienenlas y los entrevistados respecto de la institucionali-
zación del enfoque de derechos humanos en el ente implementador 
en que laboran o con el que interactúan a partir de su entendimiento del 
marco normativo, conocimiento del esfuerzo institucional y calidad en los  
servicios o programas de que son usuarios. 

Asimismo, se indagó acerca de la percepción y conocimiento que tie-
nen las personas entrevistadas sobre el PDHDF, sus líneas de acción y 
los principales obstáculos y avances en su cumplimiento. Es importante 
señalar que, considerando la representatividad de la muestra, no es posi-
ble generalizar acerca de las respuestas, sino tener cierta luz que permita 
distinguir la orientación institucional actual respecto de los temas men-
cionados. 

Es importante señalar el posible sesgo que se mencionó en la introduc-
ción a esta sección y que podría interferir en el estudio debido a que al-
gunos funcionarios y funcionarias entrevistados ya conocían los reactivos 
del instrumento. La Dirección de Derechos Humanos de la SSPDF se los 
envió con anterioridad, por lo que existe la posibilidad de que pudieran 

Principios Atributos Variable Verificación

Efectividad

Cumplimiento de 
objetivos

Existen y se publicación de re-
portes trimestrales de avances 
de los programas/acciones/
servicios



Sustentabilidad
Existe no de subejercicio en 
la realización de las acciones/
servicios

ü

Realización 
progresiva

Existen informes de la evolución 
del gasto de la dependencia 
en los servicios/acciones/pro-
gramas



Máximo uso de
 recursos

 disponibles

Existen planes de acción, metas 
programáticas y cumplimiento 
anual

ü

Indicadores y pun-
tos de referencia.

Existen indicadores de segui-
miento y monitoreo de las ac-
ciones/programas

ü

Cuadro 35. Efectividad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 
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haber respondido dichos reactivos antes de las entrevistas. Esta situa-
ción afecta metodológicamente el análisis pues se pierde la espon-
taneidad requerida para la validez de las percepciones recabadas. 
En caso que en efecto haya ocurrido lo que se cree reduce la capa-
cidad de comparar estos resultados con los obtenidos con el DIF-DF 
y la Secretaría del Medio Ambiente. A pesar de esta situación, debe 
reconocerse que el ejercicio aporta información relevante de la cual 
surgen recomendaciones a partir de los hallazgos encontrados en 
el proceso.

Otra situación a destacar es que todas las personas entrevistadas 
fueron acompañadas por funcionarios de la Dirección General de 
Derechos Humanos de la SSPDF. Se entiende este acompañamiento 
como una manera de involucrarse para conocer los resultados de 
primera mano y, con base en ellos, delinear estrategias de acción. 
Esto puede afectar los resultados ya que, de nueva cuenta, se pier-
de la espontaneidad en las respuestas ofrecidas por parte de las y 
los servidores.

Las primeras dos partes de la entrevista se realizaron mediante la 
respuesta a un cuestionario cerrado, lo cual permitió verificar tiem-
pos y reacciones frente a las preguntas. La mayoría se contestaron 
rápidamente, lo que muestra que sus respuestas son, en lo gene-
ral, sus percepciones inmediatas. La segunda parte constó de cinco 
preguntas abiertas que buscaron indagar acerca del conocimiento 
específico de las líneas de acción y los obstáculos que se han detec-
tado para su instrumentación. 

Como parte de la exploración de las variables con expertos de la 
sociedad civil relacionadas con la SSPDF, se entrevistó a la dirección 
de Cauce Ciudadano, A.C., de donde se obtuvieron algunas percep-
ciones sobre cada uno de los principios y atributos señalados, las 
cuales se incluyen en el análisis y recomendaciones. A continuación 
se presenta un análisis de las respuestas de las y los funcionarios 
entrevistados. 

4.3.1  Conocimiento del enfoque de derechos hu-
manos

La mayoría de los funcionarios de la SSPDF mostraron un cono-
cimiento preciso sobre el significado de los derechos humanos 
(73%); el resto (27%) eligieron la opción más general, evidenciando 
que tienen una visión vaga y poco clara del significado de los de-
rechos humanos.

Asimismo, apenas un 20% respondió específicamente que contri-
buyen a garantizar los derechos civiles; dentro de ese porcentaje, 
el 75% dijo que también garantizan los derechos sociales y sólo un 
25% respondió que garantizaban también derechos políticos. Esto 
indica que no todos tienen una idea clara de cuáles son los objeti-
vos institucionales desde una perspectiva de derechos.

La mayoría (67%) tiene conocimiento del significado  del Enfoque 
de derechos humanos en las políticas públicas, lo cual compren-
de un enfoque sistémico desde el diseño de las mismas, aunque 
un 17% considera que el enfoque tiene que ver únicamente con 
el apoyo a las personas más vulnerables. Este resultado encuen-

tra una explicación en la manera como se omite la mención a los 
derechos humanos en el quehacer público de la dependencia, ha-
ciendo que relacionen el ejercicio de los derechos humanos con 
la población con mayor grado de vulnerabilidad. El 17% considera 
que el enfoque de derechos humanos tiene que ver solamente con 
capacitaciones alas y los funcionarios en temas de discriminación 
e igualdad de género. Este resultado, junto con el anterior, refleja 
que no tienen una visión clara sobre el significado de los derechos 
humanos en general y podría sugerir que sólo han sido capacitados 
en esos temas. 

4.3.2  Universalidad

Respecto al principio de universalidad, se indagó acerca de la 
existencia de distinciones en la atención por grupo de pobla-
ción. El 100% de las y los funcionarios entrevistados reconoce que 
todas las personas son titulares de derechos. Cuando se les pre-
guntó cuál es el grupo de la población mejor atendido, un 80% 
respondió que todas las personas; los demás respondieron que 
las mujeres. Al preguntar sobre qué grupo recibe menor atención 
por parte de la dependencia, 27% respondió que los niños y las 
niñas; 20% dijo que personas con discapacidad y otro 20% que las 
personas indígenas, resaltando, además, que en muchos casos no 
existen traductores y no se pueden comunicar.

4.3.3  Justiciabilidad y exigibilidad

Al preguntar a las y los funcionarios si conocían el procedimien-
to para presentar una queja o denuncia contra la SSPDF, todos 
respondieron que sí pero no mostraron mucha claridad en torno 
a los mecanismos para presentarla. Sólo cuatro personas men-
cionaron a la Contraloría Interna; 42% respondió que había que 
acudir a la CDHDF, y si era necesario, a la Comisión Nacional, lo 
que habla de un desconocimiento de los resortes institucionales 
internos.

Del total de las personas entrevistadas, 67% dijeron haber cono-
cido una queja o denuncia presentada a la SSPDF. Cuando se les 
pidió que mencionaran algún ejemplo, se habló de casos de mal-
trato, agresión verbal, abuso sexual y casos de turistas que se han 
sentido vulnerables u ofendidos por los cuerpos policíacos de la 
Ciudad. Son casos graves que terminaron en recomendaciones 
de la CDHDF o en “conciliaciones”, lo cual indica un bajo grado 
de justiciabilidad. 

En su experiencia, ¿Ha conociedo alguna queja o denuncia 
presentada por un usuario/derechohabiente a su ente 

implementador?

SI
NO

67%

SI (10) NO (5)

33%
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Por otro lado, todas las personas entrevistadas dijeron conocer las 
sanciones que podrían recibir por una queja ciudadana, mencio-
nando recomendaciones, correctivos disciplinarios y sanciones ad-
ministrativas y penales. También se mencionó baja del servicio o in-
habilitación. Trece de las quince personas entrevistadas mencionó 
saber cómo defenderse de una denuncia ciudadana. Cuando se les 
preguntó sobre este procedimiento, dos dijeron que tendrían que 
asesorarse; las demás mostraron tener conocimiento mencionando 
diferentes mecanismos, como “presentar mi versión de los hechos 
por medio de las instancias correspondientes como inspección po-
licial, Contraloría o CDHDF”; “interponer un recurso de ratificación 
ante el consejo de Honor y Justicia”, o “mostrar pruebas de des-
cargo con partes informativas apegándose al Código Penal”. Esta 
situación refleja la existencia de un número significativo de quejas 
o también que se informe sobre los procedimientos en cuestión en 
las capacitaciones al funcionariado. 

4.3.4  Integralidad

El principio de integralidad considera la realización complementa-
ria de los derechos que, en el caso de la SSEDF, refiere a la vincula-
ción imbricada del derecho a la seguridad, la educación, o la libre 
expresión, los cuales, para su efectiva realización, son interdepen-
dientes. Esta relación obliga a una coordinación interinstitucional e 
intergubernamental continua, necesaria para el cumplimiento de 
los objetivos institucionales. 

El 87% de las y los funcionarios respondió que para realizar sus la-
bores se coordina con otras dependencias, mencionando al menos 
cuatro diferentes. Las y los funcionarios entrevistados consideraron 
que esas reuniones permiten resolver problemas de manera con-
junta, opinando que deberían realizarse de forma permanente o 
continuar como están. 

Un 67% indicó que desde la Secretaría se invita a las y los usuarios 
a que formen parte de programas de otras dependencias del GDF, 
mencionando que se canaliza a las personas a otras dependencias 
para que sean atendidas, pero no porque detecten vulnerabilidades. 
Las y los funcionarios restantes no conocen esa información. 

4.3.5  Igualdad y no discriminación

Mediante las preguntas relacionadas con el principio de igualdad y no 
discriminación se busca explorar acerca de las condiciones de acceso 

y salida de la población derechohabiente a los servicios y programas 
a cargo del ente implementador, la manera como se percibe la distri-
bución de los recursos y si existen acciones institucionales específicas 
para revertir las desigualdades persistentes.

Al respecto, el 87% de los entrevistados respondió que existen condi-
ciones de acceso igualitarias entre hombres y mujeres a los servicios 
y programas de la SSPDF y se cuenta con mecanismos de verificación. 
Dos personas señalaron que, aunque las condiciones son igualitarias, 
no se han consolidado. Todas las personas entrevistadas reconocen la 
existencia de acciones afirmativas en la institución y algunas mencio-
nan ejemplos que responden a este tipo de políticas. Sin embargo, 
parte del personal mencionó la igualdad de trato como una acción 
afirmativa, lo cual muestra que o no se entiende el significado de una 
acción afirmativa o que las capacitaciones que se han impartido en 
cuestiones de género dentro de la dependencia no han sido exitosas. 

Por otro lado, dos terceras partes de los funcionarios entrevistados 
(67%) consideran que el presupuesto es abierto y universal, argu-
mentando que los servicios de seguridad son para toda la pobla-
ción. 

4.3.6  Participación

Para indagar sobre los espacios y mecanismos de participación y con-
sulta se aplicaron ocho preguntas, relativas a los grupos y frecuencia 
con que se llevan a cabo encuentros y la capacidad de incidencia en 
las decisiones de la institución. 

A la pregunta de qué grupo de personas se deberían tomar en cuen-
ta o consultar para la realización de sus labores, la gran mayoría del 
funcionariado (61%) respondió que todos los mencionados (ciuda-
danía abierta e interesada, académicos y especialistas, usuarios y de-
rechohabientes). De los cuatro restantes, todos mencionaron que la 
ciudadanía abierta e interesada, y tres a OCS como consultores para 
la realización de sus labores. Esto demuestra cierta apertura a la vin-
culación con actores externos para que opinen sobre sus labores y 
desempeño. Aunado a esto, 73% contestó haber formado parte de 
un espacio de diálogo en los últimos seis meses.

Las y los funcionarios que respondieron haber participado en es-
pacios de diálogo con académicos, especialistas u OSC, así como con 
la ciudadanía abierta, señalaron tener diez reuniones, aproximadamente, 

En su opinión ¿el presupuesto del ente implementador está 
orientado en función de las necesidades de la población?

No, la atención (10)

Todos los recursos (2)

Es universal (3)

No, la atención es abierta y universal   67%
Es universal, pero se focalizan programas a población vulnerable  20%
Todos los recursos se utilizan para atender a las personas vulnerables  13%

En su opinión, las reuniones de coordinación institucional deberían:

Realizarse (10)

Suprimirse (0)

Continuar (3)

Realizarse de manera permanente    77%
Suprimirse y hacerce e�ciente la discusión colectiva   0%
Continuar de la misma manera    23%
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todos los días (por ser un área de atención al público) aunque la aten-
ción a un derechohabiente no se puede considerar igual a un espacio 
de diálogo.

El 100% de las y los entrevistados considera que las personas, organi-
zadas o no, cuentan con mecanismos institucionales para opinar sobre 
las acciones, programas y servicios del ente implementador; la mayoría 
menciona como principal mecanismo el portal de internet, redes sociales 
o el Centro de Atención del Secretario de Seguridad Pública del DF (CAS).

Todas las personas entrevistadas de la muestra de entes implementado-
res opinaron que los derechohabientes y usuarios de las acciones de la 
SSPDF cuentan con acceso a información sobre sus derechos y marcaron 
múltiples medios donde se difunde la información, siendo los más comu-
nes los portales de internet.

4.3.7  Efectividad

Las preguntas de efectividad refieren a la manera en la que se eva-
lúa y la percepción que se tiene de la eficiencia de la dependencia. 

Cuando se preguntó a las y los funcionarios sobre la evaluación 
interna de las acciones de la dependencia, sólo el 37% de los en-
trevistados dijo saber que es Contraloría Interna quien realiza las 
evaluaciones.

Cuando se les preguntó si conocían los mecanismos internos de 
evaluación, sólo una persona dijo que no, y, en general, tienen un 
muy buen concepto de éstos y los consideran necesarios para la 
realización y avance de sus actividades. 

Cuando se toca el tema del presupuesto, generalmente defienden 
la aseveración de que el presupuesto se usa eficientemente, se 
cuente con suficiente o no. De esta manera, un 53% de las y los en-
trevistados dice que el ente implementador no tiene presupuesto 
suficiente, pero siempre haciendo hincapié en que se trabaja lo me-
jor que se puede con el que se tiene. También es común encontrar 
entre sus comentarios una verdadera preocupación por el asunto, 
argumentando que tienen que usar la imaginación para cumplir 
sus funciones en muchos casos.

Todos las personas entrevistadas dijeron conocer las obligaciones 
jurídicas que tiene el ente implementador frente a las personas, 
mencionando como tales “prevenir, proteger y salvaguardar la in-
tegridad física según la Ley de Seguridad Pública”, “mantener el or-
den”,  “prevenir el delito” y “dar a conocer las leyes que nos rigen para 
saber cómo exigir sus servicios, respetar los derechos humanos de las 
personas, cumplir órdenes que da el mando”.

4.3.8  Conocimiento del PDHDF y sus líneas de acción

Cuando se preguntó si conocen el PDHDF, las y los funcionarios 
entrevistados dijeron que sí lo conocían y una persona dijo que no 
conocía las líneas de acción que corresponden a la SSP-DF. Cuando 
se les solicitaba que dijeran líneas específicas, la mayoría supo alguna 
relacionada directamente con sus funciones pero no con otras áreas 
de la Secretaría. 

El alto grado de información que brindaron podría ser porque las y los 
funcionarios de verdad conocen el Programa o porque ya tenían re-
sueltas y estudiadas esas preguntas. En algunos casos, compañeros de 
su área les ayudaban a contestar la pregunta concerniente a las líneas 
de acción del PDHDF; sin embargo, hubo funcionarios que señalaron 
que conocían el Programa desde 2011 y que lo revisaban constante-
mente.

Es clara la distinción de funciones cuando se les preguntó sobre los 
avances del Programa. Los puestos administrativos tienen más presen-
tes las acciones que se realizan y que tienen que ver con el manejo de 
información, creación de estadísticas,o juntas de alto nivel. El personal 
de base está más familiarizado con acciones operativas y con lo que 
implican sus labores diarias, como los protocolos de detención y la 
creación de una policía juvenil. 

En su experiencia, ¿ha sido parte de algún espacio de diálogo con la 
ciudadanía en su cargo público y como representante del ente 

implementador?

SI
NO

73%

NO (4)

SI (11)

23%

En su experiencia, ¿ha sido parte de algún espacio de diálogo con la 
ciudadanía en su cargo público y como representante del ente 

implementador?

0 1 2 3 4 5 6 7 8

Contraloría Interna

Ente público externo

Instituciones académicas

Organizaciones independiente 

Todas las anteriores

Ninguna de las anteriores

Contraloría Interna   37 %
Ente público externo      5 %

Instituciones académicas      0 %
Organizaciones independiente   16 %

Todas las anteriores   42 %
 

Ninguna de las anteriores     0 %

Desde su punto de vista, el ente implementador donde labora :

Tiene su�ciente presupuesto y se utiliza e�cientemente 40 %
No cuenta con recursos su�cientes para sus propósitos 53 %
Tiene presupuesto pero no se utiliza de manera e�ciente 7 %
No cuenta con su�cientes recursos y los que tiene no se 
usan e�cientemente    0 %

No cuenta con (8)

Tiene presupuesto (1) Tiene presupuesto (0)

Tiene su�ciente (6)
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Fue mucha la preocupación del funcionariado por la credibilidad y 
confianza que se tiene en la institución, haciendo hincapié en que 
eso puede ser una de las razones por las que no se implementa co-
rrectamente el PDHDF. Al ser un área que se encuentra constante-
mente bajo el escrutinio público y la vigilancia de la sociedad civil y 
organizaciones de derechos humanos, es de pensarse que sea real 
que conozcan los programas encaminados a la protección de éstos.

4.16  Valoración de coherencia y avance de las 
líneas de acción del PDHDF

Valoración global

El objetivo de la valoración es determinar el grado en el que las 
líneas de acción del ente implementador son globalmente consis-
tentes bajo los tres criterios: congruencia-relevancia, factibilidad-via-
bilidad y validez-pertinencia. 

El ejercicio de valoración es útil en dos grandes sentidos. Prime-
ro, desde el punto de vista de derechos humanos es fundamental 
identificar aquellas líneas de acción que son cruciales o decisivas 
para la realización del derecho. Después de una primera lectura del 
PDHDF, se detectó que hay líneas que, aunque son relevantes para 
la operación eficiente del ente implementador, no son decisivas 
para el derecho. Por otro lado, desde el punto de vista del gobierno, 
pero también de la ciudadanía, es importante identificar áreas prio-
ritarias. Por tanto, la primera valoración puede ser útil para atender 
dichos aspectos. Segundo, el ejercicio brinda una descripción del 
“estatus” de las líneas de acción respecto a su viabilidad y validez. 
Algunas líneas de acción reflejan propósitos encomiables pero en la 
primera lectura se detectó que algunas no son factibles o que, de-
bido a su redacción o planteamiento, no son líneas de acción sino 
estrategias u objetivos. Se considera entonces que para facilitar la 
instrumentación y evaluación del programa es importante tener un 
primer gran diagnóstico de las líneas de acción. 

La valoración se hizo conforme a la base de datos en la que se agru-
pan las líneas de acción de la Secretaría. En dicha base, se presen-
tan por reglón las líneas de acción conforme a su clasificación den-
tro del PDHDF. En total, se registran en la base 94 líneas de acción.

El análisis consistió en una lectura detallada de cada una de las 
líneas de acción de la SSPDF. Posteriormente, se valoró cada línea 
de acción, considerando cada uno de los tres aspectos arriba seña-
lados: enfoque de derechos, factibilidad y validez como línea de 
acción. En un siguiente paso, estos tres elementos se convirtieron 
en criterios. Es decir, se utilizaron estándares para determinar, por 
ejemplo, si la línea es muy factible, medianamente factible o poco 
factible. Para cada criterio se asignó una referencia numérica a fin 
de poder sintetizar los resultados y tener una referencia para cada 
línea de acción en la base de datos. La tercera etapa fue la valora-
ción numérica de las líneas (ver nota metodológica). 

A continuación se presentan de manera separada los resultados ge-
nerales arrojados por cada medida. En las bases de datos se puede 
consultar el puntaje específico para cada línea de acción. 

Resultados valoración global de la SSPDF

Las líneas de acción correspondientes a la Secretaría, en general, son 
consistentes (ver Figura SSP.1). Esto significa que, de manera gruesa, 
tienen relación clara, ya sea directa o indirecta, con los derechos hu-
manos; se entiende el propósito y contenido de los enunciados; y son, 
bajo una valoración no rigurosa y no totalmente informada, factibles 
de realizarse. 

Como se observa en la Figura SSP.1, poco más del 70% de las líneas de 
acción tiene un puntaje superior al .7. Sin embargo, aproximadamen-
te nueve de cada diez líneas de acción de este conjunto tiene: deta-
lles en su especificación, no son claramente viables o su propósito 
tiene efectos indirectos sobre los derechos humanos. De hecho, una 
característica casi generalizada de las líneas de acción de la SSPDF es 
que se trata de la implementación de capacitaciones, evaluaciones, 
elaboración de protocolos u otro tipo de medidas de proceso, cuyo 
efecto sobre el disfrute de los derechos humanos asociados a dichas 
líneas no es directo.  

Respecto al tercio de líneas de acción que tuvieron un puntaje inferior 
al .7, se encontró como denominador común que se enfocan más en 
plantear el objetivo que persiguen en lugar de establecer el tipo de 
cambio que se debe hacer. Por ejemplo, se presentan acciones (ver-
bos) seguidos no de una descripción de lo que se busca hacer sino 
del fin. Desde el punto de vista de la planeación es sumamente difícil 
lograr cierto objetivo si se desconocen los pasos intermedios (líneas 
de acción). Esto puede ser un problema no sólo para la SSPDF sino 
para otros entes implementadores porque hay un riesgo de que las 
líneas de acción sean vistas como listados de propósitos y objetivos 
particulares más que de acciones concretas. 

Un atributo adicional de las líneas de acción con bajo puntaje es que 
se trata de hipótesis y no de líneas de acción. En estos casos, la redac-
ción se basa en señalar las posibles causas de ciertos problemas y no 
en delinear la estrategia de solución. Es necesario hacer una relectura 
de las líneas de acción, confirmar (probar) las aseveraciones que se 
hacen, identificar las causas y, entonces, plantear los cursos de acción 
a seguir. 

Otro elemento a considerar de las líneas de acción, tanto las de 
alta valoración como las de baja, es la dificultad para evaluar su 
cumplimiento. La falta de líneas de base o de establecimiento de 
metas puede originar un fuerte espacio de discrecionalidad para 
su evaluación. Por ejemplo, el ente implementador puede cumplir 
con capacitaciones y con cambios en los protocolos. Sin embargo 
para saber si verdaderamente ambas acciones responden satisfac-
toriamente a lo planteado desde el programa, es necesario realizar 
evaluaciones específicas de corte cualitativo para cada una de las 
acciones. Solamente así se tendrá una mejor idea de la “profundi-
dad” con la que se ha implementado el Programa. 

Esta limitante se materializa en el ejercicio de valoración del grado 
de avance de la implementación que se presenta en las siguientes 
secciones donde, cualitativamente, es sumamente difícil ubicar si 
efectivamente la acción del ente responde y cubre satisfactoria-
mente lo solicitado desde el PDHDF. 
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Valoración particular de la consistencia relevancia de las líneas de acción

4.4.1  Valoración del enfoque de derechos huma-
nos 

Uno de los objetivos generales de la evaluación es valorar el grado 
en el que el EDH se operacionaliza en el PDHDF. Ello implica revisar 
si los atributos “teóricos” de cada uno de los derechos se incorpo-
ran en el PDHDF, y si ello se hace de manera extensiva o superfi-
cial. Durante la valoración general se detectó que varias líneas de 
acción refieren a aspectos que guardan una relación indirecta con 
los atributos del derecho humano. Se proponen medios que des-
pués, se asume, decantarán en cambios en el estado de la situación 
que guardan los derechos. Sobre esta base, se procedió a hacer 
un segundo análisis con la finalidad de valorar la relación entre las 
líneas de acción y el atributo del derecho que buscan atender. 

Lo que se hizo fue ponderar el índice para darle mayor peso al cri-
terio de congruencia-relevancia. El ejercicio consistió en potenciar al 
cuadrado el criterio de interés y estandarizar el índice tomando el va-
lor máximo posible. Esto significa que el índice varía favorablemente 
cuando la línea de acción tiene implicaciones más directas sobre el 
atributo del derecho. Menores valores del índice implican una dismi-
nución del efecto de las líneas de acción sobre el derecho. 

Como se mencionó, esto no significa que las líneas sean deficientes, 
sino que hay casos en los que “el cumplimiento de la línea”, debido a 
distintos condicionales, no ofrece garantía alguna de que va a haber 
cambios sustantivos en el derecho. La mejor manera de ilustrar esto 
es a través de las líneas que tienen el propósito de capacitar o reali-
zar estudios y diagnósticos. Los estudios son un insumo de política y 
parte del discurso de derechos plantea usar evidencia para actuar (i.e. 
formular líneas de acción). El aspecto clave es que, desde el punto de 
vista de un programa de derechos humanos, se trata de medios, no 
de acciones que necesariamente implican cambio. 

Otro aspecto importante de la interpretación es que no se partió de 
la hipótesis de que todas las líneas deben tener efectos directos. Esto 
sería una mala interpretación de las propuestas metodológicas para 
instrumentar políticas con enfoque de derechos humanos. La esfera 
de procesos es clave para avanzar en el cumplimiento. Por supuesto, 
dicha esfera debe después capitalizar los pasos intermedios a través 
de acciones. Es decir, se trata de una condición necesaria pero no sufi-
ciente para realizar los diferentes atributos de los derechos humanos. 
El aspecto clave es determinar si dichas acciones intermedias son par-
te de un núcleo o conjunto de acciones que redundarían en cambios 
efectivos sobre el derecho.  

4.4.2  Resultados valoración del enfoque de de-
rechos humanos

Aproximadamente, un 15% de las líneas de acción de la SSPDF im-
plicaría efectos directos sobre los derechos humanos. En general, 
esto se debe a que cerca del 70% de las líneas de acción se re-
fiere a capacitaciones, elaboración de diagnósticos y estadísticas, 
o evaluaciones. Se trata entonces de acciones dirigidas a mejorar 
procesos pero cuyo efecto sobre los derechos de la población tiene 
que ver con su alcance y con la efectiva realización de lo que se 
propone, lo cual no sólo depende de la implementación de la línea 
de acción sino de factores exógenos. Un aspecto crucial, por tanto, 
en la evaluación y monitoreo del Programa es no sólo la verificación 
de las líneas de acción con efectos indirectos sino una evaluación 
global sobre cómo todas esas acciones repercuten en la población 
y la manera en la que actúa la SSPDF. 

Por otro lado, como se analozó en la sección de la valoración global, 
es importante considerar estos resultados a la luz de la forma en 
la que se plantean las líneas de acción para la SSPDF. Existe una 
inclinación importante a recalcar el propósito de la línea y no tan-
to a precisar las acciones concretas que llevarían a dicho objetivo 
particular. Tal vez esto, desde el punto de vista externo, es lo que 
está dificultando el tipo de efecto que tendría la acción sobre la 
población. 

Ahora se incluyen algunos ejemplos de líneas de acción según dis-
tintos valores del índice ponderado. En la base de datos pueden con-
sultarse todos los puntajes y al final de esta sección se presenta una 
clasificación general de las líneas de acción que apunta a distinguir 
las líneas decisivas, las líneas necesarias para el cumplimiento de los 
DDHH y las líneas mejorables.

a) Alto puntaje (ver Ejemplos A, siguiente página)

Interpretación primer caso

C: Hay una relación clara entre la producción de infor-
mación y el acceso a la información de las personas 
con discapacidad. Lo que se establece implica efectos 
directos en los derechos de la población mencionada. 
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1% 22%12% 33% 44% 54% 65% 76% 86% 97%

Valoración global de la consistencia de las líneas de acción
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F: Es factible tanto producir la información y los servi-
cios que se señala y hacer los convenios establecidos 
en la línea de acción. 

P: Podría argumentarse que se trata de varias acciones 
pero, en este caso, es clara la jerarquía y la conexión de 
los enunciados. 

Interpretación segundo caso 

C: Es posible identificar los efectos que tendría el uso 
de lineamientos por parte de los agentes policiacos en 
la protección y seguridad de las personas. 

F: Es factible desarrollar dichos lineamientos. 

P: Un detalle de la línea de acción es que en su escri-
tura debió verificarse si efectivamente existen dichos 
lineamientos y, con base en ello, establecer los cambios 
concretos. De lo contrario, la línea de acción se queda 
en un nivel un tanto general. 

b) Bajo puntaje (ver Ejemplos B, siguiente página)

Interpretación primer caso

C: La planeación estrategia es parte de la estructura sobre la 
cual es Estado busca proteger, respetar y garantizar el derecho 
a la salud. En este sentido, el paradigma bajo el que se hace di-
cha planeación deberá estar alineado con el EDH puesto que 
se parte de la hipótesis general de que el enfoque llevará a los 
mejores resultados. Sin embargo, el efecto de algo macro como 
el cambio de paradigma sobre las personas es sumamente difícil 
de establecer. 

F: Con base en esta reflexión, es muy difícil determinar la fac-
tibilidad de implementar una estrategia para impulsar el 
cambio de paradigma. De hecho, puede ser cuestionable 

que los cambios de paradigma deban originarse en la pla-
neación estratégica. Generalmente son resultado de proce-
sos sociales muy complejos que obviamente no se pueden 
abarcar en un programa. 

P: El enunciado no puede ser una línea de acción. 

Interpretación segundo caso

C: Es necesario saber con precisión cómo los incentivos 
afectan el disfrute de los derechos humanos. Aunque, en 
general, debe haber efectivamente una relación, no es po-
sible identificar el tipo de efecto que se tendría. Esto se 
complica más porque no se menciona el tipo de cambio 
sino lo que no se debe de hacer. 

F: No es posible hacer un juicio sobre la viabilidad de cam-
bio puesto que no se sabe cuál debería ser. 

P: El principal problema es que no se trata de una línea de 
acción sino de una hipótesis, la cual sugiere, obviamente, 
hacer modificaciones. 

Clasificación basada en su consistencia e importancia

El cuadro muestra la clasificación de las líneas de acción de la SSPDF 
conforme a tres criterios: prioritarias, necesarias y mejorables. En 
cada celda se reportan los folios de las líneas de acción. Para la cla-
sificación se utilizó el índice ponderado, es decir, se toma en cuenta 
principalmente el tipo de efecto (i.e. directo o indirecto) que cada 
línea supondría sobre los DDHH, y, adicionalmente, se consideran los 
criterios de viabilidad e inteligibilidad como línea de acción. Las prio-
ritarias son aquellas que proponen cambios concretos, factibles y con 
implicaciones directas sobre los DDHH de la población de la Ciudad 
de México. 

La segunda categoría, sumada a la primera, puede ser vista como 
“condición necesaria” para la realización de los DDHH en el Distrito 

Ejemplos A. Línea de acción con alto puntaje bajo la valoración del enfoque de derechos humanos

 
Coherencia-
Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad

Plausibilidad Valoración 1. 
(C+F+P)

Valoración 2. 
(C2+F+P)

Emitir toda información que se maneje en los procesos de orientación y los judi-
ciales donde intervengan personas con discapacidad sensorial (personas ciegas, 
sordas, sordociegas y con discapacidad visual y auditiva) en las formas, modos y 
formatos que les resulten accesibles. Para cumplir con este objetivo se deberá:  

a) Celebrar convenios de colaboración con organizacio-
nes formadoras de intérpretes certificados/as para garanti-
zar la presencia en todo momento de un intérprete de LSM.  

b) Adquirir los aparatos tecnológicos necesarios para la producción de in-
formación en formatos accesibles, como la impresora en sistema braille, o 
un sistema auditivo de apoyo para ciegos y ciegas.

3 3 3 1 1

Diseñar e implementar lineamientos para que las y los agentes policíacos 
prioricen la seguridad y protección de la víctima y sus familiares cuando 
se tomen decisiones relacionadas con el arresto y detención del presunto 
agresor o agresora. En caso de que ya existan lineamientos, éstos deberán 
de valorarse a fin de identificar si priorizan la seguridad de la víctima y sus 
familiares.

3 3 2 0.8888889 0.9333333
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Ejemplos B. Línea de acción con bajo puntaje bajo la valoración del enfoque de derechos humanos

 
Coherencia-
Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad

Plausibilidad Valoración 1. 
(C+F+P)

Valoración 2. 
(C2+F+P)

Definir e implementar, con la participación de OSC, agencias especia-
lizadas de Naciones Unidas e instituciones académicas, una estrategia 
para impulsar un cambio de paradigma en la planeación estratégica del 
sector salud, haciendo énfasis no sólo en la atención a enfermedades y 
aspectos médicos y patológicos de la salud sino también a la promoción 
del bienestar de la población y de los distintos grupos de población. 

2 2 1 0.5555556 0.4666667

e) Modificar la política de incentivos y promociones a las y los agentes 
de seguridad pública para garantizar una política integral, que promue-
va la seguridad de las personas, evitando basarla sólo en el número de 
detenciones de posibles responsables de la comisión de un delito y que 
en ningún caso sea en detrimento de los derechos humanos

2 2 1 0.5555556 0.4666667

Federal pero que, por lo general, suponen efectos indirectos, impli-
can cambios no del todo factibles o requieren cambios mínimos para 
precisar su implementación. Las mejorables son líneas de acción que 
pueden refinarse a fin de especificar más concretamente el efecto 
que se busca y el tipo de cambio que debe hacerse. 

4.4.3  Valoración del grado de avance las líneas 
de acción

Estrategia de evaluación

Datos

La información utilizada para hacer la evaluación del grado de avan-
ce fue la base de datos proporcionada por la Secretaría. Esta base 
contiene información por línea de acción sobre el año en el que se 
comenzó la implementación, las razones de la no implementación, 
una valoración del grado de avance por parte del ente implementa-
dor, el área responsable, una serie de preguntas (categorizadas de 
manera dual “sí/no”) de control sobre el tipo de actividad realizada y, 
finalmente, una columna con observaciones que describe con mayor 
detalle lo que se ha hecho para realizar la línea de acción. 

De manera adicional, la base de datos incluye estadísticas descripti-
vas que sintetizan la información y que permiten hacer un diagnós-
tico sobre el grado de implementación conforme a la propia institu-
ción. Conforme a este ejercicio:

■ Se considera que el 12% de las líneas de acción no se han 
implementado. 

■ De las que se han implementado, aproximadamente la 
mitad de las líneas de acción tiene un grado de implemen-
tación superior al 65% y el 37% tienen un grado de imple-
mentación moderado (34% y 66%). El resto tienen muy poco 
grado de implementación (1%-33%).

Es importante señalar que al comparar esta base de datos con la 
base “final” del PDHDF existen algunas diferencias. En particular, hay 
nueve líneas de acción que aparecen solamente en una de las dos 
bases. Se deberá revisar si se debe a un problema de reclasificación 
o a alguna imprecisión en la conformación de las bases de datos.

Líneas de acción. DIF-DF. Clasificación basada en su consistencia e importancia

Prioritarias Necesarias Mejorables

357 263 315 1201

1052 266 317 324

1643 316 321 1051

1779 339 322 1778

125 354 323 1854

324 1624 324  

1852 1758 355  

340 1772 356  

363 1773 359  

2056 1781 365  

2057 1783 448  

2178 2024 461  

2315 2189 593  

290 2276 595  

292 2358 829  

339 124 830  

1757 276 830  

1780 289 832  

2180 291 1232  

2181 324 1506  

  326 1747  

  353 1759  

  358 1774  

  409 1775  

  819 1777  

  1568 1782  

  1652 1848  

  1658 1995  

  1776 2022  

  1807 2023  

  1821 2023  

  1994 2170  

  2025 2179  

  2173 2317  

  11    
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Consideraciones sobre el reporte realizado desde la SSPDF 

El reporte de la SSPDF debe considerarse como un primer informe 
global del estado de avance del ente respecto a la implementación 
del PDHDF. La interpretación de los resultados ahí presentados de-
berá robustecerse con un análisis más profundo de los aspectos 
cualitativos del proceso seguido por el ente. Esto permitirá dar ma-
yor sustento a las conclusiones hechas por el ente respecto a sus 
propios avances y también reducir las asimetrías de información 
entre quien reporta y quien de manera externa busca realizar una 
valoración de la implementación de las líneas de acción. 

Por ejemplo, es probable que el personal encargado de hacer la 
valoración de la implementación conozca con mayor profundidad 
si cierta acción o actividad efectivamente responde a lo planteado 
desde las líneas de acción del PDHDF. También es posible que la 
estimación del avance en términos porcentuales se base en infor-
mación de primera mano, la cual es sumamente difícil de sintetizar 
en un formato como el presentado. Por otro lado, puede ocurrir el 
caso de que las estimaciones estén sesgadas o sean imprecisas. Sin 
embargo, al tratarse de un ejercicio complejo con cierta discrecio-
nalidad, es complicado determinar si el sesgo existe o no.

Análisis

El objetivo del ejercicio es no sólo revisar el reporte realizado por 
la SSPDF, sino realizar una valoración adicional y externa sobre el 
avance en la implementación.  De esta manera, se podrá determi-
nar el grado en el que los resultados de ambos ejercicios conver-
gen, lo que ayudará a afinar la forma en la que se reporta y siste-
matiza la información y a realizar recomendaciones para mejorar la 
implementación y monitoreo del PDHDF. 

Para valorar el grado de avance de la implementación de las líneas 
de acción de la SSPDF se crearon tres criterios: vinculación, imple-
mentación y grado de avance. 

~  Vinculación: Señala si la información reportada por el 
ente implementador es congruente con lo establecido des-
de la línea de acción del PDHDF. Esto quiere decir que si se 
formula determinada línea como una pregunta, la informa-
ción proporcionada por el ente debe ayudar a responderla. 
Para facilitar la síntesis de los resultados se valoró con “1” 
aquellos casos en donde la información es congruente y “0” 
cuando no hay relación en lo absoluto. Dado que en ocasio-
nes la información es incompleta, se asignó “.5”. 

~  Implementación. Indica si con la información reportada 
se puede concluir que la línea en algún grado se ha im-
plementado. En estos casos, se asignó “1” y “0” cuando la 
conclusión es que no se ha implementado. Nuevamente, 
debido a que la información no es del todo clara o está 
incompleta, se asignó “.5” para clasificar estos casos. 

~  Grado de avance. Establece si es posible concluir que la 
línea se ha cubierto de manera sustantiva. Aunque su lógi-
ca es similar a lo reportado en el formato por parte del ente, 
su valoración se basa exclusivamente en la información de 

la hoja de cálculo elaborada por el mismo; por tanto, es 
posible que existan importantes discrepancias. En todo 
caso, puede verse como una valoración complementaria y 
no sustituta respecto a lo reportado por el ente. Es por ello 
que los valores también son “1, .5 y 0”, donde 1 es que la in-
formación avala que existe un avance significativo respecto 
a la implementación, .5 que existen aspectos de la línea 
que no se han cubierto, y 0 que la información no permite 
concluir que se haya avanzado en algo. 

Para hacer la valoración de los tres criterios señalados se procedió a 
leer la información de cada una de las 89 líneas de acción. En parti-
cular, el análisis se basó en: (1) la columna de observaciones, donde 
se describe lo que se ha hecho y se da sustento a las columnas de 
actividades del formato, y (2) en la columna sobre los productos 
principales, donde es posible identificar en concreto cual fue el re-
sultado de la acción y las actividades realizadas. 

Resultados 

Los resultados del ejercicio de valoración se sintetizan en el cuadro 
SSPDF.1. Como puede observarse, en lo general, las proporciones 
son similares a las reportadas por el ente implementador en su 
base de datos (ver inciso a). Es importante señalar que, dado lo 
que se mencionó en la estrategia de análisis, los resultados no son 
estrictamente comparables en tanto que la metodología fue distin-
ta y la información de los evaluadores es diferente. La conclusión 
general es que el ente implementador ha avanzado en más del 
70%  en la implementación de las líneas de acción, aunque, como 
se abunda a continuación, con diferentes grados de avance y de 
cobertura respecto a lo señalado desde el PDHDF. 

Aproximadamente, tres de cada diez líneas del PDHDF no se han im-
plementado en lo absoluto. Dentro de este grupo existe un 44% de 
líneas de acción que, conforme a la SSPDF, jurídicamente no tienen 
relación con la actividad del ente implementador y que, por tan-
to, previo a una valoración futura, deberían reclasificarse o formar 
parte de un cambio jurídico que permita su implementación por 
parte de la SSPDF. Por otro lado, 66% de las líneas de acción de este 
grupo no cuenta con información que avale su implementación o 
cuenta con reconocimiento explícito por parte de la SSPDF sobre 
su nulo avance. Entonces, es probable que un grupo de las líneas 
sin información se reclasifique en alguna de las otras categorías (i.e. 
moderado o bajo y avance significativo).

Cuadro 36.  Estado de implementación la líneas de acción de la SSPDF

  Total %

Grados significativos de implementación 34 38.0

Con grado moderado o bajo de avance 29 33.0

Sin información/No implementadas 14 16.0

Sin vinculación jurídica con la SSPDF 12 13.0

Totales 89 100.0

Fuente: Elaboración propia con información de la SSPDF.
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Grado de institucionalización del EDH

Efectividad

Universalidad

Participación

Marco jurídico

Integralidad

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Igualdad y no 
discriminación

10.0

5.5

4.0

5.0

5.0

0.0

5.7

5.0

5.0

Figura 7. Institucionalización del enfoque de derechos humanos Análisis Es-
tructural

Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 

Una de cada tres líneas se ha implementado de manera parcial. 
Se trata de líneas de acción en donde está pendiente por realizar 
alguna o varias actividades, de líneas de acción con información 
incompleta que no permite concluir que se han implementado en 
su totalidad, o de líneas de acción donde lo reportado por el ente 
implementador tiene poca relación con lo solicitado desde el PDH-
DF. Por lo que pudo detectarse en el ejercicio, se trata de líneas de 
acción donde hace falta realizar las evaluaciones sugeridas desde 
el Programa. Al respecto, se hacen comentarios en el punto 3 de 
las conclusiones. 

Cuatro de cada diez de las líneas de acción del PDHDF se han im-
plementado, con grado de avance significativo, por parte de la SSPDF. 
Estas líneas de acción tienen información sobre su implementación 
en donde se detallan las actividades y la relación que estas tienen 
con lo establecido en el PDHDF.  Sin embargo, en muchos casos se 
requieren hacer evaluaciones cualitativas por línea para determinar 
si efectivamente lo que se ha hecho responde exhaustivamente a 
los requerimientos del PDHDF. Esto se debe a que es imposible 
conocer el efecto e impacto de ciertas acciones, lo cual es el criterio 
decisivo para determinar si efectivamente se ha cumplido con el 
PDHDF. En particular, como se señala en las conclusiones, se requie-
re saber si el PDHDF verdaderamente ha implicado la creación y re-
formulación de ciertos programas y servicios y si ha significado una 
transformación de fondo en la forma de operar de las instituciones.

4.17  Conclusiones y recomendaciones

A continuación se presentan algunas conclusiones y recomendacio-
nes que surgen del análisis realizado, las cuales se señalan en fun-
ción de cada uno de los lentes de análisis: estructural, de procesos 
y cualitativo, haciendo referencia a cada uno de los principios de la 
perspectiva de derechos.

4.5.1  Institucionalización del enfoque de dere-
chos humanos

Del análisis normativo, la herramienta permite observar un relativo 
avance en la incorporación de la perspectiva de derechos a la legis-
lación de la Ciudad, que se diluye cuando se verifica la normativi-
dad interna del ente implementador, aunque retoma algunos com-
ponentes importantes en los protocolos de actuación publicados.

Esto nos muestra el éxito que las autoridades de la Ciudad de Mé-
xico han tenido en la generación de un estándar mínimo para la 
actuación policial basada en el marco de derechos, el cual se ha 
ido fortaleciendo a partir de las recomendaciones de los órganos 
de derechos humanos y la vinculación con organizaciones de la 
sociedad civil. Sin embargo, estos avances no encuentran eco en la 
normatividad que rige el comportamiento de los funcionarios de la 
dependencia, tales como la Ley Orgánica o el Reglamento Interior, 
donde el marco de derechos humanos, la reparación del daño, la 
transparencia o la rendición de cuentas brillan por su ausencia.

La normatividad interna de la SSPDF no reconoce de manera ex-
plícita el marco de los derechos humanos, ni a las personas como 

titulares de los mismos, omisión que se traduce en la falta de re-
conocimiento de las personas como titulares de derechos y de la 
institución como responsable obligada frente a ellos, lo que podría 
llegar a confundirlos respecto a la posibilidad de defensa o exigen-
cia frente a cualquier acto de autoridad.

Como se puede observar en la Figura 7, la normatividad de la SSP-
DF encuentra áreas susceptibles de mejora principalmente en tér-
minos de efectividad, universalidad, exigibilidad e igualdad, lo que 
permitiría afinar las miras respecto a la difusión de los derechos 
ciudadanos de manera comprensible, la capacitación sistemática 
y certificada de los funcionarios, el reforzamiento de los mecanis-
mos de quejas, denuncias, y monitoreo que involucre a las y los 
funcionarios encargados de la operación de las políticas. En este 
sentido, para mejorar el marco normativo interno se recomienda 
lo siguiente:

■ Incorporar el reconocimiento del marco de los derechos 
humanos a la normatividad general interna, específicamente en 
la Ley Orgánica y el Reglamento Interior, estableciendo la rela-
ción obligada de la Secretaría con las personas como derecho-
habientes.

■ Diseñar instrumentos de difusión que permitan que la infor-
mación generada por la Secretaría sea accesible y comprensible 
para la mayoría de la población y no sólo para especialistas. Es-
pecíficamente, traducir las reglas de operación y protocolos de 
actuación para su comprensión masiva.

■ Transparentar el proceso que sigue una queja o denuncia, 
qué consecuencias tiene aquel funcionario que viole sus dere-
chos y ante quiénes puede presentarlas, pues se trata de herra-
mientas que empoderan a las personas frente a las autoridades.

■ Reconocer en los documentos normativos la obligación para 
el funcionariado de la Secretaría de tomar certificación mínima 
en derechos humanos, igualdad, no discriminación y participa-
ción ciudadana, especialmente quienes participen en el proceso 
de atención directa a la sociedad.
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■  Incorporar a la normatividad el proceso que siguen las quejas, 
denuncias y propuestas de la población al interior de la Secre-
taría para su correspondiente atención, estableciendo un plazo 
máximo de respuesta.

■ Establecer la obligación para la Secretaría de llevar a cabo pro-
gramas de capacitación a la población respecto a sus derechos y 
obligaciones frente a la SSPDF.

4.5.2  Análisis de procesos o del esfuerzo insti-
tucional

De manera desagregada, de acuerdo a los principios analizados (ver 
Figura 8), los avances más significativos se pueden observar en los 
principios de efectividad, universalidad e integralidad en relación 
a la revisión del marco jurídico. Por el contrario, las áreas de opor-
tunidad deben de concentrarse en la exigibilidad y justiciabilidad.       

La dependencia obtuvo sus mejores puntajes en el principio de univer-
salidad, participación e igualdad y no discriminación y, como ya se había 
mencionado, en el principio donde tiene que realizar más trabajo son en 
exigibilidad y justiciabilidad y efectividad, así como en algunas dimen-
siones específicas de los demás principios que a su vez se conectan en-
tre sí para alcanzar a cubrir la totalidad del puntaje asignado para cada 
principio. 

En el caso de la exigibilidad, la dependencia no mostró información sobre 
el proceso de seguimiento de quejas y denuncias, y en los documentos 
entregados no figura personal a cargo de este proceso aunque si existe 
en el portal de la dependencia un teléfono y un sistema de denuncia y 
quejas.

La rendición de cuentas de las y los funcionarios públicos puede forta-
lecerse estableciendo obligaciones directas de acercamiento de las y los 
servidores a la sociedad, transparentando el proceso que siguen las que-
jas y denuncias, así como las sanciones a que son acreedores quienes no 
cumplan con los objetivos establecidos. 

Un ejemplo de esto es lo que ocurrió en la Dirección de Corrupción y 
Delitos Económicos, la cual reforzó el deber de rendición de cuentas de el 
funcionariado investigando denuncias de presuntos delitos presentadas 
por la ciudadanía y recomendando la adopción de procedimientos de 
lucha contra la corrupción por las instituciones del Estado.

En el caso de participación las variables de transparencia fueron las más 
afectadas pues no se entregaron, por parte de la dependencia, reportes 
de metas institucionales ni se localizó registro alguno sobre reuniones. 
Este atributo muestra las dificultades en la relación de la policía con la 
sociedad pues, aunque se cuente con protocolos de actuación que reco-
nozcan el marco de derechos, si no se hacen públicos de manera com-
prensible, difícilmente la población tiene conocimiento de los límites del 
uso de la fuerza en una situación determinada, limitando su posibilidad 
de exigencia.

En algunos otros aspectos más específicos en los que hay que realizar 
trabajo por parte de la dependencia es en la trasparencia, principalmente 
en la publicación de informes periódicos. Habría que recordar que las 
instituciones tienen la responsabilidad de prestar un conjunto de pro-
gramas y servicios a su población y además informar periódicamente de 
sus avances.

La Figura 9 muestra la manera cómo se relaciona la normatividad interna 
del ente implementador con el esfuerzo institucional para la realización 
de los derechos humanos.

Todos los indicadores utilizados se pueden consultar directamente en la 
tabla de Excel anexa, en la cual se podrán identificar las calificaciones 
obtenidas por cada uno de los atributos y de manera general en los prin-
cipios.  

4.5.3  Análisis cualitativo/entrevistas

El análisis de las entrevistas revela que no existe una idea rectora sobre 
lo que en términos generales constituye el marco de derechos humanos, 
lo cual da cuenta de la falta de reconocimiento e incorporación del 
tema al actuar institucional. Para avanzar en esta tarea se recomien-
da considerar los siguientes puntos:

~ Las y los funcionarios no conocen el PDHDF en la parte 
que les corresponde. Es necesario incorporar a la capacita-
ción de los mismos el proceso de programación en el marco 
de los derechos humanos para que reconozcan el Programa 
como parte de sus actividades cotidianas.

~ Aunque parcialmente se establece en el marco normativo, 
en los hechos, las y los funcionarios no tienen conocimiento 
claro de lo que constituye el enfoque de derechos. Es nece-
sario fortalecer la capacitación en la materia.

Figura 8. Esfuerzo institucional del enfoque de derechos humanos análisis estructural
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Fuente: Elaboración propia con datos del SSP-DF 

Grado de institucionalización por los EDH
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Fuente: Elaboración propia con datos del SSPDF 

Cuadro 9. Grado de institucionalización por principios del enfoque de derechos humanos
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~ En su relación con la sociedad, el funcionariado/agentes 
asume un rol de autoridad que impide puentes de diálogo, 
especialmente con las nuevas generaciones. Es necesario 
capacitar a las policías específicamente, para el trato a la 
juventud, entendiéndola en términos de su derechohabien-
cia, ya que se les sigue percibiendo como una amenaza.

~ Es también recomendable que se den a conocer, a todos 
niveles, los resultados que se van generando de la imple-
mentación del PDHDF para que sean conocidos por todas y 
todos, y de esta manera puedan vincular el trabajo de cada 
área como parte de un objetivo en común.

~ Aunque existen mecanismos de vinculación con la so-
ciedad y difusión de las acciones e instrumentos para la 
denuncia, no se conocen por la mayoría de la población, lo 
que dificulta la interacción con la sociedad. Se requiere dar 
más promoción al CAS, fortalecer más las mesas informati-
vas en espacios públicos y, en función de las capacidades 
territoriales, fomentar el diálogo vecinal.

~ Aunque existe la obligación normativa de contar con 
capacitación y se realizan cursos y talleres por la depen-
dencia, hace falta un programa especializado permanente 
que certifique a los funcionarios en la implementación del 
PDHDF y el enfoque de derechos humanos a su actuar ins-
titucional.

~ Respecto a la transparencia, sigue siendo complicado ac-
ceder a los procesos internos o la medición de resultados y 
avances presupuestales de la dependencia desde la socie-
dad civil. Tal es el caso de los procedimientos de control de 
confianza que están lejos de generarla.

~ En términos de efectividad, las y los funcionarios no re-
conocen un monitoreo oficial del avance de las metas, ob-
jetivos o líneas de acción, lo que los aleja de la estrategia 
de la institución. Es necesario incorporar al funcionariado, 
especialmente quienes se encargan de la operación, en los 
procesos de seguimiento y monitoreo.

4.5.4  Valoración de la coherencia y grado de 
avance de las líneas de acción

1. Dos tipos de implementación. Primero, dada la relativa-
mente reciente introducción del PDHDF, la falta de líneas de 
base, la indefinición de algunos derechos y la complejidad de 
la resolución de varias problemáticas implican que los entes 
implementadores tienden a cubrir de manera generalizada la 
mayor proporción de líneas de acción posible. Esto no nece-
sariamente significará que las líneas de acción se cumplan ex-
haustivamente. Por tanto, lo que a la fecha podrá saberse es el 
“área” cubierta por parte de los entes implementadores. El se-
gundo tipo es muy diferente y puede verse como una siguien-
te dimensión de la implementación. Se trata de no solamente 
cubrir áreas (cumplir superficialmente líneas de acción) sino de 
llenar el volumen de cada línea de acción. 

A manera de ilustración, considere la elaboración de protocolos 
para cambiar ciertas prácticas dentro de la SSPDF. De entrada, la 
formulación del producto solicitado será suficiente para cubrir lo 
solicitado por parte de la línea. Sin embargo, es la evaluación cua-
litativa del efecto de la introducción de dichos protocolos la que 
informará si efectivamente el PDHDF está produciendo cambios en 
la operación de las instituciones y en la relación entre la ciudadanía 
y sus instituciones. 

En realidad, los programas de derechos humanos están pensados 
para producir cambios en la profundidad, no en la superficialidad. 
La lectura de las líneas de acción muestra que, en algunos casos, se 
tendrán que introducir líneas base y metas para comenzar a darle 
volumen al Programa y a su instrumentación. 

2. Dos tipos de evaluación. Considerando las evaluaciones so-
bre el grado de avance, a las fechas, éstas podrán dar una idea 
de la cobertura del primer tipo de implementación pero difícil-
mente del segundo. La razón es que se requerirán evaluaciones 
específicas, de corte cualitativo e información detallada, para 
conocer el efecto real de cada una de las acciones. 

3. Líneas base y metas. Aunque buena parte de las líneas re-
fiere a aspectos sumamente cualitativos y, por tanto, difíciles 
de cuantificar, es necesario avanzar en la creación de referen-
cias que permitan evaluar y monitorear con mayor precisión 
el PDHDF. Ello también contribuirá a la creación de referentes 
para la SSPDF, los cuales serán útiles para las decisiones sobre 
prioridades y recursos. 

4. Grupos de líneas de acción. Se deben crear grupos de lí-
neas de acción con base en diferentes criterios. Un primer 
criterio es el tipo de recursos, áreas y personas involucradas. 
Ello ayudaría a no duplicar esfuerzos respecto a acciones que 
pueden resolverse de manera conjunta. Un segundo criterio es 
la sucesión lógica de las líneas de acción. En algunos casos, 
las líneas de acción presentan diferentes actividades, y para la 
SSPDF será complicado hacerlas todas de manera simultánea. 
En estos casos, se deberán identificar, por línea de acción, la su-
cesión de actividades a seguir. Esto implica descomponer cada 
línea de acción. 

Por otro lado, en otros casos se requiere identificar si hay grupos 
de líneas de acción con relaciones de dependencia. Esto también 
servirá para monitorear de mejor manera el Programa y para contar 
con mejores conclusiones sobre su implementación. Por ejemplo, el 
hecho de que existan líneas de acción incumplidas puede deberse 
a que están condicionadas por algunas acciones previas. 

Capacitaciones y el Instituto Técnico de Formación Policial

Un grupo importante de las líneas de acción de la SSPDF tiene que 
ver con la capacitación y profesionalización de los grupos policia-
cos. La SSPDF, mediante el Instituto Técnico de Formación Policial, 
ha llevado a cabo diferentes medidas para atender las líneas de 
acción relacionadas con el enfoque de derechos humanos y la aten-
ción a grupos específicos de población. El PDHDF establece la nece-
sidad de hacer evaluaciones sobre los efectos de las capacitaciones. 
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Una recomendación es que no sólo se hagan evaluaciones de los 
efectos particulares de cada capacitación sino del Instituto a fin de 
mejorar y validar la calidad y eficacia de su operación. Al hacer una 
meta-evaluación es posible reducir varios costos y, más importante, 
se puede aprovechar de mejor manera por parte del Instituto.

Grupos poblacionales, universalidad y objetivos generales 
de la SSPDF

Es necesario considerar y hacer una reflexión experta e informada 
de dos argumentos que están en tensión. Primero, por definición, 
varios de los objetivos del ente implementador son universales. 
Esto significa que podría ser redundante establecer líneas de acción 
para grupos poblacionales específicos. La consecuencia práctica es 
que el ente implementador puede, bajo esta gran definición, argu-
mentar que cumple con las líneas de acción en tanto tiene princi-
pios universales. El problema es que claramente las desigualdades 
sociales y la proclividad de ciertos grupos a ser vulnerados implican 
la necesidad de establecer medidas específicas, como se señala en 
el PDHDF. 

En este caso, el punto decisivo consiste en determinar si la univer-
salidad efectivamente es suficiente para proteger a los grupos vul-
nerables. Se requiere entonces hacer evaluaciones y valoraciones 
en la materia. 

Evaluación

Uno de los mayores rezagos en la implementación del PDHDF se 
debe a que buena parte de las líneas de acción establecen hacer 
evaluaciones, ya sea como complemento o como acción prioritaria.  
En el caso de la SSPDF, es claro que se ha trabajo en diversos frentes 
y que se han implementado una parte considerable de las líneas de 
acción. Sin embargo, como se menciona en el punto 4, en algunos 
casos no es posible identificar si las actividades para cubrir la acción 
son nuevas, derivadas de la creación del Programa, o si son preexis-
tentes y tan sólo se trata de un ejercicio de reclasificación y agrupa-
ción. En el último caso, con mayor razón, se requieren evaluaciones 
puesto que el PDHDF apunta a refinar y reorientar la operación 
tradicional de las instituciones en el Distrito Federal. 

Cambios a partir del PDHDF

Este aspecto es sumamente difícil de detectar y verificar. La infor-
mación de la SSPDF sugiere que varias de las líneas de acción co-
menzaron a implementarse ex post al PDHDF. Sin embargo, como 
se señala en la página del Instituto, su historia reciente en materia 
de capacitación puede trazarse a principios de los noventas. Por 
tanto, se requiere hacer una exploración mucho más profunda so-
bre cómo las adecuaciones recientes encajan con lo solicitado des-
de el Programa. Esto solamente puede conseguirse si se hace una 
evaluación como la señalada en el punto 2.
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  5.	 Secretaría del Medio Ambiente del 
Distrito Federal (SEDEMA)

Para el caso de la Secretaría del Medio Ambiente (SEDEMA), en 
relación al marco normativo, se consideraron la Ley Ambien-
tal del Distrito Federal, su reglamento y los reglamentos en 

materia de Verificación Vehicular y de Autorregulación y Auditorías 
Ambientales. Este marco constituyó la base del análisis normativo, 
que se complementó con la revisión de manuales administrativos y 
de procedimientos.

Para el análisis de procesos se contó con la información entregada 
por la SEDEMA sobre la evolución de la actuación institucional, ca-
pacidades efectivas y recursos de la institución destinados a la incor-
poración del EDH en las distintas fases institucionales.

Finalmente, en la tercera etapa se realizaron entrevistas a funcio-
narios de la dependencia, lo que permitió identificar su percepción 
sobre los DDHH, la incorporación en el actuar cotidiano de la institu-
ción y la intervención de las líneas de acción.

Como se ha mencionado en las secciones anteriores, debe conside-
rarse que, en parte, el problema de la entrega de información se debe 
a que se solicitó recopilar información de las acciones realizadas por 
el equipo anterior de la SEDEMA y no en cuanto a las acciones que 
ha realizado el equipo actual, excepto en lo que tiene que ver con las 
entrevistas. Desafortunadamente, muchos de los registros referentes 
a las acciones realizadas antes de 2013 no se encuentran disponibles 
–sea parcial o completamente– y, en algunos casos, la información 
disponible no se adecua a aquella que se requería para el estudio. 
Asimismo, el marco normativo es un elemento heredado que debe 
ser modificado tanto por la ALDF como por el ente implementador, 
por lo que el análisis de la misma debe tomarse como indicativo 
de ajustes necesarios para que el EDH permee en las labores de la 
dependencia. La información que se presenta en esta sección puede 
considerarse como la línea base a partir de la que se podrá dar segui-
miento y evaluar el actuar del actual grupo al frente de implementar 
el PDHDF en la SEDEMA.

A continuación se presentan los resultados del análisis realizado por 
ámbito de investigación, a partir de los cuales se desarrollaron una 
serie de recomendaciones específicas para ser atendidas por el ente 
implementador.

5.1  Análisis estructural o del marco normativo

Como se establece en el capítulo metodológico, el análisis estructu-
ral constituye una verificación del marco normativo interno, aquel 
que rige la conducta institucional en cada uno de los entes imple-
mentadores.

Para el caso de la SEDEMA, se analizaron los siguientes instrumen-
tos: la Ley Ambiental del Distrito Federal, su reglamento, así como 
los reglamentos en materia de Verificación Vehicular y de Autorre-
gulación y Auditorías Ambientales. De esta forma, la valoración del 

marco normativo comprende dos niveles de análisis. Un primer nivel 
corresponde a la arquitectura normativa de la Ciudad de México, 
que permite identificar el soporte jurídico local para cada una de las 
variables de análisis en la herramienta. En términos generales, la Ciu-
dad de México cuenta con recursos jurídicos suficientes para dotar 
a los entes implementadores de atribuciones específicas, relativas a 
cada uno de los principios y atributos señalados como fundamen-
tales en la herramienta metodológica planteada. Este ejercicio no 
forma parte del estudio pero fue indispensable para la verificación 
de la herramienta de análisis planteada. El segundo nivel, que más 
interesa a este análisis, surge de la verificación de la normatividad 
específica que regula el actuar institucional de la dependencia. Sin 
embargo, aunque no se pudo contar con toda la información norma-
tiva de la Secretaría debido a algunos atrasos en la entrega de la mis-
ma, ello no impidió analizar la normatividad que dirige su actuación.

A continuación se presentan los principales hallazgos que surgen de 
la verificación de la herramienta en torno a cada uno de los princi-
pios del EDH.

5.1.2  Universalidad

Como se puede apreciar en el Cuadro 37, para analizar el principio 
de universalidad se consideraron dos atributos básicos. Por un lado, 
se consideró el reconocimiento del marco internacional de los DDHH 
en la norma interna, que se expresa mediante el reconocimiento de 
la titularidad de derechos a todas las personas usuarias (el derecho 
a un medio ambiente sano), así como la titularidad de obligaciones 
en la institución (desde la verificación vehicular y de impacto am-
biental hasta las acciones de capacitación en relación con los DDHH 
que reciben las y los funcionarios). Por otro lado, se contempló el 
atributo de territorialidad, que considera la necesidad de establecer 
áreas prioritarias de atención en función tanto de la geografía de la 
vulnerabilidad como de los recursos y capacidades del ente imple-
mentador.

Principio Atributo Variable Verificación

Universalidad

Reconocimien-
to del marco 

de DDHH

Se reconoce a la institución como obligada a 
prestar servicios frente a todas las personas 
que cumplan con los criterios de operación

ü

No establece espacios de discrecionalidad a 
las y los funcionarios para la identificación y 
atención a usuarios

ü

Se reconoce a las personas como titulares de 
derechos (derechohabientes) frente a la insti-
tución

ü

Establece la obligación de capacitar a las y los 
funcionarios y concesionarios en el marco de 
los DDHH



Territorialidad

Incorpora una perspectiva espacial, definiendo 
áreas prioritarias de atención en función de la 
vulnerabilidad

ü

Establece la progresividad territorial de la 
atención y programas, priorizando las zonas 
vulnerables

ü

Cuadro 37. Universalidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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En el caso de la SEDEMA, existe un reconocimiento de la titulari-
dad del derecho a un medio ambiente sano, explícito en la fracción 
III del artículo 18 y el artículo 20 de la Ley Ambiental del Distrito 
Federal. El último señala a las autoridades como titulares de la res-
ponsabilidad de establecer “las medidas necesarias para conservar 
ese derecho.”

Esta dotación normativa de titularidades, acordes a una perspectiva 
de DDHH, requiere de un correlato en las capacidades, tanto de 
las personas como del funcionariado, para su ejercicio. Éstas deben 
certificar de manera permanente que se dé una efectiva aplicación 
de la política ambiental y la atención y servicio con respeto a los 
DDHH.

En muchos casos, la movilidad constante y falta de profesionali-
zación del funcionariado resta capacidades institucionales para la 
provisión de bienes públicos. Ello obliga a mantener abierta la ins-
trucción en materia de DDHH, igualdad de género y participación 
ciudadana, aspectos que deben estar claramente reconocidos en 
la normatividad. Estos conceptos son centrales para el desempeño 
del servicio público y deben recuperarse explícitamente en todos 
los procesos de la dependencia.

De acuerdo con la normatividad analizada, la SEDEMA cuenta con 
todas las atribuciones y facultades para, en el ámbito de las y los 
servidores y verificadores ambientales, capacitarlos técnicamente 
en materia ambiental. Sin embargo, no se establece una capacita-
ción en términos de DDHH, igualdad o participación social que per-
mita una relación distinta con las y los usuarios de los programas y 
servicios proporcionados por la dependencia o sus concesionarios, 
como es el caso con los Centros de Verificación Vehicular.

Cabe destacar la importancia que se establece en la Ley Ambiental 
para la participación de la SEDEMA en la promoción y aplicación de 
programas de educación ambiental y capacitación ecológica (art. 9, 
fracc. XLIV), así como la capacitación de especialistas e instructores 
(art. 43, Fracc. I), o las recomendaciones de contenidos para escue-
las o medios de comunicación (art. 74).

5.1.3  Exigibilidad y justiciabilidad

Un elemento fundamental dentro de la perspectiva de DDHH –indi-
sociable del reconocimiento de la titularidad de derechos, una vez 
reconocido el derecho como tal y no como una concesión o buena 
voluntad del gobierno en turno– es la capacidad que tienen las per-
sonas para exigir el cumplimiento del derecho humano particular.

En el caso de la SEDEMA, la garantía y protección del derecho a un 
medio ambiente sano se materializa en la incorporación de meca-
nismos específicos para la interposición de quejas y denuncias ciu-
dadanas, la difusión de los mismos, la identificación transparente 
del proceso, y las potenciales consecuencias para las y los funcio-
narios que no cumplan con los objetivos del programa o servicio.

Como se puede ver en el cuadro 38, el principio de exigibilidad y 
justiciabilidad es analizado a partir de tres atributos: responsabili-
dad, quejas y denuncias, y reparación del daño. La responsabilidad 

consiste en la obligación de establecer un compromiso directo del 
ente implementador con las y los derechohabientes para el cumpli-
miento de las obligaciones, situación que abona a la construcción 
de una relación igualitaria entre las personas y las instituciones. La 
obligatoriedad se refiere a contar con mecanismos accesibles para 
interponer quejas y denuncias. La reparación del daño se relaciona 
con la posibilidad que tienen las personas usuarias en caso de que 
se vean afectadas por una acción institucional. En este caso, algu-
nas variables a verificar no se consideraron válidas en función de 
que el derecho es claramente universal y no es posible hacer una 
distinción entre usuarios.

La Ley Ambiental, en su Capítulo XII, establece la posibilidad para 
todas las personas de “denunciar ante la Procuraduría, todo he-
cho, acto u omisión que produzca o pueda producir desequilibrios 
ecológicos o daños al medio ambiente o a los recursos naturales” 
(art. 80) y señala los requisitos para presentarla (art. 83), así como 
la obligación de informar sobre el “trámite que recaiga” al denun-
ciante (art. 84). Sin embargo, se trata de mecanismos y resortes 
institucionales que atienden a la comisión de alguna falta o delito 
ambiental sin que exista de manera explícita la posibilidad de de-
nunciar a una funcionaria o funcionario, concesionaria o concesio-
nario, en caso de una violación a un derecho como impedir que 
participe en los espacios correspondientes, se le discrimine o se 
atienda de manera desigual.

Principio Atributo Variable Verificación

Exigibilidad 
y justiciabi-

lidad

Responsabilidad

Establece la obligación de formalizar un 
compromiso directo de la dependencia 
con la persona usuaria para el cumpli-
miento de las obligaciones

ü

Quejas y 
denuncias

Establece mecanismos e instrumentos 
para interponer quejas y denuncias ü

Establece la obligación de difundir los 
mecanismos de quejas y denuncias 

Establece que los mecanismos e instru-
mentos para quejarse estén disponibles 
y asequibles para cualquier persona



Establece los criterios para la inclusión 
y exclusión en los programas/acciones ü

Establece sanciones para funcionarias y 
funcionarios que incumplan con lo esta-
blecido en la norma

Ð

Establece un procedimiento de investi-
gación en caso de violación de un dere-
cho a un usuario o usuaria

Ð

Reparación del 
daño

Define la responsabilidad/sanción por 
acción u omisión que desemboque en 
la violación de un derecho

Ð

Establece un mecanismo para atender 
las recomendaciones de la CDHDF Ð

Establece un procedimiento para la re-
paración del daño Ð

Cuadro 38. Exigibilidad y justiciabilidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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Un ejemplo de la importancia que se le otorga al tema en la nor-
matividad analizada se observa en el caso de los Centros de Verifi-
cación Vehicular, cuyo reglamento, en el artículo 23, fracc. XX, esta-
blece como obligación máxima para el responsable “Mantener a la 
vista del público el panel de avisos de la autoridad y un buzón de 
quejas y sugerencias del servicio”, sin que se señale cuál es el pro-
cedimiento que sigue la queja realizada, quién es responsable de 
darle seguimiento y qué consecuencias puede tener dicha queja.

Del mismo modo, no se hacen explícitas las sanciones a que se 
harían acreedores las y los funcionarios que incumplan su mandato. 
Tampoco se establece cuál sería el efecto de las quejas o denun-
cias presentadas, tanto para la persona afectada como para la o el 
funcionario o agente y, en su caso, qué proceso siguen las quejas 
levantadas al interior de la dependencia.

En este sentido, un elemento a considerar es la falta de un señala-
miento que explícitamente apunte a la orientación y capacitación 
de la población usuaria en el conocimiento y utilización de los me-
canismos de queja o denuncia, así como las distintas instancias a 
las que puede acudir en caso necesario. Dadas las atribuciones que 
tiene la SEDEMA en materia de capacitación y educación, se podría 
incorporar el tema del reconocimiento de derechos frente a las ins-
tituciones, señalando los mecanismos de quejas y denuncia que 
tienen las personas frente al funcionariado.

Respecto al seguimiento a las recomendaciones que hace la CD-
HDF, no existe mención alguna en la normatividad analizada (Ley 
Ambiental y sus reglamentos) al tratamiento que se dará para su 
revisión y potencial aceptación. Sin embargo, en el caso de existir 
un daño en la salud de las personas por un delito ambiental, sí es 
posible contar con un mecanismo para la exigencia de una repara-
ción frente a las autoridades.

5.1.4  Integralidad

Este principio contempla la interdependencia de los derechos y, de 
manera específica, la relación que guardan entre sí para su realiza-
ción efectiva. Para analizar la normatividad de la SEDEMA respecto 
a la incorporación de este principio se consideraron dos atributos 
esenciales: 

a) La interdependencia, señalando la obligación de contar 
con mecanismos interinstitucionales que permitan la coor-
dinación de políticas integrales; y 

b) La intergubernamentalidad, que se refiere de manera 
específica a la obligación de realizar convenios de colabo-
ración entre entes implementadores que contribuyan a la 
realización de los derechos (Cuadro 39).

El derecho a un medio ambiente sano tiene una clara relación con 
la salud, la alimentación y la posibilidad de una vida digna para las 
personas, razón por la cual desde la normatividad se establece la 
importancia de la coordinación con distintos actores e instituciones 
en diversos ámbitos de gobierno.

Dado que los servicios de la SEDEMA a la ciudadanía no se otorgan 
de manera focalizada, sino universalmente a toda la población, no 
existen limitaciones en el acceso a sus servicios. Desde la norma-
tividad se establece la atención abierta con la posibilidad de esta-
blecer estrategias distintas en función de la vulnerabilidad del te-
rritorio. Para ello se establece una coordinación especial, tanto con 
las Secretarías de Desarrollo Urbano y Vivienda, Desarrollo Rural y 
Equidad para las Comunidades, o de Seguridad Pública, como con 
los gobiernos delegacionales para acciones de protección, vigilan-
cia, conservación y preservación de ecosistemas.

Un dato a destacar es el reconocimiento de la importancia de la 
coordinación con otras dependencias de educación pública para 
la realización de programas, campañas y cursos, y, sobre todo, en 
su vinculación con escuelas públicas a niveles preescolar, primaria 
y secundaria. Asimismo, existe la posibilidad de crear programas de 
certificación a proveedores de servicios ambientales en coordina-
ción con “Colegios, Asociaciones de Profesionales, Instituciones de 
Investigación y de Educación Superior” (art. 189).

5.1.5  Igualdad y no discriminación

Como se ha señalado, la igualdad y la no discriminación constitu-
yen un principio rector del EDH que contempla la obligación guber-
namental de generar condiciones para el acceso equitativo en tér-
minos de disponibilidad, accesibilidad y calidad en los programas y 
servicios ofrecidos por el ente implementador.

Para el análisis de la normatividad interna a la luz de este principio 
se consideraron cuatro atributos: 

a) Igualdad de oportunidades, es decir, la no discriminación 
en el acceso a los servicios y programas a cargo del ente 
implementador, la eliminación de espacios de discreciona-
lidad que puedan ser ejercidos por las y los funcionarios, 
así como la obligación de establecer mecanismos de acceso 
para quienes no los conocen; 

b) Igualdad de género, que contempla el establecimiento 
de un rol igualitario entre hombres y mujeres tanto en la 
letra de la normatividad como directamente en las acciones 
desempeñadas por las y los funcionarios, para lo cual se 

Principio Atributos Variables Verificación

Integralidad

Interdependencia Establece mecanismos de diálogo interins-
titucional para la integración de acciones. ü

Intergubernamen-
talidad

Establece la obligación de realizar conve-
nios específicos de colaboración para la 
atención interinstitucional a las personas.

ü

Cuadro 39. Integralidad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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requiere un proceso de capacitación y, en su caso, la reali-
zación de acciones afirmativas; 

c) La justicia distributiva, es decir, la obligación de atender 
todo el territorio de manera igualitaria, priorizando a las 
Delegaciones más vulneradas en sus derechos; y 

d) El reconocimiento a la diversidad de grupos de pobla-
ción en igualdad de circunstancias, independientemente 
de sus opiniones políticas, raza, origen étnico, género o 
preferencia sexual, con lo que se busca identificar la pro-
clividad o no hacia la atención a ciertos grupos por encima 
de otros.

Respecto al atributo de igualdad de oportunidades, está claro des-
de la normatividad que las acciones de la SEDEMA tienen repercu-
siones en toda la población que habita y transita por la Ciudad. Por 
esta razón, las primeras dos variables relativas no se consideraron 
parte del análisis a este ente implementador.

Sin embargo, existen desigualdades adscritas que debieran inter-
pretarse desde la norma interna como oportunidades para mejorar 

la relación de la Secretaría con todos los grupos de población, de-
sarrollando acciones afirmativas que apunten a la igualación en el 
trato en los servicios tanto de la SEDEMA como de sus concesiona-
rios, como es el caso de la inequidad de género, la cual no parece 
ser tomada en cuenta en la norma interna.

Los entes implementadores traducen sus estrategias a través de las 
personas que las componen y representan. Esto sucede en todas 
las dependencias. Es de gran importancia, por lo mismo, que desde 
la normatividad interna se establezca la obligación de capacitación 
en términos de género. Otro elemento que podría mejorar la nor-
matividad interna es el señalamiento explícito de todos los motivos 
de discriminación que podrían llegar a darse de manera que todas 
y todos los funcionarios pudieran reconocerlos y tomar acciones 
para minimizarlos.

5.1.6  Participación

La participación ciudadana en los procesos institucionales consti-
tuye una palanca central del desarrollo democrático de la ciudad. 
Desde una perspectiva de DDHH, y como se muestra en el Cuadro 
41, la participación incluye los siguientes atributos: 

a) Reconocimiento a la pluralidad, es decir, de aceptación 
de diversos puntos de vista; 

b) Inclusión, que invita directamente a ser parte de las de-
cisiones públicas; 

c) Empoderamiento a partir de la dotación de capacidades 
a las personas; 

d) Intersectorialidad, referente a la vinculación entre dis-
tintos sectores especializados para la oferta de programas 
y servicios; 

e) Transparencia, que además de difundir consiste en tra-
ducir la norma a la población receptora; y, consecuente-
mente, 

f) Rendición de cuentas, que obliga a la justificación de las 
acciones realizadas.

El análisis de la normatividad en la materia contempló catorce va-
riables a verificar, encontrando que si bien se establece en distin-
tas partes el derecho de las personas a participar en distintos es-
pacios socio-estatales no existe mecanismo que obligue a las y los 
funcionarios a consultar y, en su caso, considerar las propuestas 
realizadas por los usuarios de las políticas del ente implementador.

La participación ciudadana, individual o colectiva, se contempla 
en la Ley Ambiental y sus reglamentos como un elemento funda-
mental del desarrollo y la gestión ambiental. Incluso se establece 
la obligación a la SEDEMA de incorporar la participación corres-
ponsable de la ciudadanía a la toma de decisiones. Específicamen-
te, señala “en los programas de desarrollo sustentable” (art. 21). En 
general, se trata de un reconocimiento explícito de la importancia 
de este principio del EDH en la protección y conservación del me-
dio ambiente.

Principio Atributos Variables Verificación

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de 
oportunidades

Establece que la incorporación y per-
manencia en un programa o servicio 
es independiente a criterios no esta-
blecidos

NC

Establece los criterios para la inclusión 
y exclusión en los programas/acciones ü

Establece mecanismos para el acceso 
a los servicios/programas para quienes 
tradicionalmente no los conocen

NC

Igualdad de 
género

Utiliza un lenguaje igualitario en el tra-
to a hombres y mujeres Ð

Establece la obligación de capacitar a 
las y los funcionarios en igualdad de 
género

Ð

Establece la atribución para desarrollar 
acciones afirmativas hacia las mujeres 
derechohabientes

Ð

Justicia 
distributiva

Establece mecanismos que hacen ac-
cesibles los servicios/programas espe-
cíficamente a las regiones vulnerables 
(cobertura)

ü

Respeto a la 
diferencia o a la 

diversidad

Reconoce la diversidad de grupos de 
población independientemente de su 
condición económica, raza, origen étni-
co, género y orientación sexual

Ð

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA

Cuadro 40.  Igualdad y no discriminación-Normatividad
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Sin embargo, tantas menciones en la legislación acerca de la parti-
cipación no encuentran un correlato en los instrumentos y resortes 
institucionales para la transparencia en el actuar de las y los fun-
cionarios. No obstante, se debe difundir la información, lo que no 
necesariamente se realiza de manera clara y comprensible para la 
mayoría de la población. Aunque existe una vinculación notable 
con la Secretaría de Educación para participar en la enseñanza 
ambiental, no se establece la obligación de capacitar en los meca-
nismos para la queja o denuncia en casos correspondientes.

La rendición de cuentas es un concepto que tampoco aparece de 
manera clara en los documentos normativos analizados. Se señala 
la obligación de contar con un mecanismo de atención y segui-
miento a las quejas y no se hace énfasis en la importancia de 
justificar todas las acciones frente a la sociedad. Ello erosiona la 
legitimidad del ente y limita sus capacidades de acercamiento con 
la población en general.

5.1.7  Efectividad

La efectividad comprende distintos componentes que traducen las 
estrategias y objetivos institucionales en acciones y metas objetivas. 
Para ello, se establece la realización de informes, reportes periódicos y 
progresivos del gasto, así como el monitoreo permanente de avances.

Si bien es cierto que la normatividad ambiental analizada contem-
pla como un mecanismo de verificación institucional a la evaluación, 
no se menciona la importancia de realizar evaluaciones externas del 
trabajo propio de la SEDEMA o sus concesionarios. En este último 
caso, el Reglamento establece la posibilidad, más no la obligación, 
de invitar a un actor privado externo que participe en la evaluación 
de los centros.

El análisis estructural revela que, aunque no se reconoce la impor-
tancia de las evaluaciones externas, sí se establece la obligación de 
establecer metas, contar con un sistema de monitoreo y difundir su 

Principio Atributos Variables Verificación

Participación

Diversidad y pluralidad
Reconoce la participación y puntos de vista de los actores involucrados en los servicios y 
programas del ente implementador

ü

Inclusión

Establece el derecho de las personas a participar en la toma de decisiones públicas ü

Establece la obligación de realizar consultas a las OSC, académicos o especialistas sobre el 
impacto y calidad de los programas y servicios

ü

Empoderamiento

Establece la obligación de capacitar a las personas usuarias en el reconocimiento y ejercicio 
de sus derechos

Ð

Establece la obligación de realizar consultas sobre la satisfacción a la población usuaria Ð

Intersectorialidad Establece la inclusión de los distintos sectores involucrados en la realización del derecho ü

Transparencia

Establece a la población usuaria como objetivo de la transparencia y el acceso a la información ü

Establece un procedimiento para el acceso a la información ü

Establece la obligación de contar con mecanismos de difusión de las acciones/programas/
políticas a la población

ü

Establece la obligación de capacitar a las y los funcionarios en transparencia y acceso a la 
información

Ð

Establece que la información sea accesible  y comprensible Ð

Establece la obligación de realizar un registro documental de todas las reuniones públicas Ð

Rendición de cuentas

Establece la obligación de contar con un registro público de seguimiento a quejas, denuncias 
y consultas

Ð

Establece la obligación de justificar las acciones dirigidas a las personas cuando quien resulte 
afectado así lo solicite

ü

Cuadro 41. Participación-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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cumplimiento. Sin embargo, como en otras dependencias, la nor-
matividad interna no establece la obligatoriedad de considerar los 
resultados de las evaluaciones para mejorar las políticas ni de justi-
ficarlas en caso de ser requerido, dejando cualquier modificación a 
discrecionalidad del funcionariado.

Tampoco se hace mención en los multicitados documentos norma-
tivos internos a las consecuencias del subejercicio. Esta situación 
puede limitar las capacidades institucionales debido a la necesidad 
permanente de recursos técnicos y humanos para realizar su fun-
ción.

5.8  Análisis de procesos o del esfuerzo institu-
cional

Como se ha venido señalando, el análisis planteado para determi-
nar el grado de institucionalización del EDH en los entes imple-
mentadores comprende una segunda etapa denominada análisis 

de procesos. Pretende verificar el esfuerzo institucional a partir 
de la existencia de mecanismos institucionales necesarios para la 
promoción y la protección de los DDHH. Se trata de una evalua-
ción de la capacidad de implementación de la SEDEMA a partir 
de las atribuciones normativas a la luz del EDH. Para realizar este 
análisis se partió de los seis principios rectores señalados ante-
riormente, cada uno de los cuales se componen de diferentes 
atributos y variables a evaluar y cuya calificación depende de 
una combinación lineal de los resultados de los indicadores. La 
información utilizada para alimentar los indicadores fue solicita-
da y proporcionada por la dependencia y por medio de algunas 
fuentes de información externas.

5.2.1  Universalidad

El primero de los principios a valorar en el ente implementador 
corresponde a la universalidad de los derechos, que para su aná-
lisis se divide en dos atributos. Primero, el reconocimiento del 
marco normativo en el actuar cotidiano institucional, o sea, en un 
funcionariado capacitado para una atención integral a las perso-
nas usuarias de los servicios y programas que tengan a su cargo. 
Segundo, la territorialidad, esto es, en una distribución de los 
recursos presupuestales en función de la vulnerabilidad.

La manera como se califica el esfuerzo institucional, en términos 
de mejorar la calidad en la atención, depende de tres variables. 
Una se refiere a la existencia de presupuesto y un programa de 
capacitación a las y los funcionarios sobre derechos humanos. 
La segunda corresponde a la verificación del establecimiento de 
metas de atención y su cumplimiento, valorándolo en función 
de la población atendida. La tercera está relacionada con la dis-
tribución presupuestal que se realiza en función de la ubicación 
territorial de las necesidades que atiende la Secretaría. Éstas son 
calidad del aire y cambio climático, movilidad sustentable, suelo 
de conservación y biodiversidad, infraestructura urbana verde, 
abastecimiento y calidad del agua, y educación y comunicación 
ambiental.

Al respecto, en la información presentada por la dependencia, 
así como la que se recopiló de las diferentes fuentes públicas, no 
se brindan detalles de la realización efectiva de un programa de 
capacitación en materia de DDHH.

Respecto al avance en el cumplimiento de las metas instituciona-
les establecidas por la dependencia de acuerdo con el informe de 
gestión 2006-2012, se refiere que se ha cumplido con la mayoría, 
principalmente en los programas más importantes de la depen-
dencia y en la impartición de cursos y capacitaciones.

En relación al atributo de territorialidad, que tiene por objetivo 
evaluar la disposición de recursos por parte de la dependencia 
y si estos se dirigen a los espacios más necesitados, se puede 
señalar que la SEDEMA, por la naturaleza de sus objetivos y pro-
gramas, no puede territorializar sus recursos por lo que este indi-
cador queda fuera de la evaluación. En el Cuadro 43 se resumen 
los resultados de la dependencia.

Principio Atributos Variables Verificación

Efectividad

Cumplimiento de 
objetivos

Establece la obligación de realizar 
evaluaciones externas de los servi-
cios/acciones

Ð

Establece la obligación de incorporar 
los resultados de las evaluaciones 
externas

Ð

Establece la obligación de implantar 
metas y evaluar los resultados perió-
dicamente

ü

Establece la obligación de difundir 
el grado de avance de las metas 
acordadas

ü

Establece la obligación de justificar 
el cumplimiento o no de las metas 
acordadas

Ð

Sustentabilidad
Establece criterios para la continui-
dad de los programas/servicios en 
función de los objetivos

ü

Realización 
progresiva

Establece la obligación de no reducir 
los recursos destinados a la realiza-
ción del derecho a menos que se de-
muestre disminución en la demanda

ü

Establece la obligación de aumentar 
progresivamente los recursos desti-
nados a la mejora de los servicios/
acciones

ü

Máximo uso 
de recursos 
disponibles

Establece un candado al subejer-
cicio del gasto en los programas y 
servicios

Ð

Indicadores 
y puntos de 
referencia

Establece la existencia de meca-
nismos de monitoreo y evaluación 
interna

ü

Cuadro 42.  Efectividad-Normatividad

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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5.2.2  Exigibilidad y justiciabilidad

El principio de exigibilidad y justiciabilidad hace referencia a la existencia 
y operatividad de mecanismos y resortes institucionales que permitan 
a las personas usuarias presentar quejas y denuncias ante violaciones a 
sus derechos. En este caso, la evaluación se divide en tres atributos: 1) la 
responsabilidad objetiva de la entidad frente a las personas usuarias, 2) 
la existencia de mecanismos efectivos para presentar quejas y denuncias, 
y 3) la posibilidad real de exigir la reparación del daño en caso de que se 
vea afectada la persona. Estos atributos, a su vez, se desglosan en siete 
variables que miden el esfuerzo institucional en este principio.

La responsabilidad es el primer atributo a verificar y se compone de dos 
variables: 

a) La existencia de un sistema de atención abierta; y 

b) El porcentaje de solicitudes de información que fueron reci-
bidas respecto al total de solicitudes de información que fueron 
atendidas.

En el caso de la SEDEMA, se pudo verificar la existencia de un mecanismo 
de quejas y denuncias que permite a las y los usuarios una exigencia 
mínima de cuentas. También se pudo verificar la existencia de personal 
destinado a atenderlas de manera sistemática en el organigrama de la 
dependencia. Sin embargo, en el informe de gestión de la dependencia 
se resalta que la Oficina de Información Pública de la dependencia opera 
sin que se le asigne un presupuesto directamente para la misma.

El tercer atributo se refiere a la reparación del daño en caso de que por 
alguna intervención u omisión se hubiese afectado directamente a una 
persona o grupo específico. Esta dimensión, compuesta por tres indica-
dores, busca evaluar la existencia de esfuerzos institucionales con miras a 
la atención específica en caso de una afectación directa de la institución 
contra cualquier persona. Aunque se identifican situaciones extraordina-
rias en las que se ha procedido a la reparación tanto material como en 
términos de atención a víctimas, no se contó con elementos que 
probaran la existencia de un procedimiento regular en la materia.

5.2.3  Integralidad

El principio de integralidad apunta a la necesidad de reconocer la 
interdependencia entre instituciones y los acuerdos requeridos para 
que la seguridad ciudadana contribuya a la realización del resto de 
los derechos humanos. Ello deriva en la existencia o no de convenios 
de colaboración específica, en la posibilidad de vincular los servicios 
y programas entre sí, así como en los procesos de coordinación entre 
dependencias, ámbitos de gobierno o con especialistas, académicos 
u OSC para el mejoramiento del actuar institucional.

Los atributos de este principio son consistentes con esta definición 
y pretenden verificar tres variables.

La primera es la realización complementaria, derivada de la incor-
poración de las personas a dos o más servicios o programas, así 
como de la existencia de espacios de coordinación institucional. 
Esto se pudo demostrar a partir de la lista de reuniones y cursos 

Principios Atributos Variable Verificación

Universalidad

Reconocimiento del marco 
normativo de DDHH

Presupuesto para la capacitación de las y los funcionarios en el marco de 
DDHH

ü

Existe un programa de capacitación para las y los funcionarios en el EDH 

Porcentaje de personas atendidas en relación a las metas institucionales ü

Territorialidad
Porcentaje del presupuesto ejercido por persona en las Delegaciones más 
atrasadas en términos de desarrollo y pobreza



Cuadro 43.  Universalidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA

Principios Atributos Variable Verificación

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Responsabilidad

Existe un sistema abierto de atención a 
la ciudadanía ü

Porcentaje de solicitudes recibidas res-
pecto a solicitudes atendidas ü

Quejas y 
denuncias

Existen mecanismos para atender de-
nuncias por el ente implementador 
(ventanilla, teléfono, Internet)

ü

Existe personal responsable de la reali-
zación del procedimiento ü

Reparación del 
daño

Existe presupuesto para la realización 
del procedimiento 

Porcentaje de recomendaciones acep-
tadas respecto al total de recomenda-
ciones emitidas por la CDHDF



Porcentaje de funcionarias y funcio-
narios sancionados respecto del total 
de funcionarias y funcionarios denun-
ciados



Cuadro 44. Exigibilidad y justiciabilidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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realizados en los últimos años que se encuentran documentados 
en su informa de gestión de la dependencia.

La segunda es la interdependencia, que se verifica mediante la exis-
tencia de presupuesto y personal ex profeso para llevar a cabo esta 
coordinación. Ello no pudo ser corroborado.

La tercera es la intergubernamentalidad, que se midió a partir de la 
existencia de convenios de colaboración con otras dependencias y 
la realización de reuniones con las mismas. Para ello, se solicitaron 
convenios, minutas, bitácoras e informes en donde se mostrara la 
existencia y periodicidad de las mismas. Aunque están documen-
tadas algunas de las reuniones, no se especifica cuáles fueron las 
instituciones participantes y no se cuenta con un archivo de se-
guimiento a las mismas. Para mejorar este proceso es conveniente 
desarrollar y formalizar un sistema de seguimiento a las reuniones. 
Asimismo, es necesario destinar presupuesto a personal que se 
encargue de organizar y llevar el seguimiento de los acuerdos y 
participantes que permita verificar avances y alcanzar los objetivos 
planteados.

5.2.4   Igualdad y no discriminación

La igualdad y la no discriminación son principios transversales que es-
tán involucrados en todos los instrumentos internacionales de DDHH, 
comenzando por los artículos 1, 2 y 7 de la Declaración Universal 
sobre Derechos Humanos. La traducción de la narrativa de las nor-
mas sobre el derecho a un conjunto de atributos, mutuamente exclu-
yentes y exhaustivos, así como su desenlace en indicadores, reviste 
ciertas dificultades. La discriminación o la no discriminación muchas 
veces pueden no ser directamente observables, y tal vez tampoco 
puedan aislarse fácilmente de la realización de otros derechos.

En la herramienta desarrollada para su valoración, el cumplimiento de 
este principio se aborda desde cuatro atributos: a) igualdad de géne-
ro, b) igualdad de oportunidades, c) justicia distributiva, y d) respeto 
a las diferencias o la diversidad.

A estos atributos les corresponden nueve variables a verificar que 
intentan capturar el esfuerzo institucional que realiza la dependen-
cia en esta dimensión. Dentro del primer atributo se encuentran tres 
características a evaluar: a) existencia de mecanismos o acciones 
orientadas a brindar un trato igualitario en la atención, b) porcentaje 
de quejas por discriminación, y c) porcentaje de usuarios de los 

servicios y programas del ente implementador que se dividen de 
acuerdo a su sexo. Para el caso de la SEDEMA, no se pudo verificar 
las acciones de la dependencia dirigidas a impulsar el trato igua-
litario en la atención. No se cuenta con información de quejas de 
discriminación. La última variable o indicador no se puede aplicar, 
quedando fuera de esta evaluación.

La igualdad de género se verificó a través de dos aspectos: a) la 
existencia de acciones afirmativas orientadas a reducir las brechas 
en la atención, y b) la relación que existe entre sexo y nivel salarial 
que perciben las y los funcionarios de la dependencia y la existen-
cia de campañas de sensibilización sobre derechos de igualdad y 
no discriminación. No fue posible verificar estas variables con la 
información proporcionada.

La justicia distributiva se aborda desde la perspectiva de dos indi-
cadores o variables, mismas que intentan verificar: 

a) La existencia de funcionarios capacitados en materia de 
derechos humanos e igualad y no discriminación; y 

b) La existencia de presupuesto destinado a políticas inter-
nas para eliminar la discriminación.

El último indicador se refiere a la existencia de mecanismos para 
reorientar y monitorear el presupuesto hacia acciones vinculadas al 
fomento de la igualdad. No se pudo verificar.

A continuación se resumen las variables que se sí pudieron verificar.

5.2.5  Participación

El principio de participación se compone de seis atributos: diver-
sidad y pluralidad, inclusión, empoderamiento, intersectorialidad, 
transparencia y rendición de cuentas. La verificación de este princi-
pio depende de doce variables a verificar.

Principios Atributos Variable Verificación

Integralidad

Realización 
complementaria

Existencia de espacios u organismos 
de coordinación interinstitucional ü

Interdependencia
Existencia de presupuesto y perso-
nal en organismos de coordinación 
interinstitucional



Intergubernamen-
talidad

Existencia de reuniones de coordi-
nación con otros entes implemen-
tadores

ü

Cuadro 45. Integralidad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA Principios Atributos Variables Verificación

Igualdad y no 
discriminación

Igualdad de 
oportunidades

Existen mecanismos o acciones orientadas 
a brindar un trato igualitario en la atención 

Porcentaje de quejas por discriminación se-
gún sexo ü

Igualdad de 
género

Existencia de campañas de sensibilización 
de derechos de igualdad y no discriminación 

Porcentaje de funcionarios e ingreso según 
sexo 

Justicia distri-
butiva

Existencia de funcionarias y funcionarios 
capacitados en materia de igualdad y no 
discriminación



Existe presupuesto destinado a políticas in-
ternas para eliminar la discriminación 

Respeto a la 
diferencia o a la 

diversidad

Existen mecanismos o acciones de monito-
reo que permitan reorientar el presupuesto 
en materia de igualdad y no discriminación



Cuadro 46. Igualdad y no discriminación-Proceso

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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El primero de los atributos a evaluar es la diversidad y la pluralidad, 
que examina la realización efectiva de reuniones de vinculación con 
personas de la comunidad a la cual prestan sus servicios los agentes 
designados, a partir de la existencia de un calendario de reuniones 
sistematizadas, un registro de asistentes y seguimiento de acuerdos. 
En este caso, se comprobó que existen espacios de diálogo debido 
a que en su informe de gestión 2006-2012 existe evidencia de un 
padrón de diferentes organizaciones de la sociedad civil.

El atributo de inclusión depende de la existencia de espacios de diá-
logo así como de la existencia de procedimientos para incorporar las 
propuestas ciudadanas. Se pretendió verificar estas características 
a partir de la existencia de un instrumento o mecanismo público 
para el seguimiento a las propuestas ciudadanas, así como de la 
presencia de personal encargado de generar los mecanismos para 
que se presentaran este tipo de reuniones. Sin embargo, no se pudo 
verificar este punto. Aun así, se pudo verificar que existe un proce-
dimiento para la inclusión de las propuestas ciudadanas a partir de 
la página de Internet.

El empoderamiento consiste en la dotación de capacidades en las 
personas para el reconocimiento y exigencia de sus derechos. Se 
verifica con la existencia de talleres y cursos de capacitación sobre 
DDHH y en donde se muestren los mecanismos de participación e 
instancias para la queja, entre otros elementos. No fue posible veri-
ficar este indicador.

El siguiente grupo de indicadores que componen este principio 
de participación abordan la intersectorialidad. Se determina me-
diante la comprobación de la existencia de espacios de diálogo 
con miembros de los distintos grupos involucrados. Este atributo 
se pudo verificar pues existe registro de actividades.

En el caso de la transparencia, como atributo indispensable para 
la participación efectiva, la herramienta comprende cinco va-
riables de las cuales tres pudieron ser verificadas. La institución 
cumple con la difusión de información a los usuarios por medio 
de su portal de Internet y por medio de carteles.

El último atributo es la rendición de cuentas, que se caracteriza 
por la existencia de un mecanismo de seguimiento de las de-
mandas de la sociedad, así como por la existencia de información 
pública de los resultados. La información proporcionada muestra 
que efectivamente se da seguimiento a las solicitudes.

Hay dos elementos clave que deben ser revisados para medir la 
rendición de cuentas: 

1. La capacidad de la ciudadanía y las OSC para monito-
rear a los proveedores de servicios públicos; y 

Principios Atributos Variable Verificación

Participación

Diversidad y pluralidad Existen espacios de diálogo con miembros de grupos vulnerables ü

Inclusión

Existen espacios de diálogo y seguimiento de los resultados de las políticas públicas con 
miembros de la sociedad civil ü

Existe un procedimiento válido de incorporación de propuestas ciudadanas ü

Empoderamiento
Cursos de capacitación que contribuyan al empoderamiento de las personas (capacitación 
técnica y legal para la difusión de los derechos) 

Intersectorialidad Existen espacios de diálogo con miembros de distintos grupos involucrados ü

Transparencia

Porcentaje de solicitudes de información aceptadas y entregadas 

Existe un presupuesto para difusión de la información relevante alas y los usuarios ü

Existe información publicada de los programas/acciones que realiza la dependencia ü

La información es accesible y comprensible para las y los usuarios ü

Existe un registro público de las reuniones públicas de las y los funcionarios ü

Rendición de cuentas

Existe un sistema de seguimiento a las solicitudes y demandas sociales en el portal de la 
entidad implementadora ü

Se realizan y publican informes de labores e información derivada de sus programas, presu-
puesto, apoyos entregados y padrón de beneficiarios en su portal de Internet ü

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA

Cuadro 47. Participación-Procesos
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2. Un sistema efectivo de comunicación entre la dependencia y 
la ciudadanía. A pesar de la relativa fortaleza que se observa en 
las reglas de operación de la dependencia para acercarse a la 
ciudadanía se observa una desvinculación entre ambas partes.

5.2.6  Efectividad

El último principio a verificar se divide en cinco atributos, los cuales a su 
vez son evaluados a partir de la respuesta a seis variables.

El primer atributo aborda el cumplimiento de los objetivos que se valora 
a través de dos indicadores: 

a) La existencia de evaluaciones externas de los servicios y de los 
programas de la dependencia; y 

b) La existencia de la publicación de informes trimestrales de los 
avances de los programas y servicios. En este caso no se puede 
aplicar.

El siguiente atributo es la sustentabilidad y es evaluado por la existen-
cia de un subejercicio del presupuesto por parte de la dependencia, el 
cual pudiera afectar el funcionamiento de los servicios prestados por la 
misma. Este indicador fue verificado con la información presupuestaria 
de los últimos dos años. Se demostró haber ejercido el presupuesto en 
tiempo y forma.

La realización progresiva se calificó con la existencia de reportes o infor-
mes de la evolución de los gastos y programas/acciones. Esta dimensión 
no pudo ser verificada con la información proporcionada.

Los últimos dos atributos son el máximo uso de recursos disponibles y la 
instrumentación de indicadores y puntos de referencia. En el primer caso, 
la evaluación depende de la existencia de acciones y metas y programas 
de cumplimiento. En el segundo depende de la existencia de indicadores 
de monitoreo y seguimiento de los programas. No se pudieron verificar.

5.9  Análisis cualitativo/entrevistas

Para llevar a cabo el análisis cualitativo de la SEDEMA se realizaron 
entrevistas a las y los funcionarios de las diferentes áreas relaciona-
das con la vinculación a la población usuaria, en distintos niveles 
de responsabilidad y cuyas actividades estaban relacionadas con la 
instrumentación de las líneas de acción del PDHDF.

Se realizó una muestra aleatoria que se conformó por veintiún fun-
cionarias y funcionarios. Todos se presentaron a la entrevista y con-
testaron el cuestionario, el cual tuvo una duración aproximada de 
35 minutos por persona.

Las entrevistas tuvieron el objetivo de explorar la percepción y el 
conocimiento que tienen las y los entrevistados con respecto a la 
institucionalización del EDH en el ente implementador en que la-
boran, o con el que interactúan, a partir de su entendimiento del 
marco normativo, conocimiento del esfuerzo institucional y calidad 
en los servicios o programas de que son usuarios.

Asimismo, se indagó acerca de la percepción y conocimiento que 
tienen quienes fueron entrevistados sobre el PDHDF, sus líneas de 
acción y los principales obstáculos y avances en su cumplimiento. 
Es importante señalar que, considerando la representatividad de 
la muestra, no es posible generalizar acerca de las respuestas, sino 
sólo tener una idea general que permita distinguir la orientación 
institucional actual respecto de los temas mencionados.

Las primeras dos partes de la entrevista se realizaron mediante la 
respuesta a un cuestionario cerrado, lo que permitió verificar tiem-
pos y reacciones frente a las preguntas. La mayoría se contestaron 
rápidamente, indicando que sus respuestas muestran en lo gene-
ral sus percepciones inmediatas. La segunda parte constó de cinco 
preguntas abiertas que buscaron indagar acerca del conocimiento 
específico de las líneas de acción y los obstáculos que se han de-
tectado para su instrumentación. A continuación se presenta un 
análisis de las respuestas del funcionariado entrevistado.

5.3.1  Conocimiento del enfoque de derechos hu-
manos

La mayoría de las y los funcionarios mostraron un conocimiento 
preciso sobre el significado de los DDHH (76%). Sin embargo, dos 
personas respondieron que son garantías para los grupos vulne-
rables, lo que expone que todavía existe en estas personas una 
visión limitada en torno a los DDHH. Las otras dos respondieron de 
manera general, mostrando que tampoco tienen muy claro qué 
significan los DDHH.

Por otro lado, 38% de las y los funcionarios aseguró que se de-
dican a atender derechos medioambientales, indicando que no 
todas y todos tienen una idea clara de cuáles son los objetivos 
institucionales, al menos desde una perspectiva de derechos.

La mayoría (65%) tiene conocimiento del significado del EDH en 
las políticas públicas, lo cual comprende un enfoque sistémico 
desde el diseño de las mismas. Sin embargo, 17% considera que 

Principios Atributos Variable
Verifica-

ción

Efectividad

Cumplimiento de 
objetivos

Existen y publican de reportes trimestra-
les de avances de los programas/accio-
nes/servicios

ü

Sustentabilidad
Existen o no de subejercicio en la realiza-
ción de las acciones/servicios ü

Realización 
progresiva

Existen de informes de la evolución del 
gasto de la dependencia en los servicios/
acciones/programas



Máximo uso de 
recursos 

disponibles

Existen de planes de acción, metas pro-
gramáticas y cumplimiento anual ü

Indicadores y pun-
tos de referencia.

Existen de indicadores de seguimiento 
y monitoreo de las acciones/programas ü

Cuadro 48. Efectividad-Procesos

Fuente: Elaboración propia con datos de SEDEMA
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el enfoque tiene que ver únicamente con el apoyo a las personas 
más vulnerables. Este resultado encuentra una explicación en la 
manera como se omite la mención a los DDHH en el quehacer 
público de la dependencia.

Un 13% considera que el EDH tiene que ver solamente con ca-
pacitaciones a las y los funcionarios en temas de discriminación 
e igualdad de género, mostrando que no tienen una visión clara 
sobre el significado de los DDHH en general. Podría sugerir que 
ellas y ellos sólo han sido capacitados en esos temas. Estos resul-
tados dan cuenta que todavía no ha permeado el ideal de tener 
una política pública basada en el EDH.

5.3.2  Universalidad

Respecto al principio de universalidad, se indagó acerca de la exis-
tencia de distinciones en la atención por grupo de población. El 
100% de las y los funcionarios entrevistados reconoce que todas 
las personas son titulares de derechos. Sin embargo, cuando se les 
pregunta cuál es el grupo de la población mejor atendido, 62% 
respondió que todas las personas. De las demás personas entre-
vistadas, 16% respondió que las personas con discapacidad son 
mejor atendidas que las demás. Cuando se preguntó qué grupo 
recibía menor atención por parte de la dependencia, sólo 29% 
respondió que todos los grupos reciben buena atención y llamó 
la atención que el 19% dijera que ningún grupo recibía atención 
suficiente.

5.3.3  Justiciabilidad y exigibilidad

Al preguntar a las y los funcionarios si conocían el procedimiento 
para presentar una queja o denuncia contra la SEDEMA, 48% res-
pondió que sí pero no tienen claridad sobre cuáles son los meca-
nismos para presentarla. Sólo dos personas respondieron que había 
que acudir a la Contraloría.

Por otro lado, poco más de la mitad (57%) de las personas entrevis-
tadas aceptaron conocer las sanciones que podrían recibir por una 
queja ciudadana (mencionando desde sanciones económicas hasta 
inhabilitación), aunque sólo dos respondieron cuando se pidió que 
especificaran las que conocieran. Sólo una tercera parte (29%) contes-
tó que sabía cómo defenderse ante una denuncia hecha en su contra. 
Esto podría señalar una buena actuación por la poca utilización del 
recurso por parte de la población usuaria, o simplemente que no se 
conocen tampoco por la ciudadanía y mucho menos se ejercen.

Esta situación podría tener un impacto en el desarrollo de las fun-
ciones que desempeñan las y los servidores pues manifiesta la poca 
claridad que la normatividad interna otorga al tema, remitiéndose 
siempre a la Ley federal en la materia. Por otro lado, refleja la falta de 
denuncias que se hacen contra las y los funcionarios de la dependen-
cia, lo que puede deberse tanto al buen comportamiento como a la 
falta de confianza o desconocimiento de las instancias y mecanismos 
correspondientes por parte de las y los usuarios.

5.3.4  Integralidad

El principio de integralidad considera la realización complementaria 
de los derechos que refiere a la vinculación imbricada del derecho a 
un medio ambiente sano, derecho al agua y derecho a una vivienda 
adecuada, los cuales, para su efectiva realización, son interdepen-
dientes. Esta relación obliga a una coordinación interinstitucional e 
intergubernamental continua, necesaria para el cumplimiento de los 
objetivos institucionales, ya que la SEDEMA, por sí misma, no puede 
garantizar esos derechos.

El 95% de los funcionarios respondió que para realizar sus labores 
se coordina con otras dependencias y el 100% considera que esas 
reuniones permiten resolver problemas de manera conjunta, opinan-
do que deberían realizarse de forma permanente o continuar como 
están. Sin embargo, ante la pregunta específica de cuántas reuniones 
colaborativas han tenido en los últimos meses, las respuestas no son 
consistentes, pues van desdecero a sesenta, algo que podría explicar-
se por el área al que pertenecen esas personas.

Al indagar sobre con qué dependencias han sido más frecuentes las 
reuniones, las y los funcionarios mencionan varias. Ello podría signifi-
car alta integralidad en la coordinación que existe en la SEDEMA. Ade-
más, 76% indicó que desde la Secretaría se invita a las y los usuarios 

¿Conoce Usted el procedimiento para presentar una queja o 
denuncia contra el ente implementador donde labora?

NO (11)
SI (10)

SI
NO

10
11

¿Conoce Usted las sanciones que podría recibir por una 
queja o denuncia ciudadana?

SI(12)
NO (9)

SI
NO

12 53
9 47

¿Conoce Usted el procedimiento para defenderse en caso de una 
denuncia ciudadana?

NO(15)
SI (6)

SI
NO

6 29 %
15 71 %
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a que formen parte de programas de otras dependencias del GDF, 
aunque no tienen mucha claridad respecto a la integralidad de los de-
rechos. El 90% respondió que se realizan convenios entre dependencias.

5.3.5  Igualdad y no discriminación

Mediante las preguntas relacionadas con el principio de igualdad 
y no discriminación se buscan explorar las condiciones de acceso 
y salida de la población derechohabiente a los servicios y progra-
mas a cargo del ente implementador, la manera como se percibe 
la distribución de los recursos, y si existen acciones institucionales 
específicas para revertir las desigualdades persistentes.

Al respecto, una tercera parte de los entrevistados respondió que 
aunque existen condiciones de acceso igualitarias entre hombres y 
mujeres a los servicios y programas de la SEDEMA no se han con-
solidado dichos programas. El resto de los entrevistados considera 
que sí existen condiciones y mecanismos para verificarlo. Además, 
90% reconoce la existencia de acciones afirmativas en la institución 
e, incluso, mencionan ejemplos que responden a este tipo de polí-
ticas. En este sentido, se infiere que las capacitaciones que se han 
impartido en cuestiones de género dentro de la dependencia han 
sido exitosas.

Dos terceras partes de las y los funcionarios entrevistados (67%) 
consideran que el presupuesto es abierto y universal, argumentan-
do que los servicios ambientales son para toda la población.

5.3.6  Participación

Para indagar sobre los espacios y mecanismos de participación y 
consulta se diseñaron ocho preguntas relativas a los grupos y fre-
cuencia con que se llevan a cabo encuentros y la capacidad de 
incidencia en las decisiones de la institución.

A la pregunta de qué grupos de personas se deberían tomar en 
cuenta o consultar para la realización de sus labores, la gran ma-
yoría de las y los funcionarios (90%) respondió que todos los men-
cionados (ciudadanía abierta e interesada, los académicos y espe-
cialistas y los usuarios y derechohabientes). Esto demuestra cierta 
apertura a la vinculación con actores externos que opinen sobre 
sus labores y desempeño. Sin embargo, una tercera parte afirmó 
nunca haber sido parte de algún espacio de diálogo en los últimos 
seis meses.

Las y los funcionarios que dijeron haber participado en espacios de diálo-
go con académicos, especialistas u organizaciones de la sociedad civil, así 
como con la ciudadanía abierta, señalaron tener desde cero a reuniones 
diarias de este tipo, por lo cual no se puede identificar la consistencia.

El 86% de los entrevistados considera que las personas, organizadas o 
no, cuentan con mecanismos institucionales para opinar sobre las accio-
nes, programas y servicios del ente implementador. La mayoría menciona 
como principal mecanismo el portal de Internet, redes sociales o el buzón 
de quejas y sugerencias, aunque no se sabe qué porcentaje de la pobla-
ción atendida cuenta con acceso y conocimientos para Interponer una 
queja por internet.

Es interesante que no exista claridad acerca del proceso que siguen las 
propuestas, quejas o denuncias presentadas por la población, lo cual se 
puede derivar de que en efecto son muy pocas las que presentan alguna 
sugerencia o queja a la dependencia.

Un 66% de las personas entrevistadas de la muestra de entes implemen-
tadores opinó que los derechohabientes y usuarios de las acciones de la 
SEDEMA cuentan con acceso a información sobre sus derechos y marca-
ron múltiples medios donde se difunde la información, siendo los más 
comunes los portales de internet.

5.3.7  Efectividad

Las preguntas de efectividad refieren a la manera en la que se evalúa y 
la percepción que se tiene de la eficiencia de la dependencia. Cuando se 
les preguntó sobre la evaluación las acciones de la dependencia, 43% de 
los entrevistados respondió que es la Contraloría Interna la que realiza 
dichas evaluaciones.

En su opinión ¿el presupuesto del ente implementador está 
orientado en función de las necesidades de la población?

NO LA ATENCIÓN  (14)

TODOS
LOS RECURSOS  (0)

ES UNIVERSAL (7)

No, la atención es abierta y universal                   14      67%
Es universal, pero se focalizan programas a poblaciones vulnerables            7      33%
Todos los recursos se utilizan para atender a las personas vulnerables         0        0%

En su experiencia, ¿ha sido parte de algún espacio de diálogo con la 
ciudadanía en su cargo público y cómo representante del ente 

implementador?

SI  (15)

NO (6)

SI
NO

15 29%
6 71%

En su experiencia, las acciones/programas/servicios del ente 
implementador son evaluados por:

0 1 2 3 4 5 6 7 8 10 12

Contraloría Interna

Ente público externo

Instituciones académicas

Organizaciones independiente 

Todas las anteriores

Ninguna de las anteriores
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Cuando se les preguntó si conocían los mecanismos internos de 
evaluación, casi la mitad (48%) djo que sí. Sin embargo, cuando 
se les pidió que mencionaran en qué consistía, la mayoría de las 
respuestas fueron muy vagas. Esto podría indicar que cuando hay 
evaluaciones, las y los servidores no reciben los resultados o no se 
hace una retroalimentación completa.

Quienes conocen el sistema de evaluación tienen un muy buen 
concepto de éste y lo consideran necesario para la realización y 
avance de sus actividades. 

Cuando se toca el tema del presupuesto, generalmente defienden 
la aseveración de que el presupuesto se usa eficientemente, sea 
suficiente o no dicho presupuesto. De esta manera, 67% de los en-
trevistados dice que el ente implementador no tiene presupuesto 
suficiente, pero siempre resaltando que se trabaja lo mejor que se 
puede con el que se tiene. También es común encontrar entre los 
comentarios una verdadera preocupación por el asunto ya que 
varios aseguraron que los problemas y necesidades ambientales 
son tan grandes que es realmente muy poco el dinero destinado 
a sus actividades, insinuando que políticamente no se le presta 
suficiente atención al tema.

El 76% de los entrevistados conoce las obligaciones jurídicas que 
tiene el ente implementador frente a las personas, mencionando 
que la ciudadanía y la preservación de un medio ambiente sano es 
la principal obligación que tienen ante las personas.

5.3.8  Conocimiento del Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal y sus líneas de ac-
ción

Del restante 48%, 73% aseguró que el PDHDF no sólo aplica para las 
personas que viven en la Ciudad de México, ya que se considera también 
a las personas que se encuentran en tránsito por la Ciudad.

El 48% de las personas que conocen el PDHDF conoce también 
las líneas de acción que corresponden a la SEDEMA. Sin embargo, 
cuando se les pedía que dijeran líneas específicas, no pudieron es-
pecificarlas. Quienes intentaron contestar la pregunta confundían 
dichas líneas con la declaración de derechos humanos o daban 
respuestas muy generales como “el derecho a un medioambiente 
sano”. Hubo una persona que mencionó líneas específicas porque 
traía un documento preparado para la entrevista, lo cual nos impo-
sibilita saber si antes de preparar la entrevista las conocía o no.

Desde su punto de vista, el ente implementador donde labora :

Tiene su�ciente presupuesto y se utiliza e�cientemente  1       5%
No cuenta con recursos su�cientes para sus propósitos 14     67%
Tiene presupuesto pero no se utiliza de manera e�ciente   1       5%
No cuenta con su�cientes recursos y los que tiene no se 
usan e�cientemente       5    24 %

No cuenta con (14)

Tiene presupuesto (1) Tiene presupuesto (5)

Tiene su�ciente (1)

El Programa aplica sólo a las personas que viven 
en la Ciudad de México?

SI
NO

3%

SI (3)

NO (8)

8%

SI
NO

10     48%

SI (10)

NO (11)

11     52%

SI
NO

16     76%

SI (16)

NO (5)

 5     24%

¿Conoce Usted las obligaciones jurídicas que el implementador 
tiene frente a las personas?

SI
NO

10     48%

NO (11)

SI (10)

 11     52%

¿Conoce el Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal? 
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Es importante señalar que solían confundir el PDHDF con accio-
nes de la CDHDF.

El mayor logro mencionado es la capacitación y la difusión que 
la noción del cuidado del medioambiente ha tenido entre la po-
blación y las y los servidores. Sin embargo, varios contestaron 
que no es posible ver un avance ya que pertenecen a una admi-
nistración relativamente nueva y no tienen conocimiento de las 
acciones de la administración pasada. Como era de esperar, es 
casi nula la continuidad y el conocimiento de los resultados de 
las administraciones anteriores, algo que puede provocar retrasos 
u obstaculizar el trabajo que se pueda llegar a alcanzar.

5.10  Valoración de consistencia de las líneas 
de acción de la Secretaría del Medio Ambiente 
del Distrito Federal

Valoración global

El objetivo de la valoración global es determinar el grado en el 
que las líneas de acción del ente implementador son consistentes 
bajo los tres criterios: congruencia-relevancia, factibilidad-viabili-
dad y validez-pertinencia.

El ejercicio de valoración de las líneas de acción de la SEDEMA se 
realizó con dos propósitos. Primero, desde el punto de vista de 
DDHH es fundamental identificar aquellas líneas de acción que 
son cruciales para la realización del derecho. Después de una pri-
mera lectura del PDHDF se detectó que hay líneas que, aunque 
son relevantes para la operación eficiente del ente implementa-
dor, no son decisivas para el derecho. Desde el punto de vista del 
gobierno y de la ciudadanía es importante identificar áreas prio-
ritarias. Por tanto, la primera valoración puede ser útil para aten-
der dichos aspectos. Segundo, el ejercicio brinda una descripción 
del “estatus” de las líneas de acción con respecto a su viabilidad 
y validez. Algunas líneas de acción reflejan propósitos encomia-
bles, pero en la primera lectura se detectó que algunas no son 
factibles o que, debido a su redacción o planteamiento, no son 
LA sino estrategias u objetivos. Se considera entonces que para 
facilitar la instrumentación y evaluación del Programa es impor-
tante tener un primer gran diagnóstico de las líneas de acción.

Resultados de la valoración global de la Secretaría del 
Medio Ambiente

Para realizar este ejercicio se utilizó la base de datos proporciona-
da por la SE con las líneas de acción seleccionadas de la SEDEMA. 
Conforme a esta base de datos, corresponden 140 LA a este ente 
implementador.

La valoración global se resumió mediante la construcción de un 
índice que varía de cero a uno (ver nota metodológica).19 Cuando el 
valor es 1, entonces la línea de acción, de cumplirse, tendría efectos 
directos en el atributo del derecho ya que es factible y está bien 
planteada. Valores menores a 1, por tanto, implican que en uno o 
varios de los criterios la línea de acción no alcanzó la calificación 
máxima. Esto no significa que la línea de acción esté mal, sea irrele-
vante desde el punto de vista de los derechos, o sea poco factible. 
En realidad, la lectura del índice debe asociarse a la existencia con-
diciones exógenas a la línea. De cumplirse, su efecto dependería de 
otros procesos o circunstancias (tal vez otras líneas, por ejemplo) 
o que su factibilidad dependería de aspectos adicionales (finan-
cieros u operativos, por ejemplo). Sin embargo, conforme el valor 
se aproxima a cero se puede concluir que la línea tendrá mayores 
dificultades para realizarse o que, de hacerlo, tendrá implicaciones 
menores sobre el derecho.

Los resultados muestran que las líneas de acción de la SEDEMA son, 
en términos generales, consistentes bajo los tres criterios. Para mos-
trar sintéticamente los resultados se crearon graficas con el valor, 
ordenado de menor a mayor, de todas las líneas de acción (eje de 
las y) y con la proporción acumulada (eje de las x). Esto permite ver 
la distribución general de los puntajes de las líneas de acción. Estos 
aspectos se aclaran con la interpretación particular de cada gráfica. 
Cabe señalar que los puntajes para cada línea de acción se mues-
tran en la base de datos. Más adelante se ponen algunos ejemplos 
a manera de ilustración.

Al ordenarse las líneas de acción por puntaje es posible identificar 
grupos y proporciones de casos similares (Ver Gráfica SMA.1). Por 
ejemplo, comenzando por las de mayor puntaje, cerca del 10% de 
las líneas de acción (barras altas del lado derecho) tienen puntajes 
altos. Esto significa que bajo los tres criterios se trata de líneas con-
siderablemente relevantes desde el punto de vista de derechos, por 
lo general viables y cuya especificación es clara. Por otro lado, se 
observa que poco más del 40% tiene puntajes que oscilan entre 0.8 
y 0.9. Son líneas de acción que son factibles y están adecuadamen-
te especificadas, pero que tienen efectos indirectos o que, a pesar 
de tener efectos directos sobre los atributos de los derechos, tienen 
detalles en alguna de las otras dos dimensiones.

En términos de los puntajes medios, alrededor de la mitad de las 
líneas de acción tienen puntajes entre 0.5 y 0.8. Esto significa que 
cinco de cada diez las líneas de la SEDEMA están, por lo general, 
en alguna de las siguientes situaciones: están bien planteadas pero 
su factibilidad no es tan clara y su efectos sobre el derecho son 
indirectos puesto que, aunque se realicen al 100%, hay factores 

19   Se construye, por tanto, de la suma un valor por criterio y se divide entre el valor 
máximo posible.

SI
NO

11    52%

SI (11)

NO (10)

 10     48%
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exógenos a considerar; las líneas tienen estrecha relación con el 
derecho pero su factibilidad está fuertemente condicionada y/o se 
trata de expresiones generales que no refieren, rigurosamente ha-
blando, a LA.

Otra manera de pensar en los resultados es en la forma que asume 
la gráfica. Como puede apreciarse, la gráfica está sesgada a la de-
recha. Por tanto, puede afirmarse que, en términos generales, las 
líneas de acción de la SEDEMA son consistentes, pero es necesario 
considerar factores asociados a su factibilidad, relevancia respecto 
al derecho (efecto indirecto), o sobre la forma en la que se plan-
tean. Hay un pequeño grupo de líneas con problemas a considerar 
en dos o más de los criterios aplicados.

5.4.1  Valoración del enfoque de derechos huma-
nos

Uno de los objetivos generales de la evaluación es valorar el grado en 
el que el EDH se operacionaliza en el PDHDF. Ello implica revisar si 
los atributos “teóricos” de cada uno de los derechos se incorporan 
en el PDHDF y si ello se hace de manera extensiva o superficial. 
Durante la valoración general se detectó que varias LA refieren a 
aspectos que guardan una relación indirecta con los atributos del 
derecho humano. Se proponen medios que después, se asume, de-
cantarán en cambios en el estado de la situación que guardan los 
derechos. Sobre esta base se procedió a hacer un segundo análisis 
con la finalidad de valorar la relación entre las líneas de acción y el 
atributo del derecho que buscan atender.

Lo que se hizo fue volver a ponderar el índice para darle mayor 
peso al criterio de congruencia-relevancia. El ejercicio consistió en 
potenciar al cuadrado el criterio de interés y estandarizar el índice 
tomando el valor máximo posible. Esto significa que el índice varía 
favorablemente cuando la línea de acción tiene implicaciones más 
directas sobre el atributo del derecho. Menores valores del índice 
implican una disminución del efecto de las líneas de acción sobre 
el derecho. Como se mencionó, esto no significa que las líneas sean 
deficientes sino que hay casos en los que “el cumplimiento de la lí-
nea”, debido a distintos condicionales, no ofrece garantía alguna de 
que va a haber cambios sustantivos en el derecho. La mejor manera 
de ilustrar esto es a través de las líneas que tienen el propósito de 
crear estudios o diagnósticos. Los estudios son un insumo de po-
lítica y parte del discurso de derechos plantea usar evidencia para 

actuar (formular líneas de acción). El aspecto clave es que desde el 
punto de vista de un programa de derechos humanos se trata de 
medios no de acciones que necesariamente implican cambio.

Otro aspecto importante de la interpretación es que no se partió de 
la hipótesis de que las líneas deben tener efectos directos. Esto se-
ría una interpretación inadecuada de las propuestas metodológicas 
para instrumentar políticas con EDH. Por supuesto, la esfera de pro-
cesos es clave para avanzar en el cumplimiento. Dicha esfera debe 
después capitalizar los pasos intermedios a través de acciones. Se 
trata de una condición necesaria pero no suficiente para realizar los 
diferentes atributos de los DDHH. El aspecto clave es determinar 
si dichas acciones intermedias son parte de un núcleo o grupo de 
acciones que redundarían en cambios efectivos sobre el derecho.

Valoración del enfoque de derechos humanos de la Secre-
taría del Medio Ambiente

La Figura SMA.2 muestra un cambio en la distribución de las líneas 
de acción respecto a la Figura SMA.1. Cuando se prioriza el EDH, 
una proporción importante de las líneas de acción de la SEDEMA 
tiene un propósito indirecto respecto al derecho. Esto se debe a 
que se trata de líneas de acción que son estudios, diagnósticos, 
creación de indicadores o acciones dirigidas a mejorar aspectos 
que son inherentes a un buen gobierno (eficiente, eficaz y efecti-
vo). Sobre este último punto sería importante hacer una reflexión 
sobre si algunas de las líneas planteadas son acciones que debe-
rían obviarse puesto que representan obligaciones mínimas del 
gobierno (cumplir la ley, por ejemplo), no en términos de DDHH, 
sino en términos de administración pública (garantizar que se cum-
pla la ley o ser eficientes en términos de coordinación y comunica-
ción, por ejemplo).

Otro aspecto importante del índice ponderado es que permite la 
identificación de aquellas líneas de acción cuya instrumentación y 
evaluación es crítica desde el punto de vista de los DDHH. Esto pue-
de servir como criterio adicional para seleccionar aquellas líneas a 
evaluar o monitorear por parte de la sociedad y del propio gobier-
no, puesto que representan en algunos casos nodos decisivos para 
el cumplimiento del Programa.

Cuando se tenga la evaluación de todas las líneas de acción de la 
SEDEMA entonces los resultados podrán multiplicarse por el índice 
(o por la ponderación de la columna consistencia-relevancia) para 
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determinar el grado en el que lo que se ha cumplido abona a la rea-
lización del derecho. Puede darse el caso de que se cumplan pocas 
líneas pero que se trate de las más importantes en términos del 
derecho (aunque puede ser el caso contrario).

Finalmente, pero aún más importante, la valoración por ente imple-
mentador no es la mejor manera para evaluar el EDH. La evaluación 
debe ser por derecho porque es difícil que un ente sea responsable 
de cubrir todos los aspectos relacionados con el derecho. Para ello, 
es necesario:

1) Revisar si los contenidos de los derechos se incluyen adecua-
damente en el programa; y 

2) Valorar el grado en el que lo que se incluyó se ha cumplido 
a fin de determinar el grado de avance respecto al derecho.

Ejemplos interpretación de SMA

a) Líneas de acción con puntaje alto (ver Ejemplos A, abajo)

Interpretación del primer caso

C: La línea de acción establece un efecto directo sobre el atri-
buto de educación en medio ambiente. Es posible identificar 
el efecto debido a que la población objetivo está especificada.

F: Es factible en tanto los universos están acotados.

P: La línea de acción es acotada.

Interpretación del segundo caso

C: El acceso y titularidad a servicios de salud es clave para la 
realización del derecho, en particular cuando se busca de ga-
rantizar servicios por daños de terceros agentes.

F: Es factible porque se montaría en la SSDF.

P: Es debatible si se trata de una línea de acción, puesto lo que 
se plantea es un programa como diferentes propósitos (crea-
ción del programa, acciones para la población en riesgo y pla-
nes de contingencia).

B) Líneas de acción con puntaje bajo (ver Ejemplos B, si-
guiente página)

Interpretación del primer caso

C: Es comprensible la idea de llevar a cabo una consulta pública 
como medio de redefinición, pero la forma en la que se plantea 
en la línea de acción es muy general, con términos difíciles de 
operacionalizar y que no parecen ser congruentes con el méto-
do elegido (pacto social, movimiento de largo aliento). El pro-
pósito de la línea de acción es parte de un objetivo estratégico 
y como tal no puede ser parte de una línea de acción.

F: La consulta es factible pero el cumplimiento de los paráme-
tros, a través de la línea, no es viable.

P: No es una línea de acción, sino un objetivo estratégico.

Interpretación del segundo caso

C: “Retomar” es un término muy ambiguo para especificar una 
línea de acción. No es posible identificar su efecto respecto al 
derecho, a pesar de que se entiende que las acciones en salud 
son importantes.

F: Es factible siempre “retomar” algo pero no se define el uni-
verso (programas anteriores).

P: No se trata de una línea de acción. Parece más un recordato-
rio que eventualmente puede transformarse en acciones.

Ejemplos A. Línea de acción con alto puntaje bajo la valoración de enfoque de derechos humanos

 
Coherencia-
Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad

Plausibilidad Valoración 
1. (C+F+P)

Valoración 2. 
(C2+F+P)

Diseñar, llevar a cabo y evaluar campañas y actividades de educación am-
biental en el nivel preescolar y en las preparatorias del GDF, a fin de fomen-
tar una conciencia social que propicie una mejor relación de la persona hu-
mana con el medio ambiente (no sólo proveer información, sino propiciar el 
entendimiento, la reflexión y participación en la solución de la problemática 
medioambiental) en coordinación con la sociedad civil.

3 3 3 1 1

Crear un programa especial dentro de la SSDF para la prevención y atención 
de la salud ambiental de la población capitalina que garantice el acceso a la 
prevención y atención médica adecuada, oportuna y de calidad para enfer-
medades relacionadas con la contaminación del aire, el suelo y el agua. Este 
programa deberá contemplar acciones específicas para la población que ha-
bita o transita en zonas de mayor riesgo ambiental como basureros, zonas 
de desechos, entre otras, así como planes de contingencia que se deberán 
aplicar en situaciones de emergencia por contaminación del ambiente.

3 3 2 0.8888889 0.9333333
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Clasificación de las líneas de acción conforme a su carácter 
prioritario

El Cuadro de la izquierda presenta las 140 líneas de acción de la 
SEDEMA clasificadas conforme a tres criterios. Bajo prioritarias se 
agrupa a las 26 líneas de acción que además de ser sumamente 
consistentes implicarían efectos de corte más directo sobre los 
DDHH de la población de la Ciudad de México. Bajo necesarias se 
agrupan aquellos casos en los que los cambios propuestos impli-
can medidas de proceso (estudios y diagnósticos, por ejemplo). 
Se trata de líneas cuyo cumplimiento es indispensable (aunque 
no suficiente) para la realización de los DDHH. Finalmente, bajo 
mejorables se incluyen 23 líneas de acción que podrían afinar 
su planteamiento, plantear acciones más acotadas y plausibles, o 
especificar más adecuadamente su relación con los DDHH.

5.4.2  Valoración del grado de avance las líneas 
de acción

Consideraciones sobre la información entregada por la 
dependencia

Para la valoración del grado de avance de las líneas de acción de 
la SEDEMA se utilizó la base de datos proporcionada por la insti-
tución en septiembre de 2013. En esta base se presenta informa-
ción sobre la instrumentación de 146 líneas de acción. En colum-
nas se muestra: información para 2011, 2012 y 2013, descripción 
de las actividades y acciones realizadas para cubrir lo señalado 
en el PDHDF, columna para que el ente establezca las dificultades 
encontradas en la instrumentación y tres columnas para detallar 
las acciones realizadas. Se encontraron algunos problemas en la 
base de datos que es importante considerar, puesto que contex-
tualizan los resultados de la valoración realizada.

1. El número de líneas de acción de la base entregada por la SE 
es distinto a la de la base de la SEDEMA. Sin embargo, al hacer 
una comparación línea por línea se detectó que la diferencia se 
debe a que en la segunda base hay líneas doblemente contem-
pladas. Esto significa que ambas bases son compatibles.

2. En algunos casos, la información proporcionada no tiene re-
lación alguna o tiene relación parcial con la línea de acción del 
PDHDF. Es sumamente importante determinar el grado de avan-
ce porque se tendría que deducir cómo dicha información tiene 
vinculación o no con lo establecido en la línea de acción.

 
Coherencia
-Relevancia

Factibilidad-
Viabilidad

Plausibilidad Valoración 1. 
(C+F+P)

Valoración 2. 
(C2+F+P)

Convocar una consulta pública para analizar el tema de los servicios ambientales desde el 
punto de vista de un nuevo pacto social, que pueda generar un movimiento de largo aliento 
en la opinión pública para que también la sociedad capitalina en su conjunto se haga cargo 
de la sustentabilidad de la ciudad.

1 2 1 0.4444444 0.2666667

Retomar el planteamiento de programas anteriores que preveían acciones de medio ambiente 
articuladas con salud y con enfoque de género.

1 2 1 0.4444444 0.2666667

Clasificación de las líneas de acción: Prioritarias, 
Necesarias y Mejorables

Prioritarias Necesarias Mejorables

491 493 534 681 494

518 497 549 686 512

519 510 555 687 538

575 517 568 732 618

638 533 599 741 570

1588 536 604 800 587

582 547 605 806 647

615 548 606 814 722

673 556 609 935 769

782 557 617 1213 588

799 558 619 1587 641

1212 578 731 513 674

499 580 937 571 508

522 581 1214 808 509

523 593 1535 816 585

539 598 514 848 586

540 608 492 933 611

545 612 502 1210 634

551 636 504 660 637

569 653 505 683

613 740 507 720

665 785 516 721

737 810 532 812

851 811 535  

1032 813 541  

1211 844 542  

  932 543  

  1209 559  

  1217 565  

  1534 566  

  1590 579  

  490 596  

  503 600  

  506 602  

  511 607  

  515 616    

Ejemplos B.Línea de acción con bajo puntaje bajo la valoración del enfoque de derechos humanos
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3. Un amplio conjunto de líneas de acción no tiene informa-
ción. Esto puede deberse a que no se han implementado o que 
no hubo, al momento de entregar la base, información suficien-
te para las líneas en cuestión.

4. En otros casos, la información es sumamente general y es 
muy complicado determinar el grado de avance con base en 
lo reportado.

5. Debido a la parcialidad de la información, en algunas líneas 
de acción no es posible establecer si lo que se ha hecho sirve 
para avalar cierta implementación. La existencia de información 
no necesariamente lleva a concluir que se ha implementado en 
algún grado la línea.

6. Para algunas líneas se reporta el grado de avance. Sin em-
bargo, lo que se documenta es el grado de avance de cierto 
programa o acción. Esto no es lo mismo que reportar el grado 
de avance respecto a la línea (un programa social no cubre ne-
cesariamente y en forma satisfactoria lo que se establece en 
una línea de acción dada). Esta dificultad no se debe exclusiva-
mente al reporte de la SEDEMA. En realidad, el origen está en la 
manera en la que algunas líneas de acción se plantean en el PD-
HDF. En las conclusiones y recomendaciones se hacen comen-
tarios y se proponen algunas ideas para avanzar en este punto 
que parece ser decisivo para el futuro monitoreo del Programa.

Criterios para la evaluación

Con base en los puntos anteriores, se decidió incluir tres criterios 
básicos que permitieran sistematizar la evaluación.

Vinculación: se refiere a la coherencia de lo reportado por la 
SEDEMA con lo que señala la línea de acción. Se valoró con “1” 
cuando la información responde a lo planteado por la línea de 
acción, y “0” en caso contrario. Debido a la falta de información, 
fue necesario incluir “0.5” como valor intermedio. Este valor in-
dica que hay cierta relación entre lo reportado por la SEDEMA y 
el PDHDF, pero que lo señalado no es concluyente.

Instrumentación: se refiere a la existencia de información que 
de manera general avala lo que se ha hecho para atender lo 
planteado por la línea de acción. No se busca identificar alguna 
magnitud o proporción. Se valoró con “1” cuando la informa-
ción brindaba sustento de la existencia de acciones que aten-
dieran, aunque fuera de manera general, lo señalado por el PD-
HDF. Al igual que en el caso anterior, se usó “0.5” para remarcar 
los casos en los que fue posible concluir que hubo cierto cum-
plimiento pero no fue posible establecer contundentemente la 
implementación.

Grado de avance: Se valora con “1” cuando la información per-
mite inferir qué tanto se ha atendido lo establecido en la línea 
de acción. En algunos casos, es imposible definir el grado de 
avance debido a que desde la línea de acción hay falta de pará-
metros para hacerlo. En este caso, se trata del grado de avance 
de las acciones de la SEDEMA, las cuales pueden o no represen-
tar el grado de avance global de la línea de acción.

Resultados de la valoración

El siguiente cuadro muestra los resultados de la clasificación rea-
lizada conforme a los tres criterios señalados. Muestra de manera 
sintética, quizá mínima, una aproximación global al grado en el 
que la SEDEMA ha avanzado en la implementación de las líneas 
de acción. Es por ello que se optó por utilizar valoración y no 
evaluación.

Se observa que aproximadamente la mitad de las líneas de acción 
no se han implementado o no existe información que permita 
avalar cierto avance en la implementación. En la siguiente sec-
ción, haciendo uso del índice ponderado basado en el EDH, se 
muestra que en general se trata de líneas prioritarias, necesarias 
o mejorables. Por otro lado, el 15% de las líneas de acción tiene 
información parcialmente compatible. Se trata de un grupo de 
líneas en el que la información proporcionada tiene muy poca 
relación con lo solicitado desde el PDHDF y que, por tanto, es 
sumamente difícil establecer conclusiones sobre su implemen-
tación.

Se detectaron dos líneas que no se han implementado debido a 
problemas de atribución jurídica y que necesitarían reclasificarse 
y asignarse al ente más adecuado para realizarlas. Ocho líneas de 
acción cuentan con información que avala que se han comenza-
do a implementar, pero que existe muy poca o nula evidencia 
sobre el grado de avance que se tiene. Finalmente, una de cada 
tres líneas cuenta con información que permite concluir que se 
ha avanzado considerablemente en su implementación. Sin em-
bargo, y en forma rigurosa, se ha avanzado en la instrumentación 
de ciertos programas, campañas o estudios que no necesaria-
mente cubren satisfactoriamente lo establecido en el PDHDF. En 
estos casos, se requieren evaluaciones cualitativas que permitan 
concluir de manera definitiva si el avance en la implementación 
de ciertos programas corresponde a realizaciones importantes en 
materia del PDHDF.

Clasificación grado de avance SEDEMA

Tipo de situación N %

Sin información/No realizadas 72 49%

Información parcialmente compatible 22 15%

Problemas de atribuciones 2 1%

Instrumentadas pero con información parcial y 
poco avance

8 5%

Instrumentadas con información que avala su 
avance

42 29%

Total 146 100%

Fuente: Elaboración propia con información de SEDEMA
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Características del grado de avance desde el enfoque de 
derechos humanos

En secciones anteriores se mencionó que las líneas de acción del 
PDHDF tienen diferentes niveles de relación con los DDHH. Mien-
tras algunas son más de proceso o estructura (legislación, estudios, 
talleres, capacitación), otras son de resultado (efectos directos en la 
población). Una parte fundamental para la evaluación es saber qué 
clase de líneas se han implementado o no, es decir, si hay cierta co-
rrelación entre líneas prioritarias (efectos directos, correctamente 
especificados y factibles) y las líneas instrumentadas.

Con la información disponible no es posible responder satisfac-
toriamente esta pregunta. Además, la naturaleza casi discrecional 
de la valoración realizada puede arrojar resultados sesgados. Sin 
embargo, se puede realizar una aproximación mediante la combi-
nación de las dos bases de datos al vincular el índice ponderado de 
la valoración de consistencia con la base de datos entregada por la 
SEDEMA. Los resultados son los siguientes:

a) De las 26 líneas prioritarias, en 13 casos puede afirmar-
se que el grado de implementación es considerablemente 
alto. En contraste, en 8 líneas prioritarias no se tiene in-
formación alguna sobre su avance. Los casos restantes se 
encuentran en alguna de las otras categorías.

b) De las 91 líneas necesarias, 50 no tienen avance o infor-
mación alguna y 26 tienen información que avala avances 
considerables en su implementación.

d) De las 23 líneas mejorables, 11 no tienen grado de avan-
ce y 10 tienen algún grado de avance (ya sea con informa-
ción parcial o con información completa).

Estos resultados no muestran un patrón sistemático en la imple-
mentación. Sin embargo, pueden servir para orientar la organiza-
ción estratégica de la futura implementación de las líneas de acción.

5.11  Conclusiones y recomendaciones

El análisis se encuentra limitado respecto a la propuesta metodoló-
gica planteada debido a la falta de información requerida para lle-
varlo a cabo. Sin embargo, se recabó información pública en distin-
tas fuentes y se realizaron las entrevistas correspondientes, con lo 
cual se presentan las siguientes conclusiones y recomendaciones.

5.5.1  Análisis estructural o del marco normativo

Como se ha mencionado, para el análisis normativo se verificaron 
la Ley Ambiental para el Distrito Federal y sus tres reglamentos 
(verificación vehicular, ambiental, autorregulación y auditorías am-
bientales), instrumentos que delinean el desarrollo y ejecución de 
la política ambiental, pero quedan cortos en términos de la verifi-
cación del actuar institucional cotidiano pues no les corresponde 
aterrizar en éste. Sin embargo, esta normatividad permite verificar 

tangencialmente la importancia que se les da a los principios del 
EDH en los distintos espacios de vinculación socio-estatal, permi-
tiendo identificar algunos de sus obstáculos. 

Un primer elemento a destacar es el reconocimiento explícito de 
las personas como titulares del derecho a un medio ambiente sano 
y la importancia de su participación en la definición de la política 
ambiental, situación que se expresa en la Ley y se refleja en los 
distintos reglamentos.

Como se puede observar en la siguiente figura, la normatividad 
analizada de la SEDEMA encuentra áreas susceptibles de mejora, 
principalmente en términos de exigibilidad e igualdad. Ello per-
mitiría afinar la difusión de los derechos ciudadanos de manera 
comprensible, la capacitación sistemática y certificada de las y los 
funcionarios, el reforzamiento de los mecanismos de quejas y de-
nuncias, entre otros.

En este sentido, para mejorar el marco normativo interno se reco-
mienda lo siguiente:

- Diseñar instrumentos de difusión que permitan que la infor-
mación generada por la SEDEMA sea accesible y comprensible 
para la mayoría de la población y no sólo para especialistas (de 
manera especial, aprovechar mejor los Espacios de Participa-
ción y la manera de integrarse a ellos).

- Transparentar el proceso que sigue una queja o denuncia, 
qué consecuencias para aquel funcionario o funcionaria que 
viole sus derechos y ante quiénes puede presentarlas pues se 
trata de herramientas que empoderan a las personas frente a 
las autoridades.

- Incorporar la obligación de capacitación tanto para el fun-
cionariado como los concesionarios en DDHH, igualdad, no 
discriminación y participación ciudadana, especialmente para 
quienes intervengan en el proceso de atención directa a la so-
ciedad.

- Incorporar a la normatividad el proceso que siguen las que-
jas, denuncias y propuestas de la población al interior de la 

Institucionalización del enfoque de derechos humanos marco normativo

Efectividad

Universalidad

Participación

Marco jurídico

Integralidad

Exigibilidad y 
justiciabilidad

Igualdad y no 
discriminaciónEsfuerzo institucional

5.7

3.3

3.3
5.7

10
9
8
7
6
5
4
3
2
1
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SEDEMA para su correspondiente atención, estableciendo un 
plazo máximo de respuesta.

- Establecer la obligación de realizar evaluaciones externas 
tanto a los procedimientos de la SEDEMA como a los conce-
sionarios, así como de asumir las recomendaciones realizadas.

5.5.2  Análisis de procesos

En la siguiente figura se resumen los avances en materia de DDHH 
por principio de la institución. Por grado de calificación obtenida se 
puede observar que la mayor puntuación la obtuvo en efectividad, 
seguido de participación e integralidad, mientras que los principios 
de exigibilidad, justiciabilidad e integralidad fueron los de menor 
calificación.

Los resultados obtenidos por la SEDEMA en materia de DDHH 
muestran que sus fortalezas residen en los avances realizados 
en el principio de efectividad, participación y universalidad. El 
actuar de la institución en estos revela que casi le fue posible 
alcanzar una calificación máxima y así cubrir con la mayoría de 
los indicadores relacionados, principalmente relacionados con la 
trasparencia, la inclusión de la sociedad civil y las evaluaciones 
de sus programas, además de contar con un amplio conjunto 
de indicadores de seguimiento de sus metas y de los objetivos 
de la institución. Sin  embargo, su debilidad, como muestran los 
resultados, se encuentra en el principio de igualdad y no discrimi-
nación, donde obtuvo una calificación mínima, indicando un área 
de trabajo importante.

Los esfuerzos que se deberían realizar son principalmente en los 
que impulsen tareas y acciones afirmativas en materia de género 
(como campañas de sensibilización, cursos de capacitación e in-
formación de sus funcionarios), tanto al interior como al exterior 
de la dependencia.

5.5.3  Análisis cualitativo

A partir de las entrevistas realizadas a las y los funcionarios de la 
SEDEMA se llegó a las siguientes conclusiones y recomendaciones.

■ El análisis de las entrevistas revela que no existe una idea 
rectora sobre lo que en términos generales constituye el marco 
de DDHH, lo cual da cuenta de la falta de reconocimiento e incor-
poración del tema al actuar institucional. Por esto, es necesario 
contar con un programa de capacitación continua en materia de 
DDHH para las y los funcionarios del ente implementador.

■ Es preocupante el desconocimiento que tienen las y los fun-
cionarios en cuanto a lo mandatado por el PDHDF y las líneas de 
acción que corresponden a la SEDEMA. El Programa se percibe 
como una carga laboral extra y no se reconoce como parte de su 
labor cotidiana. Es necesario un proceso de capacitación al res-
pecto así como un esfuerzo de asimilación de las líneas de acción 
a los procesos institucionales existentes.

■ Es necesario incorporar a la capacitación de las y los funciona-
rios el proceso de programación en el marco de los DDHH para 
que reconozcan el Programa como parte de sus actividades co-
tidianas.

■ Es también recomendable que se den a conocer, a todos ni-
veles, los resultados que se van generando de la implementación 
del PDHDF para que sean conocidos por todas y todos y de esta 
manera puedan vincular el trabajo de cada área para seguir un 
objetivo en común.

■ Aunque existe la obligación normativa de contar con capacita-
ción y se realizan cursos y talleres por la dependencia, se requiere 
un programa especializado permanente que certifique a las y los 
funcionarios en la implementación del PDHDF y el EDH a su ac-
tuar institucional.

■ En términos de efectividad, las y los funcionarios no reconocen 
un monitoreo oficial del avance de las metas, objetivos o líneas 
de acción, lo que los aleja de la estrategia de la dependencia. Es 
necesario incorporar a las y los funcionarios, especialmente quie-
nes se encargan de la operación, en los procesos de seguimiento 
y monitoreo con retroalimentaciones continuas.

5.5.4  Valoración del grado de consistencia de 
las líneas de acción del Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal

Factibilidad y líneas base parciales de avance. Debido a que varias 
líneas de acción solamente podrán evaluarse en el mediano y largo 
plazo es necesario establecer criterios intermedios que faciliten su 
monitoreo. Estos criterios pueden servir como referentes e, incluso, 
constituirse en metas intermedias que den sentido y peso a aquellas 
líneas de acción que, pese a que en el corto plazo suenan ambicio-
sas, tienen implicaciones fundamentales en la consolidación de los 
DDHH.

Esfuerzo institucionalización del enfoque de derechos humanos
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Líneas base. Una parte importante de las líneas de acción de la SE-
DEMA tienen que ver con provisión y coberturas. Dada la relevancia 
que tienen estas líneas, en tanto inciden y reflejan la realidad de la 
población respecto a sus DDHH, es indispensable establecer líneas 
base que permitan la evaluación y el monitoreo.

Elaboración de criterios cualitativos de evaluación. Los estudios, 
diagnósticos, cambios legales y creación de sistemas de indicado-
res, entre otros, representan líneas de acción en materia de proce-
so. La SEDEMA en sus facultades podrá solicitar dichos estudios y 
tal vez realizarlos bajo las condiciones establecidas en el Programa 
(coordinación, consulta, participación). Pero será sumamente difícil 
determinar si la línea de acción se ha implementado satisfactoria-
mente. En estos casos, la creación de líneas base no es del todo 
úti, puesto que la existencia de determinado proceso informa poco 
sobre su verdadera contribución al objetivo bajo el cual se concibió 
la línea de acción. En estos casos, es importante que el Comité y las 
personas interesadas en la implementación del PDHDF desarrollen 
algunos criterios normativos para valorar si, por ejemplo, determi-
nada capacitación o cambio normativo cubre o no lo solicitado 
desde el Programa.

Núcleos críticos de líneas de acción y líneas de acción primarias. 
Uno de los mayores retos para la implementación efectiva del PD-
HDF es el desarrollo de una estrategia institucional que permita 
avanzar en las 140 líneas de acción. En el caso de la SEDEMA, 
parece ser viable identificar ciertas líneas de acción que condi-
cionan el avance y la implementación de otras líneas. Ello implica 
hacer una selección de líneas de acción primarias y, posterior-
mente, la creación de grupos de estas líneas.

Grupos de líneas de acción. Con base en los núcleos críticos po-
dría construirse la estrategia de mediano plazo para el cumpli-
miento de las 140 líneas de acción.

Causalidad. Una parte considerable de las líneas de acción pre-
supone que ciertas mejoras en los procesos generales de las 
instituciones (coordinación) tendrá determinado efecto sobre 
los DDHH. Aunque es plausible suponer que toda mejora es un 
avance hacia la eficiencia y eficacia, no es claro si este tipo de ac-
ciones deberían ser parte del PDHDF. En todo caso, es necesario 
precisar y hacer una descripción de la sucesión de cambios que 
se espera obtener. Ello no sólo permitirá aclarar la relación de 
ciertas líneas de acción con los DDHH sino establecer criterios y 
referentes para la evaluación particular del avance de la imple-
mentación del Programa.

Evaluación centrada en derechos. Particularmente en el caso del 
derecho a un medio ambiente sano es necesario establecer la 
relación entre los atributos de este derecho y las diferentes líneas 
de acción. Lo que se tiene actualmente es una clasificación de 
líneas de acción conforme a los atributos. Sin embargo, no es 
posible saber cómo el total de las líneas de acción en el atributo 
“x” contribuye a la realización del atributo y, posteriormente, a la 
realización del derecho. ¿La implementación de todas las líneas 
de acción conlleva a concluir que se ha realizado el derecho?

5.5.5  Grado de avance de las líneas de acción

Relación entre líneas de acción y programas. Es poco claro que a cada 
línea de acción deba corresponderle un programa o un conjunto de pro-
gramas. Debido a que las líneas de acción proponen diferentes tipos de 
objetivos, en algunos casos parece ser plausible que un programa baste 
para cubrir satisfactoriamente lo que se establece en una línea y, en otros, 
se requiere de la suma de programas (asumiendo que son aditivos, lo 
que tampoco es claro) para cubrir, en partes, cada línea de acción.

Aunque es parte de los avances en la conceptualización del EDH, atender 
este tipo de dificultades, esta distinción entre las diferentes equivalencias 
líneas de acción-programas es útil porque sienta las bases para una valo-
ración cualitativa y profunda de las acciones realizadas. La consecuencia 
práctica de esto es que no basta con que existan uno o varios programas 
relacionados con la línea de acción para determinar el grado de avance, 
sino que es necesario determinar si uno o varios programas cubren satis-
factoriamente la expectativa generada desde el PDHDF.

Expectativas, objetivos y líneas base. A falta de líneas de base, se requie-
ren criterios básicos que definan la expectativa que se tiene sobre algu-
nas líneas de acción. Estos servirían como estándares cualitativos para 
valorar el grado de avance de las líneas de acción. Para que los entes 
implementadores mejoren la forma en la que reportan la información y 
la manera en la que estiman su grado de avance se requieren mayores 
referentes. La falta de estos criterios y de líneas base dificulta considera-
blemente tanto la implementación como la evaluación del PDHDF.

Sistematización de la información. Se debe valorar qué tan complicado 
y costoso es para la SEDEMA sistematizar la información sobre la opera-
ción y los resultados de sus programas. A fin de poder evaluar el avance 
de la implementación del Programa se debe saber no solamente si en 
términos generales se ha realizado una determinada acción. Se requie-
re conocer el impacto, y quizá el efecto, de las acciones. Por ejemplo, la 
realización de una determinada campaña puede considerarse como una 
acción que cubre parcial o totalmente lo solicitado por el Programa. Pero 
solamente es a través la información cualitativa sobre las características 
de la campaña y sobre su impacto que es posible hacer una valoración 
del alcance de la acción en términos del Programa. En el reporte de la 
SEDEMA, se hace un esfuerzo por otorgar y sistematizar información al 
respecto, pero es insuficiente para realizar un ejercicio riguroso de eva-
luación. Debe considerarse cómo, en un contexto de recursos limitados, 
la SEDEMA podría mejorar la profundidad de la información.

Líneas con información que avala avance. Un siguiente paso en el mo-
nitoreo del Programa es hacer una valoración futura de estas líneas a fin 
de determinar de manera concluyente el impacto y efecto de estas líneas 
en los DDHH de la población. Podrían filtrarse haciendo uso del índice 
ponderado basado en el EDH.

Estrategia de avance y EDH. El índice ponderado, en combinación con la 
base de datos de la SEDEMA, puede ser una herramienta complemen-
taria para organizar las prioridades de la dependencia desde el EDH. Po-
drían enlistarse aquellas líneas que, por ejemplo, son necesarias o prio-
ritarias y que no tienen implementación alguna. En un segundo 
paso, en función de las prioridades y recursos de la dependencia, 
se podría utilizar ese conjunto de líneas para crear un subconjunto 
de líneas de acción.
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  6.	 Consideraciones generales

El documento realizó un estudio exploratorio en tres depen-
dencias: el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 
Distrito Federal (DIF-DF), la Secretaría de Seguridad Pública 

del Distrito Federal (SSPDF) y la Secretaría del Medio Ambiente del 
Distrito Federal (SEDEMA). Sus dos propósitos específicos eran la 
verificación del grado de institucionalización del EDH en los proce-
sos de cada una de estas dependencias y la verificación del grado 
de avance de las líneas de acción que le corresponden a cada uno 
de estos entes implementadores de acuerdo a lo estipulado en el 
PDHDF.

Para alcanzar dichos propósitos se desarrolló un marco conceptual 
que definiera los alcances teóricos del análisis a partir del cual se 
construyó un instrumental diagnóstico que permitió evaluar a las 
dependencias a la luz de del EDH y las acciones realizadas para dar 
cumplimiento al PDHDF.

Los resultados brindan una perspectiva general de la manera como 
las dependencias han ido asimilando el PDHDF, las acciones rela-
cionadas con su instrumentación y los principales obstáculos que 
encuentran tanto el funcionariado como las y los usuarios de los 
programas que se aplican en los ámbitos de competencia de cada 
uno de los entes implementadores. A continuación se desarrollan 
varias consideraciones generales en cada una de las dimensiones 
de análisis.

6.1  Análisis estructural o del marco normativo

Luego de la reforma constitucional de 2011, relativa al reconocimiento 
del marco internacional de los DDHH, la creación de una Ley del PDHDF y la 
aplicación desde 2010 del propio Programa en todas las dependencias de la 
Ciudad de México, el análisis busca contribuir a identificar algunos obstáculos, 
resistencias y áreas susceptibles de mejora en la normatividad interna de los en-
tes implementadores, permitiendo de esta manera la realización de mejoras en 
los procedimientos y así contribuir a un reconocimiento y ejercicio pleno de los 
derechos por la ciudadanía.

El análisis realizado a los tres entes implementadores permite observar un con-
sistente avance en la incorporación de distintos elementos del EDH en las leyes y 
reglamentos que rigen a la administración pública del D.F. Sin embargo, existen 
disposiciones internas, de carácter adjetivo que, en la etapa de instrumentación, 
afectan el reconocimiento de los derechos, obstaculizan acciones afirmativas y 
limitan su ejercicio por parte de las personas usuarias de las políticas. Esto se 
identifica mediante la verificación de los documentos internos, manuales de 
administración, reglas o lineamientos operativos que, aunque fundamentados 
en la legislación local, traslapan objetivos estableciendo requisitos, obligaciones 
y limitaciones al funcionariado que terminan por impedir la realización de los 
DDHH.

Aunque en la Ciudad de México se cuenta con una arquitectura jurídica orienta-
da al reconocimiento de los derechos de quienes habitan y transitan por ella, la 
normatividad interna, reglas de operación y manuales de cada ente establecen 
interpretaciones que en muchos casos limitan el ejercicio de los derechos 
por parte de la ciudadanía.

En los entes implementadores analizados todavía no se reconoce 
el marco de los derechos y las titularidades de obligaciones insti-
tucionales frente a las personas usuarias. Lejos de establecer dere-
chohabientes, sujeta a las personas a un modelo de subordinación 
institucional (beneficiario-proveedor) con consecuencias serias en 
la percepción de autonomía y las capacidades de exigencia. Un 
paso pendiente en este sentido es hacer explícito el concepto de 
derechohabiente frente las instituciones públicas y de obligadas 
para éstas, lo que permitiría una relación distinta y cambiaría pau-
latinamente la idea de subordinación y los actos que ello conlleva.

Aunque a nivel local se establecen en distintos ordenamientos en 
cuanto a la exigibilidad, mecanismos de contraloría y resortes ins-
titucionales para la denuncia, los lineamientos internos están to-
davía lejos de señalar claramente cuáles son los instrumentos que 
se tienen para levantar una queja, ante quién interponerla y no 
se hacen explícitas las consecuencias que tienen para el funciona-
riado la violación de los derechos. Más allá de contar con algunas 
menciones de ventanillas para “quejas y sugerencias”, se requiere 
establecer directamente la obligación de desarrollar materiales di-
dácticos dirigidos a quienes potencialmente podrían ser víctimas 
de manipulación, brindando facilidades para su exigencia.

La articulación entre dependencias para la realización de objetivos 
comunes se refleja en innumerables consejos, comités y grupos de 
trabajo establecidos desde la legislación, aunque muchas veces pa-
rece no reconocerse a quienes se señalan como población objetivo 
de las políticas. La incorporación de instituciones especializadas en 
jóvenes, mujeres o infancia podría brindar elementos diagnósticos 
relevantes y mejorar las capacidades institucionales para la provi-
sión de programas y servicios públicos con mayor efectividad.

Un elemento central del EDH es la participación de las personas 
en la definición de las políticas, su monitoreo y las posibilidades 
de mejora. Al respecto, el análisis muestra claroscuros en la norma-
tividad interna que dificultan la creación de espacios efectivos de 
vinculación socio-estatal que permitan una contribución efectiva 
a la mejora de los programas y servicios. Llama la atención que la 
normatividad analizada no establece la obligación de realizar con-
sultas periódicas sobre la satisfacción de las personas usuarias. Este 
mecanismo permitiría conocer de manera directa las debilidades 
y obstáculos a los que se enfrenta la población en su vinculación 
con cada una de las instituciones, ampliando sus capacidades de 
mejora.

Otro elemento fundamental es la inexistencia de un instrumento 
formal que regule las necesidades de capacitación del funcionaria-
do en la Ciudad de México. Existen menciones aisladas de contar 
con formación en género o DDHH. Sin embargo, en la norma no se 
explicita la obligación para todo el personal, especialmente para 
quienes tienen una vinculación directa con la ciudadanía, de con-
tar con una certificación mínima en materia de derechos. Ello les 
permitiría reconocer la titularidad de derechos de las personas y de 
obligaciones de la institución de la que forman parte, entender el 
valor de la participación ciudadana en la mejora de sus procesos, y 
las limitaciones que tiene su actuación frente a la población usuaria 
de los programas y servicios. En este sentido, es notable la ausencia 
de un programa de capacitación en el reconocimiento y ejercicio 
de sus derechos pues la incorporación a un programa público brin-
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da la oportunidad a la institución de instruir a las personas respecto 
a los alcances y limitaciones de la dependencia y sus funcionarias 
y funcionarios.

En concordancia con lo anterior, es importante reconocer la necesi-
dad de hacer accesible la información de las políticas y programas 
a la población usuaria de manera que ésta tenga capacidad de en-
tenderla y utilizarla como mejor le convenga. En todos los casos 
analizados se cuenta con reglas y lineamientos operativos redacta-
dos para el funcionariado o para un segmento de la ciudadanía. No 
permiten un fácil entendimiento por la mayoría de la población. Es 
necesario avanzar en un programa general de difusión transversal 
que reconozca la dificultad actual para asimilar la normatividad y 
dé un paso hacia la traducción a un lenguaje inteligible las reglas, 
lineamientos y la normatividad que afecta directamente la realiza-
ción de los derechos de las personas.

Finalmente, en términos del principio de efectividad y reconocien-
do que ha habido avances sustantivos en la materia, no se puede 
dejar de señalar como parte del EDH, la necesidad de contar con un 
sistema de monitoreo abierto y transparente del avance de los ob-
jetivos planteados por cada una de los programas y servicios que se 
llevan a cabo en la Ciudad. La normatividad debe señalar la obliga-
ción explícita de contar con un sistema de monitoreo de metas en 
el que se involucre tanto a la ciudadanía, para su vigilancia, como a 
las y los funcionarios encargados de la operación en territorio para 
así alcanzar los mejores resultados.

6.2  Análisis de procesos

El análisis del grado de institucionalización del enfoque consta de 
tres partes. En la etapa de análisis de procesos se verificó el esfuer-
zo de los entes implementadores con base en la existencia o no 
de mecanismos que impulsen la promoción y la protección de los 
DDHH. El análisis se concentró en la evaluación de la capacidad 
de implementación de las instituciones a partir de las atribuciones 
normativas.

En términos de universalidad, aunque se cuenta con programas de 
capacitación en género o DDHH, no se tiene un programa sistema-
tizado que de manera obligatoria certifique a las y los funcionarios 
en el reconocimiento de las titularidades de derechos y obligacio-
nes frente a la población.

Respecto al principio de exigibilidad y justiciabilidad surgieron 
problemas comunes como la falta de mecanismos para la repa-
ración del daño en caso de que se viole un derecho que afec-
te directamente a una persona. En este sentido, no fue posible 
detectar un instrumento que permitiera el reclamo y cobertura 
de externalidades negativas frente a las acciones institucionales. 
También se puede resaltar la falta de claridad en lo que respecta 
a los mecanismos de quejas y denuncias, siendo imposible iden-
tificar el porcentaje de funcionarias y funcionarios sancionados y, 
en algunos casos, el seguimiento que se le da a las recomenda-
ciones en materia de DDHH. Estas son áreas de oportunidad para 
las instituciones, aquellas en que deben enfocarse los esfuerzos 
en esta dimensión del derecho.

En cuanto al principio de integralidad, los resultados indican que en 
las dependencias existen espacios de diálogo y reuniones con otras 
dependencias. Sin embargo, también indican que estos procesos se 
realizan muchas veces en ausencia de un esquema de trabajo y de 
seguimiento de los acuerdos. Además, preocupa la falta de informa-
ción, bitácoras de reuniones y en algunos casos incluso la ausencia 
de espacios de diálogo. Las dependencias deben enriquecer y obte-
ner un mejor provecho de las charlas, reuniones y acuerdos con las 
diferentes dependencias con las que coordinan sus acciones.

La igualdad y no discriminación son principios transversales que se 
invocan en todos los instrumentos internacionales de DDHH, co-
menzando por los artículos 1, 2 y 7 de la Declaración Universal sobre 
Derechos Humanos. En la herramienta diseñada el cumplimiento de 
este principio se aborda desde cuatro atributos: igualdad de géne-
ro, igualdad de oportunidades, justicia distributiva y respeto a las 
diferencias o la diversidad. A estos atributos les corresponden diez 
variables a verificar que buscan capturar el esfuerzo institucional que 
se realiza en esta dimensión.

Los hallazgos arrojaron un bajo reconocimiento a la capacitación 
en temas de igualdad de género y no discriminación. Aunque se 
argumenta la realización de talleres de capacitación, es notoria la 
falta de acciones afirmativas que contribuyan a generar equilibrios 
y respeto en términos de género, así como condiciones igualitarias 
para el acceso a personas discapacitadas o LGBTTTI.

En cuanto al principio de participación, la herramienta de análisis 
se compone de seis atributos: diversidad y pluralidad, inclusión, 
empoderamiento, intersectorialidad, transparencia y rendición de 
cuentas. Los resultados muestran que no existe el mecanismo nece-
sario para incluir las propuestas ciudadanas, y no se cuenta con un 
registro de las reuniones que se llevan a cabo ni de los acuerdos y 
su seguimiento en su caso. Existe opacidad en cuanto a las solicitu-
des de información requeridas por la ciudadanía. Las dependencias 
necesitan trabajar más en la presentación y seguimiento de sus in-
formes de resultados.

Finalmente, respecto a la efectividad, los resultados muestran la 
necesidad de trabajar en la realización y publicación de informes de 
evolución del gasto. Con esto, se mejoraría su asignación y se daría 
a conocer el destino de los recursos y su aplicación en los diferentes 
rubros de programas o gasto de la administración en curso.

6.3  Análisis cualitativo: entrevistas

En una tercera etapa del análisis se llevaron a cabo entrevistas a ac-
tores relacionados con cada uno de los entes implementadores que 
se eligieron para explorar la percepción y el conocimiento que existe 
respecto a la institucionalización del EDH en los entes implementa-
dores y el conocimiento que tienen las personas acerca del PDHDF y 
la instrumentación de las líneas de acción que son competencia del 
ente implementador en que laboran. Se logró recopilar opiniones y 
percepciones del funcionariado de las tres dependencias. Sin embar-
go, sólo fue posible entrevistar a usuarios del DIF-DF, por lo que se 
tuvo mayor información respecto a las percepciones del funcionaria-
do y en ellas se basaron las recomendaciones.
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En las tres dependencias se encontró que las y los funcionarios ven 
a los DDHH como un tema diferenciado y no como una perspectiva 
sistémica para el desempeño de sus labores. Todavía no ha permeado 
al interior de las dependencias el ideal de tener una política pública 
basada en el EDH.

Aunque las y los funcionarios entrevistados reconocen que todas las 
personas son titulares de derechos, no parece quedar clara la res-
ponsabilidad que tienen las y los servidores respecto a su garantía, 
promoción y respeto. No todas y todos los funcionarios tienen una 
idea clara de cuáles son los objetivos del ente implementador donde 
laboran desde una perspectiva de derechos.

Se observó que en términos de justiciabilidad y exigibilidad son po-
cas y pocos los funcionarios que saben cómo defenderse ante una de-
nuncia hecha en su contra. Esto podría señalar una buena actuación 
por la poca utilización del recurso por parte de la población usuaria. 
También podría indicar que no se conocen por la ciudadanía y mu-
cho menos se ejercen. En general, se mencionaron pocos casos de 
denuncias ciudadanas. La población usuaria parece no reconocer sus 
capacidades de exigibilidad. Es fundamental que todas y todos los 
servidores tengan claros los mecanismos de exigibilidad y justiciabi-
lidad pues constituyen la base para la activación y empoderamiento 
de la ciudadanía. En este sentido, se pueden utilizar los programas 
y servicios sociales de la dependencia como vehículos para la edu-
cación de las y los usuarios en el reconocimiento y ejercicio de sus 
derechos. Adicionalmente, es importante mejorar los mecanismos de 
difusión de las quejas y denuncias ante la población usuaria de los 
programas sociales.

En cuanto a la integralidad, la mayoría de las y los funcionarios sostie-
nen reuniones con funcionarias y funcionarios de otras dependencias 
que coadyuvan a la realización de sus objetivos. En general, parece 
que se comprende la necesidad de que exista integralidad en el que-
hacer público. Se reconoció la importancia de tener reuniones con 
otras dependencias y se aseguró que se informa a los derechohabien-
tes de su ente implementador de programas de otras dependencias 
cuando se encuentran vulnerabilidades en torno a la satisfacción de 
algún derecho. La mayor parte de las y los funcionarios entrevista-
dos respondió que aunque existen condiciones de acceso igualita-
rias entre hombres y mujeres a los servicios y programas de sus de-
pendencias éstas no se han consolidado. Se infiere, entonces, que 
las capacitaciones que se han impartido en cuestiones de género 
dentro de las dependencias han sido exitosas y deben continuar.

En los tres entes implementadores se mostró apertura a la vincula-
ción con actores externos que opinen sobre sus labores y desem-
peño. Sin embargo, existen funcionarias y funcionarios que dijeron 
nunca haber sido parte de algún espacio de diálogo en los últimos 
seis meses. Los expertos entrevistados consideran importante que 
exista un mecanismo institucionalizado de colaboración entre las 
dependencias y las OSC que no tenga que reiniciarse con cada ad-
ministración. La continuidad es la base para un avance mucho más 
detallado y eficiente.

La mayoría de las y los funcionarios entrevistados consideran que 
las personas cuentan con mecanismos institucionales para opinar 
sobre las acciones, programas y servicios del ente implementador. 
Sin embargo, no existe claridad acerca del proceso que siguen las 

propuestas, quejas o denuncias presentadas por la población. Ello 
puede derivar de que en efecto son muy pocas las personas que 
presentan alguna sugerencia o queja a la dependencia.

En términos de efectividad, las y los funcionarios conocen los sis-
temas de evaluación de las dependencias, aunque la mayoría sólo 
reconoce a la Contraloría Interna e ignora que puede haber más 
agentes encargados de la evaluación. Es necesario incorporar a las y 
los funcionarios en el monitoreo del avance de las metas, objetivos 
o LA, especialmente quienes se encargan de la operación, en los 
procesos de seguimiento. Asimismo, se deben difundir los resul-
tados de la implementación del PDHDF en todos los niveles de las 
dependencias para vincular el trabajo de cada área como parte de 
un objetivo en común.

Cuando se toca el tema del presupuesto, generalmente defienden 
la aseveración de que el presupuesto se usa eficientemente, sea 
suficiente o no. La mayoría de las y los entrevistados aseveró que 
los entes implementadores no tienen presupuesto suficiente, pero 
se resaltó que se trabaja lo mejor que se puede con el que se tiene.

Cuando se preguntó a las y los funcionarios si conocían el PDHDF, la 
mayoría respondió que sí pero pocas personas lograron mencionar 
LA específicas a sus áreas de trabajo y sus dependencias. Varias per-
sonas confundieron el Programa con acciones de la CDHDF. Esto da 
cuenta de la implementación dispersa del Programa y puede estar 
relacionado con que no existe una idea clara en las dependencias 
de lo que significa el EDH y su importancia. Es muy recomendable 
un programa especializado permanente que capacite y certifique 
a los funcionarios en la implementación del PDHDF y el EDH a su 
actuar institucional.

El mayor logro mencionado es la capacitación y la difusión que la 
noción de los DDHH ha tenido entre la población y las y los mismos 
servidores. Sin embargo, varias y varios funcionarios contestaron 
que no les es posible ver un avance ya que pertenecen a una ad-
ministración relativamente nueva y no tienen conocimiento de las 
acciones de la administración pasada. La continuidad y el conoci-
miento de los resultados anteriores están ausentes y esto puede 
provocar retrasos u obstaculizar el trabajo que se pueda llegar a 
alcanzar.

6.4  Valoración de las líneas de acción

La valoración de las líneas de acción tuvo dos propósitos. Primero, 
explorar la relación de cada LA de los tres entes seleccionados con 
los atributos básicos de los diferentes DDHH, estimar la viabilidad 
y factibilidad de que dichas líneas pudieran implementarse en el 
corto plazo, y verificar la coherencia e inteligibilidad de las líneas de 
acción en cuestión. Segundo, con base en la información propor-
cionada por los entes implementadores, valorar el grado de avance 
de la implementación de las líneas de acción. A continuación se 
mencionan los principales hallazgos derivados de ambos ejercicios.

Los resultados globales del estudio muestran que existen conjun-
tos de LA caracterizados por su alta importancia para la realización 
directa de los DDHH, ya que proponen cambios viables y porque 
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son congruentes con lo que desde la perspectiva de la planeación 
es una LA (y no un objetivo estratégico, por ejemplo). Asimismo, se 
encontró que existe un conjunto de líneas que, aunque son necesa-
rias, no tienen la relevancia de las mencionadas. Esto se debe a que 
hay un grupo considerable de LA que tiene relación indirecta con 
la realización de los DDHH. Por ejemplo, se trata de iniciativas diri-
gidas a la creación de estudios, la mejora de procesos, la difusión 
y producción de información que, aunque se relacionan con los 
DDHH, su implementación puede o no tener efectos en el disfrute 
de los DDHH por parte de la población de la ciudad. Finalmente, 
se detectó un grupo pequeño de LA que debido a su falta de 
claridad, inadecuada clasificación o poca relación con los DDHH 
requieren mejoras para facilitar su implementación y comprensión 
por parte de los entes implementadores.

Estos resultados tienen limitaciones y su interpretación debe 
acompañarse de una lectura específica de los reportes realizados 
para cada ente implementador. Aunque se establecieron mecanis-
mos para reducir la subjetividad del ejercicio, fue imposible elimi-
nar el sesgo inherente al tipo de evaluación realizada. Por tanto, 
la valoración cuantitativa (es decir, los puntajes por LA) inevitable-
mente tiene sesgos. Sin embargo, y a nivel global, los resultados 
señalados difícilmente sufrirían grandes modificaciones. En reali-
dad, es muy probable que aunque los puntajes de algunas líneas 
cambien, se mantengan los tres grupos detectados de líneas. Por 
otro lado, una limitación clara es que las conclusiones derivadas 
del presente estudio no pueden generalizarse al resto de los en-
tes implementadores puesto que ello depende de un ejercicio de 
carácter global.

Los resultados de la valoración de las líneas de acción permitie-
ron derivar una serie de recomendaciones para cada uno de los 
entes implementadores. En general, más allá de la necesidad de 
revisar varias de las líneas de acción, se recomendó la elaboración 
de núcleos críticos que permitan ordenar de manera lógica la im-
plementación secuencial de las líneas de acción. Esto facilitaría 
el monitoreo y la rendición de cuentas en la materia ya que es 
claro que la realización de algunas LA está condicionada por la im-
plementación previa de otras líneas. Por otro lado, es imperativo 
reflexionar sobre el desequilibrio existente entre LA con efectos 
directos sobre los DDHH y aquellas dirigidas a la creación y desa-
rrollo de medios para avanzar en la determinación de la contribu-
ción de las acciones de los entes implementadores a cada uno de 
los DDHH. Esto también ayudaría a dimensionar las implicaciones 
que ha tenido y podrá tener el PDHDF para los DDHH en la Ciudad 
de México.

Respecto al segundo gran propósito de la evaluación, las conclu-
siones generales de cada uno de los entes seleccionados, es que 
los tres han avanzado parcialmente, aunque de manera diferen-
ciada, en la implementación de las líneas de acción. De manera 
global, el grado de avance está alrededor del cincuenta por ciento. 
La imprecisión para determinar el grado de avance global se debe 
a que existen LA que, de acuerdo con los entes, no tienen vin-
culación jurídica o están inadecuadamente clasificadas, no existe 
información disponible o el grado de avance por línea no es claro.

Como se muestra en los reportes elaborados para cada ente, es 
posible identificar grupos de LA de acuerdo a su grado de avance. 

Esto significa que se pueden detectar las líneas en las que no se ha 
avanzado (ya sea porque no se ha hecho nada o porque no exis-
te vinculación jurídica), las líneas con grado de avance moderado, 
y aquellas con grado de avance sustancial. Es importante señalar 
que la valoración en muchos casos solamente se pudo hacer de 
manera dicotómica (sí o no) y, por tanto, no fue posible conocer el 
grado de avance específico. Por otro lado, la valoración no se basa 
en ejercicios cualitativos que permitan saber la profundidad de la 
implementación. No es posible saber si lo que se ha hecho desde el 
ente implementador “x” satisface la expectativa que se tiene desde 
el PDHDF. Como se menciona en las recomendaciones, un siguiente 
paso es avanzar en evaluaciones cualitativas de aquellas acciones 
que resultan decisivas para la realización de los DDHH. 

Los hallazgos de la valoración del grado de avance muestran que 
los entes implementadores reclasificaron algunas de sus acciones 
(previas a la creación del PDHDF), debido a que desde su punto de 
vista, éstas cubren lo solicitado desde el Programa. Es necesario, en-
tonces, corroborar si efectivamente dichas acciones cualitativamen-
te atienden las transformaciones solicitadas por parte del PDHDF. 
Finalmente, se detectó que es necesario mejorar y homologar los 
mecanismos de reporte y monitoreo internos de la implementa-
ción de las líneas de acción. En particular, debido a que se tratan 
de ejercicios discrecionales, se deben incorporar mecanismos de 
validación cruzada para que los reportes reflejen lo mejor posible la 
situación de cada línea.
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  8.	 Glosario

Atributo del derecho. Atributo significa la cualidad de un ser, o 
una serie de características necesarias para la existencia de dicho 
ser o sujeto. Para el presente estudio, y como punto de partida, 
revisamos que la narrativa de la norma jurídica de cada derecho 
humano se traduzca en un número limitado de características o 
atributos de ese derecho. La noción de atributos de un derecho 
ayuda a hacer que el contenido de ese derecho sea concreto y hace 
explícito el vínculo entre los indicadores definidos de un derecho 
por un lado y las normas relativas a ese derecho por otro.

Atributos o dimensiones por derecho. Las dimensiones en las 
que se mide la realización de los Derechos Humanos se traducen 
en la protección, el respeto, la promoción y la satisfacción de los 
derechos por parte de los Estados. Los atributos de dichas dimen-
siones son: 

1. Accesibilidad económica y geográfica o el acceso al derecho.

2. Disponibilidad o la magnitud necesaria de recursos destinados a 
garantizar el derecho. 

3. Calidad en la provisión y en el disfrute del derecho.

4. Aceptabilidad de grupos conforme a parámetros culturales.

Derechos civiles y políticos. Se les ha llamado también derechos 
de primera generación y constituyen la primera parte de la De-
claración Universal de Derechos Humanos. Protegen las libertades 
individuales de la transgresión injustificada de los gobiernos y las 
organizaciones privadas, garantizan las capacidades de las perso-
nas para participar en la vida civil y política del Estado sin discrimi-
nación o represión. Garantizan el goce de una vida libre de temor.

Derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DES-
CA). Se les llama también derechos de segunda generación y cons-
tituyen la segunda parte de la Declaración Universal de Derechos 
humanos. Están estrechamente vinculados con las condiciones fun-
damentales para la satisfacción de nuestras necesidades básicas. 
Posibilitan a las personas en lo individual y lo colectivo gozar de un 
nivel de vida adecuado, libre de miseria.

Derechos Humanos. Lo que hoy entendemos como dignidad hu-
mana es un conjunto de garantías jurídicas universales que pro-
tegen a los individuos y a los grupos contra acciones y omisiones 
que interfieren con las libertades y los derechos fundamentales 
de las personas. Son atributos exigibles frente a los Estados como 
demandas válidas, son universales, es decir, inherentes a todas las 
personas, independientemente de su sexo, religión, nacionalidad, 
raza, estado civil, orientación política o sexual, situación económica, 
opinión pública así como cualquier otra característica que no altere 
la condición de persona; y, por otro lado, son interdependientes e 
indivisibles, pues deberán prestárseles la misma atención y  urgen-
te consideración a su protección y promoción.

Diagnóstico de Derechos Humanos del Distrito Federal. Tiene 
por objeto identificar los principales obstáculos que impiden a las 
personas que transitan o habitan en el Distrito Federal, el ejercicio 
y goce efectivo de los Derechos Humanos reconocidos en los ám-
bitos nacional e internacional. Asimismo, pretende ser un referente 
sobre la situación que guarda el cumplimiento de las obligaciones 
de las autoridades de esta entidad en la materia.

Efectividad. Este principio significa que el Estado, en tanto respon-
sable de promover, respetar, proteger y satisfacer los Derechos Hu-
manos, debe asignar adecuadamente los recursos necesarios para 
el avance progresivo de los derechos, así como no retroceder en 
materia de derechos humanos y satisfacer al menos un mínimo es-
tándar en materia de derechos, lo cual tiene que ver con el princi-
pio de progresividad. Para esto, se necesitan instituciones públicas 
efectivas, con mecanismos claros de cumplimiento y rendición de 
cuentas. Las políticas públicas deben tener un amplio alcance terri-
torial y considerar su sustentabilidad en el tiempo.

Empoderamiento. Es un proceso por el cual las personas fortale-
cen sus capacidades, confianza, visión y protagonismo como grupo 
social para impulsar cambios positivos de las situaciones que viven. 

Apunta a estrategias que incrementen el poder de la ciudadanía, 
en especial de los grupos más vulnerables. Esto significa que acce-
dan al uso y control de los recursos materiales y simbólicos, ganen 
influencia y participen en el cambio social. Incluye  también un 
proceso por el que las personas tomen conciencia de sus propios 
derechos, capacidades e intereses, y de cómo éstos se relacionan 
con los intereses de otras personas, con el fin de participar desde 
una posición más sólida en la toma de decisiones y estar en condi-
ciones de influir en ellas.

Enfoque de Derechos Humanos (EDH). Es una perspectiva basada 
en normas internacionales, que busca conceptualizar las obligacio-
nes del Estado y otros, en relación con la persona humana, para 
facilitar su desenlace programático, desde el diseño hasta la evalua-
ción, considerando como último objetivo la realización de los Dere-
chos Humanos (DDHH). Un enfoque, que identifica a los titulares de 
derechos y obligaciones a lo largo del proceso de las políticas y pro-
cura fortalecer las capacidades individuales e institucionales para 
facilitarlo. El EDH se concibe más como un marco conceptual que 
como un marco normativo, pues tomando la normatividad interna-
cional incorpora elementos conceptuales que facilitan la utilización 
de los componentes principales de dicha normatividad, con el ob-
jetivo de contribuir a la consecución de los Derechos Humanos en 
la práctica. Tiene un carácter transformador que busca reorientar 
las políticas preexistentes y redefinir las relaciones entre el Estado y 
la sociedad. El EDH aún está en vías de consolidación.

Enfoque de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 
como herramienta de análisis (de estructura, procesos y resul-
tados) para el EDH. Parte de que la realización de los Derechos 
Humanos depende de dos etapas (estructura y proceso) mismas 
que deben tener un efecto en la realización de los derechos (re-
sultados).

La etapa de estructura se refiere a la armonización de la legisla-
ción nacional respecto al derecho internacional. La preocupación 
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en esta etapa es verificar el grado en el que los contenidos de los 
instrumentos de Derechos Humanos están incorporados en las leyes. 
Dicha verificación se realiza estudio mediante indicadores, principal-
mente cualitativos, que den cuenta de la existencia de los contenidos. 

La etapa de proceso es la que propiamente se asocia con el uso del 
EDH en políticas públicas. Lo que busca es identificar si el Estado 
cuenta con instituciones, políticas y programas que cubran los princi-
pios, atributos y definiciones del EDH. La validación también se realiza 
mediante indicadores cualitativos, que buscan identificar la existencia 
de instituciones, políticas y programas por derecho. 

La etapa de resultados busca verificar mediante indicadores cuanti-
tativos la realización del derecho. Supone que hay una relación entre 
los resultados que tiene un país o territorio y la estructura y los pro-
cesos. 

Exigibilidad. Para asegurar el ejercicio de un derecho no basta con 
instituirlo y proveer los servicios respectivos, es necesario que existan 
obligaciones reales sobre las personas responsables de concretar esos 
derechos ante la ciudadanía. Implica que los Estados deben ajustarse 
a sus jurisprudencias, a las normas y estándares anclados en los ins-
trumentos de Derechos Humanos de los cuales formen parte.  Asimis-
mo, significa que hay responsabilidades compartidas entre el Estado 
y la ciudadanía, pues ésta tiene el poder de sancionar a las partes 
que están obligadas a que se cumplan los derechos. Los sujetos de 
derechos pueden solicitar reparaciones a los tribunales o cortes com-
petentes cuando sus derechos son violados.  

Género. Es un concepto de construcción sociocultural que se refiere 
al conjunto de ideas, creencias y atribuciones sociales, construidas en 
cada cultura y momento histórico, tomando como base la diferencia 
sexual. De estas creencias surgen los roles de lo femenino y de lo 
masculino, determinando así el comportamiento, la valoración y las 
expectativas sociales en torno al hombre y la mujer. Por otro lado, el 
concepto de sexo hace referencia a las “diferencias y características 
biológicas, anatómicas, fisiológicas y cromosómicas de los seres hu-
manos que los definen como hombres o mujeres.

Igualdad y no discriminación. Todos los individuos son iguales y 
son titulares de todos los Derechos Humanos porque apelan a su dig-
nidad inherente; sin discriminación de ningún tipo, ya sea por raza, 
color, sexo, etnia, edad, lenguaje, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otro tipo, origen social o nacional, discapacidad, propiedad, 
nacimiento o cualquier otro factor. Este principio implica un enfoque 
explícito en quienes están más marginados o son más vulnerables a 
que se abuse de sus derechos. Promueve el respeto mutuo entre las 
personas y pone en primer plano la igualdad entre hombres y mu-
jeres. Asimismo, se busca que haya igualdad de oportunidades y de 
elección para todas las personas y que el Estado garantice equidad en 
el acceso a los recursos públicos.

Indicadores de Derechos Humanos. Son un conjunto de datos u 
observaciones que brindan informaciones concretas sobre el estado 
o la condición de un objeto, un acontecimiento, una actividad o un 
resultado que pueden estar relacionados con las normas de Derechos 
Humanos, que abordan y reflejan principios e intereses en materia 
de Derechos Humanos y que se utilizan para evaluar y vigilar la 
promoción y protección de éstos.

Implementación del Enfoque de Derechos Humanos (EDH). La 
implementación es ejecutar un plan. Para el presente estudio, 
medimos la implementación del Enfoque de Derechos Humanos 
tomando en cuenta los resultados de la aplicación de los distintos 
programas y acciones encaminados a ello.

Institucionalización del Enfoque de Derechos Humanos (EDH). 
La institucionalización se puede definir como el proceso que cam-
bia el desorden sin reglas a un sistema regulado y estandarizado. 
Para ver cuánto se ha institucionalizado el EDH, o qué tanto se ha 
estandarizado a través del Programa de Derechos Humanos del 
Distrito Federal, se toma en cuenta si se han incorporado los prin-
cipios del Enfoque de Derechos Humanos en la legislación o marco 
normativo vigente. Asimismo, se analiza de qué forma se ha ope-
racionalizado el Enfoque por parte de las instituciones a través de 
programas y acciones.

Integralidad. Los Derechos Humanos son indivisibles e interde-
pendientes. Esto quiere decir que cada persona tiene derecho a 
disfrutar de todos sus Derechos Humanos, que no hay una jerarquía 
y que todos son igualmente esenciales para asegurar el respeto y la 
dignidad de cada individuo. Asimismo, la integralidad implica que 
la realización de un derecho depende de la realización de otros. El 
Estado debe asegurar la coordinación y articulación de sus acciones 
dirigidas a respetar, proteger, promover y satisfacer los Derechos 
Humanos.

Intergubernamentalidad. Es un concepto que se define por la 
presencia del principio de igualdad en el seno de cada forma de 
autogobierno, y en las interrelaciones entre diversas unidades o 
núcleos de autogobierno a nivel internacional; o sea, las relacio-
nes intersocietales. Implica que el desarrollo institucional y la vida 
política que se despliega, no organiza relaciones de explotación 
de unas sobre otras, ni formas de subordinación en términos de 
política internacional.

Intersectorialidad. Significa integrar a diversos sectores para solu-
cionar problemas sociales, pues la integración entre sectores posi-
bilita la búsqueda de soluciones integrales. Permite que las diferen-
cias entre las y los actores puedan ser usadas productivamente para 
resolver problemas públicos y/o colectivos.

Justiciabilidad. Es la posibilidad de reclamar ante un juez o tribu-
nal de justicia el cumplimiento de al menos algunas de las obliga-
ciones que se derivan de los derechos, tomando en cuenta que la 
judicial no es la única vía para hacer exigibles esos derechos, hay 
otras vías que pueden resultar incluso más efectivas. 

Marco lógico como herramienta de análisis. El marco lógico ayu-
da a determinar si efectivamente un programa cumple con deter-
minado objetivo. Si el objetivo se cumple de acuerdo con la estruc-
tura del marco lógico, la conclusión es sólo una: que el programa 
está bien. De ahí que lo que se propone es buscar alinear lo que 
establece el marco de derechos con los objetivos.

Participación. Todas las personas tienen derecho a participar de 
forma activa, libre y  significativa para contribuir al goce de su de-
sarrollo civil, económico, social, cultural y político en el que sus De-
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rechos Humanos y libertades fundamentales puedan realizarse. La 
participación basada en el EDH supone repensar la participación y 
dar un salto de atender las necesidades a implementar de forma 
más efectiva distintos proyectos de desarrollo a través del activismo 
político y la fuerza de la ciudadanía.

Perspectiva de género. Alude a la necesidad de acabar con las 
desigualdades de trato y de oportunidades entre mujeres y hom-
bres, las cuales históricamente han afectado más a las mujeres, en 
razón de su sexo; es decir, por el sólo hecho de ser mujeres. La pers-
pectiva de género programa las acciones públicas desde su diseño 
y hasta su evaluación para terminar con la situación de desigualdad 
entre sexos.

Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal (PDHDF). 
A partir de los obstáculos identificados en el Diagnóstico de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal, el Programa tiene por objeto 
proponer soluciones estableciendo estrategias, líneas de acción, 
plazos y unidades responsables, a partir del Enfoque de Derechos 
Humanos en la legislación, las políticas públicas y el presupuesto 
del Distrito Federal.

Progresividad. Implica gradualidad y progreso. La gradualidad se 
refiere a que la efectividad de los derechos no va a lograrse de una 
vez y para siempre, sino que se trata de un proceso que supone de-
finir metas a corto, mediano y largo plazo. El progreso significa que 
el disfrute de los derechos siempre debe mejorar. La progresividad 
requiere el diseño de planes para avanzar hacia el mejoramiento 
de las condiciones de los derechos mediante el cumplimiento de 
esos planes. 

Universalidad. El principio de universalidad alude a que todas las 
personas, donde quiera que se encuentren en el mundo, tienen 
derecho al ejercicio pleno de los Derechos Humanos, los cuales no 
pueden serle coartados por ninguna persona o institución. El Esta-
do debe garantizar la provisión de las políticas públicas para toda 
la población.
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